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Puedes engañar a todo el mundo algún tiempo. Puedes engañar a algunos todo el tiempo. Pero no puedes engañar a todo el mundo todo el tiempo.

La democracia es el gobierno del pueblo, por el pueblo, para el pueblo.

El mundo notará poco, ni mucho tiempo recordará lo que decimos aquí. 

Los que están a nuestro derredor no reconocen de inmediato lo mejor de nosotros ante Dios y el hombre.

Abraham Lincoln

PRESENTACIÓN

La presente obra de la Dra. Lesly Llatas Ramírez, intitulada Apreciaciones sobre la reforma constitucional de los derechos humanos 2002-2003, constituye, por diversas consideraciones, un significativo avance en el cometido institucional de promover, difundir y, sobre todo, apoyar el desarrollo de la investigación en nuestro país, tarea en la cual nos encontramos bregando diariamente y que, sin duda alguna, nos permite acercarnos mucho más hacia nuestra sociedad.

La materia que se aborda en ella no es de las que con mucha frecuencia los académicos de nuestro país suelen preocuparse por investigar, y sobre todo por detenerse a proponer soluciones de cambio y actualización, aspecto que sí podemos resaltar en esta joven y prometedora investigadora de los derechos humanos.

Si bien en el Perú es muy difícil —esencialmente por razones económicas— mantener un equipo de investigadores de alto nivel y dedicados a tiempo completo a su trabajo, resulta loable resaltar que casi todas las publicaciones realizadas en nuestro país son sobre todo producto del esfuerzo individual. 
Precisar las notas que caracterizan a los derechos humanos no es una tarea fácil y ello, sin lugar a dudas, no sólo por la basta bibliografía que existe sobre la materia, sino también por la diversidad de posturas filosóficas, jurídicas, sociológicas y políticas, entre otras, que han brindado el marco conceptual a estos derechos. Por estas consideraciones, es notorio resaltar la importancia del libro de la Dra. Llatas, por cuanto desborda el tradicional enfoque dogmático y analítico, aportando además un mensaje destinado no únicamente a proclamar la supremacía jurídica de la persona humana, sino a perseguir, más allá de toda lírica declaración, la renovación de nuestro ordenamiento jurídico en materia de derechos humanos, para traducir en prescripciones normativas esta temática.

Quisiera destacar algunos elementos de juicio que juzgamos particularmente elocuentes de extrovertir sobre esta materia de gran importancia para el desarrollo y el fortalecimiento del Estado de Derecho y la democracia en nuestra sociedad. No podemos negar la extraordinaria trascendencia que tiene, tanto a nivel nacional como internacional, la rama de los derechos humanos, de tal manera que puede afirmarse, sin exageración alguna, que nos encontramos gozando de una cultura de los derechos humanos, lo cual no quiere decir, lamentablemente, que no se produzcan violaciones de consideración a estos derechos fundamentales en forma cotidiana.

Su santidad Juan Pablo II, en su discurso ante la Asamblea General de las Naciones Unidas en octubre de 1995, nos manifestaba que en ninguna época como en el siglo XX —situación que podemos hacer extensiva hasta nuestros días— se ha tomado tanta conciencia de lo que significa el ser humano y sus derechos. Parece que el creciente interés por la protección de estos derechos por parte de todas las naciones del mundo viene a ser la gran ganancia que ha aportado el siglo XX, un siglo que —como ya es recurrente señalar— ha sido verdaderamente sangriento y ha revelado la cantidad de atrocidades que el hombre es capaz de producir cuando se sobredimensiona en su actuación.

En ese mismo orden de ideas, Montserrat Herrero nos manifiesta que si alguna ganancia hemos de extraer del siglo pasado y de lo que va de la presente centuria, ha de ser necesariamente la preocupación cada vez más constante por la protección de los derechos humanos.
 Parece, por tanto, que gracias a la formulación y ratificación de estos derechos por parte de la mayor parte de las naciones del mundo se ha logrado un progreso humano que era necesario como contrapunto del avance científico y tecnológico, el cual, por su acelerado desarrollo, había casi abrumado a la humanidad corriendo delante de ella hasta el punto de dominarla.

Resulta evidente que con la expresión “derechos humanos” se quiere hacer algún tipo de referencia al hombre. Ya en la Declaración de Virginia de 1776 se decía que “todos los hombres son por naturaleza igualmente libres e independientes y tienen ciertos derechos innatos”. Del mismo modo, en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, expedida por la Asamblea Nacional Francesa de 1789 se habla de unos “derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre”, ideas que, con diversas terminologías, se vienen repitiendo en una serie de textos contemporáneos,
 algunos de los cuales podemos encontrar transcritos en el presente libro y que complementan su riqueza y rigurosidad.

Debemos resaltar que la Dra. Llatas plasma en la presente publicación lo verdaderamente significativo para nuestro país, lo cual se traduce en que en la actualidad se observa una real preocupación por el ser humano y por sus problemas en la sociedad, por aquel zoom politikon del que nos hablaba Aristóteles en su obra La política; en definitiva, por un respeto de lo humano en la sociedad.
 Sin embargo, este cuidado por el ser humano no debe ser del estilo individualista, como el que produjo la Revolución francesa, sino basado en una concepción del hombre como persona.

En este sentido, el summ justum de los tiempos contemporáneos consiste, entre otras cosas, en lo que conocemos e identificamos como lo más esencial, es decir, los derechos humanos y los problemas realmente importantes que atañen al hombre,
 y de los que en el presente libro la Dra. Llatas nos brinda valiosos elementos de juicio, que sin lugar a dudas, nos permitirán concebirlos de forma más idónea.  En el intento por describir las notas de los derechos humanos, podemos decir que una vía válida —aunque, naturalmente, no la única— es la de adoptar como punto de partida las declaraciones de derechos del siglo XVIII o del siglo XX, documentos que, como dice Charles Taylor, forman parte de la cultura legal de Occidente.
 Pues bien, para estos documentos jurídicos, los derechos humanos son esenciales, inalienables, fundamentales, iguales e inherentes a la dignidad de la persona.
 
Con cada una de estas denominaciones, lo que se pretende resaltar es que los derechos humanos no se confunden con la ley y que son preexistentes al Derecho positivo. Pero no sólo ello, sino que esos derechos constituyen la base de la sociedad política, así como el pilar fundamental de un régimen de derecho. Entre los aspectos más característicos de los derechos humanos podríamos mencionar los siguientes: a) son auténticos derechos, por cuanto no son meros ideales que se busca alcanzar, apreciaciones subjetivas, valoraciones, principios morales, postulados políticos o requerimientos sociales; b) son inherentes a la naturaleza del ser humano o a la dignidad de la persona; c) son preexistentes a la ley positiva, y d) son constitutivos de la sociedad. 

Uno de los aspectos esenciales de lo que hemos señalado y que puede subsumir a los demás es que los derechos humanos son inherentes a la naturaleza humana o a la dignidad de la persona; por esta razón, son anteriores a la ley positiva y son la base constitutiva de la sociedad. El que los derechos humanos sean inherentes a la naturaleza humana o a la dignidad de la persona significa que esos derechos no pueden separarse.

El ser humano no es sólo naturaleza (phycis), como lo concibieron los griegos, sino también persona. Todos los seres humanos tenemos la misma naturaleza, pero no todos somos la misma persona, porque este término es irreductible a lo común. Por esto mismo, nadie es persona por otro ni nadie es en la persona de otro. En ese sentido, tendremos que reconocer entonces que los derechos humanos, como expresión dinámica de la dignidad de la persona, son las manifestaciones de las exigencias que surgen de su propio ser. Por ello, en esta época en la que atravesamos una gran crisis moral, los derechos humanos deben reivindicarse como una recuperación, no sólo teórica sino también práctica, de la dignidad de la persona humana.

Diversos estudios señalan que la lucha por los derechos humanos aparece históricamente con caracteres de utopía social. Sin embargo, luego de intensos enfrentamientos y conquistas de un grupo minoritario, en la actualidad el balance de estas luchas es, sin duda, positivo, por cuanto en un diagnóstico de la sociedad actual, los derechos humanos son universalmente reconocidos como la voz más autorizada en defensa de lo humano y de su propia dignidad, expresada “en una viva preocupación por el respeto de los derechos humanos y el más decidido rechazo de sus violaciones”.
 

No podemos olvidar que la dignidad de la persona humana es el principio ético que informa a las normas positivas que existen en materia de derechos humanos. Este precepto moral asume diversos contenidos de acuerdo con las circunstancias históricas, pero siempre existe. Éste es un rasgo que mantiene en común con el iusnaturalismo. Como lo manifestó Antonio Pérez Luño, “cualquier intento de cifras de fundamentación de los derechos humanos en un orden de valores anterior al derecho positivo, es decir preliminar y básico respecto a éste, se sitúa, consciente o inconscientemente en una perspectiva iusnaturalista”.
 

Nos aunamos a la posición de la Dra. Llatas, quien no comparte la tesis de la agrupación de los derechos humanos en primera, segunda y tercera generación. Si bien algunos especialistas señalan que la referida clasificación de los derechos humanos en generaciones puede ser útil para efectos de su estudio,
ésta puede conducirnos a una visión compartimentalizada de las normas de protección de los derechos humanos y hacer perder de vista el valor que esas normas encarnan: la dignidad humana. La distinción entre los derechos de la primera y segunda generación es simplemente una etiqueta que se ha puesto a dos fases de un mismo proceso.

Los derechos humanos no admiten una visión sesgada que privilegie unos derechos en desmedro de los otros. Por ende, las condiciones necesarias para el completo desarrollo de la persona humana son una totalidad cuya exigibilidad y cumplimiento debe ser integral, dada la interdependencia que existe entre éstos.  Son positivos los esfuerzos que viene realizando la comunidad internacional, a través de los organismos multilaterales —de carácter mundial o regional—, por determinar siempre de la mejor manera las competencias fundamentales de los seres humanos. 
Sin embargo, somos de la idea de que no siempre la elaboración de nuevos y más detallados documentos, constituye la vía adecuada para defender y proteger del mejor modo posible a los derechos humanos. Nosotros consideramos que si existiera una vía adecuada para su protección, ésta tendría que pasar necesariamente a través de la conciencia de que todos los ciudadanos deben contribuir en su defensa para que la dignidad del ser humano sea garantizada verdaderamente, y esto sucederá tan sólo cuando todos los derechos que se le reconocen al hombre sean reducidos a un único y estable fundamento: el derecho de tener derechos —para usar una emblemática expresión de Hannah Arendt—. O, simplemente, cuando a cada hombre le sean reconocidos sus derechos por lo que cada hombre verdaderamente es: una persona.
 De esta forma, la lucha por la promoción y la defensa de los derechos humanos viene a coincidir fundamentalmente con la lucha por el reconocimiento de la dignidad humana, y es aquella la que constituye su dimensión institucional, mínima y fundamental: la capacidad de cada hombre de ser “sujeto (y no mero objeto) de la razón”.
Hablar de la protección de la persona humana es hablar de la posibilidad que tiene el individuo de acceder a mecanismos jurisdiccionales que aseguren el respeto de sus derechos fundamentales y que determinen que, en caso de violación de alguno de ellos, pueda obtener una reparación.

Por ello, Norberto Bobbio
 anota que una vez elaboradas las declaraciones, la tarea fundamental consiste en perfeccionar las garantías que permitan que esos derechos sean efectivos y no queden reducidos a meras aspiraciones. No cabe duda de que ésa es una de las tareas más importantes, en la cual la tradición británica y la tradición hispana tienen una indudable ventaja sobre la francesa de 1789. Sin embargo, hoy resulta imprescindible realizar un esfuerzo por volver a las preguntas de siempre e intentar arrojar luces sobre lo que es el hombre, por cuanto en la medida en que lo comprendamos debidamente podremos marcar mejor la frontera entre lo humano y lo inhumano en las relaciones sociales. Éste es un aspecto que también destaca la Dra. Llatas en el presente libro.

Son diversos los temas abordados de manera acuciosa por al Dra. Lesly Llatas, dada la amplitud de la materia que se aborda, porque su desarrollo comporta el conocimiento de múltiples ramas del Derecho como el Derecho constitucional, el Derecho internacional público, el Derecho internacional humanitario,  la ciencia política, entre otros.

Finalmente, quisiéramos resaltar —al igual que la Dra. Llatas— que en la actualidad los derechos humanos son un punto dominante de la agenda jurídica interna e internacional, y que existe entre ambos ámbitos una intensa y creciente interacción, por lo cual se debe de avanzar en la uniformidad conceptual y de regulación de los derechos humanos entre el Derecho constitucional y el Derecho internacional, así como en la promoción y la adopción de los principios de universalidad de los tratados relativos a los derechos humanos, como el fortalecimiento de las instancias judiciales de los mencionados derechos. Reafirmamos que los derechos humanos son indivisibles y complementarios, e insistimos en que los derechos económicos, sociales y culturales deben ser objeto de tutela por las instancias jurisdiccionales internacionales en materia de derechos humanos.

Son muchas las afirmaciones que podemos hacer acerca del libro de la Dra. Lesly Llatas, por ser un trabajo riguroso y por consiguiente de gran calidad académica, por lo que estamos convencidos de que, sin lugar a dudas, se convertirá en un texto de consulta y también de intensas discusiones académicas, por cuanto constituye una contribución inestimable para el Derecho en general y los derechos humanos en particular. Confiamos en que, en un futuro cercano, esta joven promesa del Derecho nos sorprenderá con otros estudios sobre el trascendente campo de los derechos humanos, que a ella tanto le apasiona y en el que se viene especializando con gran propiedad.

Embajador Eduardo Manuel Alfredo Llosa Larrabure

Rector de la Academia Diplomática del Perú

Lima, 12 de enero de 2006.

Prólogo

Desde que el 10 de diciembre de 1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobara la Declaración Universal de Derechos Humanos, éstos no han cesado su proceso de expansión. 

A más de medio siglo de este hito histórico, parecería ocioso referirse al camino que los derechos humanos han seguido a lo largo de la historia. Es un proceso que tiene diversas raíces, propias de las culturas y civilizaciones que la humanidad ha elaborado en diversos lugares del globo terráqueo, pero que se nutren de una matriz única: la dignidad del ser humano, esa dignidad que es inherente a él y que, por tanto, no le ha sido conferida por ningún gobierno, por ningún Estado ni por organización internacional alguna.

El Estado no puede tener un fin que no converja en respetar y promover esos derechos. Lo mismo podemos decir de las organizaciones internacionales. Estas afirmaciones, que consensualmente son compartidas por todo el género humano, deben enfrentar, no obstante, resistencias cuando se trata de crear un régimen de derecho, en términos de ley positiva, que garantice el respeto y promoción de lo que llamamos derechos humanos.

La vida contemporánea se desarrolla en dos esferas: la interna y la internacional. Consecuentemente con ello, la creación de este régimen de derecho tiene dos vertientes: el derecho interno de los Estados y el derecho internacional. Hoy, más que nunca, se hace necesario reconocer el imperativo ético que supone, como ya se ha indicado, el respeto y la promoción de los derechos humanos. Ello requiere conciliar el derecho internacional con el derecho interno de los Estados.

Si, por un lado, la tarea de desarrollar las normas de protección internacional de los derechos humanos parece no tener fin, otro tanto ocurre con la adopción de esos preceptos al reflejarse en el derecho interno de cada Estado. Así, la elaboración de estas últimas normas debe no sólo no contradecir al derecho internacional, sino que, al mismo tiempo, debe sentar las pautas para que la aplicación de dichas reglas no sufra alteraciones, ya sea por voluntad de las autoridades gubernamentales o por una deficiente administración de justicia. 

Si hay numerosos tratados vigentes en el campo de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), también los hay en el dominio de los organismos regionales; para el caso del Perú, la Organización de Estados Americanos (OEA) es el ente correspondiente. Todos ellos elaboran normas internacionales que devienen en obligatorias para los Estados partes a través de un sistema de adopción que puede variar de país a país. Esta tupida red de dispositivos internacionales, que establecen simultáneamente obligaciones entre los Estados y compromisos de estos de adoptar normas internas que los hagan factibles, requieren, hoy en día, profundos estudios del Derecho internacional público .

Por otra parte, al interior de los Estados, el adaptar las normas de derecho interno a lo dispuesto en el derecho internacional no siempre es tarea fácil. La evolución permanente que tiene el derecho de gentes, en el que confluyen disposiciones escritas y otras que se basan en la costumbre, más la necesaria aplicación del llamado jus cogens, constituyen un desafío para los legisladores, jueces, políticos, abogados y diplomáticos.

En este complejísimo marco se sitúa el trabajo que ha elaborado Lesly Llatas Ramírez, abogada y docente universitaria que viene proyectando a la comunidad sus experiencias en torno a estos temas.

Soy testigo de excepción de la vocación de la autora por los derechos humanos, pues tuve el gusto no sólo de tenerla como alumna en el curso anual de la Universidad de Derechos Humanos —cuya sede está en Ginebra, Suiza, donde obtuvo el diplomado correspondiente—, sino que fui su tutor de tesis y, posteriormente, he seguido de cerca su labor en esta materia. Entre los años 2001 y 2002, cuando se debatía en el Congreso de la República el proyecto de reforma de la Constitución Política del Estado, le cupo a ella desempeñar la secretaría técnica de la subcomisión de reforma constitucional de los derechos humanos de la Comisión de Constitución del Congreso.

Aunque la presidencia del Congreso decidió invitarme a participar en los debates sobre esos temas y otros aspectos de derecho internacional relacionados con la Constitución del Estado, mi participación no se plasmó de manera concreta por el hecho de que, en mi condición de diplomático de carrera, fui nombrado embajador del Perú en Cuba. No obstante, los modernos medios de comunicación me permitieron hacer un seguimiento adecuado y rápido de los debates. 

En nuestra vida constitucional podemos apreciar la evolución que, en el derecho interno, ha tenido el tratamiento de los derechos humanos. Tenemos, en ese sentido, una larga trayectoria que se remonta a la primera Constitución que rigió en nuestro país y que fue la de Cádiz de 1812, casi en las postrimerías de nuestra etapa virreinal. Digno de resaltar es el reconocimiento que dicha carta magna hace del derecho a la educación, que suele ubicarse en la llamada segunda generación de derechos humanos, a pesar de haber emergido en la época revolucionaria francesa simultáneamente con los derechos civiles y políticos, considerados como de la primera generación. El tema de las clasificaciones, que Lesly Llatas ha abordado en este trabajo que hoy entrega a la comunidad, merece, según creo, un comentario especial por cuanto está en relación directa con la cuestión de la integralidad de los derechos humanos, que es, precisamente, uno de los núcleos centrales de las reflexiones de la presente investigación.

La autora no comparte la tesis de agrupar a los derechos humanos en “generaciones”. Yo mismo he pensado siempre que el término no es claro ni aplicable a la naturaleza de los derechos humanos, amén de traer problemas de índole no sólo jurídica sino filosófica. Sólo sería aceptable si se le confiriera un nuevo contenido semántico al término generación. El problema es que es imposible desconocer que la fuerza de la tradición ha consagrado esa tesis que, en su día, acuñó el finlandés Karel Vasak. Será muy difícil desterrarla y quizá haya quien tilde a Lesly Llatas de iconoclasta. Sobre el tema se seguirá discutiendo y nos felicitamos que se haga sobre argumentos consistentes como los que se exponen en la obra comentada.

Se puede calificar el trabajo de Lesly Llatas como serio y minucioso. Supone no sólo el análisis de la profusa bibliografía que ha aparecido durante los últimos años sino también —y he aquí uno de sus principales méritos— un trabajo de reflexión. A mí ello no me ha extrañado, pues sé de su tenacidad para defender sus criterios. Lo hace con plena convicción y entrega, componentes imprescindibles en el estudio de los derechos humanos.

Muchos de los problemas que supone el tratamiento de los derechos humanos son abordados por Lesly Llatas. ¿Cómo hablar del valor absoluto de los derechos humanos si al mismo tiempo se afirma que son evolutivos? Ese mundo complejo es el que la autora aborda para llegar a una conclusión: los derechos humanos son absolutos, pero este carácter no está reñido con la necesaria evolución.

La autora comparte la idea de que una perspectiva exclusivamente histórica, desprovista de lo ético, lo filosófico y lo jurídico, desvirtuaría la naturaleza misma de los derechos humanos. En este contexto, señala que:
El hombre tiene derechos inherentes a su propia naturaleza humana, que es necesario reconocer para su efectividad. Los derechos humanos expresan exigencias y valores como la libertad, igualdad y dignidad, y van evolucionando conforme también el mundo evoluciona. Su tendencia es hacia el avance, de ninguna manera a la regresión o cancelación, tanto en lo que corresponde al contenido como a la eficacia y procedimiento para su cumplimiento.

Estaría incompleta la presente apreciación si no mencionara que el lector encontrará las referencias a los documentos a los que se alude. Si se tiene en cuenta que el público lector no siempre obtiene fácilmente dicha documentación, entregar estos textos con la inmediatez que supone su inclusión en la propia obra le confiere a ésta no sólo un atractivo adicional, sino que contribuye a hacer más fácil la comprensión de lo expuesto. Ello, por tratarse de una materia compleja, merece destacarse como un aporte basado en la experiencia que, en el caso de Lesly Llatas, se origina, sin duda, por el hecho de ejercer la docencia universitaria.

Para quien se interese en los temas en los que converge la presente obra, como son los derechos humanos, el derecho constitucional, el derecho internacional y la política, la obra tiene particular atractivo.

Se trata, en apretada síntesis, de un aporte valioso para la colectividad peruana, más aún cuando en nuestro medio no se han hecho investigaciones semejantes. Por otra parte, obras de esta naturaleza tampoco son comunes en otros países. En los diez años en que, a título personal —no como representante de Estado alguno— integré el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, órgano integrado por 18 expertos de diversas partes del mundo, nunca se nos presentó un trabajo que diera luces sobre la situación de los tratados internacionales en materia de derechos humanos en relación con el derecho interno, lo que hubiera facilitado enormemente nuestra labor. Por ello, trabajos como el de Lesly Llatas deberían inspirar a estudiosos de otros países.

El tema es inagotable. Tanto así que, luego de terminado el presente estudio, Lesly Llatas me alcanzó unas adiciones sobre la relación entre democracia y derechos humanos. En un país que, como el nuestro, requiere una puesta en práctica de esa integralidad en derechos humanos, las conclusiones a las que llega deben ser leídas con atención por nuestra clase política. No es posible consolidar la democracia en país alguno del mundo si, junto con el respeto y la promoción de los derechos civiles y políticos, no se da un tratamiento a los llamados derechos económicos, sociales y culturales. El suponer que la democracia requiere sólo elecciones libres ha sido y es un error de perspectiva política. Únicamente a través de una sociedad justa y solidaria se consolidará, en términos reales, una democracia efectiva.

Por otra parte, el imaginar que la democracia puede tener vigencia de manera fragmentada es otro craso error. Se requiere, al interior de los Estados, un equilibrio entre los dos grupos de derechos humanos que hemos mencionado. Pero ello de nada servirá si no se instaura un régimen que, a nivel de la comunidad internacional, reduzca las enormes disparidades que existen en lo que se conoce como mundo desarrollado, frente a lo que eufemísticamente se denomina mundo en desarrollo. Una visión de la “integralidad” de los derechos humanos, como apunta Lesly Llatas, señala las vías que se deben seguir en el difícil camino del respeto a la dignidad de la persona humana.

Sé que ella sigue investigando y que pronto dará a publicidad los resultados de muchas otras horas de reflexión. La insto a que continúe haciéndolo pues el mundo en el que nos toca vivir se caracteriza, entre otros rasgos, por el cambio permanente. Se trata de que éste se produzca en un marco de valores que no pueden ser tenidos como mutantes. De ahí la enorme dificultad que supone trabajar a favor de los derechos humanos. 

En todo caso, quien lo hace inscribe su vida a favor del bien, a favor de la igualdad, principio que se funde con la fraternidad que une —o, al menos, debe unir— a los seres humanos y nos debe conducir a que ese régimen de protección legal que requieren los derechos humanos —como establece la Declaración Universal de 1948— se plasme en el marco de una legalidad que sólo será legítima si se ajusta a la ética. 

Lima, mayo de 2005

Embajador Juan Álvarez Vita 

Prefacio

Estas apreciaciones no hubiesen sido posibles sin la oportunidad brindada por la ex congresista Gloria Helfer Palacios, quien en su calidad de educadora confió en mi formación y mi interés por los derechos humanos. Es a ella a quien dirijo mis primeras palabras de agradecimiento. 

Esta reforma constitucional significó un avance progresivo de los derechos humanos en cuanto a su tratamiento y dogmática, porque a la par que se legislaba, se iban madurando conceptos y acuerdos de consenso en cada fórmula legislativa propuesta, lo que, sin duda alguna, resultaba en innovaciones tanto en lo académico como en lo legislativo. Por ello, me decidí a escribir estas apreciaciones precisando un contenido dogmático fundamentalmente en la Conceptualizacion y el tratamiento de los derechos humanos. La reforma constitucional fue la oportunidad precisa para introducir nuevos derechos, como expresión de las necesidades de los hombres y mujeres del pueblo peruano. 

En este sentido, al haber desarrollado precisiones conceptuales de los derechos humanos, me permití consultar con el embajador Juan Álvarez Vita, a quien agradezco en forma especial su valioso apoyo. Es para mí más que un honor que él haya prologado estas memorias, pues su trayectoria nacional e internacional en derechos humanos es motivadora y constituye un ejemplo para los jóvenes en general, y particularmente para los profesionales que están comenzando a transitar por el exigente camino de la enseñanza universitaria. 

Por otra parte, quiero expresar un especial agradecimiento a la Academia Diplomática del Perú a través de su rector, el embajador Eduardo Llosa Larrabure, quien generosamente ha apoyado la publicación de este trabajo. 

En mi caso, me hice la promesa de recompensar con mi esfuerzo a quienes depositaron su confianza en mí desde que me inicié en la compleja y a la vez hermosa vocación por los derechos humanos. De esta forma, les rindo un tributo especial a mis profesores de la Universidad San Martín de Porres, quienes con su sabiduría y experiencia colocaron mis pies en el camino del conocimiento, la rectitud, la responsabilidad y el compromiso para con la sociedad. Asimismo, valga esta ocasión para agradecer de manera especial y con profundo sentimiento de respeto y admiración a mi profesor don Guillermo Figallo Adrianzén, quien me brindó la oportunidad de ser su asistente en la cátedra en Derechos Humanos. 

Hoy en día veo con mucho pesar que el hábito de investigar cada vez se ejercita menos. El avance de la tecnología y de Internet no puede significar un reemplazo de la investigación; cosa distinta es que estos avances coadyuven a las investigaciones, pero jamás las reemplazarán. Precisamente para impulsar una cultura de paz y derechos humanos en nuestro país se requiere investigar, aportar desde las diferentes especialidades. Asimismo, las universidades y centros educativos civiles y militares deben ofrecer las condiciones mínimas a los alumnos para facilitar sus investigaciones. 

En lo que respecta al capítulo 4, éste tiene una connotación especial pues no se trata de una investigación académica. Fue escrito en el contexto de la contienda electoral del 2006 pensando en una situación que he conocido de cerca: el sentimiento de frustración de los jóvenes universitarios por el futuro incierto que tienen por delante. Como muchos de ellos iban a emitir su voto por primera vez, consideré oportuna la ocasión para escribir un manifiesto dirigido a la clase política peruana, que tiene una deuda muy grande por haber causado la más profunda decepción a las aspiraciones del pueblo.

Nuestro deber es comulgar con la justicia y la verdad, entregar a los jóvenes no sólo lo mejor de nosotros mismos —que se materializa en el esfuerzo diario por saber un poco más de lo que ya conocemos—, sino también darles la confianza y la seguridad que los ayude a forjar un camino de bien. 

La vida me enseñó una gran lección: es preciso fortalecer el servicio a los demás, no rendirse, no perder la fe ni la esperanza en la tarea de luchar por un mundo diferente y sentir como propias las preocupaciones del prójimo. Si nuestros políticos y quienes nos gobiernan sintiesen tan solamente un minuto la desesperación de hallarse en el desamparo laboral y económico, habría más conciencia acerca de lo que realmente sufre no únicamente quien se queda sin trabajo sino la familia que lo rodea. Habría más conciencia para atender las necesidades de la ciudadanía y no desviar los recursos en beneficio de intereses particulares. 

La autora

1. ASPECTOS GENERALES

1.1 Carácter evolutivo de los derechos humanos

Como bien lo señala Franciso Laporta,
 el surgimiento de la idea de los derechos humanos en la historia moderna se debe a la confluencia de una gran variedad de sucesos históricos. En este orden de ideas, cabe señalar que en el contexto de las fundamentaciones de los derechos humanos,
 la teoría historicista fue la que por primera vez subrayó el aspecto variable o cambiante de los derechos humanos, con lo cual se consideró que éstos dejaban de ser absolutos. A partir de entonces, se caracterizó a los derechos humanos como derechos progresivos; es decir, se afirmó que el ámbito de protección de los derechos humanos se va expandiendo por la aparición de nuevos derechos en función de nuevas necesidades humanas. 

Por su parte, el profesor Franciso J. Ansuátegui Roig señala que no todas las concepciones de los derechos humanos consideran que la historia es un elemento indispensable para comprenderlos. Afirmar que la historia es un elemento propio del concepto de derechos humanos permite sostener, a su vez, que los derechos son un concepto histórico. De ello se pueden derivar consecuencias importantes en lo que se refiere a la comprensión de los derechos. Constituyen una realidad que, como tal, adquiere sentido desde el momento en que concurre un conjunto de elementos, políticos, sociales, económicos, culturales, en ocasiones de difusos contornos pero vinculados entre sí. Por tanto, “si el concepto de derechos fundamentales es un concepto histórico, quiere decirse con ello que es un concepto comprensible en clave histórica. Es decir, surge en un determinado contexto histórico, varía o evoluciona en función de las transformaciones de la historia. Ello se puede mantener con independencia de que nos fijemos en alguna de las dos vertientes de los derechos, la ética o filosófica y la jurídica”.

Eusebio Fernández, uno de los máximos representantes de la teoría historicista, señala que “los derechos humanos manifiestan los derechos variables y relativos a cada contexto histórico que el hombre tiene y mantiene de acuerdo con el desarrollo de la sociedad”. Para esta teoría, los derechos humanos no se fundan en la naturaleza humana, sino en las necesidades que los individuos van teniendo en las sociedades a medida que éstas evolucionan.

Nuevamente, Francisco Ansuátegui señala que en el ámbito de la fundamentación, los valores de dignidad, reconocimiento de la individualidad, libertad, igualdad, se fraguan en el contexto de lo que se ha denominado tránsito a la modernidad, en el que consigue construirse lo que terminará siendo la idea de los derechos. Es indudable que la construcción de dicha idea es impensable sin el previo paso de reflexiones, construcciones filosóficas, exigencias morales, que comienzan a adquirir sentido en ese momento histórico. Por otra parte, la plasmación de ese acervo de ideas y exigencias en los textos jurídicos también adquiere sentido en determinadas circunstancias históricas, que son precisamente las que posibilitan y provocan dicha positivación.

Hoy en día, conceptualizar los derechos humanos desde una perspectiva histórica sería incompleto y restringido. Consideramos que la lectura del profesor consiste en demostrar la invalidez de la afirmación según la cual los derechos humanos han surgido únicamente a partir de la perspectiva histórica, porque esto implicaría desconocer valiosos aportes éticos, filosóficos y jurídicos que contribuyeron al surgimiento de estos derechos. Compartimos esta línea de pensamiento, pues es indudable que por nuestra propia condición de seres humanos tenemos derechos inherentes. La reflexión inmediata es que este conjunto de fundamentos filosóficos, éticos, jurídicos e históricos de los derechos humanos que trata de explicar el origen de éstos guarda una relación vinculante entre sí. No sería posible, a nuestro entender, alcanzar la comprensión de los derechos si no es integrando este conjunto de reflexiones. 

El hombre tiene derechos inherentes a su propia naturaleza, que es necesario reconocer para garantizar su efectividad. Los derechos humanos expresan exigencias y valores como la libertad, la igualdad y la dignidad, y van evolucionando conforme el mundo también evoluciona. Su tendencia es hacia el avance, de ninguna manera a la regresión o cancelación, tanto en lo que corresponde al contenido como a la eficacia y procedimiento para cumplirlos.

Para afianzar esta reflexión, resulta preciso señalar algunas definiciones en las que podremos apreciar el enfoque integral y vinculante de las fundamentaciones de los derechos humanos. 

La definición de las Naciones Unidas señala lo siguiente: 

Los Derechos Humanos son derechos inherentes a nuestra naturaleza y sin los cuales no podemos vivir como seres humanos. Nos permiten desarrollar y emplear íntegramente nuestras cualidades humanas, inteligencia, talento y nuestra conciencia para satisfacer nuestras necesidades. Se basan en la dignidad y en los valores inherentes de cada ser humano. Surgieron con la vida misma y han ido evolucionando en la medida en que las mujeres y los hombres fueron comprendiendo que no se pueden dejar de respetar. 

Desde el punto de vista antropológico, los derechos humanos responden a la idea de necesidades: necesidades que tienen los seres humanos de vivir dignamente —lo que comprende la alimentación, el vestido, la vivienda, la educación, el trabajo y la salud—, y también la libertad de expresión, de organización, de participación, de trascendencia, etcétera. En este sentido, los derechos humanos implican la satisfacción de estas necesidades. 

Los derechos humanos son, a la vez, valores, principios, exigencias éticas y cívicas, así como normas legales indispensables para la vida en sociedad. Éstos rigen las relaciones de convivencia humana, orientan el ordenamiento jurídico institucional y tienen, a su vez, una función crítica frente al orden establecido. Todo derecho implica un deber. En suma, son el conjunto de condiciones materiales y espirituales inherentes al ser humano, orientadas a la satisfacción de las necesidades para su plena realización. Los derechos humanos se fundamentan en el reconocimiento de la dignidad y del valor como cualidades intrínsecas de todo ser humano. Esto quiere decir que tanto el hombre como la mujer constituyen un fin en sí mismos y no un medio o un instrumento para “otros fines”. “Los seres humanos no estamos al servicio de una religión, una ideología, una cultura, un sistema político, ni de otra u otras personas; por el contrario, todos los demás sirve o contribuye al desarrollo de los seres humanos como seres dignos”.

Otras importantes definiciones son las siguientes: 

Los derechos humanos son aquellas condiciones necesarias para que los seres humanos podamos vivir dignamente. La vida de una persona implica la satisfacción de una serie de necesidades […] una vida digna implica que la persona será respetada, feliz y tendrá la oportunidad de desarrollarse.

Los derechos humanos son fundamentales para nuestro desarrollo como seres dignos. Comprender la exigencia humana de poder acceder a la satisfacción de las necesidades básicas que tenemos todas las personas y que por derecho, el Estado debe cubrir, creando puestos de trabajo, estableciendo políticas laborales justas, garantizando los servicios de seguro social, educación gratuita de calidad, alimentación, etcétera. Sin estas condiciones materiales, difícilmente las personas podremos acceder a algunos derechos importantes como el derecho a la alimentación, vestimenta, salud, educación, trabajo digno, ente otros. Estas condiciones materiales son básicas para el desarrollo de todas las personas.

Antonio Pérez Luño, por su parte, dice que:

Los derechos humanos son el conjunto de facultades e instituciones que, en cada momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humana, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional.

Vemos, pues, que la sociedad contemporánea reconoce que todo ser humano, por el hecho de serlo, tiene derechos frente al Estado, derechos que éste tiene el deber de respetar y garantizar, así como también de organizar su acción a fin de satisfacer la plena realización de cada persona. Los derechos humanos responden a las necesidades de las personas, grupos y sociedades; garantizarlos promueve el ejercicio de la dignidad. 

Una forma de internalizar el respeto por los derechos humanos es, primero, asumir las diferentes perspectivas en torno a la conceptualización de éstos, lo cual es expresión de la vida misma; las personas necesitan conocer sus derechos y responsabilidades frente a los demás y a uno mismo. 

El límite de nuestros derechos comienza con el derecho de los demás. Nosotros exigimos respeto al Estado para la cautela de nuestros derechos; de esa misma manera y con esa convicción debemos respetar los derechos humanos de los demás, para poder exigir; de lo contrario, no es posible traducir esta exigencia. El derecho y el deber se complementan: ¿se puede exigir respeto si no sabemos respetar el derecho de los demás?

Los derechos humanos tienen un carácter ético porque salvaguardan la dignidad de toda persona en cualquier tiempo y lugar. El respetar la dignidad de la persona es un valor moral porque parte del sentido del bien de los seres humanos. El carácter ético de los derechos humanos sienta sus principios en que todos los hombres y mujeres somos fines y no medios. La dignidad de todo ser humano significa que los hombres y la mujeres somos valiosos por el hecho de ser personas, pues la convicción acerca de nuestras propia dignidad es la mejor garantía de la vigencia de nuestros derechos. Ahora, el deber de respetar los derechos humanos se traduce en una corresponsabilidad entre el Estado y la sociedad.

En la línea de pensamiento de Antonio Pérez Luño, la dignidad humana entraña no sólo la garantía de que la persona no va a ser objeto de ofensas o humillaciones, sino que supone también la afirmación del pleno desarrollo de la personalidad de cada individuo. El pleno desarrollo de la personalidad implica, a su vez, por un lado, el reconocimiento de la total autodisponibilidad, sin interferencias o impedimentos externos, de las posibilidades de actuación propias de cada hombre; por otro lado, la autodeterminación surge de la libre proyección histórica de la razón humana, antes que de una predeterminación dada por la naturaleza de una vez por todas. La dignidad supone un valor (grundwet) fundamentador de los derechos humanos, que tienden a explicar y satisfacer las necesidades de la persona en la esfera moral. A través de la historia, la dignidad del hombre ha sido —y es en la actualidad— el punto de referencia de todas las facultades que se dirigen al reconocimiento y afirmación de la dimensión moral de la persona. 

Su importancia en la génesis de la teoría de los derechos humanos fue indiscutible. Asimismo, es de recalcar que la interdependencia de los valores de libertad, dignidad e igualdad con los derechos humanos determina que éstos no constituyen axiologías cerradas y estáticas, sino que están abiertos a las continuas y sucesivas necesidades que los hombres experimentan en el devenir de su historia. 

La dignidad humana, en cuanto se concreta en el libre desarrollo de la personalidad, no puede ser ajena a la libertad. Ésta, a su vez, no sólo se halla vinculada a la dignidad, sino que en sus dimensiones positiva y comunitaria implica la igualdad, porque difícilmente se puede hablar de libertad para todos si todos no son iguales entre sí; al propio tiempo que la igualdad, persigue y se orienta hacia la dignidad y libertad […]. Es, sin duda, un ideal integrador de los valores en que se fundan los derechos humanos.

1.2 Etapas de progresión de los derechos humanos 

La evolución de los derechos humanos ha pasado, sin duda alguna, por varias etapas en la historia del mundo. Hacemos un recuento de ello gracias al aporte de Gregorio Peces Barba, quien en su libro Derecho positivo de los derechos humanos señala tres etapas importantes en la evolución de los derechos humanos en la historia, etapas comúnmente aceptadas por la doctrina en general. Veamos: 

· Positivización 

Comienza en el siglo XVIII. Se caracteriza porque aporta el tránsito de la filosofía de los derechos fundamentales al derecho positivo. Es decir, aquello que estaba en el pensamiento, en el razonamiento, en lo abstracto, cobra vida al ser reconocido en las primeras declaraciones de los derechos individuales, tales como la Declaración de Virginia de 1776,
 que se produjo en el marco de la revolución americana, la independencia de Estados Unidos —el 4 de julio de 1776—,
 la Revolución francesa de 1789,
 con la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, y la Declaración de Derechos de Estados Unidos del 15 de diciembre de 1791 (enmiendas).
 

Con estas declaraciones culminó el proceso del llamado Siglo de las Luces. Durante ese siglo, los derechos humanos adquirieron un grado de sistematización en la base misma de un planteamiento ideológico que buscaba transformar las estructuras mentales y político-sociales de la época.
La Constitución de Estados Unidos de Norteamérica reconocía la protección de los derechos a la vida, a la libertad y a la igualdad; Asimismo, la soberanía del pueblo, la supremacía del derecho, la división de poderes, el debido proceso, la seguridad, la propiedad, la resistencia a la opresión y el principio de legalidad. 

Posteriormente, todos estos principios fueron recogidos por la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano, considerado como el proyecto de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, pues con la influencia de la Ilustración y del Enciclopedismo planteaba la naturaleza fundamental de estos derechos, reconocidos como derechos que se concretan en normas de naturaleza constitucional, con proyecciones cualitativas esenciales en la teoría del Estado, el Derecho internacional.

En este proceso de positivización también se integraron los textos ingleses, franceses y americanos correspondientes a los siglos XVI, XVII, XVIII,
 pues son precedentes constituidos por los procesos revolucionarios de América del Norte y de Francia. En este sentido, se habla de tres modelos originarios —el inglés, el americano y el francés— en cuyo marco se dictan los primeros textos y declaraciones. 

Por su parte, en las colonias inglesas, la filosofía de Locke y el iusnaturalismo racionalista estuvieron presentes en el origen de una concepción americana, pues en la filosofía de los derechos humanos influyó considerablemente la idea del laissez faire. Al respecto, Adam Smith expresó la repugnancia hacia la intervención estatal en la economía, pues consideró que el Estado sólo debe intervenir para proteger la libre acción de los ciudadanos y en especial el derecho de propiedad. 

En este contexto, surgieron los llamados derechos civiles y políticos, los que la historia denominó “derechos de la primera generación”, destinados a la protección de la libertad, la seguridad y la integridad física y moral de las personas. Fueron los primeros en aparecer en la realidad política y en los sistemas jurídicos nacionales como consecuencia de las transformaciones ideológicas que surgieron durante el siglo XVIII y experimentaron un proceso de constitucionalización a lo largo del siglo XIX. Se puede afirmar, entonces, que esta etapa sirvió para garantizar el desarrollo de los individuos, el derecho de la seguridad pública y las garantías procesales para asegurar el respeto en el proceso y la adecuación de las penas. 

Este grupo de derechos se originó en el marco de una concepción política de respeto del Estado a la libertad y a la seguridad de la persona. Un enfoque individualista, factor característico de esta primera generación. Su fin principal fue la protección de la libertad, la seguridad y la integridad física y moral de la persona, inspirados en una concepción individualista, con el fin de evitar que el Estado invadiera o agrediera atributos del ser humano. El sujeto titular es el hombre como sujeto individual. 

· Generalización 

Este proceso se caracterizó por la superación del liberalismo. Nuevas circunstancias sociales explican la superación de los rasgos y resultados del proceso de positivización, debido a reacciones socialistas y progresistas que se desarrollaron desde la primera mitad del siglo XIX hasta la primera mitad del XX. Esto también fue el resultado de fenómenos sociales tales como el surgimiento de una nueva clase trabajadora, la aparición de nuevos modos de producción y la transformación de los ya existentes, así como el subsiguiente aumento de las reivindicaciones morales, políticas y sociales. 

Como bien lo señala el profesor Ansuátegui, el originario modelo liberal fue limitado en cuanto a su contenido y alcance: “El liberalismo originario dio lugar a la contradicción interna entre la igualdad entre todos y la puesta en práctica de mecanismos de restricción en la titularidad y en el disfrute de los derechos, articulados alrededor del derecho de propiedad y de la riqueza individual. En efecto, la primera positivación no significó la juridificación de iguales derechos para todos”. 

Se llamó proceso de generalización porque la positivización de los derechos humanos alcanzó su mayor plenitud en el siglo XIX, al ser reconocidos los derechos civiles y políticos en las respectivas constituciones y leyes de todos los países democráticos. 

El proceso de generalización supone una ampliación tanto de los titulares como del contenido de los derechos humanos, pues a los derechos individuales se les añadieron los derechos económicos, sociales y culturales, cuyo ejercicio se articula en términos generales mediante esquemas prestacionales y como resultado de conquistas sociales. 

Entre las principales constituciones podemos mencionar las siguientes:

Constitución política de las Cortes de Cádiz, del 19 de marzo de 1812

Constitución belga (1831)

Constitución española (1876)

Ley de Asociaciones, del 30 de junio de 1887

Constituciones mexicanas (1917)

Constitución de Weimar (1919)

Constitución española (1931)

Constitución soviética (1936)

Constitución irlandesa (1937)

Constitución italiana (1947) 

La noción de estos derechos implica considerar al individuo ya no como ente aislado sino como sujeto social que interactúa con los demás. 

Sin duda alguna, los derechos humanos tuvieron mayor vigor a través de la aparición de diferentes textos normativos, comenzando por la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 y la Constitución Alemana de Weimar de 1919, la presencia de los tribunales constitucionales y el recurso de amparo como garantía constitucional que defiende los derechos fundamentales de la persona. Estos derechos aparecieron como una auténtica raíz social que avanzó hacia la construcción social de los derechos del hombre. 

Los llamados “derechos de segunda generación” —los DESC— recogieron la reacción de las corrientes socialistas frente a los abusos del liberalismo. Estos derechos son “admisibles siempre que no se interprete como implicando el olvido, la eliminación o la sustitución de los anteriores (civiles y políticos) por los nuevos”.
 

Este conjunto de derechos reafirmó la idea de que el hombre no puede vivir aisladamente, y que su desarrollo implica que se desenvuelva en diversas condiciones sociales, económicas y culturales, a efectos de alcanzar mayores niveles de desarrollo. El fin principal de esta segunda categoría fue garantizar al hombre el bienestar económico, la verdadera justicia social, así como también el goce pleno de los beneficios de una educación y una cultura del bienestar, para lo cual el Estado tiene el deber esencial de crear las condiciones necesarias. Asimismo, comprende al hombre como un ser social. Este grupo de derechos se caracterizó por su dimensión social en el sentido y en la medida en que son ejercidos no sólo por individuos sino también por grupos o colectividades, lo que determina una mayor participación de la comunidad.

Los DESC se caracterizaron por su naturaleza más heterogénea y compleja que la de los derechos civiles y políticos. Ello se debe a que su desarrollo conceptual y jurídico no evolucionó al mismo ritmo que en el caso de los primeros. 

El profesor Juan Álvarez Vita, en una de sus importantes reflexiones en materia de los DESC, señala que si bien es cierto que Naciones Unidas ha reafirmado el carácter de indivisibilidad y de interdependencia de todos los derechos humanos, no podría negarse que ambos grupos de derechos —civiles y políticos y los DESC— no han alcanzado el mismo desarrollo y tratamiento en los ámbitos nacional e internacional. Ello se debe a que, a diferencia de los derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales y culturales están definidos de manera menos precisa y la posibilidad de que sean reclamados ante las instancias judiciales está casi limitada a los derechos laborales.

En la época a la que nos referimos aparecieron, además del derecho de sufragio y el de asociación, el derecho de asociación sindical y las garantías de seguridad. El proceso de positivización logró concretarse con la toma de conciencia de la necesidad de las garantías y de la protección judicial de los derechos fundamentales. 

Otros elementos característicos de esta etapa fueron el surgimiento de los sindicatos como representantes de la clase trabajadora, y de los derechos económicos, sociales y culturales como expresión de las nuevas necesidades y condiciones en la que se debía desenvolver el hombre, marcadas por la independencia de la mayoría de los países latinoamericanos, la estabilidad europea, la derrota de Napoleón y la realización del Congreso de Viena de 1815, el logro de la unidad nacional en países tales como Alemania e Italia, la revolución industrial y la expansión de las ideas socialistas y de la doctrina social de la Iglesia. 

Por otro lado, el proceso de generalización se vio impulsado por el esfuerzo conjunto del liberalismo progresista con Stuart Mill y del socialismo democrático que se puede identificar con el pensamiento de Bernstein.
 

Finalmente, la primera mitad del siglo XX se caracterizó por la acentuación de los derechos económicos, sociales y culturales. Se produjo una multiplicación de las convenciones internacionales sobre temas específicos tales como la esclavitud, el asilo, la guerra y la paz, como consecuencia de la Primera Guerra Mundial. 

Esta primera parte del siglo XX se caracterizó por: 

- La inclusión del ser humano como parte del estudio del Derecho Internacional.

- El gran desarrollo del sistema de poderes.

- El desarrollo de derecho laboral y la creación de la Organización Internacional del Trabajo en 1919. 

· Internacionalización 

Hasta antes de la primera mitad del siglo XX, específicamente en la etapa de positivización y generalización, los derechos humanos recayeron en la protección exclusiva de los Estados, dado su reconocimiento en los textos constitucionales. Sin embargo, en la segunda parte del siglo XX esta tesis también evolucionó al ingresar a un proceso de internacionalización en el que los derechos humanos se convirtieron, hasta nuestros días, en el centro de la preocupación legítima de la comunidad internacional; se relativizó la soberanía de los Estados y los derechos humanos adquirieron un carácter supranacional. 

Finalizada la Segunda Guerra Mundial, los Estados decidieron crear un sistema internacional encargado de garantizar la paz y la seguridad colectiva para todos los pueblos del mundo. En este contexto, se llevó a cabo la Conferencia de San Francisco, del 25 de abril al 25 de junio de 1945; se aprobó la Carta de las Naciones Unidas,
 la que fue firmada el 26 de junio de ese año y entró en vigencia el 24 de octubre también de ese año. Con la aprobación de la Carta de las Naciones Unidas se creó la nueva organización mundial, que se venía anunciando en anteriores declaraciones. En definitiva, esta instancia reemplazó a la Sociedad de las Naciones Unidas o Liga de Naciones, lo que marcó el inicio del reconocimiento internacional de protección de los derechos humanos. 
La Carta de las Naciones Unidas se firmó el 26 de junio de 1945 en San Francisco, al terminar la conferencia de las Naciones Unidas sobre una organización internacional que hoy conocemos como la ONU, y entró en vigor el 24 de octubre del mismo año. El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia es parte integrante de la Carta.

La primera tarea que encomendó Naciones Unidas a la Comisión de Derechos Humanos fue la de proyectar una Declaración Universal de los Derechos Humanos, la que se adoptó el 10 de diciembre de 1948. Con este hecho importante nace además el Derecho internacional de los derechos humanos, que generó todo un sistema de protección internacional de los derechos humanos. 

La internacionalización de los derechos humanos es el proceso mediante el cual estos derechos son aceptados por la mayoría de países del mundo. Los Estados, expresamente, se obligan al cumplimiento de los diversos instrumentos internacionales en cuanto se refiere a la protección y promoción de los derechos humanos, Así, éstos devienen en exigibles para los protegidos y, para los Estados, en un deber de cumplimiento. Además, la internacionalización supone el surgimiento de sistemas y mecanismos de protección internacional de los derechos humanos, así como también la creación de organismos internacionales. En este contexto, Naciones Unidas inició una labor aún más difícil, que consistiría en la “transformación de los principios consagrados en la Declaración Universal en disposiciones de un tratado que establezcan obligaciones jurídicas de partes por cada Estado ratificante”. 

En este orden de ideas, hablar del Derecho internacional de los derechos humanos es aludir a un conjunto normativo y estructurado que parte del texto mínimo de la Carta de las Naciones Unidas. Es decir, cuando la comunidad internacional se institucionaliza y se asignan objetivos y programas, uno de ellos es el de implantar la cooperación internacional en el desarrollo y el estímulo al respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin discriminación. 

En el ámbito del Derecho internacional de los derechos humanos, se busca establecer un marco de protección de los derechos de las personas a través de mecanismos de protección cuya importancia radica en el hecho de que no sólo las personas pueden acudir a ellos, sino que además estos mecanismos generan jurisprudencia, en la cual las normas internacionales se rigen según criterios y principios de interpretación y de aplicación. 

Una de las más importantes repercusiones jurídicas que se ha dado en el Derecho internacional de los derechos humanos es que, en la actualidad, tanto el Derecho interno como el Derecho internacional son dos ordenamientos jurídicos que interactúan para beneficio del individuo, expresándose en el principio de la prevalencia de la normas más favorable a la protección de la persona, independientemente de que provenga del Derecho interno o del Derecho internacional. Cabe señalar que este principio ha sido expresamente formulado en la Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 29; en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, artículo 5.2; en la Convención contra la Tortura o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, artículos 1, 14 y 16, entre otros convenios y tratados. 

En este orden de ideas, expresa Antonio Cancado Trindade: “Lo que importa en último análisis es el grado de eficacia en la protección y, por consiguiente debe imponerse la norma que, en el caso concreto, otorgue una mayor protección, bien se trate del Derecho Internacional o del Derecho Interno”.

Los derechos humanos en la comunidad internacional legitiman no sólo la creación de la Organización de las Naciones Unidas sino también las funciones específicas para distintos órganos de derechos humanos, habilitando las acciones de los Estados sobre el particular. En este contexto, la obligación jurídica de los Estados consiste en adoptar las medidas pertinentes para que, en forma conjunta o separada, se logre el respeto universal de los derechos humanos y su efectividad, conduciendo esta universalidad a la igualdad, es decir, a la no discriminación de la calidad humana.
 

En este sentido, con la Declaración Universal de los Derechos Humanos se consagró el respeto y la protección de los derechos humanos a través de diversos instrumentos internacionales a nivel universal y regional. Esta situación sin duda dio lugar a la estructuración del Derecho internacional de los derechos humanos, que asegura un estándar mínimo que el Derecho interno deberá complementar, fijando límites, criterios de interpretación, entre otros aspectos. Hoy en día, la comunidad internacional cuenta con un gran sistema de protección internacional conformado por tres grandes disciplinas: Derecho internacional de los derechos humanos, Derecho internacional humanitario y Derecho internacional de los refugiados. 

Esta etapa se caracterizó, entonces, por un mayor reconocimiento y protección a los derechos fundamentales, superando el ámbito del Estado y su soberanía. Al respecto, Héctor Faúndez Ledezma considera que el efecto inmediato del desarrollo del Derecho internacional de los derechos humanos “ha sido eliminar de raíz el tema de los derechos humanos como una cuestión que concierne al dominio exclusivo de los Estados, insertándola dentro de las preocupaciones legítimas de la comunidad internacional”.

Con la aparición del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, los Estados dejan de tener la exclusividad en la protección de los derechos humanos, para asumir una obligación principal aunada con la sociedad, de ahí que el Estado y la sociedad asumen una corresponsabilidad en la protección y difusión de los derechos humanos. Sostengo, que los Estados dejan de tener la exclusividad en materia de derechos humanos, por cuanto, al crearse la comunidad internacional, los derechos humanos, se convierte en el centro de sus preocupaciones legítimas y el respeto por la dignidad humana, reafirmado en la Carta de las Naciones Unidas. 

Asimismo, apareció un vasto conjunto de convenciones, tratados y mecanismos de protección que ha dado nacimiento, en el ámbito del Derecho internacional público, a una disciplina llamada Derecho internacional de los derechos humanos, cuya naturaleza jurídica supone un cambio de los tradicionales conceptos de soberanía, injerencia y libre determinación.

Cabe señalar, además, que surgieron mayores necesidades humanas como expresión de los valores de la libertad e igualdad para la realización plena de la vida en sociedad, incorporándose a través de las constituciones como normas básicas para su protección y efectividad. 

En este nuevo contexto, la conceptualización de los derechos humanos se ve ampliada por la aparición de un tercer grupo de derechos, los llamados derechos de la tercera generación, derechos de los pueblos o de la solidaridad. Esta generación comprende a derechos nuevos que han tenido gran impulso en las últimas dos décadas del siglo XX. Los derechos que integraron esta tercera categoría son el derecho a la paz, al desarrollo, a la no contaminación, a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, a beneficiarse del patrimonio común de la humanidad. Si bien es cierto que estos derechos no han tenido el mismo grado de desarrollo normativo que las dos primeras categorías, hoy en día cobran una vital importancia y han sido objeto de significativos pronunciamientos a nivel de la comunidad internacional.

En el caso del derecho al desarrollo, ha sido objeto de una declaración que fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y que alcanzó un auténtico consenso de universalidad en la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos realizada en Viena en 1993. Se ha propuesto incluir esa declaración sobre el derecho al desarrollo en la Carta Internacional de los Derechos Humanos, junto con el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y su protocolo facultativo y el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

En lo que se refiere al derecho a un ambiente sano, su reconocimiento expreso está presente en el protocolo adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos de 1988 en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la Carta Africana de Derechos Humanos y en nuestra Constitución de 1993, que lo incorporó como un derecho constitucional de la persona. El derecho a un ambiente sano comprende además la conservación, es decir, la protección y el mejoramiento del medio ambiente, y puede ser aplicado como cualquier derecho individual. Implica también que toda persona tiene derecho a ser informada de proyectos y decisiones que podrían amenazar al medio ambiente y el derecho del individuo a participar en la toma de decisiones que puedan afectarlo. 

Tanto René Cassin como Karel Vasak
 afirman que los nuevos derechos sólo pueden adquirir existencia real mediante los esfuerzos conjuntos de todos los componentes de la sociedad. Los derechos de la tercera generación son llamados también derechos de los pueblos porque pertenecen al Estado, al individuo y a organizaciones públicas y privadas.

· Proceso de multiplicación y especificación 

Un aporte que afianza aún más la tesis de la progresividad de los derechos humanos es el de la Sociología del derecho, que contempla al hombre según la categoría o sector de la vida en sociedad de la que forma parte. Pensar en los derechos de las mujeres, de los niños, de los ancianos, de las personas incapacitadas, de las víctimas, de los refugiados, de los extranjeros, de los grupos minoritarios étnicos o religiosos supone poner atención a toda una serie de derechos y de nuevos sujetos que sólo pueden ser percibidos si se asume este nuevo paradigma propio del pensamiento sociológico.
 El progresivo reconocimiento de estos nuevos derechos humanos constituye lo que se ha denominado el proceso de multiplicación y especificación de éstos.
El proceso de especificación, como bien lo señala Francisco J. Ansuátegui Roig,
 es el resultado de la consideración de la importancia que, a efectos del reconocimiento y ejercicio de derechos, tiene el hecho de que el individuo se encuentre en determinadas situaciones y posiciones particulares y no compartidas con los otros. En realidad, el hecho que justifica el proceso de especificación no es que determinados individuos se encuentren en una situación diferente respecto a los demás —esa situación puede ser de ventaja—, sino que determinados sujetos estén en una situación de desventaja respecto a los otros, desventaja generada por la situación en la que se encuentran. En este sentido, se asume como imperativo el reposicionamiento de dichos individuos. Se reconocen, así, los derechos del individuo desde el momento en que se admite que éste se puede encontrar en determinadas situaciones que justifican un trato diferenciado por razón de esa situación, y que se busca lograr que las condiciones de desventaja generadas por esa situación sean superadas. 

La comprensión de los derechos como un concepto histórico y la consiguiente atención a la historia no es una simple opción metodológica. Permite, por el contrario, constatar no sólo diferentes dimensiones de su evolución sino su evolución misma. Por ejemplo, la diferente inspiración ideológica de los derechos —liberales, sociales—; la transformación del papel del Estado en relación con los derechos y los distintos criterios de legitimidad que se aplican al respecto —abstención, intervención—, lo cual está vinculado a las técnicas de protección y a las sucesivas “generaciones” de derechos; el desarrollo y la expansión de valores que nutren y ayudan a fortalecer el fundamento de los derechos —pensemos en el valor de la solidaridad respecto a minorías desprotegidas y respecto a las futuras generaciones, y la importancia que ello tiene en relación con los derechos vinculados a la ecología—; la diferente función que han ido desarrollando los derechos en la sociedad —derechos exclusivamente frente al Estado y derechos también vinculantes en las relaciones entre particulares—.

Este proceso de multiplicación y especificación nos permite pensar en los derechos de la mujer, de los niños, de los adultos mayores, de los incapaces, de las víctimas, de los refugiados, de los extranjeros, de los grupos minoritarios étnicos o religiosos, de las personas con discapacidad, de los indígenas, etcétera. 

Este proceso obedece a dos razones fundamentales: 

- Ha ido en aumento la cantidad de bienes o valores considerados merecedores de una tutela específica, es decir, no sólo comprendemos como derechos humanos a los derechos civiles y políticos sino también a otros derechos, como los DESC. 

- El hombre mismo ha dejado de ser considerado como un ente genérico o abstracto para ser analizado según sus diversas formas de desarrollo en la sociedad: como niño, mujer, adulto mayor, adolescente, refugiado, extranjero, asilado, discapacitado, indígena, portador del VIH, entre otros. Para ello se han utilizado diversas variables como el sexo, la edad, las condiciones físicas, políticas y socioeconómicas, el género, la opción sexual, la salud, la cultura, etcétera. Por ello, la titularidad de algunos derechos tradicionales se ha extendido de manera específica a determinados grupos humanos. 

Este proceso de multiplicación y especificación de los derechos humanos implica el reconocimiento progresivo de los derechos de las personas y afianza el carácter dinámico de los derechos humanos que introdujo la teoría historicista. 

Hoy, a comienzos del siglo XXI, el desarrollo conceptual de los derechos humanos gira en torno a una nueva connotación, “su visión integral y los principios que la sustentan”, esfuerzo y afirmación que nace en los últimos diez años del siglo XX, en la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos de Viena en 1993. A partir de entonces, la comunidad internacional ha venido impulsando arduamente la idea de que los derechos humanos son un todo indivisible, interdependiente y universal, y exhortando a los Estados a incorporar en sus respectivas legislaciones la demanda de una satisfacción de los derechos humanos sin ningún tipo de discriminación. 

Asimismo, la comunidad internacional, en el marco de una nueva codificación de delitos internacionales, asumió un nuevo reto en lo que respecta a la justicia penal internacional en defensa de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, como es el caso del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (CPI). El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional fue aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas. De acuerdo con sus disposiciones, para que el Estatuto de Roma pudiera entrar en vigencia se requería la ratificación de sesenta Estados. El Estatuto entró en vigencia el 1 de julio del 2002.

A la fecha, el Perú ha iniciado el proceso de adecuación de su ordenamiento interno al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, fundamentalmente en dos cuerpos jurídicos: el Código procesal penal, que recoge el aspecto de cooperación frente a la CPI, y el Código penal, que recoge los delitos como genocidio, delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra, así como sus disposiciones generales.
2. VISIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Hasta el momento, la historia nos sitúa en el ámbito de las generaciones de los derechos humanos, y es que no se puede desconocer que éstas tienen una connotación histórica que respondió a determinadas influencias ideológicas y reacciones sociales en cada etapa. Las generaciones fueron agrupando las necesidades humanas de acuerdo con el orden en que éstas aparecieron en el contexto de una realidad política y social, y así podríamos seguir hablando de una cuarta, quinta generación, etcétera hasta el infinito. 

El ser humano está evolucionando permanentemente y, por consiguiente, nuevos derechos seguirán apareciendo para su inmediata regulación. Sin embargo, la aparición de nuevos derechos no supone hablar de innumerables generaciones, más aún cuando en la comunidad internacional se ha llegado a la afirmación de que los “derechos humanos constituyen un cuerpo integral indivisible”, que es lo que se ha sostenido en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos que se llevó a cabo en Viena en 1993. 

2.1 ¿Qué significó la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos de 1993?
 

Significó un espacio de reflexión para reafirmar los principios de la Carta de las Naciones Unidas de 1945. Significó la afirmación de nuevas concepciones, la adopción de medidas tendentes a eliminar todo tipo de discriminación; la exhortación a los Estados a ratificar los tratados internacionales sobre derechos humanos; la recomendación tanto a los Estados, ONG, comunidad internacional e instituciones de derechos humanos de que fomenten y propicien el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, y garanticen la efectividad de su protección en el sistema de las Naciones Unidas. 

Fundamentalmente, para el caso que nos ocupa, en esta conferencia se afirmó que todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí.
 La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales.

Esta afirmación, que surge en el contexto de un análisis exhaustivo del sistema internacional de derechos humanos y de los mecanismos de protección, sirvió para potenciar y promover una observancia más efectiva de los derechos humanos en forma justa y equilibrada. Desde entonces, se asumió que los derechos humanos constituyen un cuerpo integral indivisible, interdependiente y universal, con lo cual se zanja con la tesis generacional de los derechos humanos en el contexto de la historia. 

El secretario general de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos hizo una declaración en nombre del secretario general de las Naciones Unidas. Al período de sesiones asistieron representantes de los Estados, de órganos de las Naciones Unidas, organismos especializados, organizaciones intergubernamentales, instituciones nacionales de derechos humanos, otras organizaciones y organizaciones no gubernamentales. Entre los Estados que asistieron podemos mencionar a Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay, Venezuela. Entre los Estados representados por observadores tenemos a Alemania, Austria, Bélgica, Canadá, Dinamarca, España, Estados Unidos de América, Federación de Rusia, Francia, Hungría, Irlanda, Israel, Italia, Malta, Noruega, Países Bajos, Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República de Corea, Rumania, Santa Sede y Suiza. 

Hay que recalcar, entonces, que esta conferencia mundial tuvo un peso específico en el ámbito de las obligaciones de los Estados en el marco del Derecho internacional de los derechos humanos. No se trató de una mera reunión sino de la oportunidad para que los Estados asumieran compromisos referentes a la implementación, en sus políticas públicas, de las condiciones necesarias para el goce y el ejercicio de los derechos humanos, pero desde una perspectiva integral. Con esta conferencia se inició una gran revolución en la teoría general de los derechos humanos, pues ahora se promueve su integridad descartándose el enfoque de la conceptualización de los derechos humanos desde la perspectiva de las generaciones. 
2.2 La Conferencia de El Cairo 

Celebrada la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, un año después se llevó a cabo la Conferencia Internacional sobre Población y el Desarrollo (CIPD) en El Cairo, Egipto, del 5 al 13 de septiembre de 1994, con el auspicio de las Naciones Unidas y organizada por una secretaría compuesta por la División de Población del Departamento de Políticas e Información Económica y Social y el Fondo de Población de las Naciones Unidas. 

Esta conferencia intergubernamental reunió a 11.000 participantes registrados de gobiernos, agencias y organismos especializados de la ONU, organizaciones gubernamentales, organizaciones no gubernamentales y medios. A esto se suman más de 180 Estados que participaron en las negociaciones para finalizar el Programa de Acción en el área de población y desarrollo para los siguientes veinte años, es decir, hasta el 2015. 

Esta conferencia internacional esbozó un conjunto de políticas sociales y económicas que deben adoptar los Estados en aras de un fiel compromiso para la efectividad de los DESC. Se adoptó en el seno de dicha conferencia el Programa de Acción basado en un conjunto de metas precisas que todos los países se comprometieron a conseguir, con especial énfasis en el área de la salud, la mejora de la condición de la mujer y la promoción del desarrollo social. 

Este Programa de Acción se realizó sobre la base del Plan de Acción adoptado en la Conferencia Mundial de Población sostenida en Bucarest en 1974 y las recomendaciones adoptadas en la Conferencia Internacional sobre Población, llevada a cabo en México en 1984. 

Se recomendó a la comunidad internacional una importante serie de objetivos de población y desarrollo, así como metas cualitativas y cuantitativas que son mutuamente complementarias y de importancia decisiva para esos objetivos. Entre los principales objetivos y las metas figuran el crecimiento económico sostenido en el marco del desarrollo sostenible; la educación, sobre todo de las niñas, y la reducción de la mortalidad neonatal, infantil y materna. 

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo vino a complementar otras importantes actividades internacionales efectuadas recientemente, y cuyas recomendaciones deben basarse y ser compatibles con otros acuerdos tales como:

· La Conferencia Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz, celebrada en Nairobi en 1985.

· La Cumbre Mundial en Favor de la Infancia, celebrada en Nueva York en 1996.

· La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro en 1992.

· La Conferencia Internacional sobre Nutrición, celebrada en Roma en 1928.

· La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Viena en 1939.

· El Año Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo, 1993, que culminaría en el Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo.

· La Conferencia Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo, celebrada en Barbados en 1994.

· El Año Internacional de la Familia, 1994.

No se puede esperar que, durante los veinte próximos años, los gobiernos alcancen los objetivos y las metas de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo sin ayuda. Todos los miembros de la sociedad y todos los grupos tienen el derecho e incluso la responsabilidad de desempeñar un papel activo en los esfuerzos por alcanzar esos objetivos. El creciente interés manifestado por las organizaciones no gubernamentales, primero en el marco de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo y en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, y posteriormente durante estas deliberaciones, indica un cambio importante —y en muchos casos rápido— de la relación entre los gobiernos y una amplia gama de instituciones no gubernamentales. 

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo no creó ningún derecho humano internacional nuevo, pero afirmó que las normas de derechos humanos universalmente reconocidas se aplican a todos los aspectos de los programas de población. Además, esta Conferencia representó la última oportunidad que tuvo la comunidad internacional en el siglo XX de abordar en forma colectiva los problemas y las relaciones decisivas entre la población y el desarrollo. 

El Programa de Acción requiere el establecimiento de un terreno común, con pleno respeto de los diversos valores religiosos y éticos, así como de los medios culturales. Los resultados de esta conferencia se medirán en función de la fuerza de los compromisos específicos que se contraigan y de lo que se haga para cumplirlos, como parte de una nueva asociación mundial de todos los países y pueblos del mundo, basada en un sentimiento de responsabilidad compartida —aunque diferenciada— de los unos por los otros y de todos por el planeta.

Diversos gobiernos del mundo han reafirmado su compromiso en pro del Programa de Acción de El Cairo, convencidos de que su eficaz aplicación tiene una importancia crítica para alcanzar, antes del 2015, los Objetivos de Desarrollo del Milenio, entre ellos eliminar la extrema pobreza y el hambre, promover la igualdad de género y la educación primaria universal, reducir la mortalidad de madres y niños, combatir el VIH-sida y preservar el medio ambiente.

A diez años de la celebración de la Conferencia de El Cairo, se hace necesario crear un espacio de reflexión y discusión sobre estos temas con el fin de que no sólo pueda promoverse sino alcanzarse un nivel de concientización en el respeto de todos los derechos humanos —incluidos los DESC— pero desde una visión integral. Esta observación hará posible que, en aras del principio de la interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, se pueda establecer una probada vinculación entre los derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales y culturales, y otros derechos fundamentales de la persona. 

Naciones Unidas reconoce así la importancia de garantizar este grupo de derechos en el marco de la universalidad, interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos. No es posible respetar ni garantizar los derechos humanos circunscribiéndolos sólo a los derechos civiles y políticos, porque hombres y mujeres requieren un desarrollo integral y eso sólo se puede lograr si el Estado, a través de sus políticas públicas, prioriza la vigencia de los derechos humanos, que incluye los DESC y demás derechos. 
Por su parte, la Carta Democrática Interamericana es un compromiso internacional entre Estados que afianza aún más el desarrollo y la aceptación de los derechos humanos y se aleja de la perspectiva generacional. La Carta Democrática Interamericana se firmó en la ciudad de Lima el 21 de septiembre del 2001, durante el gobierno transitorio de Valentín Paniagua Corazao, y su objetivo principal está orientado al fortalecimiento y la preservación de la institucionalidad democrática, al establecer que la ruptura del orden democrático o su alteración, que afectan gravemente el orden democrático en un Estado miembro, constituye "un obstáculo insuperable" para la participación de su gobierno en las diversas instancias de la OEA. 

En uno de sus considerandos se señala: 

Que la solidaridad y la cooperación de los Estados americanos requieren la organización política de los mismos sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia representativa y que el crecimiento económico y el desarrollo social basados en la justicia y la equidad y la democracia son interdependientes y se refuerzan mutuamente; que un medio ambiente sano es indispensable para el desarrollo integral del ser humano, lo que contribuye a la democracia y la estabilidad política; que el Protocolo de San Salvador en materia de derechos económicos, sociales y culturales resalta la importancia de que tales derechos sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos en función de consolidar el régimen democrático representativo de gobierno. 

2.3 Las obligaciones del Estado y la sociedad respecto a los derechos económicos sociales y culturales 

La exigibilidad de estos derechos sociales implica respetar su progresividad, pero esto de ninguna manera supone justificar el incumplimiento del Estado alegando la falta de recursos disponibles, porque ello siempre ha sido un motivo de excusa para no desarrollar y satisfacer los DESC. 

Instrumentos internacionales que específicamente obligan al Estado peruano a respetar los DESC son el Pacto Internacional de los DESC, que fue adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión el 16 de diciembre de 1966. El Perú lo aprobó mediante Decreto Ley 22129, instrumento de adhesión, el 12 de abril de 1978, depositado el 28 abril del mismo año. Asimismo, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, fue adoptado el 17 de noviembre de 1988 en El Salvador. El Perú lo ratifico el 17 de mayo de 1995 y el instrumento de ratificación fue depositado el 4 de junio de 1995. 

2.3.1 Obligación jurídica para garantizar los DESC

· Las medidas legislativas y administrativas

Hay que considerar que dar una ley no es suficiente para garantizar los DESC, sino que hay que ponerlos en práctica e implementar su ejecución. Para tal efecto, los Estados deberán adoptar medidas administrativas, judiciales, políticas, económicas, sociales, educacionales o de cualquier otra índole para asegurar que todas las personas, sin excepción, disfruten los DESC. 

Por ejemplo, en lo que respecta a las medidas legislativas, en el Congreso de la República constan dos iniciativas de leyes que demandan la justicialidad de los DESC. Una pertenece a la congresista Gloria Helfer Palacios (véase el anexo 1) y la otra al congresista Javier Diez Canseco. Ambos proyectos de ley fueron incorporados entre los proyectos de ley que fueron materia de reforma constitucional del 2002 en el rubro de los derechos humanos, que posteriormente comentaremos.

En lo que respecta al proyecto de Ley 957, Ley que Determina la Exigibilidad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, éste fue presentado por la congresista Helfer en el año 2001 y derivado tanto a la Comisión de Constitución, Acusaciones Constitucionales y Reglamento como a la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República. Con fecha 19 de noviembre del 2001, la congresista sustentó el proyecto de ley de la exigibilidad de los DESC ante la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República, presidida por el congresista Heriberto Benítez Rivas. 

· Ley 28237

Otra medida legislativa fue la promulgación de la Ley 28237, que sanciona el nuevo Código Procesal Constitucional y contempla una ampliación de los derechos fundamentales de las personas protegidas por el proceso constitucional de amparo. Así tenemos:

· Nadie podrá ser discriminado por razón de su orientación sexual.

· Todos tienen derecho al trabajo (antes libertad de trabajo).

· A la sindicación, la negociación colectiva y la huelga.

· A la tutela procesal efectiva.

· A la educación. Los padres tienen derecho a escoger el centro de educación y participar en el proceso educativo de sus hijos.

· A la seguridad social. 

· A la remuneración y pensión. 

· A gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida

· A la salud y los demás derechos que la Constitución reconoce. 

Indudablemente, este cuerpo normativo contribuye a afianzar los derechos humanos y en especial los DESC. 

Precisamente, el profesor Juan Álvarez Vita señala que el contenido de los derechos contemplados en este nuevo Código Procesal Constitucional debe interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los tratados sobre derechos humanos y las decisiones adoptadas por los tribunales constituidos según los tratados de los que el Perú es parte. Asimismo, reitera que estas normas de índole procesal constitucional no hacen más que reafirmar la altísima categoría de los derechos humanos y la sujeción que a ellos debe tener el ordenamiento legal nacional e internacional. Más aún cuando este Código Procesal Constitucional constituye una herramienta jurídica pionera en Sudamérica.
 

· Otras leyes que guardan relación con los DESC 

- Ley que modifica la Ley 26790 que reconoce subsidio adicional por lactancia y extiende 30 días adicionales el subsidio por maternidad en caso de parto múltiple.
 En este último caso, se reconoce un subsidio adicional por cada hijo.

- Ley que regula el uso del descanso pre y posnatal del personal femenino de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú,
 reconoce el derecho a gozar de 45 días de descanso pre y posalumbramiento; en caso de alumbramiento múltiple, gozarán de treinta días adicionales. Reconoce también el derecho del personal femenino de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú a una hora diaria de permiso por lactancia materna hasta que su hijo tenga un año de edad.
- El proyecto de ley 8633/2003-CR, que propone crear un régimen especial de inasistencias justificadas y un sistema especial de evaluación para niñas, adolescentes y jóvenes embarazadas de educación primaria o secundaria, sean estas menores o mayores de edad, de colegios estatales y no estatales. Este proyecto, ahora dictamen, tiene por objeto garantizar el acceso a la educación sin ningún tipo de discriminación, lo cual es un derecho constitucionalmente reconocido. Este régimen permitirá a las madres inasistir a clases durante 90 días, que pueden fraccionarse antes y después del parto, así como tener una hora de lactancia. La ausencia a los exámenes y clases se recuperará en un régimen especial.
 Sobre el tema, hay que mencionar que en otros países como Chile,
 Panamá,
 Argentina,
 Ecuador
 y Colombia existen antecedentes sobre legislación materna infantil. Es importante, por ejemplo, el antecedente de Colombia, que no cuenta con una producción legislativa pero sí con una sentencia judicial de suma trascendencia que busca garantizar el acceso a la educación.

Éstas son algunas de las medidas legislativas y legales que podemos proyectar sobre diversos temas que se relacionan con los DESC.

· Medidas administrativas

- Los Lineamientos de Nutrición Materna del MINSA, que forman parte de la atención integral de salud de la mujer en edad fértil, con énfasis en el período de gestación y lactancia. Entre los más importantes figuran el promover una alimentación balanceada y variada de la mujer en edad fértil, con énfasis en la gestante y en la mujer que da de lactar; fortalecer el componente nutricional en la atención integral de salud de la mujer y propiciar la participación de la familia y la comunidad para favorecer una maternidad saludable y segura. Reconoce que las madres adolescentes requieren especiales cuidados, ya que al no haber terminado su proceso de crecimiento, se produce la competencia por nutrientes entre la adolescente y el feto.
 

- Normas reglamentarias de la Ley 28048, Ley de Protección a Favor de la Mujer Gestante que Realiza Labores que Pongan en Riesgo su Salud y/o el Desarrollo Normal del Embrión y el Feto, establece que la asignación de labores distintas de las habituales, incluso las que conllevan un cambio de puesto de trabajo, constituye una medida temporal, que se mantiene en tanto persista alguna de las situaciones de riesgo y culmina indefectiblemente con el parto.

2.3.2 Priorizar los recursos disponibles del Estado para la efectividad de los DESC

Erróneamente, se ha interpretado que el elemento de la progresividad señalada en el Pacto Internacional de los DESC significa que una vez que el Estado haya alcanzado determinado nivel de desarrollo económico deberán hacerse efectivos los derechos proclamados en el pacto. Ésta no ha sido la intención de la cláusula señalada en el pacto, pues los Estados partes, independiente del nivel económico alcanzado o de su riqueza nacional, deben avanzar de inmediato hacia la efectividad de los DESC. Por consiguiente, postergar esta obligación sí constituye una violación al Pacto. La idea de “recursos disponibles” se aplica tanto a los recursos nacionales (propios) como a los provenientes de la cooperación internacional. 

En la utilización de estos recursos se deberá dar prioridad a los derechos reconocidos en el Pacto de los DESC, el suministro de servicios esenciales y la atención a las necesidades de subsistencia. Esta obligación se suma a la aplicación del principio de no discriminación, es decir, los Estados partes —en este caso el Perú— están impedidos de adoptar políticas, medidas o conductas que entrañen discriminación para la efectividad de los DESC.
 

Los integrantes del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales (CDESC) de las Naciones Unidas y otros expertos internacionales en esta materia han especificado el contenido de esta obligación en varias ocasiones, destacando cinco aspectos centrales. Estos aspectos se fundamentan en los principios de Limburgo aplicados al Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales:

El nivel de obligación mínima. Corresponde a cada Estado una obligación mínima de asegurar la satisfacción de niveles esenciales de cada uno de los derechos. Si a un número importante de individuos se les priva de sus necesidades básicas —como una atención básica en salud, acceso a una educación de calidad, a una vivienda, etcétera—, esto quiere decir que el Estado no está cumpliendo sus obligaciones en virtud del PIDESC. 
Las obligaciones de efecto inmediato. Los derechos económicos, sociales y culturales conllevan una serie de obligaciones de aplicación inmediata, como por ejemplo el derecho a la no-discriminación y al goce de todos los derechos en condiciones de igualdad.
Aunque el pleno cumplimiento de estos derechos requerirá el uso de recursos estatales, su no aplicación inmediata de ninguna manera se podrá justificar por falta de recursos.

La obligación de tomar medidas. Las medidas tendentes a lograr este objetivo deben adoptarse en un plazo razonable una vez puesto en vigencia el Pacto para los Estados partes. Las medidas deben ser deliberadas, concretas y orientadas hacia la satisfacción de las obligaciones reconocidas en el Pacto.

En los Principios de Limburgo
 se reitera la noción de obligación inmediata de tomar medidas: en ninguna circunstancia la noción de aplicación paulatina será interpretada de manera que implique que los Estados tienen el derecho de aplazar indefinidamente esfuerzos destinados a asegurar la plena efectividad de sus obligaciones. Por el contrario, todos los Estados partes tienen la obligación de adoptar medidas dirigidas a cumplir sus obligaciones con el pacto en forma inmediata.

2.3.3 La prohibición de retrocesos

La noción de aplicación progresiva implica una prohibición del retroceso en el goce de los derechos económicos, sociales y culturales. De este modo, todas las medidas de carácter deliberadamente retroactivo en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se disponga.

2.3.4 Las obligaciones del Estado en situaciones de escasos recursos

Los derechos económicos, sociales y culturales son derechos humanos universales, por lo cual cualquier duda con respecto a su aplicación obligatoria se ubica en el marco de una discusión sobre la dignidad humana, y no en el marco de un debate presupuestario. Si bien los tratados internacionales de protección de los DESC contienen referencias a la disponibilidad de los recursos, todo Estado debe demostrar que ha realizado el máximo de sus esfuerzos para utilizar todos los recursos que están a su disposición en un esfuerzo por satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones.

En el supuesto caso de que el Estado evidenciara una inequívoca limitación de recursos, ello no agota las posibilidades de satisfacción de los DESC ya que éstos pueden ser cubiertos mediante programas desarrollados a través de la cooperación y la asistencia internacional. La obligación de satisfacer los DESC corresponde a los Estados de manera individual y también como conjunto integrado por la comunidad de naciones que deberá incluir a los organismos multilaterales de los sistemas internacionales de protección de los derechos humanos. 

Por su parte, las Directrices de Maastricht
 señalan que todos los derechos humanos imponen sobre los Estados tres tipos básicos de obligaciones: las obligaciones de respetar, proteger y cumplir. Respetar exige del Estado que no lleve a cabo ninguna acción que viole la integridad y las libertades del individuo, inclusive la libertad de cada uno a disponer sobre sus recursos materiales de la manera que considere más adecuada para la satisfacción de sus necesidades básicas. Proteger exige del Estado las medidas necesarias para prevenir la violación de la integridad y las libertades del individuo por terceros, inclusive empresas, instituciones intergubernamentales y agencias de desarrollo. Cumplir exige del Estado que tome las medidas necesarias para asegurarles a todas las personas que se hallen en su jurisdicción las oportunidades de satisfacer las necesidades básicas reconocidas como derechos humanos, en la medida en que estas personas no pueden satisfacerlas con sus propios recursos y esfuerzos. La obligación de cumplir es, por lo tanto, una obligación de provisión de recursos y de oportunidades. La violación del derecho a la salud consiste en que el Estado no realice los esfuerzos necesarios para proveer a cada persona los servicios de salud requeridos. 

En lo que se refiere a las obligaciones del Estado, Víctor Abramovich y Christian Courtis
 señalan que la estructura de los derechos civiles y políticos se puede caracterizar como un complejo de obligaciones negativas y positivas por parte del Estado: obligación de abstenerse de actuar en ciertos ámbitos y de realizar una serie de funciones, a efectos de garantizar el goce de la autonomía individual. 

Las diferencias entre ambos grupos de derechos son de grado más que sustanciales. En este sentido, la faceta más visible de los DESC está dada por obligaciones de hacer denominadas derechos de prestación. Sin embargo, pueden observarse en esta línea obligaciones de no hacer; así por ejemplo, el derecho de salud conlleva la obligación de no dañar la salud, el derecho a la educación supone la obligación de no empeorar la educación, el derecho a la preservación del patrimonio cultural implica la obligación de no destruir este patrimonio. La vigencia de esta categoría de derechos depende de la existencia de un Estado fuerte y democrático como forma de gobierno más adecuada para la garantía y realización eficaz de los derechos humanos, cuya política funcional le permita cumplir con las obligaciones contraídas no sólo con su comunidad interna sino también a nivel internacional.

Se ha grabado en la conciencia pública que los derechos civiles y políticos son de mayor grado que los DESC, pues a menudo se ha considerado que este grupo de derechos son, en la practica, derechos de segunda clase e inaplicables y que sólo se irán cumpliendo progresivamente con el paso del tiempo. 

El asunto de fondo no consiste en saber si los DESC son derechos básicos de la persona, porque sabemos que los son. Lo importante es considerar el carácter de las obligaciones de los Estados para hacer efectivos estos derechos. Hay que partir señalando ante todo que el objetivo de los DESC es asegurar el pleno desarrollo y protección de las personas en los ámbitos económico, social y cultural. 

2.3.5 Derechos de aplicación inmediata y de aplicación progresiva

Entre los DESC tenemos los que son de aplicación inmediata en el sistema jurídico y los que son de aplicación progresiva, esto es, que pueden ser atendibles en el transcurso del tiempo.

Los derechos sociales de aplicación inmediata son los siguientes:

Familia

· A la protección de la familia como institución fundamental de la sociedad. El derecho que tiene toda persona a contraer matrimonio y fundar una familia. 

· A la protección contra toda forma de violencia familiar. Es obligación del Estado adoptar las medidas legislativas o de cualquier otra índole para prevenir, eliminar y sancionar la violencia en el ámbito familiar. 

· A tomar decisiones libres respecto a la paternidad y maternidad responsables. 

· A la igualdad de derechos entre los hijos. 

· El derecho de los hijos a ser alimentados, educados y a gozar del afecto de sus padres.

· El derecho de los padres a ser asistidos y respetados por sus hijos. 

· La madre, el niño y el adulto mayor tienen derecho a ser protegidos en caso de desamparo.

Vivienda

· A una vivienda digna con acceso a los servicios básicos. 

· El Estado tiene la obligación de promover programas públicos y privados de urbanización, destugurización y vivienda con participación de la comunidad local. 

Educación

· A una educación de calidad y a garantizar que nadie se vea impedido de obtenerla. 

· A una formación que respete la identidad y promueva la autoestima.

· A una educación intercultural bilingüe con participación de la sociedad y sin discriminación de ninguna índole. 

· A una formación ética y cívica, a la enseñanza de los derechos humanos y de la Constitución. 

· A la participación de los padres en el proceso educativo.

· A la formación continua, evaluación, promoción, actualización y remuneración digna del profesorado.

· A una educación descentralizado y diversificada.

· A la promoción de la ciencia y la tecnología.

· A una educación gratuita hasta el nivel de licenciatura o título profesional. 

· A la provisión de alimentos y útiles escolares al educando que carezca de recursos económicos. 

· A la libertad de cátedra y a la tolerancia. 

Salud 

· A mantener el más alto nivel de salud alcanzable. A una adecuada protección de la salud mediante programas de prevención, educación y asistencia sanitaria.

· Al acceso a servicios de atención médica gratuita y a medicamentos de calidad

· A participar en la gestión de los servicios públicos de salud.

· A una nutrición que le asegure al individuo el máximo desarrollo de su potencial físico, emocional e intelectual. El Estado está en la obligación de desarrollar la seguridad alimentaria con participación de la sociedad. 

Trabajo 

· Este derecho se traduce en la obligación que tiene el Estado de promover las condiciones para el fomento del trabajo con equidad mediante el acceso al empleo, la capacitación, la formación profesional, la productividad y la formalización de las relaciones laborales. 

· A condiciones de trabajo que no menoscaben la seguridad ni la dignidad de las personas.

· A una jornada de ocho horas diarias. 

· A un descanso remunerado semanal, anual y en días feriados. 

· A una remuneración equitativa y suficiente para satisfacer las necesidades de la persona y las de su familia. 

· A una interpretación favorable al trabajador en caso de duda sobre el significado de la norma.

· A la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador.

· A una igualdad de trato y de oportunidades, sin discriminación.

· A la protección contra el despido injustificado.

· AL pago de las remuneraciones, beneficios sociales y otros créditos laborales de los trabajadores.

· A la constitución de sindicatos sin autorización previa.

· A la negociación colectiva y otras formas de solución pacifica de los conflictos laborales.

· A la huelga conforme a ley.

· A participar de las utilidades de la empresa y otras formas de participación

· A la seguridad social. A la mejora de las prestaciones relativas a la seguridad social.

Ambiente 

· Al uso y goce sostenible de los recursos naturales y a vivir en un ambiente saludable, ecológicamente equilibrado.

Personas con discapacidad 

· Las personas con discapacidad tienen derecho a un régimen especial de protección, atención y seguridad. 

Erradicación de la pobreza 

· A la erradicación de la pobreza y la exclusión social. 

Seguridad social

· Al acceso a programas participativos de asistencia social para garantizar una vida digna.

· A la protección del derecho a la salud y seguridad de los consumidores y usuarios y de sus intereses económicos frente a las prácticas abusivas.

· A la supervisión de la calidad y eficiencia de los servicios públicos. 

Difusión de los valores culturales

· A la difusión de los valores culturales, del folclore, el arte y la artesanía. 

· A la conservación, protección, restauración y mantenimiento de los yacimientos y restos arqueológicos, objetos artísticos, documentos bibliográficos, entre otros. 

Finalmente, coincido con la línea de pensamiento de Juan Álvarez Vita, quien sostiene que 

El carácter de progresividad que tienen los derechos económicos, sociales y culturales ha sido siempre la puerta abierta por la cual muchos Estados han pretendido eludir sus obligaciones dándoles menores garantías a esos derechos. Por otra parte, éstas son las diferencias principales que se pueden apreciar al comparar, en una primera mirada, los derechos civiles y políticos con los derechos económicos, sociales y culturales. Pero estas distinciones parten del hecho de considerar, en términos absolutos, que los derechos civiles y políticos son de ejecución inmediata y que los derechos económicos, sociales y culturales son de ejecución progresiva. Se confiere así un carácter de perfección que, de ser aceptado, implicaría que ya no habría nada más que avanzar en el marco de estos derechos. Eso equivaldría a afirmar que la democracia no avanza, que no evoluciona, lo cual es completamente falso. Los derechos civiles y políticos no son estáticos y, aunque se diga lo contrario, comparten con los derechos económicos, sociales y culturales el carácter de la progresividad.

Antonio Cancado Trindade considera que los progresos logrados en este sentido dentro del derecho interno e internacional no parecen haber ocurrido pari passu. Así es que, si bien en el derecho interno (constitucional) el reconocimiento de los derechos sociales en muchos países fue posterior al de los derechos civiles y políticos, lo mismo no ocurrió en el plano internacional, como queda demostrado por las diferentes convenciones laborales internacionales (a partir del establecimiento de la OIT en 1919), algunas de las cuales precedieron la adopción de convenciones internacionales más recientes dedicadas a los derechos civiles y políticos.

3. REFORMA CONSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 2002-2003

Un proceso de cambio o reforma constitucional implica ante todo identificar qué clase de convivencia social es la que se desea obtener y cómo puede garantizarse. La reforma constitucional o la promulgación de una nueva constitución implican un pacto social en el que se comprenda al Estado y la sociedad, así como sus relaciones mutuas. Es decir, ¿cómo nos organizamos como sociedad y Estado?, ¿cómo construimos una convivencia democrática sólida en la que se fortalezcan las necesidades sociales?

Todo proceso de reforma constitucional o de cambio tiene que ser democrático y legítimo. La legitimidad la brinda la participación ciudadana y su inserción en el cambio. Es decir, no se trata de una participación reducida al referéndum o consulta popular sobre la aceptación o no de una constitución, sino de una participación más sólida que presente propuestas de ley y promueva los cambios al interior del proceso y no sólo desde afuera. Indudablemente, un proceso participativo de los sectores de la sociedad puede otorgar un clima de paz social y coadyuva a lograr una identidad nacional, identificar problemas regionales y elaborar temas para la agenda legislativa.

Es lamentable que toda reforma constitucional sea fruto del término de gobiernos dictatoriales y autoritarios. No cabe duda: la Constitución de 1979 fue la mejor Constitución que tuvo el Perú. Sin embargo, hay que recordar que como consecuencia del golpe del Estado de 1992, ésta fue derogada y se puso en vigencia la Constitución de 1993, que trajo consigo la creación de nuevas instituciones democráticas —como es el caso de la Defensoría del Pueblo, el Consejo Nacional de la Magistratura y el Tribunal Constitucional—, además de nuevos mecanismos de participación ciudadana y nuevos derechos constitucionales, entre otros. Sin embargo, pese a las virtudes de esta Constitución, no se puede dejar de señalar que también sirvió a los intereses del gobierno de turno. Incluso la aprobación de la Constitución de 1993 vía referéndum se produjo en un clima de incertidumbre, irregularidades y manipulación política, lo que era de esperarse dado el carácter autoritario del gobierno de Fujimori.

En el Perú, las constituciones han consagrado, en razón el principio de la supremacía constitucional, la posibilidad y el procedimiento correspondiente para su propia reforma. Salvo las constituciones de 1833 —que fue producto de una convención nacional para examinarla y reformarla— y de 1860 —que fue una reforma de la Constitución de 1856 a cargo del Congreso—, todas las constituciones que ha tenido el Perú han sido producto de asambleas constituyentes convocadas con ocasión de un golpe de Estado. Así, por ejemplo, tenemos el caso de las dos últimas constituciones, la de 1979 y la de 1993. En suma, la regla general ha sido que los gobiernos de facto convoquen a asambleas o congresos constituyentes para legitimarse.

Como bien recordamos, el 5 de abril de 1992 el pueblo peruano sufrió nuevamente la ruptura abrupta del Estado de Derecho para dar lugar a un gobierno autoritario y corrupto que fue compartido entre Alberto Fujimori y Vladimiro Montesinos.

En noviembre del 2000, el pueblo peruano y todas las fuerzas democráticas se levantaron contra el gobierno de Fujimori y Montesinos, proceso que culminó con la caída de 10 años de gobierno autoritario. Este acontecimiento se precipitó por la difusión de un video en el que se probaba que la corrupción de funcionarios comprometía directamente al gobierno y a los legisladores. 

Al gobierno autoritario no le quedó otra alternativa que convocar a nuevas elecciones populares. Posteriormente, el Congreso de la República declaró la vacancia del cargo de presidente de la República por parte del señor Fujimori, acusado de incapacidad moral. Acto seguido, el presidente del Congreso de la República, Dr. Valentín Paniagua Corazao, asumiría, por mandato constitucional, la presidencia de la República. Se constituyó el Gobierno de Transición encargado de preparar, en el término de seis meses, las elecciones generales y llevar adelante un preordenamiento en las instituciones. 

Entre los objetivos primordiales del gobierno de transición estuvieron la reconstrucción del Estado de Derecho, la recuperación y el fortalecimiento de las instituciones políticas, la lucha contra la corrupción y la plena vigencia de los derechos humanos, buscando desarrollar una agenda democrática para superar la estructura de poder arbitrario que actuó al margen de los mínimos criterios de respeto a la ley y a la seguridad jurídica. Durante este período de transición se generó una serie de propuestas democráticas, una de las cuales fue llevar a cabo un proceso de reforma constitucional. Así, mediante decreto supremo 018-2001-JUS del 26 de mayo del 2001 se creó la Comisión de Estudio de las Bases de la Reforma Constitucional, cuya tarea consistía en proponer tres aspectos: 

1. Las normas constitucionales que podrían constituirse en reformas a partir de la evaluación de su contenido, de su análisis sistemático y de la regulación de las instituciones políticas. 

2. Las opciones sobre el contenido de las reformas propuestas. 

3. El procedimiento para desarrollar las reformas constitucionales propuestas.

Esta comisión tuvo como objetivo elaborar un informe en el que se formularan las bases para realizar una reforma constitucional, así como plantear los posibles procedimientos para llevarla a cabo. Prueba de ello fue que se presentaron tres alternativas al respecto. En el 2001, la Comisión de Constitución, Acusaciones Constitucionales y Reglamento del Congreso de la República optó por la segunda alternativa, que señalaba: 

Utilizar los mecanismos que la actual Constitución de 1993 prevé para la reforma constitucional, teniendo en cuenta lo siguiente: a) introducir una reforma total incorporando la Constitución de 1979, aprobando esta decisión en dos legislaturas ordinarias sucesivas o en una y ulterior ratificación en referéndum. b) Simultáneamente, introducir las reformas de actualización a la Carta de 1979, con las correspondientes disposiciones transitorias, estableciendo los plazos correspondientes.

Aunque lo ideal hubiera sido constituir una asamblea constituyente, las circunstancias políticas —fragilidad de los poderes del Estado y de las instituciones— no lo ameritaban pues se corría el riesgo de generar un clima de inestabilidad en los niveles político, económico y social. No hay que olvidar que en ese momento se estaba saliendo de un gobierno autoritario que se había mantenido en el poder más de 10 años, y que estuvo basado en la corrupción y el control de los poderes.

El Congreso de la República expidió la ley 27600, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 16 de diciembre del 2001, ley que suprime la firma del ex presidente de la República Alberto Fujimori Fujimori del texto de la Constitución de 1993 al haberse declarado la vacancia del cargo de presidente de la República por su permanente incapacidad moral. Esta ley fue precedida de un extenso debate acerca del procedimiento de la reforma constitucional; finalmente, se le encargó a la Comisión de Constitución, Acusaciones Constitucionales y Reglamento la elaboración de un proyecto de reforma constitucional, aplicando el mecanismo de procedimiento de reforma constitucional establecido en el artículo 206 de la vigente Constitución, tomado como documento base para la reforma de la Constitución de 1979. 


En cumplimiento de este mandato constitucional, la Comisión de Constitución acordó conformar seis grupos de trabajo de reforma constitucional divididos por temas; se le encargó al subgrupo 1 la elaboración del anteproyecto del texto constitucional referido al título preliminar, derechos y deberes de las personas y procesos constitucionales.

Tanto la Comisión de Constitución presidida por el congresista Henry Pease como el grupo de trabajo 1 a cargo de la congresista Gloria Helfer convocaron a un grupo de expertos en materia constitucional y en derechos humanos de reconocida trayectoria profesional y académica.

3.1 Cronología de debates de la propuesta de reforma constitucional en materia de derechos humanos

El grupo de trabajo comenzó sus funciones el 31 de enero con su propia instalación, y acordó organizarse de la siguiente manera: 

· Conformación de los subgrupos de trabajo divididos por temas, para facilitar la elaboración del anteproyecto constitucional. Los temas tratados fueron: a) título preliminar, b) derechos civiles y políticos, c) derechos sociales, económicos y culturales, y d) procesos constitucionales. 

· Cada subgrupo de trabajo tenía a su cargo la presentación de una propuesta legislativa por cada tema asignado, es decir, la formulación de los artículos constitucionales. 

· Se fijó un calendario para la discusión y aprobación de las propuestas constitucionales, entre enero y marzo del 2002.

· El 28 y 29 de febrero el anteproyecto fue sometido a consideración del comité de asesores de la Comisión de Constitución del Congreso de la República, presidido por Valentín Paniagua Corazao, cuyas observaciones fueron recogidas e insertadas en el anteproyecto. El comité reconoció la calidad del trabajo presentado. 

· El grupo de trabajo presentó un borrador de proyecto del Título Preliminar y el Título I. Debo decir, al respecto, que las propuestas constitucionales recogieron consenso entre los expertos y juristas. Este texto fue sustentando por la congresista Gloria Helfer ante el comité de asesores que presidió Valentín Paniagua y posteriormente ante la Comisión de Constitución, en la que se discutió y se corrigieron las propuestas en sí mismas. 

· La Comisión de Constitución, Acusaciones Constitucionales y Reglamento del Congreso de la República aprobó la estructura planteada por el grupo de trabajo que coordinó la congresista Gloria Helfer, así como también el criterio establecido de que la Constitución futura cuente con un título preliminar. Se inició una jornada ardua de debate en el seno de la Comisión de Constitución, que comprendió el período marzo a junio del 2002, para discutir el título preliminar y los textos constitucionales sobre los derechos de las personas, deberes, procesos constitucionales, régimen económico, comunidades campesina y nativas, Estado y nación, bicameralidad, tratados internacionales, régimen de excepción y estructura del Estado, entre otros.

· El anteproyecto de la Constitución se presentó oficialmente el 5 de abril del 2002. A partir de esa fecha, se llevó la consulta a nivel nacional a través de talleres de discusión, con el fin de conocer las opiniones y propuestas alternativas al texto presentado. 

· Al culminar la consulta nacional, se procedió a la discusión y aprobación final del anteproyecto de la Constitución, insertando las propuestas ciudadanas. Para tal efecto, la Comisión de Constitución conformó un comité de asesores especializados a quienes se les encargó revisar el texto para corregir la duplicidad de las propuestas constitucionales y el exceso de reglamentación, y compatibilizar las propuestas ciudadanas. De este modo, el título I que elaboró el subgrupo 1 de la Comisión de Constitución fue aprobado el 11 de junio del 2002 en el seno de la Comisión. 

· El 9 de julio del 2002, la Comisión de Constitución aprobó el Proyecto de Constitución. 

· El título primero, que es objeto de nuestro estudio, fue aprobado por la Comisión de Constitución con la siguiente estructura: 

Título I

Derechos fundamentales, deberes fundamentales y procesos constitucionales

Capítulo I. De los derechos fundamentales 

Sección I Derechos civiles y políticos 

Sección II Derechos Económicos, sociales y culturales

Sección III Derechos políticos 

Sección IV Garantías de los derechos fundamentales 

Capítulo II. Deberes fundamentales 

Capítulo III. Procesos constitucionales 

Proceso de hábeas corpus

Proceso de amparo 

Proceso de hábeas data 

Proceso de inconstitucionalidad 

Proceso de cumplimiento 

Proceso de acción popular 

Proceso competencial 

· El criterio con el que se estableció esta estructura fue ordenar mejor las propuestas del texto, sin que ello signifique atentar contra la integridad de los derechos humanos, toda vez, que el anteproyecto consta de un capítulo denominado “Derechos fundamentales”, que incluye los derechos civiles y políticos, así como económicos, sociales y culturales, además de otros derechos. 

· La discusión de la reforma constitucional sobre el anteproyecto de la Constitución se inicio en el pleno del Congreso el 12 de septiembre del 2002, llegándose a aprobar los textos constitucionales referidos a derechos fundamentales, deberes fundamentales, procesos constitucionales del Estado y la nación, régimen económico, estructura del Estado y régimen de excepción. 

· Actualmente el pleno del congreso de la República ha aprobado 44 artículos correspondientes a los derechos fundamentales, entre los cuales están los derechos civiles y los DESC; queda pendiente la aprobación de los derechos políticos. Considero que en el marco de la reforma constitucional se han dado importantes avances en cuanto al tratamiento integral de los derechos, aunque en el camino se quedaron propuestas constitucionales que, lamentablemente, no alcanzaron consenso, como es el caso del género. 

· Cabe señalar que en la legislatura correspondiente al 2003, la Comisión de Constitución del Congreso de la República aprobó un dictamen aplicando un formula legal conciliada que consistió en derogar la Constitución de 1993, restituir la Constitución de 1979 e inmediatamente reformarla. Por consiguiente, el proyecto de constitución que fue aprobado en la comisión era en sí la reforma de la Constitución de 1979. Sin embargo, esta valiosa oportunidad se perdió debido a vaivenes que marcaron la vida política del país. 

· Actualmente, la Comisión de Constitución de Congreso ha mostrado su intención
 de colocar la reforma constitucional en la agenda legislativa, al haberse conformado un Consejo Consultivo de Reforma Constitucional. Se estableció un plan de trabajo respecto a los temas más resaltantes, teniendo en cuenta el período electoral del 2006. Entre los temas figuran el voto a los militares, el voto facultativo y la bicameralidad. 

· Con relación a los textos aprobados por el pleno del congreso durante el período 2002-2003 correspondientes a los títulos I, II y III,
 entre los que figuran los derechos fundamentales de las personas, la actual comisión aún no se ha pronunciado sobre el destino de éstos, es decir, no se sabe si se va a convalidar el trabajo que se realizó o se tiene pensado llevar adelante una nueva reforma basada en los mecanismos actuales de la Constitución o con la instauración de una asamblea constituyente. 

3.2 Criterios rectores
 

3.2.1 Criterio matriz

· Conservar aquellos derechos que habían sido incorporados al amparo de la constitución actual.

· Restituir aquellos derechos sociales que habían sido omitidos en la constitucional actual y que sí estaban regulados en la Constitución de 1979, con precisiones y/o alcances que en la discusión del articulado se podrá apreciar.

· Incorporar nuevos derechos que demanda la sociedad, a partir de la experiencia vivida durante los últimos años, que nos ha demostrado que había derechos que no estaban protegidos por el marco constitucional y que, al amparo de la reforma, hoy se están incorporando para su inmediata exigibilidad y efectividad. 

3.2.2 Criterios generales 

· Necesidad de contar con un título preliminar

En el grupo de trabajo se adoptó por consenso la idea de que la Constitución debería contar con un título preliminar —tal como sucede en diversas constituciones de Europa (España, Italia) y América Latina (por ejemplo Colombia)—, que no es otra cosa que el conjunto de principios básicos —columna vertebral— que sustenta la estructura de la Constitución.

· Tratamiento integral de los derechos humanos 

La propuesta constitucional contenida en el título preliminar
 guarda perfecta coherencia con los estándares internacionales de derechos humanos y con los tratados internacionales de los cuales el Perú es parte. Esta propuesta significa un paso importante que revoluciona la teoría general de los derechos humanos. Es la afirmación de la universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad y exigibilidad de los derechos humanos. Este aspecto no requiere mayor precisión por cuanto a lo largo del texto se han desarrollado los principios que sustentan el tratamiento integral de los derechos humanos. 

· La corresponsabilidad del Estado y la sociedad en la promoción y difusión de los derechos humanos 

Implica una obligación positiva de respetar, proteger y propender al desarrollo de la persona humana. Por ejemplo, implica cuidar el medio ambiente y evitar contaminarlo para acceder a una vida más saludable y digna. Asimismo, implica la enseñanza de valores, buscando que todas las personas se interesen por conocer sus derechos porque precisamente la violación de éstos pasa por el desconocimiento. Es necesario también ejercer el derecho de participar en la vida política, económica, social y cultural del país, y velar porque se respete la seguridad ciudadana denunciando ante las autoridades los delitos y contribuyendo a las investigaciones para que ninguno quede impune. 

La corresponsabilidad implica, entonces, una permanente vigilancia de la ciudadanía, de manera organizada, para difundir y promover una cultura de paz y respeto por los derechos humanos, así como la participación de ésta en las funciones públicas de las autoridades. De esta manera se pueden evitar casos como el de Ilave, en el que la población aplicó la justicia por sus propias manos. Sin duda alguna, la vigilancia ciudadana hará que las autoridades pongan como centro de su atención la vigencia del Estado de Derecho. 

Algunas conclusiones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación ilustran el grado de responsabilidad de diferentes actores en lo que respecto a los derechos humanos:

139. La CVR encuentra una grave responsabilidad del Estado: i) en el descuido de la educación pública en medio de un conflicto que tenía al sistema educativo como importante terreno de disputa ideológica y simbólica; ii) en el amedrentamiento y/o la estigmatización de comunidades enteras de maestros y estudiantes de universidades públicas, especialmente de provincias […]; iii) en el deterioro de la infraestructura de servicios de varias universidades públicas […] iv) en haber permitido graves violaciones de los derechos humanos de estudiantes y profesores por el hecho de ser tales. 

142. La CVR ha encontrado, sin embargo, que la defensa de los derechos humanos no fue firme en el arzobispado de Ayacucho durante la mayor parte del conflicto armado. Durante buena parte del conflicto, dicho arzobispado puso obstáculos a la labor de organizaciones de la Iglesia vinculadas al tema, a la vez que negaba violaciones de los derechos humanos. La Comisión deplora que algunas autoridades eclesiásticas de Ayacucho, Huancavelica y Abancay no hayan cumplido con su compromiso pastoral. 

145. La CVR ha concluido que a lo largo del conflicto, decenas de asociaciones de la sociedad civil mantuvieron viva la capacidad de indignación ante lo que ocurría y crearon un eficaz movimiento a favor de los derechos humanos que, organizado alrededor de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDH), se convirtió —pese a una permanente satanización en su contra— en un referente ético en el escenario nacional y en un efectivo recurso para que las víctimas pudiesen avanzar en su objetivo de alcanzar la verdad y exigir la justicia. La Comisión está convencida de que el país debe a las organizaciones de derechos humanos una deuda de gratitud porque, al ejercer el derecho democrático de fiscalizar a las fuerzas del orden, contribuyeron a controlar algunos de los aspectos más brutales del conflicto y a ganar para la lucha democrática del pueblo peruano una amplia solidaridad internacional.

146. De acuerdo a la tradición del movimiento internacional de derechos humanos, en los primeros años del conflicto los organismos peruanos defensores de los DD. HH. Centraron su crítica fundamentalmente en el Estado, cuyas acciones se enmarcan dentro de un ordenamiento legal que deben respetar, que es además signatario de tratados internacionales y debe, sobre todo, responder por la seguridad de sus ciudadanos. Sin embargo, a mediados de la década de 1980 los organismos que conformaron la CNDH zanjaron con las organizaciones de fachada de los grupos subversivos. Posteriormente, se negaron a defender legalmente a militantes o líderes de dichos grupos e influyeron activa y exitosamente en el movimiento internacional de derechos humanos, para que sus organismos incluyan dentro de sus críticas y monitoreo a los grupos subversivos, tanto peruanos como de todo el mundo.

147. La CVR ha constatado también, a diferencia de otros países donde se dieron conflictos armados internos, la debilidad de las organizaciones de víctimas. Ello porque en la mayoría de los casos las víctimas eran campesinos pobres, con poca conciencia de derechos, difícil acceso a la justicia, débiles redes sociales y escasos contactos urbanos. Esta debilidad favoreció la impunidad de los perpetradores.

· El principio de la no exclusión social para proteger a los grupos más vulnerables

A efectos de proteger a los grupos más vulnerables —como por ejemplo los migrantes, las personas con discapacidad, los pobres, los consumidores, las comunidades originarias, niños, niñas, adultos mayores, mujeres, personas con VIH, los de opción sexual diferente de la mayoría, entre otros—, se asegura no sólo la igualdad ante la ley sin discriminación alguna, sino también la responsabilidad estatal y de la sociedad de promover las condiciones y medidas positivas, que garanticen la no discriminación dando un ejemplo de corresponsabilidad. 

Veamos algunas de las conclusiones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación:

4. La CVR constata que existió una notoria relación entre situación de pobreza y exclusión social y probabilidad de ser víctima de violencia. En el departamento andino de Ayacucho, donde ésta se inició, se concentra más del 40 por ciento de muertos y desaparecidos reportados a la CVR. Al sumar a ellas las víctimas consignadas por la CVR en los departamentos de Junín, Huánuco, Huancavelica, Apurímac y San Martín se llega al 85 por ciento de las víctimas registradas por la CVR.

 5. La CVR ha constatado que la población campesina fue la principal víctima de la violencia. De la totalidad de víctimas reportadas, el 79% por ciento vivía en zonas rurales y el 56 por ciento se ocupaba en actividades agropecuarias. 

 6. La CVR ha podido apreciar que, conjuntamente con las brechas socioeconómicas, el proceso de violencia puso de manifiesto la gravedad de las desigualdades de índole étnico-cultural que aún prevalecen en el país. Del análisis de los testimonios recibidos resulta que el 75 por ciento de las víctimas fatales del conflicto armado interno tenían el quechua u otras lenguas nativas como idioma materno. 

· Adecuar la protección de los derechos humanos a los estándares internacionales 

Se han tomado como base en la formulación de las propuestas constitucionales los estándares internacionales de protección de los derechos humanos y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos de los que el Perú es parte. Los estándares y normas internacionales son expresión de un consenso logrado con mucho esfuerzo por la comunidad internacional. Los instrumentos internacionales de derechos humanos establecen normas mínimas que comprenden los derechos civiles y políticos, económicos, sociales y culturales, lo que significa que no se impone una norma cultural única, sino que promueven un orden jurídico común de respeto de la dignidad humana. Dicho esto, los Estados tienen el poder soberano de adaptar los derechos humanos a su sistema jurídico interno siempre que no contradiga con las normas establecidas por los Tratados de derechos humanos.
 

· Límites a la potestad punitiva del Estado 

El Estado debe ejercer su potestad punitiva o persecutoria del delito pero adecuándolo al marco de respeto de los principios de constitucionalidad, legalidad, proporcionalidad, culpabilidad, resocialización y humanidad.
 

· Deber del Estado de investigar las violaciones de los derechos humanos

Esta propuesta responde a una necesidad de justicia social, por cuanto en anteriores gobiernos se han cometido violaciones a los derechos humanos y éstas quedaron sin ser investigadas y por consiguiente impune. La investigación busca la verdad en los hechos ocurridos y es una forma de contribuir con el respeto y la defensa de los derechos humanos.

Este derecho implica la obligación del Estado de investigar y sancionar los delitos contra los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, más aún cuando el Perú ha ratificado el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional asumiendo el compromiso de investigar y sancionar a los que resulten responsables por las comisiones más graves descritas en el estatuto, como es el caso de genocidio, lesa humanidad y crimen de guerra, respetando los principios del debido proceso.

La importancia de contar con un tratado internacional como lo es el Estatuto de Roma de la CPI radica no sólo en la creación de una corte penal internacional de naturaleza permanente y con competencia para sancionar a los individuos responsables de crímenes internacionales, sino que además ha delimitado e incorporado la definición de tales crímenes, los que se encuentran en la jurisdicción de la referida corte, tales como los delitos de genocidio, lesa humanidad y crímenes de guerra.

Un aspecto importante que se debe considerar es la reparación de las víctimas de violación a sus derechos, la que no será sólo en el ámbito patrimonial, sino que se extiende a un orden moral como las disculpas públicas, expresadas en la satisfacción. 

En el Perú, durante el régimen de Fujimori, se produjo una violación sistemática de los derechos humanos, como fueron los casos de La Cantuta, Mariela Loayza Tamayo, Leonor La Rosa, Mariela Barreto, Barrios Altos, etcétera. Estos casos son un reflejo de la realidad política, social y cultural. 

Veamos algunas de las conclusiones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación: 

166. Para la CVR, la reparación implica revertir el clima de indiferencia con actos de solidaridad que contribuyan a la superación de enfoques y hábitos discriminatorios, no exentos de racismo. Aplicadas con equidad, las reparaciones deben Asimismo generar confianza cívica, restableciendo las relaciones dañadas entre los ciudadanos y el Estado, de modo que se consolide la transición y gobernabilidad democráticas y se prevengan nuevos escenarios de violencia.

167. La CVR presenta al país un “Programa Integral de Reparaciones” donde se combinan formas individuales y colectivas, simbólicas y materiales de resarcimiento. El Programa debe ser financiado creativamente por el Estado, pero también por la sociedad y la cooperación internacional; él pone énfasis en: i) las reparaciones simbólicas, el rescate de la memoria y la dignificación de las víctimas; ii) la atención a la educación y a la salud mental; iii) las reparaciones económicas individuales y colectivas (programas de reconstrucción institucional, desarrollo comunal, servicios básicos y generación de ingresos).

168. La CVR considera que una parte esencial del proceso de reparación es la justicia. La Comisión advierte, Asimismo, que ningún camino hacia la reconciliación será transitable si no va acompañado de un ejercicio efectivo de la justicia, tanto en lo que concierne a la reparación de los daños sufridos por las víctimas cuanto en lo relativo al justo castigo a los perpetradores y el consiguiente fin de la impunidad. No se puede construir un país éticamente sano y políticamente viable sobre los cimientos de la impunidad. A través de los casos que entrega al Ministerio Público, de la identificación de alrededor de 24 mil víctimas del conflicto armado interno y de los hallazgos de sus investigaciones en general, la CVR busca ampliar sustancialmente los argumentos para sustentar el reclamo de justicia de las víctimas y sus organizaciones, así como de los organismos defensores de los Derechos Humanos y ciudadanos en general.

169. Asimismo, la CVR ha elaborado un Registro Nacional de Sitios de Entierro sobre la base de la información obtenida durante sus investigaciones. Al término de su mandato, la CVR ha registrado 4.644 sitios de entierro a nivel nacional, habiendo realizado tres exhumaciones y constataciones preliminares en 2.200 de ellos. Estas cifras, que superan ampliamente las estimaciones anteriores, confirman la importancia que tiene impulsar y ejecutar el Plan Nacional de Intervenciones Antropológico Forenses que propone la CVR. Asimismo, la CVR se ratifica en la importancia fundamental del trabajo antropológico forense para alcanzar justicia, identificar las posibles víctimas y procesar el duelo por nuestros compatriotas desaparecidos.

· Reconocimiento de la democracia como derecho de toda persona
 

Se ha introducido por primera vez la noción del derecho de toda persona a vivir en un régimen democrático, lo cual es el reflejo de una demanda social y real por las constantes vulneraciones al orden constitucional. Fue iniciativa del gobierno del Perú elaborar una Carta Democrática Interamericana, la que fue aprobada por la OEA en la ciudad de Lima el 12 de septiembre del 2001 y cuyo artículo 1 señala que “Los pueblos de América tiene derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla. La democracia es esencial para el desarrollo social y económico de los pueblos de las Américas”. En su artículo 7 señala: “La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagradas en las respectivas constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos”. 

· Jerarquización constitucional de los tratados sobre derechos humanos 

Esta propuesta básicamente es una recuperación porque estaba contenida en la Constitución de 1979, la cual es sumamente importante porque los tratados sobre derechos humanos consagran intereses comunes superiores en la protección del ser humano. 

Principales derechos humanos propuestos en la reforma constitucional (2002-2003)

· Abolición de la pena de muerte en toda circunstancia y prohibición del aborto.

· Ejercicio de los derechos fundamentales (se rige por Ley Orgánica).

· Derecho de recurrir a los órganos supranacionales y deber del Estado de cumplir con las sentencias dictadas por éstos. 

· Imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra. 

· Reconocimiento del matrimonio y de la fundación de una familia como derechos, así como obligación del Estado de adoptar políticas y medidas legislativas para prevenir, eliminar y sancionar la violencia en el ámbito familiar. 

· Deber de ejercer la paternidad y maternidad responsables. 

· Derecho de los hijos a recibir el afecto de sus padres. 

· Derecho a recibir una educación de calidad. 

· Derecho a una educación con participación democrática y bilingüe.

· Reconocimiento a los padres o a quienes hagan sus veces en el deber de la educación y a la participación en el proceso educativo.

· Gratuidad de la enseñanza: derecho restituido.

· Los medios de comunicación y su participación en la educación.

· Derecho a la protección de la salud sin discriminación y participación en la gestión y el control de los servicios públicos.

· El Estado conduce la política de salud.

· El trabajo como derecho humano. 

· El Estado adopta y garantiza las condiciones de empleo.

· Establecimiento de los principios que sustentan una relación laboral. 

· Derecho a constituir sindicatos.

· La huelga como derecho humano. 

· Participación de los trabajadores en las utilidades. 

· La seguridad social como derecho.

· Organización de la seguridad social.

· El Estado garantiza los fondos aportados.

· El adulto mayor y su participación en la sociedad. 

· Las personas con discapacidad tiene derecho a un régimen especial de protección. 

· Los consumidores y usuarios tienen derecho a la protección de su salud y a la seguridad de sus intereses económicos frente a prácticas abusivas.

· Derecho al voto facultativo y al voto de los militares.

Asuntos que son materia de referéndum 

· La reforma total o parcial de la Constitución. 

· La aprobación de leyes, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales.

· La derogación de leyes, normas regionales de carácter general, ordenanzas municipales y decretos legislativos.

· Las materias relativas al proceso de descentralización. 

· Los tratados antes de su ratificación.

· No pueden someterse a referéndum la supresión o la disminución de los derechos fundamentales, las leyes de carácter tributario y presupuestal, así como los tratados en vigor.

· Régimen de los partidos políticos y alianzas. 

· Derechos a la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

· La presunción de inocencia como derecho humano.
Debido proceso como derecho humano

· Al libre acceso a la justicia y la jurisdicción predeterminada, prohibiéndose los tribunales de excepción y las comisiones especiales creadas para tal fin.

· A no ser condenado en ausencia.

· A la defensa.

· A no autoinculparse.

· A no ser penado sin proceso penal.

· A la publicidad del proceso.

· A la motivación de las resoluciones judiciales.

· A la indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar.

· A la instancia plural.

· A la cosa juzgada.

· A todos los que se reconocen adicionalmente en las leyes y los tratados.

· Estas disposiciones se extienden al procedimiento administrativo, en cuanto sean aplicables a éste.

· Procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo, hábeas data, de cumplimiento, de acción popular, de inconstitucionalidad y competencial. 

Deberes fundamentales 

· Honrar al Perú y los símbolos de la patria, proteger los intereses nacionales, defender la soberanía y la integridad territorial; contribuir a afirmar y perfeccionar el sistema democrático, respetando y defendiendo la Constitución y el ordenamiento jurídico. 

· Defender a la familia, promover la solidaridad y la responsabilidad social. 

· Ejercer el derecho de participar en la vida política, económica, social y cultural de la nación, en forma individual o asociada, de manera honesta, transparente, democrática y responsable.

· Contribuir al sostenimiento de los gastos y servicios públicos de acuerdo con la capacidad económica a través del sistema tributario.

· Contribuir al cuidado de la propia salud y educación integral, así como la de su comunidad.

· Actuar contra el terrorismo, el narcotráfico, los delitos de lesa humanidad, la corrupción y la impunidad, colaborando con las autoridades competentes. 

· Respetar la identidad étnica y la pluralidad cultural. 

· Participar en la defensa, preservación y mantenimiento de un medio ambiente saludable, ecológicamente equilibrado, buscando el desarrollo sostenible. 

· Participar en la consecución de la armonía, la paz y la seguridad nacional.

· Contribuir a la erradicación de toda forma de discriminación. 

· Los extranjeros residentes en el territorio nacional tienen los mismos deberes, en lo que corresponda.
4. Reflexiones a la clase política, al pueblo peruano y a la ciudadanía en general en el marco de la democracia, la gobernabilidad y los derechos humanos
Presentación de Ernestina La Torre de Fowks
 
Permítanme agradecer a la Dra. Lesly Llatas Ramírez, joven profesional peruana y abogada especialista en derechos humanos, su solicitud para la presentación de su mensaje de reflexión dirigido a la población peruana, y en especial a la juventud, con motivo del proceso electoral convocado para la elección del próximo presidente del Perú y del nuevo Parlamento que regirá los destinos de nuestra patria. 

Hoy, gracias a Dios, me felicito que profesionales jóvenes como Lesly se interesen por el proceso electoral de nuestra patria y que convoquen a la reflexión sobre las personas que pretenden ocupar los altos cargos del gobierno. Cada propuesta que desarrolla nuestra querida Lesly en su mensaje nos hace meditar sobre la gran responsabilidad que asumimos los peruanos en este proceso electoral, porque no podemos volver a equivocarnos.

El Perú, por su situación geopolítica, está llamado a ser foco de desarrollo en el contexto latinoamericano y merece que sus pobladores tengan oportunidades de trabajo, justicia y libertad, y sobre todo que la esperanza de una vida mejor para sus hijos no sea destruida por oportunistas de la política que sólo actúan motivados por los intereses personales y participar del erario nacional, dejando de lado al país, a su pueblo, a los grupos étnicos que anhelan oportunidades para desarrollar sus conocimientos que son en sí la valiosa cultura ancestral. 

Debemos exigir ejemplo de vida, conocimiento, preparación, profesionalismo, vida familiar y fuerza espiritual a los hombres y mujeres que pretenden gobernar nuestro país. 

Asimismo, revisar los programas y propuestas que cada agrupación política presente y demandar que la educación y la cultura sean lo primordial de cualquier plan de gobierno. 

La Dra. Lesly Llatas, en sus reflexiones, nos demuestra su interés por los destinos del Perú, nos llena de esperanza en esta juventud deseosa de cambios y que además está preparada para asumir los puestos de decisión que las grandes urgencias de nuestro país requieren así como los grandes desafíos que se presentan para América Latina.

Nos preocupa el peligroso retroceso de la democracia y de los derechos humanos, la corrupción que se consolida en el continente, y nos preocupa, además, que en ésta era del conocimiento, los medios de comunicación contribuyan con la transparencia de la información. Es decir, necesitamos nuevos líderes.

Reflexiones a la clase política, al pueblo peruano y a la ciudadanía en general en el marco de la democracia, la gobernabilidad y los derechos humanos:

La esperanza de libertad y la desilusión de un pueblo esperanzado 

Se oyó un grito de libertad de hombres y mujeres en el año 2000 al recuperar la democracia. Fue sin duda un día de júbilo para el pueblo peruano, que vio forjar la esperanza de un nuevo amanecer. Habíamos recuperado nuestra libertad, volvía el orden y el clima de paz alcanzado tras la violencia. Pero era un sentimiento que duraría poco y que sería manchado por el engaño y la burla a la fe de un pueblo esperanzado. 

Son pocas las ocasiones que hemos tenido para aprender a vivir en democracia, pues no es nada nuevo afirmar que en el Perú han sido más los gobiernos dictatoriales que los democráticos. Un golpe de Estado constituye expresa y directamente el quebrantamiento del orden constitucional, del Estado de Derecho, de la democracia y, por consiguiente, de los derechos humanos. ¿Será ésta la causa que nos impide ser portadores de actitudes democráticas? ¿Acaso nos hemos acostumbrado a que nos gobiernen por la fuerza? ¿Eso es lo que deseamos como país, golpe tras golpe? 

La seriedad política está ausente pues los partidos tradicionales no han podido recuperar la confianza del pueblo. La actual clase política ha demostrado que es incapaz de representarnos, y debido a su acentuada indiferencia hacia nuestras necesidades y a su improvisación hoy contamos con un menú electoral lleno de aspirantes al gobierno sin trayectoria política, salvo honrosas excepciones. Este panorama electoral da como resultado que tengamos nada menos que 24 opciones para elegir, 24 candidatos a la presidencia de la República del Perú que incluyen los apetitos incontrolables de los actuales políticos que buscan acomodarse en alguna agrupación para seguir usufructuando de la gran mina de oro llamada el Congreso de la República. 

Lamentablemente, la poca seriedad con que se ha manejado la actual clase política, salvo honrosas excepciones, nos deja como herencia que ahora tengamos una diversidad de candidatos a la presidencia, cuyos planes de gobierno no son conocidos en profundidad. Me pregunto si eso es vivir en democracia. ¿El pueblo peruano podrá elegir con seriedad y responsabilidad entre 23 candidatos a la presidencia? ¿Qué riesgos nos estamos jugando en todo este contexto? ¿Vamos a elegir conscientemente o es que otra vez nos vamos a endulzar con regalos, obsequios, donaciones, para elegir al más carismático, al que coyunturalmente le favorece una porción de respaldo popular? ¿Vamos a votar porque es un personaje conocido sin trayectoria política?

Hay que recordar que si elegimos a un presidente por el simple hecho de que nos ofrezca algunas donaciones, prepare chocolatadas, nos muestre su mejor sonrisa, nos dé la mano, contrate ómnibus para que demos un paseo o nos condiciona para que estemos presentes en sus mítines, entonces asumiremos como pueblo las consecuencias de nuestras propias decisiones. En otras palabras, después no nos quejemos porque esa alternativa es lo que elegimos. 

Lo mismo ocurrirá con los representantes al Congreso de la República: si se vuelve a elegir a personas improvisadas, no nos quejemos después. No se puede negar que existe un descontento generalizado respecto de la actual clase política; es muy cierto, además, que justos no pueden pagar por pecadores, pues hubo congresistas serios y responsables, pero lamentablemente ese malestar no se ha podido superar. He ahí un reto para los partidos políticos tradicionales. Debemos aprender de las lecciones, la clase política tiene que entender que es necesario dar paso a nuevos políticos y líderes pero que estén preparados, pues en este punto está el reto que deberán asumir los partidos políticos. Dejemos que el pueblo decida. 

· La importancia de conocer a nuestros candidatos, establecer una agenda política, promover los debates políticos permanentemente
Es importante conocer al aspirante para dar un voto serio y responsable; es decir, los ciudadanos tenemos que aprender a elegir conscientemente y no elegir por elegir. Aprendamos también a exigir a los candidatos un comportamiento debido y que sus planes estén acorde con nuestras necesidades y que sean un ejemplo de vida, lo que es muy diferente de la hoja de vida. Por ello, es necesario considerar los debates políticos.

Los debates no son una obra de teatro sino una discusión con altura; a través de ellos, los partidos políticos reforzarán sus medidas y sus políticas, y podrán ajustarlas de acuerdo con las necesidades del país. Los debates políticos no deben organizarse sólo cuando haya elecciones sino que deben tener carácter permanente y descentralizado, porque ello enriquecería a la clase política y le permitiría estar más cerca a la juventud, que necesita ser escuchada y valorada, así como proponer medidas de solución a las necesidades de un pueblo. 

La clase política y los medios de comunicación podrían establecer cada año una agenda política permanente en la que no sólo se den a conocer las propuestas electorales de los candidatos sino se debatan temas trascendentales que permitan a la ciudadanía observar de cerca al comportamiento de los políticos. Ese es el punto: no tenemos una agenda política. Las universidades, que son los foros por excelencia, han perdido ese papel. Por consiguiente, hago un llamamiento a la comunidad universitaria para que asuma el reto de establecer foros de discusión en los que la juventud pueda participar y la clase política deje de ser inaccesible. 

Por otra parte, hay que reconocer que también nosotros como pueblo nos hemos equivocado al elegir a una clase política que no ha sabido representarnos como es debido, que nos ha dejado una profunda decepción y ha sembrado en nosotros una desconfianza generalizada hacia ella. La lección, entonces, pasa por no volver a elegir a aquellos que no se han comportado a la altura de las exigencias que demandó el pueblo y con la responsabilidad que se le otorgó. 

· Ausencia de representatividad de nuestros intereses como pueblo

¿Cómo se ha de sentir representado el pueblo por políticos sin trayectoria cuyo comportamiento genera escenas que atentan contra la moral? Es lamentable que la clase política que está de salida en el Congreso de la República no haya sabido conducir con altura los debates. Asimismo, estamos frente a la figura de un gobernante desgastado políticamente, al que se le ha retirado poco a poco la confianza y credibilidad de las que gozaba debido al entorno que lo rodea. Anhelamos un Poder Judicial más justo y que cuente con credibilidad, pero ¿cómo se logra esto sin presupuesto? 

Venimos de un Congreso de la Republica que no goza de credibilidad y cuya imagen está denigrada, que no ha centrado su atención en proyectos de ley tendentes al desarrollo del país sino que ha ocasionando un desborde de la agenda legislativa. Cambiamos de escenario y vemos el panorama electoral, marcado por un listado considerable de partidos y agrupaciones políticas que aspiran a las elecciones del 2006 y observamos con sorpresa las alianzas políticas que se están produciendo. ¿Durarán? ¿Qué compromisos estarán asumiendo y con quiénes se estarán aliando con el fin de llegar al poder? ¿En qué medida esos compromisos podrían lesionar los intereses del pueblo? Si bien ser elegido es un derecho constitucional, no es menos cierto que la improvisación política constituye una afrenta para la democracia y la estabilidad institucional, hecho que ha quedado demostrado fehacientemente con la actual clase política en el Congreso de la República. 

Un tema que no está siendo tomado en cuenta con seriedad es la reconciliación nacional. Mientras en las mentes y los corazones de hombres y mujeres subsista el dolor por el pasado oscuro, por las pérdidas de sus seres queridos, por los vejámenes a los que fueron sometidos, mientras haya militares que en la batalla perdieron un brazo o una pierna o quedaron imposibilitados para continuar ejerciendo su carrera, será difícil pensar en un futuro con reconciliación. 

La reconciliación nacional significa la liberación de ese dolor. Es indiscutible que el perdonar esos actos no les devolverá a sus seres queridos pero sí los librará de un pasado oscuro y los pondrá en condiciones de volver a comenzar y construir. En la medida en que llegue esta reconciliación, habrá paz en los espíritus de cada uno de nosotros y por ende habremos logrado también la paz de quienes partieron. 

Por consiguiente, habría que preguntarles a los actuales aspirantes qué medidas emplearán para propiciar una verdadera reconciliación nacional. Los actuales candidatos hablan del futuro del país, de un Perú mejor, pero ¿cómo puede lograrse un futuro mejor ahí donde subsisten huellas de dolor y resentimiento colectivo como secuela de la violencia subversiva? 

Hay que propiciar una verdadera reconciliación nacional con la ayuda del Estado y sectores de la sociedad, ya que el pueblo peruano ha sido duramente golpeado por la violencia terrorista y por los excesos cometidos por gobiernos anteriores en la lucha contra el terrorismo.

· Gobernar una nación significa asumir las riendas de nuestro destino 

Ejercer el gobierno de una nación es asumir las riendas de su destino y sentir como si fuese propio el peso de las necesidades de todo un pueblo. El gobernante juega un papel similar al de un gran proveedor, porque quien gobierna deberá proveer a su pueblo no sólo de necesidades materiales y espirituales —como gozar de paz y tranquilidad— sino que además deberá forjar un liderazgo que permita la unión, la solidaridad y el respeto entre las naciones. 

Hemos estado constantemente al borde de la desesperación por todos los entretelones que se han suscitado durante estos últimos años. ¿De qué le servirían al pueblo las obras de un gobernante si él deja incógnitas acerca de su actuación y del entorno político que lo rodea? Quien gobierna una nación debe asumir como suyas las necesidades de los demás, pues esto es lo esencial para ejercer el poder con justicia, libertad, protección y paz. 

El gobierno no lo haces una sola persona. He ahí el error más grande de quienes ejercen los gobiernos en el mundo. No se podrá jamás gobernar solo, hay que gobernar convocando a las inteligencias políticas, culturales, económicas y sociales, siempre en beneficio de los intereses del pueblo que es quien elige a los políticos.

El gobernante debe asumir con estado de conciencia que estamos necesitando justicia, protección y paz; no se puede continuar haciendo justicia con nuestras manos, y si esto ocurre y sigue ocurriendo es por la falta de credibilidad en nuestras autoridades. Si esto avanza y no se detiene, entonces habremos vuelto a la etapa del salvajismo. Se cumplirá el viejo refrán de “ojo por ojo y diente por diente” y la violencia será incontrolable, de ahí que el pueblo no tenga paz ni seguridad. 

El que gobierna debe ser consciente además de que el poder conferido no le pertenece. El pueblo elige, es quien expresa su consentimiento para que así sean las cosas, sólo el pueblo tiene el poder de otorgar ese consentimiento anhelado por muchos. Con frecuencia hemos caído en la ingenuidad y elegimos a quien no debe ser elegido; por eso, ahora debemos pagar las consecuencias de nuestros propios errores y exigir mayor seriedad a la clase política. Debemos estar convencidos de que nuestros gobernantes tienen la obligación de proveer, como parte de su política, cinco condiciones básicas: justicia, paz, salud, educación y libertad. Esto es la esencia de la responsabilidad de un gobernante y de la clase política del país. 

A los aspirantes al gobierno y a la clase política es necesario recordarles que al pueblo no se llega con palabras adornadas ni con falsas lealtades. Se llega a él siendo parte de él; sí en verdad aman a su pueblo, tienen que presentarse apoyados en bases sólidas; contando con formación política, moral y cultural; desprovistos de toda improvisación para ofrecer realmente algo serio y viable acorde con sus necesidades. No deben prometer lo que no van a cumplir, pues este viene siendo el error constante de quienes aspiran a la más alta magistratura de la nación, al gobierno. 

Asimismo, deben llegar al pueblo con humildad. El pueblo peruano se caracteriza por su sencillez y humildad. Es preciso que los políticos conozcan su realidad antes de ofrecer a los pobladores un desayuno o un almuerzo o salir a bailar con ellos. Hay que ser conscientes de que no todos hemos nacido en cuna de oro, que el diario vivir de la mayoría es el comercio ambulatorio. Pero ese estado de conciencia no debe estar condicionado al tiempo que duren las campañas electorales. No hay que sentirnos avergonzados de la pobreza que aún azota a nuestro pueblo. 

· Perfil de una clase política y aspirante al gobierno 

El aspirante al gobierno ha de ser una persona con un comportamiento transparente en su forma de actuar, con fuerza espiritual y moral, pues hay que aprender a ser siempre uno mismo, no importa el lugar en que nos encontremos o el cargo que desempeñemos. Debe aprender a amar al país para sentir un poco de respeto por su pueblo. La firmeza, el amor, el servicio, la humildad, la justicia, la ponderación, la ecuanimidad y la sabiduría son la esencia para gobernar un país. 
A la clase política y a la ciudadanía en general:

Los gobernantes y las autoridades no deben apoyarse en el egoísmo sino en la humildad. El poder es una herramienta valiosa para lograr el beneficio del  país; quienes lo ejercen no deben permitir que el poder se sirva de ellos  envenenando su corazón y sus pensamientos.

Lo que el pueblo necesita es una clase política con personas accesibles a sus demandas. El poder es la fuerza magnificada para hacer tal o cual cosa, simplemente lo decretas y se hará. El ego, que no está presente en todas las personas, es una constante en las esferas políticas; el ego destruye a las personas pues las convierte en inaccesibles y soberbias. 

Entonces, ¿qué podemos hacer para evitar que un gobernante se contamine con el ego? Al ego se lo vence con la humildad; nadie debe asumir una personalidad que no es la suya. Por más de que uno desempeñe un cargo importante, eso no le da el derecho de maltratar a nadie o atropellar los derechos de otros. Ningún gobernante tiene por qué cambiar; el pueblo lo conoció de una forma y así debe permanecer, siempre superándose para hacer el bien pero no para ejercer la prepotencia y la vanidad o las ansias incontroladas de poder. 

Hay un concepto erróneo de la humildad. Se ha creído que la humildad es una actitud de los empobrecidos, de los mendigos, de aquellos que sufren la escasez de dinero y no son prósperos. Pero la humildad no está en función de las condiciones socioeconómicas o políticas. La humildad significa servir, no vanagloriarse con lo que uno tiene sino compartirlo; es despertar la propia sensibilidad como ser humano. Ni el poder ni el ego tienen por qué hacer del gobernante una persona distinta de la que en verdad es. Humildad es reconocer que el poder que le ha sido conferido es para gobernar una nación y no para el uso propio. 

A un gobernante que no sepa equilibrar el poder que se le dio, poco le importará que su pueblo demande necesidades o atención. El poder concebido así hace que uno se olvide de quién es y de gracias a quiénes está sentado en el sillón de gobierno. Nadie fue elegido para perpetuarte en el cargo que ocupa ni para oprimir a su pueblo; todos fueron elegidos para gobernar en nombre del pueblo y no a espaldas de él.

Al expresar su consentimiento, el pueblo delega el poder a una persona que viene a ser el gobernante, en él deposita su confianza. Con este expreso consentimiento popular, se le da al gobernante la oportunidad para servir a los demás y no para servirse de ellos. 

¿Qué hace el gobernante cuando llega al poder? Lo envilece con su egoísmo, emplea la fuerza que ha recibido para lograr sus ambiciones, sus propios intereses. Ése es el punto de quiebre de todos los gobernantes, sin excepción. También hay que resaltar que existe un poder intrínseco: los medios de comunicación. Éstos tienen la gran responsabilidad de transmitir la verdad de los hechos haciendo prevalecer los intereses del pueblo, sin favoritismos con nadie. Los medios de comunicación deben contribuir al desarrollo cultural, social y moral del pueblo peruano.

El gobernante que ejerce el poder sin equilibrio y oprime al pueblo es para éste un motivo de aflicción incesante. Pero esa opresión se volverá contra él en forma magnificada, nunca tendrá paz y su vida será una constante lamentación. ¿Qué significa gobernar con equilibrio? Actuar y tomar las decisiones con ecuanimidad y ponderación. 

Quien gobierna a una nación debe aprender a gobernarse a sí mismo. Todos actuales gobernantes son egoístas, todos buscan sus propios beneficios, sin pensar en los demás sino únicamente en sus propios intereses. El permanente control mental y emocional es importante; mientras dure su mandato, el gobernante debería ejercerlo para evitar actos de desesperación, decisiones injustas y tratos inadecuados.

Los contratiempos en un gobierno están a la orden del día, lo importante es cómo resolverlos. Si el gobernante está fuera de sí, no logrará nada y la confusión reinará. ¿Cómo pueden los hombres gobernar un país si no son capaces de gobernarse a sí mismos? En los actos más simples debemos comenzar a practicar el autocontrol. 

A la clase política y a la ciudadanía en general:

El pueblo tiene la primera y la última palabra, hoy, mañana y siempre. Los políticos no deben olvidar que ejercen el poder sólo temporalmente y no pueden aferrarse a éste. Los gobernantes no deben trabajar solos, es necesario promover la cooperación y estrechar los lazos de solidaridad entre ellos y el pueblo al que representan. Mientras dure su mandato, el pueblo debe ser el centro de su atención y de su corazón, porque la voz del pueblo es la voz del Todopoderoso.  

¿Acaso gobernar no es también una responsabilidad compartida? ¿No son los ciudadanos quienes eligen a sus representantes? Al elegirlos, el pueblo delega en ellos sus intereses y por eso debe estar permanentemente interesado en lo que hacen. Esto no quiere decir que los ciudadanos sofoquen a quienes los gobiernan pero sí que los vigilen para que cumplan todos sus compromisos. 

El pueblo espera que el poder se ejerza con libertad, pues ahí donde un gobierno es contaminado por la corrupción, la violencia, el menosprecio y la indiferencia desaparecen la libertad y el respeto. Es mejor que quienes gobiernen así den un paso al costado porque el pueblo no merece ese trato, porque la autoridad que actúa así está faltando a la confianza del pueblo que la eligió.

A la clase política y a la ciudadanía en general

Los gobernantes y las autoridades deben desempeñar su papel con tranquilidad. El pueblo no puede sofocarlos con su desesperación porque las decisiones políticas siguen un orden. Ciertamente, el poder es del pueblo y a éste le corresponde pedir cuentas ajustándose a la ley. Pero también es necesario concederles a los gobernantes el tiempo que requieran, lo que no equivale a que abusen de la paciencia del pueblo. 

Valga la ocasión para recordar lo que dijo Abraham Lincoln: “El gobierno es del pueblo, por el pueblo y para el pueblo”. Si esto es así, entonces los políticos de todo el mundo jamás deben olvidarlo cuando se sienten a gobernar.

· Rendir cuentas al pueblo

Cada gobernante asume una herencia. ¿Cuál es? Son todos los activos y los pasivos que van dejando los anteriores regímenes. El pueblo no puede pretender exigir a sus gobernantes que hagan maravillas porque, en principio, ellos también son seres humanos y pueden errar. El pueblo tiene derecho a acceder a toda la información y de esta manera evitar anticipar juicios inexactos. Por eso es importante, a efectos de que el pueblo no caiga en la ingratitud ni en la mezquindad, que éste conozca de antemano en qué condiciones han dejado su casa. Quien asuma el gobierno también debe saber priorizar los temas que requieren atención más urgente.

Gobernar una nación es una tarea muy complicada. Los aciertos y errores en las políticas deben darse a conocer permanentemente y no sólo al final de un mandato. Desde que comienza su período, un gobernante debe dejar bien en claro al pueblo cómo encontró el gobierno y qué medidas va a tomar. 

· Establecer prioridades

En un país como el nuestro, que tiene muchas necesidades humanas y limitada solvencia económica, es fundamental priorizar, pues si no se lo hace no se puede pretender lograr el equilibrio. Priorizar significa discriminar qué es lo más urgente, qué tema requiere un tratamiento inmediato. Significa colocar entre las políticas de gobierno las demandas más urgentes. A partir de la priorización se pueden esbozar estrategias de mediano a largo plazo para impulsar el desarrollo colectivo. 

Es preciso tener una visión de futuro como país y no una visión circunstancial o coyuntural. Un pueblo surgirá en tanto tenga una visión dirigida al futuro. ¿Qué significa esto? Ir sembrando para cosechar después. Uno de los más graves errores de los gobernantes es la desesperación por hacerlo todo mientras dure su mandato, como si en cinco años se pudiera lograr el desarrollo social, económico, político y cultural. Para un país como el nuestro no son recomendables las estrategias a corto plazo sino a mediano y largo plazo. Los proyectos tienen que mantener la continuidad a través de los distintos regímenes, eso es tener visión de futuro. 

· Dialogar y no prometer lo que no se va a cumplir 

¿Qué nos ha faltado? Dialogar más. El pueblo tiene que sentir que sus representantes no son personas inaccesibles. El diálogo permanente ayuda a construir una forma de gobierno más justa y equilibrada. 

No hay que prometer nada que no se va a cumplir, porque la promesa trae una responsabilidad. De la misma forma en la que un gobernante engaña o traiciona, así será engañado y traicionado, pues ésa es la ley de la justicia. Por eso, es importante que quienes van a ejercer el poder afiancen sus valores, principalmente el de la honestidad. Un gobernante no debe perder la capacidad de dialogar con su pueblo, jamás debe ser indiferente ni actuar a espaldas de él. 

El pueblo peruano no puede ni debe dejarse seducir por los políticos con promesas que no han de cumplir. La promesa incumplida conlleva no sólo el desprecio de un pueblo sino el propio desprecio. Una persona que no cumple lo que promete no actúa con honradez, y si no tiene honradez ¿cómo pretende honrar los compromisos adquiridos? Es decepcionante ver de qué manera hombres y mujeres se envilecen con el poder, que trastoca sus personalidades y los convierte en tiranos o soberbios, haciéndoles vivir su fantasía de sentirse todopoderosos. 

· Necesidad de contar con partidos políticos sólidos 

Nuestro país necesita a los partidos políticos, pero no en cantidad sino en calidad. Las agrupaciones políticas improvisadas o que se crean sólo con el ánimo de obtener el poder son detestables. Se requiere la actuación de personas decentes cuyos pensamientos, palabras y acciones sean sólidos; de nada sirve que los grupos políticos tengan amplia trayectoria si quienes los dirigen no están a la altura de las circunstancias. Quienes dicen llamarse líderes políticos o buscan representar al pueblo deben tenerlo en cuenta.

Los políticos deben aprender a actuar con serenidad. Muchas veces hemos sido testigos de actitudes apasionadas que los han llevado a insultarse entre ellos. Por más difíciles que sean las circunstancias, no debe perderse la serenidad para actuar, la tranquilidad para reflexionar y la firmeza para decidir. Esto conlleva contrarrestar todo acto de desesperación surgido de diferentes tipos de presiones: emocionales, políticas, culturales, sociales, éticas. La desesperación conduce a un abismo. 

La clase política debe ser consciente de que el poder está en el pueblo. El poder está en cada uno de nosotros, porque las decisiones que marcan el destino del mundo las generan los hombres y las mujeres. 

· A la juventud

Sin duda alguna, la juventud es la esperanza de un nuevo amanecer. Por ello, invoco a los jóvenes a que, antes de decidir, se preocupen por conocer y estar informados, para que su voto sea consciente y responsable. De nosotros depende que no volvamos a cometer los mismos errores históricos. Si en verdad amamos a nuestro país, no nos dejemos engañar por el apasionamiento de uno y la desesperación de muchos. El pueblo tiene la primera y la última palabra, hoy y siempre. 

Todo ello debe conducirnos a una seria reflexión: ¿hacia dónde vamos? ¿Qué gobernante queremos? ¿Qué clase política queremos elegir para el Congreso de la República? ¿Qué exigimos como pueblo? ¿Y qué nos exigen los políticos a nosotros? 

En los actuales tiempos, los seres humanos cada vez somos más exigentes. Eso es muy positivo si lo vemos desde la perspectiva de desear ser siempre mejores personas y valorar lo nuestro. El contacto con el pueblo es algo que jamás se debe perder. El pueblo ha hecho sentir con claridad que las autoridades políticas y los gobernantes están muy distantes de nosotros. 

Con el resultado de las elecciones del 9 de abril del 2006, el pueblo peruano ha expresado lo siguiente: 

1. Que es necesario lograr una concertación entre las fuerzas políticas para fortalecer la democracia y, por ende, aprender a vivir en ésta. 

2. Que la ideas extremistas o radicales no son acordes con estos tiempos. Se necesita encontrar un equilibrio para gobernar una nación y eso se obtiene concertando con los partidos políticos, mas no pactando, que es distinto. Concertar significa llegar al punto de equilibrio en los objetivos trazados para gobernar; para ello se necesita una actitud realmente seria de los partidos y que no se sometan a condiciones hasta el punto de comprometer la dignidad del país. 

3. Otra de las reflexiones que nos deja la voluntad del pueblo peruano es que a los partidos políticos les hace falta una dosis de seriedad. En este punto, dos reflexiones: primero, que debido a la valla electoral más de la mitad de los partidos políticos que se inscribieron para esta contienda electoral han quedado prácticamente en el olvido. Sin embargo, todavía no se ha podido concientizar a un sector de la sociedad respecto a que la improvisación política también constituye una afrenta a la democracia; esto lo vemos ahora reflejado en la conformación del Congreso de la República. Seguimos insistiendo en que para consolidar la democracia se necesita contar con partidos políticos que tenga trayectoria y experiencia; por consiguiente, los candidatos a la presidencia de la República y los que buscan ser congresistas, alcaldes, presidentes de regiones, regidores, etcétera deben contar con formación profesional, acreditar aptitudes democráticas y provenir de un partido político serio y con trayectoria. 

Cuando los seres humanos descubran que son capaces de dar los mejor de sí mismos, harán del mundo y de sus naciones una fuerza invencible y llegarán al equilibrio. 

Es preciso construir un mundo de solidaridad. Actualmente, éste está gobernado por la violencia. Por eso requiere que quienes lo gobiernen lo hagan con amor, humildad, transparencia, tolerancia y comprensión. 

5. Conclusiones

La Declaración Universal de los Derechos Humanos consagró el respeto y la protección de los derechos humanos a través de diversos instrumentos internacionales a nivel universal y regional, dando lugar a la estructuración del Derecho internacional de los derechos humanos, el cual asegura un estándar mínimo que el derecho interno de cada nación deberá complementar, fijando límites y criterios de interpretación, entre otros aspectos.

La Declaración Universal fue sólo el comienzo de un largo y arduo proceso cuyo resultado final todavía no es posible conocer. Constituye algo más que un sistema doctrinal y algo más que un sistema de normas jurídicas positivas de valor universal. La comunidad internacional se encuentra hoy no sólo frente al reto de otorgar garantías validas a los derechos humanos, sino también al de perfeccionar continuamente el contenido de la Declaración Universal, articulándolo, especificándolo y actualizándolo de tal forma que sea una garantía efectiva de los derechos humanos. El estudio de los derechos humanos exige el desarrollo de una auténtica ciencia de los derechos humanos cuya objetividad y rigor garanticen su independencia de toda interpretación particular de la realidad social.

Proyectar los derechos humanos desde la perspectiva de las generaciones significa seguir afirmado que los derechos civiles y políticos son de inmediata exigibilidad porque fueron los primeros en ser positivizados, mientras que los DESC están sujetos al principio de progresividad y su satisfacción depende de los recursos que los Estados tengan; significa quebrantar la integralidad de los derechos humanos bajo el principio de la no discriminación. Hay que tomar en consideración que en aplicación del principio de la interdependencia, los derechos humanos se complementan entre sí, de tal suerte que para lograr la vigencia y el respeto de unos es necesario que se garanticen y se respeten también los otros derechos, no pudiendo, por tanto, concebirse cada derecho de manera independiente de los demás. 
La categorización de los derechos humanos aplicados por algunos con fines pedagógicos ha creado, a lo largo de los años, profundas diferencias conceptuales que iban desde insinuar una graduación de mayor a menor entre los llamados derechos de primera generación y los de segunda generación, hasta sostener el carácter de “no derechos” de los DESC dada su débil posibilidad de justicialidad y su carácter programático. 
 

La visión de integralidad de los derechos humanos siempre estuvo presente durante la elaboración de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Sin embargo, dos décadas después —en 1966—, como resultado del enfrentamiento ideológico y político de la Guerra Fría entre Estados Unidos y la Unión Soviética, se estableció una separación arbitraria de los derechos, lo que dio origen a los derechos por generaciones evidenciados en los pactos internacionales. Con la conferencia de Viena se reivindicó la homologación de los DESC con los derechos civiles y políticos en términos de exigibilidad. Una forma de superar esta diferenciación fue señalar que los DESC se constituyan en condiciones de libertad indispensable para el ejercicio de los derechos civiles y políticos, con lo cual se ha podido recuperar en alguna medida su inicial orientación de integralidad.
 

En este orden de ideas, deseo expresar que Naciones Unidas asumió un mea culpa, por así decirlo, al reivindicar la homologación de los derechos humanos como tal, porque si observamos atentamente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles cuenta con un mecanismo de protección internacional llamado Comité de Derechos Humanos de las Naciones, que fue creado por el propio pacto para salvaguardar o vigilar sus disposiciones. De tal modo que ante una violación de cualquier derecho consagrado en el pacto, y agotada la jurisdicción interna, uno puede recurrir ante esta instancia para demandar la tutela de su derecho y la reparación integral, en caso de haberse comprobado la violación por parte del Estado. 

Sin embargo, la denominación del mecanismo de protección Comité de Derechos Humanos se puede prestar a una interpretación restringida de los derechos humanos, cuando en realidad lo ideal hubiese sido denominar a esta instancia Comité de Derechos Civiles y Políticos, porque estaría respondiendo al mismo nombre del pacto que la creó, como sí sucede con el Pacto Internacional de los DESC, que cuenta con un comité de protección del mismo nombre. Al llamarse Comité de Derechos Humanos, puede dar la impresión de que sólo los derechos civiles y políticos son derechos humanos, y esto no es así. 

El respeto de los derechos humanos no puede ser entendido solamente como resultado de la creación de la ley o de la simple persuasión racional, sino como producto de una lucha política, de un esfuerzo por convencer a los demás de su valor.

El papel del Derecho internacional consistiría en afirmar un sentido común en la humanidad, buscar ciertos parámetros o estándares de respeto de los derechos. El Derecho internacional de los derechos humanos no tiene por objeto imponer penas a las personas culpables de sus violaciones sino amparar a las víctimas y disponer la reparación de los daños que les hayan sido causados por los Estados responsables de tales acciones.

Los derechos humanos son una prueba de legitimidad política. Podría afirmarse que en tanto los gobiernos respeten los derechos humanos, sus decisiones serán legítimas. El respeto del derecho a la vida debe ser la fuente de legitimidad de su poder. Una mejor forma de protección de los derechos humanos no sólo debe comprender técnicas jurídicas que los garanticen sino contar con argumentos para fundamentarlos y defenderlos.

En la actualidad no es posible la efectividad de los derechos civiles y políticos si no se comprende también a los DESC y viceversa. El concepto de los derechos humanos comprende necesariamente los derechos económicos, sociales y culturales. Ello es así por cuanto se parte de la premisa de que el ser humano debe vivir y desenvolverse en el marco de las condiciones sociales, económicas y culturales acordes con su dignidad, lo cual explica la verdadera importancia y sentido de estos derechos. Por ejemplo, no se puede hablar de respeto al derecho a la vida si la persona no cuenta con alimentos ni un trabajo que le permita obtener su sustento. Tampoco es posible gozar de la educación ni obtener una vivienda si no se garantiza el derecho al trabajo. No es posible el derecho a la integridad si no se garantiza el derecho a la salud y no puede haber libertad si no hay educación. Una persona no puede ejercer su derecho al voto si no conoce que en qué consiste este derecho. 

No siempre hemos tenido todos los derechos de los que ahora gozamos, sino que a medida que el ser humano evoluciona, crecen sus necesidades para lograr mejores condiciones de vida y desarrollo. De esta manera, los derechos humanos se han ido logrando con el esfuerzo de los hombres y mujeres, en la medida en que se ha ido comprendiendo que es necesario no sólo conocer nuestros derechos sino reconocerlos como tales, para poder defenderlos. Ello implica, indudablemente una toma de conciencia que va incrementándose con una cultura de respeto y defensa de los derechos humanos. 

El Estado debe garantizar la exigibilidad de los derechos de las personas atendiendo a su dimensión integral, progresividad, indivisibilidad e interdependencia. 

Me permitiré hacer una súplica a la clase política que nos representa en el Congreso de la República, en pro de la promoción y defensa de los derechos humanos: colocar en la agenda legislativa la reforma constitucional, y en especial la de los derechos humanos, cuyo avance se llevó a cabo en forma extraordinaria pero con la lucidez para plantear cambios profundos en la protección constitucional; se propuso dar a los derechos humanos un tratamiento integral, sin distinción de jerarquías entre ellos y otorgándoles a todos la misma importancia y el equilibrio justo y proporcional. Se propuso la incorporación de un titulo preliminar como columna vertebral de la Constitución. Se llegó a la firme convicción de que los derechos económicos, sociales y culturales son tan exigibles e importantes como los derechos civiles y políticos. Esperamos encontrar respuesta en este punto. 

APENDICE 

1.- LAPORTA, franciso. “ El concepto de los derechos humanos”. Universidad internacional de andalucia-sede iberoamericana. ii maestria en derechos humanos: introduccion a los derechos humanos-materiales de lectura. universidad  internacional de andalucia, andalucia 2001, pp 2-9

El concepto de  derechos humanos que hoy nos es familiar se ha desarrollado a lo largo de la historia en diferentes concepciones. La primera de ellas  los hace aparecer como derechos naturales. Esto pretende querer decir que la 'naturaleza' ha equipado a todos los seres humanos con un conjunto de propiedades morales naturales que les hacen acreedores a esa protección individualizada. Los seres humanos, según ello, tendrían ciertas cualidades morales como cualidades naturales, y esas cualidades serían una razón suficiente para establecer una protección normativa en torno a ellas. Hoy es bien sabido que definir los conceptos morales en términos de cualidades naturales es un error insuperable, y por tanto que la idea de los derechos humanos como derechos naturales no es aceptable. La segunda gran concepción de los derechos humanos, propuesta por Kant, los hace aparecer como derechos innatos. Debe advertirse aquí que no se trata con ello de reiterar de otro modo la idea de unos derechos que se tienen "por nacimiento", porque eso sería volver a los derechos naturales, ni de unos derechos que se tienen históricamente por herencia, como lo que en el ámbito de la cultura jurídica anglosajona premoderna se llamaba "an Englishman birthright", pues de ser así estaríamos ante unos derechos históricos. Lo que Kant llama derechos innatos es algo distinto cuyo alcance  más bien es el que él atribuía a las categorías puras como ideas innatas: condición de cognoscibilidad, condición de posibilidad o fundamento. Los derechos innatos serían así unos derechos, o un derecho, cuya postulación es una condición de posibilidad o fundamento del orden moral o jurídico. Para él solo hay un derecho innato, la libertad como “independencia del arbitrio compulsivo de otra persona, siempre que se concilie con la libertad de los demás según una ley general”, y es un derecho que le “corresponde a todo hombre por virtud de su propia humanidad”.  La idea de que el reconocimiento de ciertos derechos básicos para todos los seres humanos tiene que ser una presuposición epistemológica y ontológica del discurso moral y jurídico, de forma que sin ella tales discursos serían imposibles de ser desarrollados y comprendidos, tiene todavía hoy algunos importante defensores. La tercera gran concepción de los derechos humanos los concibe como derechos positivos, y es un producto explicable de la gran corriente de positivización del Derecho, tanto constitucional como legal, que tuvo lugar  a lo largo del siglo XIX . También los derechos del hombre se vieron afectados por ella.  (…) 

http://www.amnistiacatalunya.org/edu/docs/e-hist-Virginia.html

2.-  LA DECLARACIÓN DE DERECHOS DE VIRGINIA  12 de junio de 1776

I. Que todos los hombres son, por naturaleza, igualmente libres e independientes, y poseen determinados derechos inherentes de los que, una vez habiendo ingresado en el estado de sociedad, no pueden, bajo ningún pacto, ser privados o desposeídos en el futuro; a saber, el goce de la vida y la libertad, con los medios para adquirir y poseer la propiedad, y perseguir y alcanzar la felicidad y la seguridad.  

II. Que todo el poder pertenece y, en consecuencia, deriva del pueblo; que los magistrados son sus mandatarios y sirvientes, y en todo momento responsables ante él. 

III. Que el Gobierno es, o debe ser, creado para el común beneficio, protección y seguridad del pueblo, nación o comunidad; que de los diversos modos o formas de gobierno, la mejor es aquella que sea capaz de generar el mayor grado de felicidad y seguridad así como de protegerse efectivamente frente al peligro de la mala administración; y que, cuando se considere que un gobierno es inadecuado o contrario a estos objetivos, una mayoría de la comunidad tendrá un indiscutible, inalienable e imprescriptible derecho a reformarlo, cambiarlo o abolirlo, en la manera que se juzgue más conveniente para el bien público. 

IV. Que ninguna persona o grupo de personas tienen derecho a recibir emolumentos exclusivos o especiales o privilegios de la comunidad, salvo en consideración a la prestación de servicios públicos; los cuales no serán transmisibles, como tampoco serán hereditarios los cargos de magistrado, legislador o juez. 

V. Que los poderes legislativo y ejecutivo del Estado deben estar separados y diferenciados del judicial; y que para impedir que los miembros de los dos primeros incurran en opresión han de sentir las cargas del pueblo y participar de ellas, recuperando cada cierto tiempo su condición privada al volver al cuerpo del que procedían, supliendo las vacantes mediante elecciones frecuentes y regulares en las que, todos o parte de los antiguos miembros, podrán ser de nuevo elegibles o inelegibles, según lo que establezcan las leyes.  

VI. Que las elecciones para las asambleas de los representantes del pueblo deben ser libres; y que todos los hombres, habiendo suficiente constancia de su permanente interés en la comunidad y de su vinculación a la misma, ostentan el derecho de sufragio y no pueden ser sujetos a gravámenes o privados de su propiedad para usos públicos sin su consentimiento o el de sus representantes elegidos para tal fin, ni obligados por ninguna ley que no hayan, de la misma forma, consentido, para el bien público. 

VII. Que el poder de suspender las leyes o de ejecutarlas por cualquier autoridad, sin el consentimiento de los representantes del pueblo, es lesivo de sus derechos y no debe ejercerse.  

VIII. Que en todos los procesos penales o por pena capital la persona tiene derecho a conocer la causa y naturaleza de la acusación para confrontarse con los acusadores y testigos, a practicar pruebas en su favor, y a un juicio rápido por un jurado imparcial  de su vecindad, sin cuya unánime decisión no podrá ser considerado culpable,  y tampoco podrá ser obligado a declarar contra sí mismo; y que nadie será privado de su libertad sino en virtud de la ley del país o del juicio de sus iguales. 

IX. Que no se podrán exigir fianzas excesivas, ni imponer multas excesivas; ni infligir castigos crueles e inusuales. 

X. Que los mandamientos generales, en virtud de los cuales se encomiende a  un oficial o delegado el registro de lugares sospechosos sin prueba de la comisión del hecho, o el arresto de persona o personas innominadas, o cuya falta no esté suficientemente identificada o probada, son ofensivos y oprimentes y no deben ser autorizados. 

XI. Que en los litigios sobre propiedad y en los pleitos entre particulares, el antiguo juicio por jurado es preferible a cualquier otro y debe conservarse como sagrado. 

XII. Que la libertad de prensa es uno de los mejores baluartes de la libertad y no puede ser nunca restringida más que por un gobierno despótico. 

XIII. Que una milicia bien ordenada, compuesta del conjunto del pueblo, adiestrada en el uso de las armas, es la defensa adecuada, natural y segura de un Estado libre; que los ejércitos permanentes en tiempo de paz deberían evitarse por ser una amenaza para la libertad; y que, siempre, los militares deben estar estrictamente subordinados al poder civil y gobernados por éste. 

XIV. Que el pueblo tiene derecho a un gobierno uniforme; y que, en consecuencia, ningún gobierno separado o independiente del gobierno de Virginia, puede ser erigido o establecido dentro de sus límites. 

XV. Que ningún gobierno libre, ni las bendiciones de la libertad pueden preservarse por un pueblo sin un firme compromiso con la justicia, la moderación, la templanza, la frugalidad y la virtud y recurriendo con frecuencia a los principios fundamentales.  

XVI. Que la religión,  o el deber que tenemos para nuestro Creador y el modo en que lo reconocemos, han de guiarse por la razón y la convicción, y no por la fuerza o la violencia; y por ello, todos los hombres tienen igual derecho al libre ejercicio de la religión, de acuerdo con los dictados de su conciencia; y que es un deber mutuo de todos practicar la benevolencia cristiana, el amor y la caridad para con todos.  

 
3. http://usinfo.state.gov/esp/home/topics/us_society_values/fundamental_documents/declaration_of_indep.html

 LA DECLARACIÓN DE INDEPENDENCIA 4 de julio de 1766
Cuando en el curso de los acontecimientos humanos se hace necesario para un pueblo disolver los vínculos políticos que lo han ligado a otro y tomar entre las naciones de la tierra el puesto separado e igual a que las leyes de la naturaleza y el Dios de esa naturaleza le dan derecho, un justo respeto al juicio de la humanidad exige que declare las causas que lo impulsan a la separación.  

Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre éstos están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad; que para garantizar estos derechos se instituyen entre los hombres los gobiernos, que derivan sus poderes legítimos del consentimiento de los gobernados; que cuando quiera que una forma de gobierno se haga destructora de estos principios, el pueblo tiene el derecho a reformarla o abolirla e instituir un nuevo gobierno que se funde en dichos principios, y a organizar sus poderes en la forma que a su juicio ofrecerá las mayores probabilidades de alcanzar su seguridad y felicidad. La prudencia, claro está, aconsejará que no se cambie por motivos leves y transitorios gobiernos de antiguo establecidos; y, en efecto, toda la experiencia ha demostrado que la humanidad está más dispuesta a padecer, mientras los males sean tolerables, aboliendo las formas a que está acostumbrada. Pero cuando una larga serie de abusos y usurpaciones, dirigida invariablemente al mismo objetivo, demuestra el designio de someter al pueblo a un despotismo absoluto, es su derecho, es su deber , derrocar ese gobierno y establecer nuevos resguardos para su futura seguridad. Tal ha sido el paciente sufrimiento de estas colonias; tal es ahora la necesidad que las obliga a reformar su anterior sistema de gobierno La historia del actual Rey de la Gran Bretaña es una historia de repetidos agravios y usurpaciones, encaminados todos directamente hacia el establecimiento de una tiranía absoluta sobre estos estados. Para probar esto, sometemos los hechos al juicio de un mundo imparcial.  

(Aquí los colonos exponen Unos 25 agravios concretos de que acusan al monarca británico. Entre otras cosas... se ha negado a dar su asentimiento a las leyes necesarias para el bien público; [nos ha impuesto] "contribuciones sin nuestro consentimiento", etc.)  

En cada etapa de estas opresiones, hemos pedido justicia en los términos más humildes: a nuestras repetidas peticiones se ha contestado solamente con repetidos agravios. Un Príncipe, cuyo carácter está así señalado con cada uno de los actos que pueden definir a un tirano, no es digno de ser el gobernante de un pueblo libre.  

Tampoco hemos dejado de dirigirnos a nuestros hermanos británicos. Los hemos prevenido de tiempo en tiempo de las tentativas de su poder legislativo para englobarnos en una jurisdicción injustificable. Les hemos recordado las circunstancias d e nuestra emigración y radicación aquí. 

Hemos apelado a su innato sentido de justicia y magnanimidad, y los hemos conjurado, por los vínculos de nuestro parentesco, a repudiar esas usurpaciones, las cuales interrumpirían inevitablemente nuestras relaciones y correspondencia. También ellos han sido sordos a la voz de la justicia y de la consanguinidad. Debemos, pues, convenir en la necesidad, que establece nuestra separación y considerarlos, como consideramos a las demás colectividades humanas: enemigos en la guerra, en la paz, amigos.  

Por lo tanto, los Representantes de los Estados Unidos de América, convocados en Congreso General, apelando al Juez Supremo del mundo por la rectitud de nuestras intenciones, en nombre y por la autoridad del buen pueblo de estas Colonias, solemne ente hacemos público y declaramos: 

Que estas Colonias Unidas son, y deben serlo por derecho, Estados Libres e Independientes; que quedan libres de toda lealtad a la Corona Británica, y que toda vinculación política entre ellas y el Est ado de la Gran Bretaña queda y debe quedar totalmente disuelta; y que, como Estados Libres o Independientes, tienen pleno poder para hacer la guerra, concertar la paz, concertar alianzas, establecer el comercio y efectuar los actos y providencias a que tienen derecho los Estados independientes.  

Y en apoyo de esta Declaración, con absoluta confianza en la protección de la Divina Providencia, empeñamos nuestra vida, nuestra hacienda y nuestro sagrado honor. 

4.- http://www.aidh.org/uni/Formation/01Home2_e.htm

DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS   DEL HOMBRE Y DEL CIUDADANO  26 de agosto de 1789

Los representantes del pueblo francés, constituidos en Asamblea nacional, considerando que la ignorancia, el olvido o el menosprecio de los derechos del hombre son las únicas causas de las calamidades públicas y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto exponer, en una declaración solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, a fin de que esta declaración, constantemente presente para todos los miembros del cuerpo social, les recuerde sin cesar sus derechos y sus deberes; a fin de que los actos del poder legislativo y del poder ejecutivo, al poder cotejarse a cada instante con la finalidad de toda institución política, sean más respetados y para que las reclamaciones de los ciudadanos, en adelante fundadas en principios simples e indiscutibles, redunden siempre en beneficio del mantenimiento de la Constitución y de la felicidad de todos. En consecuencia, la Asamblea nacional reconoce y declara, en presencia del Ser Supremo y bajo sus auspicios, los siguientes derechos del hombre y del ciudadano: 

Artículo primero.- Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común. 

Artículo 2.- La finalidad de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles de¡ hombre. Tales derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión. 

Articulo 3.- El principio de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún cuerpo, ningún individuo, pueden ejercer una autoridad que no emane expresamente de ella. 

Articulo 4.- La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no perjudique a otro: por eso, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los que garantizan a los demás miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Tales límites sólo pueden ser determinados por la ley. 

Artículo 5.- La ley sólo tiene derecho a prohibir los actos perjudiciales para la sociedad. Nada que no esté prohibido por la ley puede ser impedido, y nadie puede ser constreñido a hacer algo que ésta no ordene. 

Artículo 6.- La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que sancione. Como todos los ciudadanos son iguales ante ella, todos son igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus capacidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos. 

Artículo 7.- Ningún hombre puede ser acusado, arrestado o detenido, como no sea en los casos determinados por la ley y con arreglo a las formas que ésta ha prescrito. Quienes soliciten, cursen, ejecuten o hagan ejecutar órdenes arbitrarias deberán ser castigados; pero todo ciudadano convocado o aprehendido en virtud de la ley debe obedecer de inmediato; es culpable si opone resistencia. 

Artículo 8.- La ley sólo debe establecer penas estricta y evidentemente necesarias, y nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida y promulgada con anterioridad al delito, y aplicada legalmente. 

Artículo 9.- Puesto que todo hombre se presume inocente mientras no sea declarado culpable, si se juzga indispensable detenerlo, todo rigor que no sea necesario para apoderarse de su persona debe ser severamente reprimido por la ley. 

Artículo 10.- Nadie debe ser incomodado por sus opiniones, inclusive religiosas, a condición de que su manifestación no perturbe el orden público establecido por la ley. 

Articulo 11.- La libre comunicación de pensamientos y de opiniones es uno de los derechos más preciosos del hombre; en consecuencia, todo ciudadano puede hablar, escribir e imprimir libremente, a trueque de responder del abuso de esta libertad en los casos determinados por la ley. 

Artículo 12.- La garantía de los derechos de¡ hombre y del ciudadano necesita de una fuerza pública; por lo tanto, esta fuerza ha sido instituida en beneficio de todos, y no para el provecho particular de aquéllos a quienes ha sido encomendada. 

Articulo 13.- Para el mantenimiento de la fuerza pública y para los gastos de administración. resulta indispensable una contribución común; ésta debe repartiese equitativamente entre los' ciudadanos, proporcionalmente a su capacidad. 

Articulo 14.- Los ciudadanos tienen el derecho de comprobar, por sí mismos o a través de sus representantes, la necesidad de la contribución pública, de aceptarla libremente, de vigilar su empleo y de determinar su prorrata, su base, su recaudación y su duración. 

Articulo 15.- La sociedad tiene derecho a pedir cuentas de su gestión a todo agente público. 

Articulo 16.- Toda sociedad en la cual no esté establecida la garantía de los derechos, ni determinada la separación de los poderes, carece de Constitución. 

Articulo 17.- Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ella, salvo cuando la necesidad pública, legalmente comprobada, lo exija de modo evidente, y a condición de una justa y previa indemnización.

5.- delcaracion de derechos de los estados unidos 1791

http://usinfo.state.gov/esp/home/topics/us_society_values/fundamental_documents/Declaracion_De_Derechos.html

3 de noviembre de 1791 

ARTICULO PRIMERO
El Congreso no hará ley alguna por la que adopte una religión como oficial del Estado o se prohíba practicarla libremente, o que coarte la libertad de palabra o de imprenta, el derecho del pueblo para reunirse pacíficamente y para p edir al gobierno la reparación de agravios. 

ARTICULO SEGUNDO
Siendo necesaria una milicia bien ordenada para la seguridad de un Estado Libre, no se violará el derecho del pueblo de poseer y portar armas. 

ARTICULO TERCERO
En tiempo de paz a ningún militar se le alojará en casa alguna sin el consentimiento del propietario; ni en tiempo de guerra, como no sea en la forma que prescriba la ley. 

ARTICULO CUARTO
El derecho de los habitantes de que sus personas, domicilios, papeles y efectos se hallen a salvo de pesquisas y aprehensiones arbitrarias, será inviolable, y no se expedirán al efecto mandamientos que no se apoyen en un motivo verosímil , estén corroborados mediante juramento o protesta y describan con particularidad el lugar que deba ser registrado y las personas o cosas que han de ser detenidas o embargadas. 

ARTICULO QUINTO
Nadie estará obligado a responder de un delito castigado con la pena capital o con otra infamante si un gran jurado no lo denuncia o acusa, a excepción de los casos que se presenten en las fuerzas de mar o tierra o en la milicia nacional cuan do se encuentre en servicio efectivo en tiempo de guerra o peligro público; tampoco se pondrá a persona alguna dos veces en peligro de perder la vida o algún miembro con motivo del mismo delito; ni se le compelerá a declarar contra s&# 237; misma en ningún juicio criminal; ni se le privará de la vida, la libertad o la propiedad sin el debido proceso legal; ni se ocupará la propiedad privada para uso público sin una justa indemnización. 

ARTICULO SEXTO
En toda causa criminal, el acusado gozará del derecho de ser juzgado rápidamente y en público por un jurado imparcial del distrito y Estado en que el delito se haya cometido, Distrito que deberá haber sido determinado previamente po r la ley; así como de que se le haga saber la naturaleza y causa de la acusación, de que se le caree con los testigos que depongan en su contra, de que se obligue a comparecer a los testigos que le favorezcan y de contar con la ayuda de un aboga do que le defienda. 

ARTICULO SÉPTIMO
El derecho a que se ventilen ante un jurado los juicios sujetos al "Common Law" en que el valor que se controvierta exceda de 20 dólares, será garantizado, y ningún hecho de que haya conocido un jurado será objeto de nuevo examen en tribunal alguno de los Estados Unidos, como no sea con arreglo a las normas del "Common Law". 

ARTICULO OCTAVO
No se exigirán fianzas excesivas, ni se impondrán multas excesivas, ni se infligirán penas crueles y desusadas. 

ARTICULO NOVENO
No por el hecho de que la Constitución enumera ciertos derechos ha de entenderse que niega o menosprecia otros que retiene el pueblo. 

ARTICULO DECIMO
Los poderes que la Constitución no delega a los Estados Unidos ni prohíbe a los Estados, quedan reservados a los Estados respectivamente o al pueblo
6.- PECES BARBA. Derecho Positivo de los Derechos Humanos. Debate. Madrid 1987, pp43-95. 

I.- Textos correspondientes al siglo XVI.- 

Leyes Burgos  27 de diciembre  de 1512.-   Fueron  motivadas  por las  prédicas del Obispo dominico Fray Antonio de Montesinos y el Padre de las Casas  contra los Repartimientos y Encomiendas.  En ellas, se reconocía el principio de libertad de los indios y su  obligación  al servicio de los españoles  autorizando  la practica del Repartimiento y las Encomiendas que la contradecía.  Asimismo,  comprendió en este texto, un sistema de control del cumplimiento  las garantías que establecía, mediante la designación de Visitadores  nombrados por las autoridades coloniales que  cumplían  la función de inspeccionar las condiciones de vida de los indios. 

Extracto de las Leyes de Burgos del 27 de diciembre de 1512 .   Ley dieciocho.- 

Señala que  ¨ordenamos y mandamos que a ninguna mujer preñada  después que pasare  cuatro meses, no la envíen a las minas ni hacer montones sino que las tales personas que las tienen en encomienda las tengan en las estancias y se sirvan  de ellas en las coas de por casa que son pocos trabajo, así como hacer pan y guisar de comer y desherbar y después que parieren críen a su hijo hasta que se de tres años sin que en todo este tiempo le manden ir a las minas ni hacer montones ni otra cosa en que la criatura reciba perjuicio so pena  que las personas que tuvieren indios de repartimiento y así no lo cumplieren, por la primera vez incurran en seis pesos de oro de pena, los cuales se repartan como suso se contiene, y por la segunda vez que le sea quitada la mujer y asu marido y pague los dichos seis pesos de oro, y por la tercera le sean quitados mujer y marido y seis indios , de los cuales nos podamos hacer merced como cosa vaca  a quien nuestra merced y voluntad fuere¨.  

Ley Veinte y nueve.- ¨  Ordenamos y  mandamos que en cada pueblo de la dicha isla haya dos visitadores que  tenga a cargo de visitar todo el pueblo y mineros y estancias y pastores y porqueros de ella y sepa cómo son los indios industriados en las cosas de nuestra santa fe y cómo son tratadas sus personas y cómo son mantenidos y cómo guardan y cumplen ellos  o los que los tienen a cargo estas ordenanzas  y todas las otras cosas que cada uno de ellos son obligados a guardar, de lo cual  le mandamos que tengan mucho cuidado y les encargamos la conciencia sobre ello.

Las  Leyes Nuevas Indias de 1542.-  

Debido a que las Leyes de Burgos no habían puesto fin a los excesos de los colonizadores denunciados por Bartolomé de las Casas ,  se dictaron  las Nuevas Leyes de Indias en Valladodid  por Carlos  V el 20 de  noviembre de 1542,. Dichas leyes  contenían cuarenta capítulos ocupándose, los veinte últimos   de la condición de los indios. Al respecto, podemos señalar,  que ademas de  proclamar la libertad de los indios  y la prohibición  del trabajo obligatorio,  estas leyes contenían en su Capítulo XXX, la supresión absoluta del régimen de las encomiendas. 

En este contexto,  cabe subrayar, que la doctrina elaborada por los juristas españoles del siglo  XVI entre los cuales destaca Fr. Francisco de Vitoria, Maestro de  Salamanca,  creador del Derecho Internacional  Moderno, y los permanentes reclamos de los Obispos y misioneros que contribuyeron al reconocimiento de los DD.HH de los Naturales de América en diversos instrumentos. 

Francisco de Vitoria sostenía que ¨el reconocimiento de la  igualdad de todos los hombres  para recibir la fe a través de un sacramento, significa además la puerta de ingreso de los habitantes de las tierras descubiertas a la civilización cristiano-occidental¨  Asimismo,  sostenía que los hombres del Nuevo Mundo  ¨no son siervos por naturaleza¨ porque la mente de  Aristóteles no sostuvo  dice -  Vitoria ¨que los que tenga poco ingenio sean por naturaleza siervos  y no tengan dominio ni de sí ni de sus cosas.. ni tampoco quiere decir el filósofo  que sean licito ocupar sus propiedades y reducir a la esclavitud y llevar al mercado  a los que Natura hizo cortos de ingenio. Lo que quiere enseñar es que hay en ellos una necesidad natural de ser regidos y gobernados por otros... como los hijos necesitan estar sometidos a los padres y la mujer al marido¨  En este  contexto,  afirma  Vitoria, se desprende que  no son títulos legítimos para justificar la conquista un supuesto derecho del Emperador como señor del mundo, la autoridad del sumo Pontífice que no es señor civil de toda la Orbe, el pretendido derecho de los descubridores, toda vez que éstos territorios estuvieron en posesión de sus dueños. La legitimidad de la conquista se basa sobre un argumento que constituyó  un sustento del Derecho Internacional:  ¨La existencia de una comunidad natural entre los hombres, su amistad que es de derecho natural, el ser  prójimos unos de otros, de lo cual deriva el derecho de comunicación.¨

EXTRACTO DE LAS LEYES NUEVAS DE INDIAS ( 20 DE NOVIEMBRE DE 1542)   

¨Siendo el principal  intento de voluntad siempre  ha sido  y es la conservación  y argumento  de los indios y que sean instruidos y enseñados en las cosas de nuestra Santa Fe Católica y bien tratados como personas libres y vasallos nuestros que los son, encargados y mandamos a los  del dicho nuestro Consejo ( de las Indias)  tengan siempre muy gran atención  y especial cuidado sobre todo de la conservación y el buen gobierno y tratamiento  de los indios  y d saber cómo se cumple y executa lo que por nosotros esta ordenado y se  ordenare para la buena gobernación de las nuestras Indias y administración de la justicia en ellas, y de hacer que se guarde, cumpla y execute, sin que en ello haya remisión , falta de, ni descuido alguno... Un especial cuidado del buen tratamiento de los Indios y conservación de ellos, mandamos que se informen siempre de los excesos y malos tratamientos  que les fueren  hechos por los gobernadores o  particulares y cómo han guardado la Ordenanzas e instrucciones que les han sido dadas y para el buen tratamiento de ellos están fechas y en lo que se  hubiere excedido o excediere  de aquí  adelante tengan cuidado de remediarlo castigando los culpables con todo rigor conforme a la justicia.. Ordenamos y mandamos  de que den adelante por ninguna causa de guerra  ni otra alguna, aunque sea por titulo de rebelión ni por  rescate ni por otra manera , no se pueda hacer esclavo  de indio alguno y queremos que sean tatados como vasallos nuestros de la Corona de Castilla.¨
Instrucciones de los Reyes católicos  a Nicolás de Ovando- gobernador de las indias.- 

Las Instrucciones consistieron en un conjunto de normas  que el descubridor, conquistador  o gobernante,  por así decirlo, recibía de la Corona  como forma de regular su acción. La Instrucción de Ovando establecía: 

Que los Indios  eran vasallos  libres y debía  suprimirse el repartimiento.

Que los Indios pagarían tributos  y trabajarían por un salario.

No obstante, la  buena voluntad de  otorgar al Indio su libertad, significó un fracaso económico obligando a los  indios a abandonar su trabajo. 

Real Cédula  de Fernando V  el católico  dictada en 1514.- 

Don Fernando V y doña Juana de Balbuena el 19 de octubre de 1514 y en Valladolid con fecha 05 de febrero de 1515, expidieron la Real Cedula,  que declaró la libertad de los indios para contraer matrimonio, la enseñanza de la gramática latina a los hijos de los caciques nativos de la Española.  

 Decreto de Carlos V sobre la esclavitud en indias  1526.  

El  Consejo de Indios  creado en 1524 en unas de las reuniones celebradas en Granada,   trató de la adecuación  del desarrollo  de las conquistas  con los principios cristianos y, como resultado del mismo se compuso 12 ordenanzas  que tuvieron como fin acabar con los actos españoles en las colonias, deseando el emperador  la conversión pacifica de los indos, prohibiendo la esclavitud y encomendado al ciudadano de los indígenas a los clérigos. 

Este decreto establece en la prohibición de hacer esclavos  a los indios en guerra,  estableciendo el ¨ Requerimientos que como doctrina consistía en la disposición jurídica de exigir la sumisión  de los indios a la soberanía de los Reyes de Castilla, pues no se permitía hacer  guerra a los indios  sino sólo para someterlos a la Corona o para propagar la fe.   

Que los Indios sean libres y no sujetos a servidumbre Es nuestra voluntad y mandamos  que ningún adelantado, gobernado. Capitán, alcalde, ni otra persona de cualquier estado, dignidad, oficio o calidad que sea, en tiempo y ocasión de paz o guerra, aunque justa, y mandada por hacer por Nos, o por quien nuestro poder hubiere, sea osado en cautivar  indios naturales de nuestras indias, islas y  tierra firme del mar océano, descubiertas, ni por descubrir, ni tenerlos por esclavos, aunque sean de las islas y tierras , que por Nos , o quien nuestro poder para ello haya tenido o tenga, éste declarado, que se les pueda hacer justamente guerra(..) Asimismo, mandamos que ninguna persona., en guerra ni fuera de ella, pueda tomar , aprender, ni ocupar, vender ni  cambiar por esclavo  a ningún indios, ni  tenerle por tal, con título de que le hubo, ni por otra  cualquier causa, aunque sea de los indios que los mismos naturales tenían,  tienen o tuvieren entre sí como esclavos, pena de  que si alguno fuere hallado, que cautivó o tiene por esclavo algún indio, incurra en perdimiento de todos  sus bienes, aplicados  a nuestra cámara y fisco, y el indio o indios que luego sean vueltos y  restituidos a sus propias tierras y naturalezas con entera y natural libertad, a costa de los que así los cautivaren o tuvieren  por esclavos. Y  ordenamos a nuestras justicias que tengan especial  cuidado  de lo inquirir y castigar con todo rigor según ésta ley, pena de privación de sus oficios y cien mil maravedís para nuestra cámara  al que lo contrario hiciera y negligente fuere en su cumplimiento. 

La Bula Sublimis Deus.-   Esta Bula del Papa III  fue promulgada   gracias a la actuación personal del dominico Fray Bernandino de Minaya. Establece la doctrina pontificia sobre  la condición de los indios, declarándolos  capaces de entender la fe y recibir los sacramentos, razón por la cual no se le podía esclavizar ni privar de sus bienes.  Esta doctrina fue difundida  por religiosos y papas. 

¨ Concedida por Paulo III el 02 de junio de 1537. ¨ Paulo Obispo siervo de los siervos de Dios. A todos los fieles de Cristo que las presentes letras  vieren, la salud y la bendición  apostólica. Dios Sublime de tal modo amó al genero humano, que al hombre hizo al que no solo fuera partícipe del bien como las demás criaturas, sino que pudiera llegar al Sumo Bien, inaccesible e invisible  y  verle cara a cara. Y como el hombre ha sido creada para alcanzar la vida y felicidad eterna, según testimonio de la Sagrada Escritura, y esta vida y felicidad eterna  nadie  reconocer  que el hombre es de tal condición y naturaleza, que pueda recibir  la  Fe de Cristo  y que quienquiera  que tenga naturaleza  humana es hábil para  recibir la misma Fe. Pues no ha de creerse a nadie tan necio  que crea poder obtener su fin y no alcanzar en modo alguno el medio totalmente necesario. Por ello, la  verdad misma que ni pude engañarse ni engañar, cuando destinó predicadores de la Fe al  oficio de la predicación, es sabido que dijo: ¨id y enseñad a todas las gentes¨  A todas, dijo, sin ninguna excepción, como quiera que todas sean capaces de la disciplina de la Fe.  (..) Que dichos indios y  todas las otras gentes que a noticia de los cristianos  lleguen adelante aunque estén fuera de la Fe de  Cristo, sin embargo, no han de ser privados o se les ha de privar de su libertad y de dominio de sus cosas, antes bien pueden libre y lícitamente  usar, poseer y gozar de tal libertad y dominio, y no se les debe reducir  a servidumbre ; y que lo de cualquier modo  haya podido acontecer, sea írrito y uno  y si ninguna  fuerza o momento, y que a estos indios y otras gentes haya de inducirse  a la Fe de Cristo con la predicación  de la palabra de Dios y el ejemplo de un abuena vida (..) Dada en Roma, en San Pedro el año de la Encarnación del Señor  de 1537 y el 4 de las nonas de junio, en el año  tercero de nuestro pontificado.¨ 

Edicto de  Nantes .- Este texto legal,  dado  en abril de 1598 y registrado por el Parlamento de París el 19 de febrero de 1599 pone fin a mas de cuarenta años de guerras religiosas y civiles, regulando las condiciones  y los límites del culto protestante, oficialmente tolerado. Este el primer texto  es jurídico  de gran importancia que no sólo regula la tolerancia  sino  también la libertad de conciencia. Consta de 92 artículos  y fue además el primer ejemplo históricos   de la organización de un derecho  denominado  ¨Libertad de  Conciencia¨  antes  que en las Colonias  inglesas de  América del  Norte.  

Mediante el  Edicto de Nantes  se permitió  el reestablecimiento de la religión católica y romana en todas  villas y lugares, sometiéndose a su obediencia, sin que los súbitos sean vejados, investigados,  ni obligados a hacer nada en contra de su conciencia,  ni ser perseguidos por éstas razones en sus hogares. Cabe señalar, que solo se podía practicar la religión en los lugares que estaban permitidos por el  Edicto,  es decir, en los lugares del reino y país, pues no estaba permitido  practicar la religión en los ejércitos con  excepción de los cuarteles de los jefes que la profesaban, se prohibía el uso de palabras  que provocasen la excitación   del pueblo  a la sedición. En la clausula  XXVII el Edicto dispone que jueces y tribunales  se abstendrán de informar , e inquirir sobre la vida, costumbre, religión  y honesta conversación de los que son  o sean investigados de cargos, tanto de una religión como de otra, sin tomarles mas juramentos que el de servir bien y fielmente al Rey, en el ejercicio de sus cargos y guardar las Ordenanzas.  De otro lado, en el clausula XXX, el Edicto  establece que para administrar justicia a los súbitos se ordenó crear en el Tribunal del  Parlamento de París, una  Sala compuesta por un Presidente  y 16 consejeros que denominó la ¨Sala  del Edicto¨  que conocía  no sólo los procesos  que se iniciaban  en el territorio de dicho Tribunal, sino también de las que procedían  de los Parlamento de  Normandía y de Gran  Bretaña.  

II.-  Textos correspondientes al Siglo XVII.- 

Carta Magna de San Juan Sin Tierras ( 1215) 

Juan Rey de Inglaterra por la gracia de Dios, Señor de Irlanda, Duque de Normandía y Aquitania y Conde de Anjou, a sus arzobispos, obispos, abades, condes barones, jueces, guardas, alguaciles, mayordomos, criados y a todos sus funcionarios  y leales súbditos.

Nos hemos otorgado ante Dios por la presente Carta, que la Iglesia de Inglaterra será libre y se conservará íntegros sus derechos y sin menoscabo sus libertades. Respetaremos ésta libertad y de buena fe por parte  de los sucesores a perpetuidad.

Las fianzas de un deudor no serán embargadas mientras el deudor mismos pueda satisfacer su deuda; si el deudor es incapaz  de satisfacer  su deuda  por falta de medios, sus fiadores responderán de ella. 

Por un delito leve un hombre libre sólo será castigado en proporción al grado del delito y por un delito grave también en la proporción correspondiente, pero no hasta el punto de privarle de su subsistencia. 

Los condes y los barones serán castigados por sus iguales y en proporción a la gravedad del delito.

Una multa sobre la propiedad laica de un clérigo con órdenes se fijará por los mismos principios sin  tener en cuenta el valor del beneficio eclesiástico. 

Ningún hombre libre sera detenido ni preso ni desposeído de sus derechos  ni posesiones, ni declarado fuera de la Ley ni exiliado, ni perjudicada  su posición de cualquier otra forma, a  no ser que sea ´por un juicio legal de sus iguales  o por la ley del país.

Todos los comerciantes podrán entrar o salir de Inglaterra salvos y sin temor, y podrán residir  y viajar  dentro de ella, por tierra y por agua, con propósito de comerciar, libres de  toda contribución  ilegal, conforme a las antiguas y legales costumbres. 

La gente que vive fuera de los bosques no necesita en adelante, comparecer ante los jueces reales de los bosques por citaciones generales, a menos que estén en la actualidad involucrados en procesos o sena fiadores por alguno que haya sido detenido por un delito del bosque.

Carta Jurada del Rey Teobaldo II de Navarra de 1 de  noviembre de 1253.- Mediante esta Carta  el Rey Teobaldo reconoció  determinadas libertades tales como que ninguna persona podía ser detenida, ni apropiarse de sus cosas si  es que antes no ha sido sometido a una Corte. No obstante la influencia del Decreto Romano Canónico de aquella época suscitó una cierta  oposición en la nobleza. Frente a las innovaciones que de pretendía realizar, se planteó y defendió la vigencia del Decreto Tradicional representado por los fueros, razón por la cual Teobaldo II juramento en 1253. 

Decretos de la Curia de León. Decretos que Don Alfonso, Rey  de Leon y Galicia , otorgo en la Ciudad de Leon con el Arzobispo de compostela  y con todos los Obispos, grandes y ciudadanos elegidos de su reino. 

Estos Decretos dictados por don Alfonso Rey de León y de Galicia decían: 

Establecí y juré que si alguien hiciese o me dijese una  denuncia de alguien daré a conocer sin retraso, el denunciante  al  denunciado y si no pudiese probar en mi Curia la denuncia que hizo, sufrirá el castigo que debiera sufrir el denunciado si se hubiese probado la denuncia.... Y si no se probase el que hizo la denuncia sufrirá el castigo antes dicho  y además pagará  los gastos que hizo el denunciado para venir  y regresar.

No se hará la guerra  ni la paz ni pacto alguno si no es por consejo de los obispos, los nobles y los hombres buenos por cuyo consejo debe reinar. ( El poder emana del pueblo) 

Se prohibe  firmemente  que ninguno de mi reino haga asonadas, sino que pida su justicia de mi según se ha dicho antes. Y que dé  el doble del daño que provoque  quien las haga y pierda mi amor y el beneficio y la tierra. 

Que nadie se atreva a ocupar violentamente la cosa, mueble o inmueble que otro posea. Y que restituya doblada la cosa, si la hizo suya, al que sufrió la violencia.

Que nadie preste fianza  si no es por los  justicia  o alcaldes que hayan sido puestos  por mí y que éstos  y los señores de la tierra hagan fielmente  derecho en la ciudades y en los alfoces a todos los demandantes. 

Sí alguno de los justicias  denegase justicia  al demandante o la retrasase maliciosamente y no le hiciese derecho  hasta el tercer día, tome éste testigos ante algunos dichos justicias, por cuyo testimonio conste la verdad y se obligue al justicia a indemnizar  al demandante  en el doble tanto de la querella como de las cosas. Si acaso todos los justicias  de aquella tierra denegasen  la justicia  al querellante, que tome testigos  de los hombres buenos con los que lo pruebe y, entonces tome prendas, sin denuncia, por los justicias y los alcaldes para que paguen el doble y en justicia tanto la petición como las costas, y además el daño que se produzca a aquel  que preste fianza  se le pagarán al doble los justicias. 

Sí el reo deudor no tuviese con que pagar, los justicias y alcances prenderán su cuerpo y tenido lo que tenga, sin denuncia y entregarán a él   y a todo lo suyo al reclamante. 

Nadie entrará a la casa del otro  por la fuerza, ni haga ningún daño en ella o en su heredad. Y si lo hiciese, pagará el doble d daño al señor de la casa de la tierra nueve veces el daño que hizo, si no prometiese derecho como está escrito. Y si acaso matase el dueño (a)  de la casa, será alevoso y traidor. Y si el dueño (a)  o alguien  de los que defiendan su caso matase a alguno de aquellos, no será castigado por homicidio y nunca responderá del daño que les hizo. 

Petición de Derechos  ( 02 de Junio de 1628).-  En este texto es importante destacar una serie de connotaciones que se vislumbraron como antecedentes de los derechos humanos. Así tenemos: 

En el Estatuto de la Gran  Carta de Libertades de Inglaterra se declaró y promulgó que ningún hombre libre sera arrestado o encarcelado en el ejercicio de sus libertades o de sus costumbres, ni desterrado, sancionado de ninguna forma sino es de acuerdo a un juicio legal formado por las partes o según el derecho de tierras. 

Nadie será prejuzgado contra su vida o su integridad de forma contraria a la Gran Carta  y al derecho de tierras.

 La persona que es acusada puede y debe ser juzgado por las Leyes y estatutos de la tierra y de ninguna otra forma, y por las mismas leyes y estatutos debe fijarse el tiempo y el lugar.

 Los acusados que rehuyen de las penas amparándose en su poder, son hechos contrarios a las referidas leyes y estatutos del reino.

Que ningún hombre sea obligado a dar ningún regalo, crédito, donación, impuesto o cualquier exacción similar  son el consentimiento común, manifestado en un acto del  Parlamento y que nadie sea llamado a responder o prestar juramento. 

Que ningún hombre libre sea encarcelado o detenido según la forma antes descrita y será el Rey quien disponga el traslado de los soldados y marineros .

Que las sentencias, actos  y procedimientos dictados en perjuicio  de vuestra  gente en los casos anteriores, no tendrán en adelante efecto, ni se tomarán como ejemplo. 

Cuerpo de Libertades de la Bahia de Massachusetts (diciembre de 1641). Mediante este documento se concedía a los  fundadores de la Colonia un Estatuto Corporativo con el título de ¨Gobernador  y Compañía de la Bahía de  Massachusetts en  Nueva Inglaterra. El Cuerpo de Libertades es el primer catálogo norteamericano de derechos humanos y sin duda ejerció una gran influencia sobre los textos positivos posteriores  de las demás Colonias.  

Síntesis del Cuerpo de Libertades.-

No se privara la vida de  nadie, ni se le difamará en su honor o en su nombre: nadie sera arrestado, reprimido, desterrado, mutilado ni de ningún a forma castigado. Asimismo, ningún hombre se verá privado de su mujer o de sus hijos, ni se le confiscará bienes o propiedades.

Toda persona dentro de su jurisdicción, sea habitante o extranjero, se someterá a la misma  justicia y a la Ley que tienen el  carácter general para la plantación, las cuales constituimos para que sean aplicadas sobre nosotros con imparcialidad y sin dilación. 

Nadie se verá obligado a prestar juramento ni a suscribir cualesquiera artículos, convenios o acuerdos de naturaleza pública  y civil, sino  solamente aquellos que a Corte General haya considerado, aprobado y requerido.

Nadie se vera obligado a realizar trabajos o servicios públicos a no ser que la obligación se fundamente en algún acto de la Corte General y se por consiguiente  una decisión razonable 

Todo hombre que sea habitante  o forastero, libre o no libre, podrá presentar a cualquier Corte Pública,  ya sea en forma oral o por escrito un pronunciamiento sobre cuestiones legales, mociones, demandas, peticiones, declaraciones e informaciones que sean de su competencia  según el orden debido y las formalidades respectivas. 

Todo hombre que pertenezca a esta  jurisdicción o se encuentra en ella, tendrá plena libertad, con independencia  de cualquier poder civil para trasladarse con su familia fuera de ella, cuando lo desee, siempre que no exista  un impedimento legal en contra. 

En lo que se refiere a normas para los derechos y libertades relativos a los procedimientos judiciales  tenemos: 

Ninguna persona será detenida o encarcelada por la autoridad antes de ser condenada si puede  garantizar mediante fianza o prenda su conducta recta y su buen comportamiento, con  excepción de los casos de crímenes capitales, desacatos ante la Corte reunida y aquellos casos  expresamente fijados por acto ante la Corte.

Todo hombre tendrá derecho a contratar a cualquier otro que no sea recusado por la Corte para ejercer su defensa.

En todos los procesos el demandante  y el demandado podrán elegir de mutuo acuerdo, si quieren ser juzgados por el Juez o por un Jurado, a no ser que la Ley prevea otra cosa.

Nadie podrá ser arrestado o encarcelado como consecuencia de un a juicio o de una ejercicio por deuda y multas, si existen otros medios legales que no incidan en su estado.

Toda persona que comete un delito  será tratada  y determinada por la Corte a la que corresponda conocer de ella y se seguirá sin prejuzgar  el fallo.

Nadie podrá ser condenado dos  veces por la Justicia Civil a causa del mismo crimen, ofensa o agravio.

Nadie recibirá mas de  40 azotes, o ser condenada a  galeras a no ser que su crimen sea  vergonzoso.

Nadie podrá ser ejecutado a muerte en los días inmediatos a su condena, a no ser que la Corte estime alguna causa en contrario.

Nadie podrá ser sometido a tortura para confesarse autor o acusar  a otros como autores de un crimen.

No existe la  aplicación de las penas corporales

En lo que se refiere a las Libertades peculiares relativas a los hombres: 

La autoridad  civil  tiene poder y libertad  para castigar a un miembro de cualquier Iglesia, mediante un procedimiento de la Justicia civil a pesar del cargo que se ocupe y del vínculo  o relación que mantenga con su iglesia.

Ningún magistrado, jurado, oficial o cualquier otra persona será obligado a informar  o revelar  cualquier crimen privado u ofensa que no presente  peligro para esa plantación, o para algunos de sus miembros, si su conciencia le obliga a mantener secreto por una promesa hecha a Dios, salvo que sea requerido legalmente para prestar  testimonio.

En lo que se refiere a la Libertades de la Mujeres y Niños.-

Ninguna mujer casada no podrá ser castigada y azotada por su marido, a no ser que éste en defensa propia responda al ataque de aquélla. Sí existe alguna razón paras corregir a la mujer se interpondrá una demanda ante la autoridad, reunida en una Corte, de quien recibirá un castigo.

El niño tendrá derecho a quejarse ante la autoridad para solucionar o remediar situaciones que le causen incomodidad así por ejemplo: sí los familiares les privan  y sin razón de ser a un niño de un matrimonio oportuno y conveniente, o son maltratados e inclusive con severidad. 

Libertades de Siervos, forasteros y extraños.-

Si un siervo escapa de la tiranía y crueldad de sus señor y se refugia en la casa de un hombre libre de la misma ciudad, estará protegido y asistido hasta que se adopte una medida para resolver la situación.

El que golpea a su criado (a)  en los ojos o en lo dientes, la mutila o desfigura, salvo en los casos fortuitos, se dejará marchar  de su servicio y tendrá derecho a una indemnización con arreglo a lo que disponga la Corte. 

Los siervos que hayan trabajado con diligencia  y fidelidad en beneficio de sus señores por siete años, no serán despedidos con las manos vacías.

Todo extranjero  que profese una religión cristiana y acuda a nosotros huyendo de la tiranía  o de la opresión, de hambre, de las guerras o por otro motivo de  fuerza de necesidad será acogido y asistido contando con el poder y la prudencia  que Dios nos dará.

No habrá mas vínculos de esclavitud o cautividad que los propios de un prisionero legal y, lo que  recaen sobre aquellos extranjeros, podrán éstos desarrollar las libertades y costumbres cristianas que establece la Ley de Dios de Israel. 

En lo que se refiere a la protección  de los animales tenemos: 

Nadie podrá tratar en forma tiránica o cruelmente a un animal doméstico.

 Aquéllos  ganados que sean utilizados  para trasladar carga, tenga la obligación  legal de hacerlos descansar.

Finalmente en cuanto  a las  Penas  Capitales.-

Si alguien cree o adora a un Dios distinto de Dios, traerá una condenando de reo de muerte.

La  blasfemia  contra Dios, Hijo o Espíritu Santo será condenada como rea de muerte.

Declaración de las libertades que el Señor Jesús ha dado a las Iglesias: “Todas las almas de esta jurisdicción que no estén dentro de una Iglesia, sena rectos en sus juicio y no den escándalo con sus vidas, tendrán derecho a congregarse en una iglesia estatal.¨    

 Acta de Tolerancia de Maryland ( 1649).-  La Fundación de Maryland es la historia

de católicos y protestantes que partieron con Leonard  Calvert ( católico ) en 1633 de

Inglaterra dentro de un clima de persecución religiosa, que tuvo como reacción el

desarrollo de un espíritu de tolerancia.  

Es así que en 1649, se aprueba la llamada Acta de Tolerancia de Maryland, que exigió como premisa   única la creencia cristiana.   En 1654,  este Texto fue abrogado por mandato de Gromwell,  que prohibió el ejercicio de la religión Católica en las Colonias, para luego  imponerse la Iglesia Anglicana, con los deberes religiosos y económicos  que ello conllevaba. 

 Normas Fundamentales de Carolina ( 1669-1670).- Las normas fundamentales de  Carolina fueron encargadas por Lores propietarios en 1669 a Lord Ashley, Conde de Shaftesbury y copropietario y a Jhon Locke, aprobándose el 1º de mayo de 1669. Dichas normas  establecen que:  

Cada señorío, baronazgo  y feudo tendrá poder para juzgar en  nombre propio y conocer de todas  las causas civiles, como  penales. Sí se tratase de personas que no sean  habitantes, vasallos o súbditos del referido señorío, con el pago de 40 chelines  podrá apelar de la Corte del Señorío  a la Corte del Condado y de la Corte del Feudo a la  Corte del Distrito.

Ningún súbdito podrá salir del territorio de su Señor  o vivir en cualquier parte sin  licencia firmada  y sellada por su señor. 

Todos los hijos de los súbdito serán súbditos en todas las generaciones.

Ninguna causa sera juzgada dos veces ante una Corte a no ser que exista  una razón o pretensión justificada.

 El veredicto de una causa  podrá emitirse por mayoría

 Ninguna persona podrá  defender una causa si antes la Corte  no le toma juramento. 

Nadie podrá ser expulsado, ni despreciado  por el hecho de ser cristiano, idólatra,  por su  ignorancia. 

La admisión  y principio de cualquier iglesia o confesión serán escritos en un libro, dentro del cual se inscribirán  todos los miembros de dicha iglesia o confesión., teniendo como principio de comunión  tres frases a seguir:  a) Dios Existe  b)  Que Dios  debe ser adorado públicamente  c) Que es un deber legítimo de todo hombre garantizado por los gobernantes, dar  testimonio de la verdad.

Ningún hombre usará un lenguaje acusador, injurioso o abusivo contra la religión de cualquier  Iglesia  o Confesión. 

Todo hombre libre de Carolina tendrá poder  y autoridad absoluta sobres sus esclavos negros, cualesquiera que sea su religión y opinión. 

Ninguna Corte  de Justicia tendrá conocimiento de una causa civil o criminal.

Concesiones  y Acuerdos de West New Jersey  ( 13 de mayo DE 1677) .- Este documento recoge los principios del gobierno civil propios del pensamiento cuáquero. Cabe señalar, que este documento no tuvo vigencia en forma integral,  debido a una discusión  originada con motivo de  una tentativa de usurpación del poder por  Edward Byllinge  ( cuáquero) . 

Concesiones: 

Capitulo XIII ¨  El Derecho común o los derechos fundamentales y los privilegios de West  New Jersey son acordados personalmente por los propietarios y poseedores de tierras y están destinados a ser los principios del gobierno. De esta forma no deben ser alterados por la autoridad legislativa o por la Asamblea descrita más adelante, ya que ambas se constituyen de acuerdo con estos principios con el fin de mantenerlos, y también para promulgar cuantas leyes  se aprueben, mientras no contradigan, difieran  o alteren los referidos principios bajo cualquier pretensión o motivo.¨ 
Capitulo XVI ¨ Que ningún  hombre o grupos en los que se integre, tendrá poder o autoridad  sobre la tierra para dictar reglamentos en materia religiosas sin contar  con las conciencias de los hombres ...¨ 

Capitulo XVII  ¨  Que ningún propietario o poseedor  de tierras, o habitantes de la provincia  de West New Jersey, será privado de su libertad, propiedades o de su estado, ni castigado en su vida o cuerpo, ni afectado de cualquier forma  en sus privilegios, libertades o derecho de sufragio, por ninguna razón, sin el debido proceso y sin juicio fallado por doce hombres honestos y virtuosos de su vecindad.¨

Capitulo  XXII  ¨ Que  los procesos seguidos por toda causa civil o criminal serán seguidos y resueltos por doce hombres honestos de la vecindad, citados o presentados por el Sheriff de la comarca o propiedad donde el hecho o infracción se ha cometido y, que nadie será obligado  a pagar honorarios a un abogado o consejero por defender su causa, sino que todos tienen libertad para defenderse así mismo sí así se quiere. Y ninguna persona encarcelada dentro de esta provincia por cualquier falta estará obligadas a pagar los honorarios al oficial de su prisión aunque  se lo haya prometido si se le pone  en Libertad¨

Capitulo XIIII  ¨ Que  todos los habitantes de esta Provincia podrán entrar libremente  en las Cortes de Justicia y estar presentes en  todos los procesos y causas  civiles y criminales que se desarrollen en ellas. ..¨

Capítulo XXVII ¨ Que ningún  Capitán de barco ni Comandante de un buque dejará  embarcar a las personas que no porten un certificado firmado y sellado al menos por dos comisarios, en el que se declare que esas personas son honestas  y pueden ser embarcadas.. ¨

Capítulo XXX  ¨  En que caso de que alguien se suicide  o sea asesinado por cualquier otra razón, su estado civil no se perderá, sino que sus familiares podrán sucederle en su estado  y gozar de los mismos derechos. 

Capítulo  XXXVI ¨ Que en toda  Asamblea  libre y  general cada miembro tiene libertad  para expresarse; que ningún hombre  puede ser interrumpido mientras habla , que todas las cuestiones antes de ser enmendadas, serán sometidas a una libre deliberación. .. Que cada miembro tiene derecho a formular su protesta y explicar las razones que la justifican.. ¨

 Capítulo XXXVIII ¨ Que toda personas (s) podrán en ele transcurso de las sesión en  la Asamblea libre y  general de la provincia, pronunciar un discurso, emitir  una protesta o declarar cualquier vejación, peligro o queja o para proponer, ofrecer o solicitar cualquier privilegio o beneficio o ventaja a favor de la provincia , si no exceden del número de cien personas. ¨

Acta del Habeas Corpus de 1679.-  El  procedimiento de Habeas Corpus consiste  básicamente en presentar al prisionero ante el Juez con la finalidad  de verificar la legalidad de la acusación que se le hace.  Durante el siglo XVII,  se produjeron dos importantes avances, la Petición de Derechos de 1628 descrita en líneas arriba y el acta de abolición de la Cámara  Estrellada en 1641, que terminó con  las prerrogativas  jurisdiccionales, además  de suprimir las funciones judiciales del Consejo Real.  La causa directa que motivo  la adopción del Acta de Habeas Corpus de 1679 fue el encarcelamiento  arbitrario de un grupo de oponentes políticos, ordenado por Lord Claredon, primer Ministro de Carlos II, quien  para eludir la eficacia  del Hábeas Corpus ordenó el traslado de los prisioneros,  acto  por el que luego fuera acusado en 1667.  Cabe señalar, que el Acta de Habeas Corpus tuvo una gran influencia  en los textos posteriores de las Colonias americanas. 

Bill Of Rights 1688.-  

El 12 de febrero  de 1688, el Parlamento aprobó una Declaración de Derechos que fue presentada a Guillermo y María proclamados Reyes. La Bill Of Rights,  inició un período de producción legislativa  que consolida el régimen de la Revolución Inglesa. 

La Bill Of Rights fue uno de lo antecedentes de las declaraciones de derechos adoptados  por los Estados, en la época de la Revolución Americana. 

7.- Principales Constituciones.- 

www.congreso.gob.pe/ archivo digital. 

CONSTITUCION POLITICA DE LAS CORTES DE CADIZ 1812.- El 19 de marzo  de 1812 fue aprobada la Constitución Política  de la Monarquía Española que no tuvo declaración de derechos  en sentido estricto pero sí proclamó  la soberanía  de la nación y su legitimación para  redactar sus leyes fundamentales. Entre algunos derechos  que se legitimo fue  el derecho a ocupar empleos municipales, la independencia  de los tribunales y su exclusividad para enjuiciar causas, las garantías procesales, la inviolabilidad  de domicilio, el derecho a elegir y a ser elegidos para alcaldes, regidores y procuradores médicos, el derecho a la educación, la libertad de imprenta y el derecho de petición.  

CONSTITUCIÓN  BELGA 1831.- 

http://www.constitucion.es/otras_constituciones/europa/index.html

Después de la derrota de Napoleón, la Unión de Bélgica con Francia en 1795-1815 y la aplicación de la Constitución Imperial del año VIII termino con la invasión de los aliados contra Francia.  Hasta 1830 se aplico en Bélgica  la Ley Fundamental Holandesa del 24 de agosto de 1815.  En 1828 se organizo la Unión de los belgas de todas las opiniones y su lema  fue”Libertad en todo y para todos”. La revolución Francesa  de 1830 precipito la derrota del ejército holandés. Los Estados generales  votaron por la separación administrativa de Bélgica y Holanda y un gobierno provisional instalado en Bruselas proclamo su independencia.  El gobierno provisional  convoco a una Asamblea Constituyente  en Bruselas para sancionar en 1831 la Constitución Belga. Se entrego la corona hereditaria al Príncipe Leopoldo de Sajona Coburgo. 

El texto originario de la Constitución belga es de 1831. Tras pasar por varias reformas, los cambios en el texto realizados en 1970, 1980, 1988 y sobre todo 1993, tenderían a federalizar el Estado. El 17 de febrero de 1994 se publicó la denominada “Constitución refundida”, elaborada por las cámaras constituyentes, que unifica y sistematiza las anteriores reformas del texto constitucional, modificado por última vez en 2002. 

Entre los derechos que reconoce: a  la vida privada y familiar, el derecho al trabajo y a la libre elección de una actividad profesional en el marco de una política general de empleo tendente entre otros objetivos a asegurar un nivel de empleo tan estable y elevado como fuese posible, el derecho a condiciones de trabajo y a una remuneración equitativa, así como el derecho de información, de consulta y de negociación colectiva. El derecho a la seguridad social, a la protección de la salud y a la asistencia social, médica y Jurídica. El derecho a una vivienda digna. El derecho a la protección de un medio ambiente saludable. El derecho al desarrollo cultural y social.

CONSTITUCION DE LA MONARQUIA ESPAÑOLA DE 1876.- http://clio.rediris.es/clionet/fuentes/cons1876.htm

DON ALFONSO XII, por la gracia de Dios Rey Constitucional de España, a todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed: que en unión y de acuerdo con las Cortes del Reino actualmente reunidas, hemos venido en decretar y sancionar la siguiente

Constitución de la Monarquía Española

TÍTULO I

De los españoles y sus derechos

Artículo 1 Son españoles:

Primero. Las personas nacidas en territorio español.
Segundo: Los hijos de padre o madre españoles, aunque hayan nacido fuera de España.
Tercero. Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza.
Cuarto. Los que sin ella, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo de la Monarquía.
La calidad de español se pierde, por adquirir naturaleza en país extranjero y por adquirir empleo de otro Gobierno sin licencia del Rey.

Artículo 2 Los extranjeros podrán establecerse libremente en territorio español, ejercer en él su industria ó dedicarse á cualquiera profesión para cuyo desempeño no exijan las leyes títulos de aptitud expedidos por las Autoridades españolas.
Los que no estuvieren naturalizados, no podrán ejercer en España cargo alguno que tenga aneja autoridad ó jurisdicción.

Artículo 3 Todo español está obligado á defender la patria con las armas, cuando sea llamado por la ley, y á contribuir, en proporción de sus haberes, para los gastos del Estado, de la Provincia y del Municipio.

Nadie está obligado á pagar contribución que no esté votada por las Cortes ó por las Corporaciones legalmente autorizadas para imponerla.

Artículo 4.- Ningún español, ni extranjero, podrá ser detenido sino en los casos y en la forma que las leyes prescriban. 

Todo detenido será puesto en libertad ó entregado á la Autoridad judicial, dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de la detención.
Toda detención se dejará sin efecto ó elevará á prisión, dentro de las setenta y dos horas de haber sido entregado el detenido al Juez competente.
La providencia que se dictare, se notificará al interesado dentro del mismo plazo.

Artículo 5 Ningún español podrá ser preso sino en virtud de mandamiento de Juez competente.
El auto en que se haya dictado el mandamiento se ratificará ó repondrá, oído el presunto reo, dentro de las setenta y dos horas siguientes al cato de la prisión.
Toda persona detenida ó presa sin las formalidades legales, ó fuera de los casos previstos en la Constitución y las leyes, será puesta en libertad á petición suya ó de cualquier español. La ley determinará la forma de proceder sumariamente en este caso.

Artículo 6 Nadie podrá entrar en el domicilio de un español, ó extranjero residente en España, sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previstos en las leyes.

El registro de papeles y efectos se verificará siempre á presencia del interesado ó de un individuo de su familia, y en su defecto, de dos testigos vecinos del mismo pueblo.

Artículo 7 No podrá detenerse ni abrirse por la Autoridad gubernativa la correspondencia confiada al correo.

Artículo 8 Todo auto de prisión, de registro de morada ó de detención de la correspondencia, será motivado.

Artículo 9 Ningún español podrá ser compelido á mudar de domicilio ó residencia sino en virtud de mandato de Autoridad competente, y en los casos previstos por las leyes.

Artículo 10 No se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y nadie podrá ser privado de su propiedad sino por Autoridad competente y por causa justificada de utilidad pública, previa siempre la correspondiente indemnización.

Si no precediere este requisito, los Jueces ampararán y en su caso reintegrarán en la posesión al expropiado.

Artículo 11.- La Religión católica, apostólica, romana, es la del Estado. La Nación se obliga á mantener el culto y sus ministros.

Nadie será molestado en el territorio español por sus opiniones religiosas, ni por el ejercicio de su respectivo culto, salvo el respeto debido á la moral cristiana.
No se permitirán, sin embargo, otras ceremonias ni manifestaciones públicas que las de la Religión del Estado. 

       
Artículo 12 Cada cual es libre de elegir su profesión y de aprenderla como mejor le parezca.
Todo español podrá fundar y sostener establecimientos de instrucción ó de educación, con arreglo á las leyes.

Al Estado corresponde: expedir los títulos profesionales, y establecer las condiciones de los que pretendan obtenerlos, y la forma en que han de probar su aptitud.
Una ley especial determinará los deberes de los Profesores y las reglas á que ha de someterse la enseñanza en los establecimientos de instrucción pública costeados por el Estado, las provincias ó los pueblos.


Artículo 13 Todo español tiene derecho:


De emitir libremente sus ideas y opiniones, ya de palabra, ya por escrito, valiéndose de la imprenta ó de otro procedimiento semejante, sin sujeción á la censura previa.
De reunirse pacíficamente.

De asociarse para los fines de la vida humana.

De dirigir peticiones individual ó colectivamente al Rey, á las Cortes y á las Autoridades.
El derecho de petición no podrá ejercerse por ninguna clase de fuerza armada.
Tampoco podrán ejercerlo individualmente los que formen parte de una fuerza armada, sino con arreglo á las leyes de su instituto, en cuanto tenga relación con este.

Artículo 14 las leyes dictarán las reglas oportunas para asegurar á los españoles en el respeto recíproco de los derechos que este título les reconoce, sin menoscabo de los derechos de la Nación, ni de los atributos esenciales del poder público.
Determinarán asimismo la responsabilidad civil y penal á que han de quedar sujetos, según los casos, los Jueces, Autoridades y funcionarios de todas clases, que atenten á los derechos enumerados en este título.


Artículo 15 Todos los españoles son admisibles á los empleos y cargos públicos, según su mérito y capacidad.

Artículo 16 Ningún español puede ser procesado ni sentenciado sino por el Juez ó Tribunal competente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que éstas prescriban.

Artículo 17 Las garantías expresadas en los artículos 4º, 5º, 6º y 9º, y párrafos primero, segundo y tercero del 13, no podrán suspenderse en toda la Monarquía, ni en parte de ella, sino temporalmente y por medio de una ley, cuando así lo exija la seguridad del Estado, en circunstancias extraordinarias.

Solo no estando reunidas las Cortes y siendo el caso grave y de notoria urgencia, podrá el Gobierno, bajo su responsabilidad, acordar la suspensión de garantías á que se refiere el párrafo anterior, sometiendo su acuerdo á la aprobación de aquéllas lo más pronto posible.

Pero en ningún caso se suspenderán más garantías que las expresadas en el primer párrafo de este artículo.

Tampoco los Jefes militares ó civiles podrán establecer otra penalidad que la prescrita previamente por la ley.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 1917.- 

http://especiales.yucatan.com.mx/especiales/constitucion/

Después de la caída del dictador  Porfirio Díaz en 1911,  se instalo un Congreso Constituyente en 1916/1917 para llevar a cabo reforma parcial de la Constitución liberal de 1857. La Revolución se habría apoyado en este texto constitucional para  enjuiciar y combatir al régimen  de Porfirio Diaz. El proyecto de Constitución que se examino fue  elaborado  Venustiano Carranza. La Constitución de 1917 fue un texto  innovador  expresión del liberalismo social  y de la ideología revolucionaria  de México.  Entre los derechos que  se reconoció fueron: Educación, libertad  de creencias, a decidir  de manera libre y responsable el numero de hijos a tener, a la protección de salud y al acceso  a los servicios, a formar una familia, al disfrute de la vivienda digna y decorosa, entre  otros. 

CONSTITUCIÓN DEL IMPERIO (ALEMÁN, de 11 de agosto de 1919.-  

http://www.der.uva.es/constitucional/verdugo/Constitucion_Weimar.pdf

Esta Constitución se proclamo tras la derrota del Imperio Alemán  en el primera guerra mundial  y sustituye a la Constitución de 1871. Se Estableció una Asamblea Constituyente que  acodo una Constitución provisional el 10 de febrero de 1919, fue en agosto  de 1919 cuando se sancionó  la Constitución Alemán de 1919 con 262 votos a favor y 75 en contra. El tema de los derechos  de las personas se debió a la influencia social demócrata  se inicia la integración de los derechos civiles y políticos  con los DESC acentuándose la base de un  Estado Social de Derecho. Se reconocen derechos tales como  el matrimonio, familia, educación, juventud, protección para los hijos ilegítimos, educación y enseñanza,  al régimen económico, el mismo que deberá responder a principios de justicia. entre otros. 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA ESPAÑOLA 1931.- 

http://www.icsi.berkeley.edu/~chema/republica/constitucion.html

Esta Constitución comprende  en el capitulo II los Derechos económicos, sociales y culturales, con la denominación de la Familia, economía y cultura y en Titulo XIX el recurso de amparo. 

CONSTITUCIÓN SOVIETICA 1936.- 

http://www.eroj.org/biblio/stalin/consti36/consti36.htm

Comprende en el capitulo X los derechos y  deberes fundamentales de los ciudadanos entre los que se puede mencionar el derecho al trabajo, la organización sindicalista, la economía nacional, a una remuneración según  la cantidad y calidad del trabajo,  al descanso y a la jornada laboral  de  7 horas para obreros  y empleados y a una  reducción de 6 horas para aquellas profesiones cuyas condiciones de trabajo sena  difíciles, asistencia económica para la vejez,  enfermedad y perdida de  la capacidad de trabajo, entre otros. 

CONSTITUCIÓN DE  IRLANDA 1937.- 

http://www.constitucion.es/otras_constituciones/europa/txt/constitucion_irlanda.html

Comprende en su articulo 40º los derechos fundamentales entre los que se puede mencionar, a la  familia como grupo  unitario natural, primario y fundamental de la sociedad, reconoce  que con la vida de mujer dentro del hogar  su apoyo  es indispensable  para el Bien Común, protege a la madres que no se vena obligadas por necesidades económicas a dedicarse al trabajo descuidando sus deberes dentro del hogar, a la educación,  sindicatos, derecho de huelga.  De igual forma,  se contempla  en su articulo 41º el derecho a  la propiedad privada y las Políticas sociales. 

CONSTITUCION  ITALIANA DE 1947 .-

http://www.constitucion.es/otras_constituciones/europa/txt/constitucion_italia.html

Visto el acuerdo de la Asamblea Constituyente, que en su sesión del 22 de diciembre de 1947 ha aprobado la Constitución de la República italiana; vista la Disposición Final XVIII (decimoctava) de la Constitución. En articulo 1º  se reconoce los principios fundamentales entre los que se puede mencionar: la soberanía pertenece al pueblo, que la ejercitará en las formas y dentro de los límites de la Constitución; La República reconoce y garantiza los derechos inviolables del hombre, ora como individuo, ora en el seno de las formaciones sociales donde aquel desarrolla su personalidad, y exige el cumplimiento de los deberes inexcusables de solidaridad política, económica y social;  Todos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales ante la ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opiniones políticas ni circunstancias personas y sociales; Constituye obligación de la República suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana y la participación efectiva de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país; La República reconoce a todos los ciudadanos el derecho al trabajo y promoverá las condiciones que hagan efectivo este derecho; Todo ciudadano tendrá el deber de elegir, con arreglo a sus posibilidades y según su propia elección, una actividad o función que concurra al progreso material o espiritual de la sociedad. 

8.-  Declaración y Programa de Acción de Viena
http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/1296.pdf

Nota de la Secretaría
Adjunto al presente documento figuran la Declaración y el Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993.

DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA

Nota de la Secretaría
Adjunto al presente documento figuran la Declaración y el Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993.

DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos,
Considerando que la promoción y protección de los derechos humanos es una cuestión prioritaria para la comunidad internacional y que la Conferencia constituye una oportunidad única de efectuar un análisis exhaustivo del sistema internacional de derechos humanos y de los mecanismos de protección de los derechos humanos, a fin de potenciar y promover una observancia más cabal de esos derechos, en forma justa y equilibrada,

Reconociendo y afirmando que todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de la persona humana, y que ésta es el sujeto central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, por lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades y debe participar activamente en su realización,

Reafirmando su adhesión a los propósitos y principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración Universal de Derechos Humanos,

Reafirmando el compromiso asumido en el Artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas de tomar medidas conjunta o separadamente, insistiendo particularmente en el desarrollo de una cooperación internacional eficaz para la realización de los propósitos consignados en el Artículo 55, incluidos el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos,

Subrayando la responsabilidad de todos los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, de fomentar y propiciar el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Recordando el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas, en particular la determinación de reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas,

Recordando además la determinación expresada en el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas de preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra, crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto de las obligaciones emanadas de los tratados y otras fuentes del derecho internacional, promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, practicar la tolerancia y convivir en paz como buenos vecinos y emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y social de todos los pueblos,

Destacando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, que constituye una meta común para todos los pueblos y todas las naciones, es fuente de inspiración y ha sido la base en que se han fundado las Naciones Unidas para fijar las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,

Considerando los cambios fundamentales que se han producido en el escenario internacional y la aspiración de todos los pueblos a un orden internacional basado en los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas, en particular la promoción y el fomento de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos y el respeto del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, en condiciones de paz, democracia, justicia, igualdad, imperio de la ley, pluralismo, desarrollo, niveles de vida más elevados y solidaridad,

Profundamente preocupada por las diversas formas de discriminación y violencia a que siguen expuestas las mujeres en todo el mundo,

Reconociendo que las actividades de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos se deben racionalizar y mejorar para reforzar el mecanismo de las Naciones Unidas en esta esfera y propiciar los objetivos de respeto universal y observancia de las normas internacionales de derechos humanos,

Teniendo en cuenta las Declaraciones aprobadas en las tres reuniones regionales celebradas en Túnez, San José y Bangkok y las contribuciones de los gobiernos, y teniendo presentes las sugerencias formuladas por las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, así como los estudios preparados por expertos independientes durante el proceso preparatorio de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos,

Acogiendo con beneplácito la celebración en 1993 del Año Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo como reafirmación del compromiso de la comunidad internacional de velar por el disfrute de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de esas poblaciones y de respetar el valor y la diversidad de sus culturas e identidades,

Reconociendo asimismo que la comunidad internacional debe concebir los medios de eliminar los obstáculos existentes y de resolver los problemas que impiden la plena realización de todos los derechos humanos y hacen que se sigan violando los derechos humanos en todo el mundo,

Imbuida del espíritu de nuestro tiempo y de la realidad actual que exigen que todos los pueblos del mundo y todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas emprendan con renovado impulso la tarea global de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales para garantizar el disfrute pleno y universal de esos derechos,

Resuelta a seguir el camino trazado por la comunidad internacional para lograr grandes progresos en materia de derechos humanos mediante renovados y sostenidos esfuerzos en pro de la cooperación y la solidaridad internacionales,

Aprueba solemnemente la Declaración y el Programa de Acción de Viena. 

I

1. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el solemne compromiso de todos los Estados de cumplir sus obligaciones de promover el respeto universal, así como la observancia y protección de todos los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, otros instrumentos relativos a los derechos humanos y el derecho internacional. El carácter universal de esos derechos y libertades no admite dudas.

En este contexto, el fortalecimiento de la cooperación internacional en la esfera de los derechos humanos es esencial para la plena realización de los propósitos de las Naciones Unidas.

Los derechos humanos y las libertades fundamentales son patrimonio innato de todos los seres humanos; su promoción y protección es responsabilidad primordial de los gobiernos.

2. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho, determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.

Habida cuenta de la situación particular de los pueblos sometidos a dominación colonial o a otras formas de dominación u ocupación extranjeras, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce el derecho de los pueblos a adoptar cualquier medida legítima, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, encaminada a realizar su derecho inalienable a la libre determinación. La Conferencia considera que la denegación del derecho a la libre determinación constituye una violación de los derechos humanos y subraya la importancia de la realización efectiva de este derecho.

Con arreglo a la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, nada de lo anterior se entenderá en el sentido de que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados soberanos e independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos y estén, por tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción alguna.

3. Se deben adoptar medidas internacionales eficaces para garantizar y vigilar la aplicación de las normas de derechos humanos respecto de los pueblos sometidos a ocupación extranjera, y se debe suministrar una protección jurídica eficaz contra la violación de sus derechos humanos, de conformidad con las normas de derechos humanos del derecho internacional, en particular el Convenio de Ginebra relativo a la protección de las personas civiles en tiempo de guerra, de 12 de agosto de 1949, y otras normas aplicables del derecho humanitario.

4. La promoción y protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales deben ser consideradas como un objetivo prioritario de las Naciones Unidas, de conformidad con sus propósitos y principios, en particular el propósito de la cooperación internacional. En el marco de esos propósitos y principios, la promoción y protección de todos los derechos humanos es una preocupación legítima de la comunidad internacional. Los órganos y organismos especializados relacionados con los derechos humanos deben, por consiguiente, reforzar la coordinación de sus actividades tomando como base la aplicación consecuente y objetiva de los instrumentos internacionales de derechos humanos.

5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales.

6. Los esfuerzos del sistema de las Naciones Unidas por lograr el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos contribuyen a la estabilidad y el bienestar necesarios para que haya relaciones de paz y amistad entre las naciones y para que mejoren las condiciones para la paz y la seguridad, así como para el desarrollo económico y social, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

7. Los procesos de promoción y protección de los derechos humanos deben desarrollarse de conformidad con los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones Unidas y con el derecho internacional.

8. La democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente. La democracia se basa en la voluntad del pueblo, libremente expresada, para determinar su propio régimen político, económico, social y cultural, y en su plena participación en todos los aspectos de la vida. En este contexto, la promoción y protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional deben ser universales y llevarse a cabo de modo incondicional. La comunidad internacional debe apoyar el fortalecimiento y la promoción de la democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en el mundo entero.

9. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera que la comunidad internacional debe apoyar a los países menos adelantados que han optado por el proceso de democratización y reforma económica, muchos de los cuales se encuentran en Africa, a fin de que realicen con éxito su transición a la democracia y su desarrollo económico.

10. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho al desarrollo, según se proclama en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, como derecho universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales.

Como se dice en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, la persona humana es el sujeto central del desarrollo.

El desarrollo propicia el disfrute de todos los derechos humanos, pero la falta de desarrollo no puede invocarse como justificación para limitar los derechos humanos internacionalmente reconocidos.

Los Estados deben cooperar mutuamente para lograr el desarrollo y eliminar los obstáculos al desarrollo. La comunidad internacional debe propiciar una cooperación internacional eficaz para la realización del derecho al desarrollo y la eliminación de los obstáculos al desarrollo.

El progreso duradero con miras a la aplicación del derecho al desarrollo requiere políticas eficaces de desarrollo en el plano nacional, así como relaciones económicas equitativas y un entorno económico favorable en el plano internacional.

11. El derecho al desarrollo debe realizarse de manera que satisfaga equitativamente las necesidades en materia de desarrollo y medio ambiente de las generaciones actuales y futuras. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que el vertimiento ilícito de sustancias y desechos tóxicos y peligrosos puede constituir una amenaza grave para el derecho de todos a la vida y la salud.

Por consiguiente, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos hace un llamamiento a todos los Estados para que aprueben y apliquen rigurosamente las convenciones existentes en materia de vertimiento de productos y desechos tóxicos y peligrosos y cooperen en la prevención del vertimiento ilícito.

Todos tienen derecho a disfrutar del progreso científico y de sus aplicaciones. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos toma nota de que ciertos adelantos, especialmente en la esfera de las ciencias biomédicas y biológicas, así como en la esfera de la informática, pueden tener consecuencias adversas para la integridad, la dignidad y los derechos humanos del individuo y pide la cooperación internacional para velar por el pleno respeto de los derechos humanos y la dignidad de la persona en esta esfera de interés universal.

12. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos exhorta a la comunidad internacional a que haga cuanto pueda por aliviar la carga de la deuda externa de los países en desarrollo a fin de complementar los esfuerzos que despliegan los gobiernos de esos países para realizar plenamente los derechos económicos, sociales y culturales de sus pueblos.

13. Es indispensable que los Estados y las organizaciones internacionales, en cooperación con las organizaciones no gubernamentales, creen condiciones favorables, en los planos nacional, regional e internacional, para el disfrute pleno y efectivo de los derechos humanos. Los Estados deben eliminar todas las violaciones de los derechos humanos y sus causas, así como los obstáculos que se opongan a la realización de esos derechos.

14. La generalización de la pobreza extrema inhibe el pleno y eficaz disfrute de los derechos humanos; la comunidad internacional debe seguir dando un alto grado de prioridad a su inmediato alivio y su ulterior eliminación.

15. El respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales sin distinción alguna es una regla fundamental de las normas internacionales de derechos humanos. La pronta y amplia eliminación de todas las formas de racismo y discriminación racial, de la xenofobia y de otras manifestaciones conexas de intolerancia es una tarea prioritaria de la comunidad internacional. Los gobiernos deben adoptar medidas eficaces para prevenirlas y combatirlas. Los grupos, instituciones, organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, así como los particulares, deben intensificar sus esfuerzos por cooperar entre sí y coordinar sus actividades contra esos males.

16. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra los progresos realizados en el desmantelamiento del apartheid y pide a la comunidad internacional y al sistema de las Naciones Unidas que presten ayuda en este proceso.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos deplora, por otra parte, los persistentes actos de violencia encaminados a frustrar el desmantelamiento del apartheid por medios pacíficos.

17. Los actos, métodos y prácticas terroristas en todas sus formas y manifestaciones, así como los vínculos existentes en algunos países con el tráfico de drogas, son actividades orientadas hacia la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia, amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizan a gobiernos legítimamente constituidos. La comunidad internacional debe tomar las medidas oportunas para reforzar su cooperación a fin de prevenir y combatir el terrorismo.

18. Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales. La plena participación, en condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica, social y cultural en los planos nacional, regional e internacional y la erradicación de todas las formas de discriminación basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comunidad internacional.

La violencia y todas las formas de acoso y explotación sexuales, en particular las derivadas de prejuicios culturales y de la trata internacional de personas son incompatibles con la dignidad y la valía de la persona humana y deben ser eliminadas. Esto puede lograrse con medidas legislativas y con actividades nacionales y cooperación internacional en esferas tales como el desarrollo económico y social, la educación, la atención a la maternidad y a la salud y el apoyo social.

La cuestión de los derechos humanos de la mujer debe formar parte integrante de las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas, en particular la promoción de todos los instrumentos de derechos humanos relacionados con la mujer.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos, las instituciones intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales a que intensifiquen sus esfuerzos en favor de la protección y promoción de los derechos humanos de la mujer y de la niña.

19. Considerando la importancia de las actividades de promoción y protección de los derechos de las personas pertenecientes a minorías y la contribución de esas actividades a la estabilidad política y social de los Estados en que viven esas personas.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma la obligación de los Estados de velar por que las personas pertenecientes a minorías puedan ejercer plena y eficazmente todos los derechos humanos y las libertades fundamentales sin discriminación alguna y en condiciones de total igualdad ante la ley, de conformidad con la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas.

Las personas pertenecientes a minorías tienen derecho a su propia cultura, a profesar y practicar su religión y a emplear su propio idioma en público y en privado, con toda libertad y sin injerencia ni discriminación alguna.

20. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la dignidad intrínseca y la incomparable contribución de las poblaciones indígenas al desarrollo y al pluralismo de la sociedad y reitera firmemente la determinación de la comunidad internacional de garantizarles el bienestar económico, social y cultural y el disfrute de los beneficios de un desarrollo sostenible. Los Estados deben garantizar la total y libre participación de las poblaciones indígenas en todos los aspectos de la sociedad, en particular en las cuestiones que les conciernan. Considerando la importancia de las actividades de promoción y protección de los derechos de las poblaciones indígenas y la contribución de esas actividades a la estabilidad política y social de los Estados en que viven esos pueblos, los Estados deben tomar medidas positivas concertadas, acordes con el derecho internacional, a fin de garantizar el respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las poblaciones indígenas, sobre la base de la igualdad y la no discriminación, y reconocer el valor y la diversidad de sus diferentes identidades, culturas y sistemas de organización social.

21. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la pronta ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño por un gran número de Estados y tomando nota de que en la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño y en el Plan de Acción adoptados por la Cumbre Mundial en favor de la Infancia se reconocen los derechos humanos del niño, encarece la ratificación universal de la Convención para 1995 y su efectiva aplicación por los Estados Partes mediante la adopción de todas las medidas legislativas, administrativas o de otro tipo necesarias, y la asignación del máximo posible de recursos disponibles. La no discriminación y el interés superior del niño deben ser consideraciones primordiales en todas las actividades que conciernan a la infancia, teniendo debidamente en cuenta la opinión de los propios interesados. Deben reforzarse los mecanismos y programas nacionales e internacionales de defensa y protección de los niños, en particular las niñas, los niños abandonados, los niños de la calle y los niños explotados económica y sexualmente, incluidos los utilizados en la pornografía y la prostitución infantil o la venta de órganos, los niños víctimas de enfermedades, en particular el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, los niños refugiados y desplazados, los niños detenidos, los niños en situaciones de conflicto armado y los niños víctimas del hambre y la sequía o de otras calamidades. Deben fomentarse la cooperación y la solidaridad internacionales en apoyo de la aplicación de la Convención y los derechos del niño deben ser prioritarios en toda actividad del sistema de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya asimismo que el pleno y armonioso desarrollo de la personalidad del niño exige que éste crezca en un entorno familiar, que merece, por lo tanto, una mayor protección.

22. Es menester prestar especial atención a la no discriminación y al disfrute, en igualdad de condiciones, por parte de los discapacitados de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, incluida su participación activa en todos los aspectos de la sociedad.

23. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que toda persona, sin distinción alguna, tiene derecho, en caso de persecución, a buscar asilo y a disfrutar de él en otros países, así como a regresar a su propio país. A este respecto, destaca la importancia de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados, su Protocolo de 1967 y los instrumentos regionales. Expresa su reconocimiento a los Estados que siguen admitiendo y acogiendo en sus territorios a un gran número de refugiados y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados por la dedicación que muestra en la realización de su tarea. También expresa su reconocimiento al Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina en el Cercano Oriente.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que las violaciones manifiestas de los derechos humanos, en particular las cometidas en los conflictos armados, son uno de los múltiples y complejos factores que conducen al desplazamiento de las personas.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que, en vista de la complejidad de la crisis mundial de refugiados, es necesario que, con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, a los instrumentos internacionales pertinentes y a la solidaridad internacional, y a fin de repartir la carga, la comunidad internacional adopte un planteamiento global en coordinación y cooperación con los países interesados y las organizaciones competentes, teniendo presente el mandato del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados. Dicho planteamiento debe comprender la formulación de estrategias para abordar las causas profundas y los efectos de los movimientos de refugiados y otras personas desplazadas, la mejora de la preparación para situaciones de emergencia y de los mecanismos de respuesta, la concesión de una protección y asistencia eficaces, teniendo presente las necesidades especiales de las mujeres y los niños, así como el logro de soluciones duraderas, preferentemente mediante la repatriación voluntaria en condiciones de seguridad y dignidad, incluidas soluciones como las adoptadas por las conferencias internacionales sobre refugiados. La Conferencia subraya la responsabilidad de los Estados, particularmente en lo que se refiere a los países de origen.

A la luz del planteamiento global, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos recalca la importancia de que se preste atención especial, en particular a través de las organizaciones intergubernamentales y humanitarias, y se den soluciones duraderas a las cuestiones relacionadas con las personas desplazadas dentro de su país, incluidos el regreso voluntario en condiciones de seguridad y la rehabilitación.

De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho humanitario, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos destaca asimismo la importancia y la necesidad de la asistencia humanitaria a las víctimas de todos los desastres, naturales o producidos por el hombre.

24. Debe darse gran importancia a la promoción y protección de los derechos humanos de las personas pertenecientes a grupos que han pasado a ser vulnerables, en particular los trabajadores migratorios, a la eliminación de todas las formas de discriminación contra ellos y al fortalecimiento y la aplicación más eficaz de los instrumentos de derechos humanos. Los Estados tienen la obligación de adoptar y mantener medidas adecuadas en el plano nacional, en particular en materia de educación, salud y apoyo social, para promover y proteger los derechos de los sectores vulnerables de su población y asegurar la participación de las personas pertenecientes a esos sectores en la búsqueda de una solución a sus problemas.

25. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos afirma que la pobreza extrema y la exclusión social constituyen un atentado contra la dignidad humana y que urge tomar medidas para comprender mejor la pobreza extrema y sus causas, en particular las relacionadas con el problema del desarrollo, a fin de promover los derechos humanos de los más pobres, poner fin a la pobreza extrema y a la exclusión social y favorecer el goce de los frutos del progreso social. Es indispensable que los Estados favorezcan la participación de los más pobres en las decisiones adoptadas por la comunidad en que viven, la promoción de los derechos humanos y la lucha contra la pobreza extrema.

26. Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra el progreso alcanzado en la codificación de los instrumentos de derechos humanos, que constituye un proceso dinámico y evolutivo, e insta a la ratificación universal de los tratados de derechos humanos. Se pide encarecidamente a todos los Estados que se adhieran a esos instrumentos internacionales; se exhorta a todos los Estados a que en lo posible se abstengan de formular reservas.

27. Cada Estado debe prever un marco de recursos eficaces para reparar las infracciones o violaciones de los derechos humanos. La administración de justicia, en particular los organismos encargados de hacer cumplir la ley y del enjuiciamiento así como un poder judicial y una abogacía independientes, en plena conformidad con las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, son de importancia decisiva para la cabal realización de los derechos humanos sin discriminación alguna y resultan indispensables en los procesos de democratización y desarrollo sostenible. En este contexto, las instituciones que se ocupan de la administración de justicia deben estar adecuadamente financiadas, y la comunidad internacional debe prever un nivel más elevado de asistencia técnica y financiera. Incumbe a las Naciones Unidas establecer con carácter prioritario programas especiales de servicios de asesoramiento para lograr así una administración de justicia fuerte e independiente.

28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos expresa su consternación ante las violaciones masivas de los derechos humanos, especialmente el genocidio, la "limpieza étnica" y la violación sistemática de mujeres en situaciones de guerra, lo que da lugar al éxodo en masa de refugiados y personas desplazadas. Condena firmemente esas prácticas odiosas y reitera su llamamiento para que se castigue a los autores de esos crímenes y se ponga fin inmediatamente a esas prácticas.

29. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta su grave preocupación ante las persistentes violaciones de los derechos humanos en todas las regiones del mundo, en contravención de las normas de los instrumentos internacionales de derechos humanos y del derecho humanitario internacional, y ante la falta de recursos eficaces para las víctimas.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos está hondamente preocupada por las violaciones de los derechos humanos durante los conflictos armados, que afectan a la población civil, en particular a las mujeres, los niños, los ancianos y los discapacitados. Por consiguiente, la Conferencia exhorta a los Estados y a todas las partes en los conflictos armados a que observan estrictamente el derecho humanitario internacional, establecido en los Convenios de Ginebra de 1949 y en otras reglas y principios del derecho internacional, así como las normas mínimas de protección de los derechos humanos enunciadas en convenciones internacionales.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho de las víctimas a ser asistidas por las organizaciones humanitarias, establecido en los Convenios de Ginebra de 1949 y en otros instrumentos pertinentes de derecho humanitario internacional, y pide que se tenga acceso a esa asistencia con rapidez y seguridad.

30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta asimismo su consternación y su condena porque en distintas regiones del mundo se siguen cometiendo violaciones manifiestas y sistemáticas de los derechos humanos y se siguen produciendo situaciones que obstaculizan seriamente el pleno disfrute de todos los derechos humanos. Esas violaciones y obstáculos, además de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, incluyen las ejecuciones sumarias y arbitrarias, las desapariciones, las detenciones arbitrarias, el racismo en todas sus formas, la discriminación racial y el apartheid, la ocupación y dominación extranjeras, la xenofobia, la pobreza, el hambre y otras denegaciones de los derechos económicos, sociales y culturales, la intolerancia religiosa, el terrorismo, la discriminación contra la mujer y el atropello de las normas jurídicas.

31. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a los Estados que se abstengan de adoptar medidas unilaterales contrarias al derecho internacional y la Carta de las Naciones Unidas que creen obstáculos a las relaciones comerciales entre los Estados e impidan la realización plena de los derechos enunciados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para su salud y bienestar, incluidas la alimentación y la atención de la salud, la vivienda y los servicios sociales necesarios. La Conferencia afirma que la alimentación no debe utilizarse como instrumento de presión política.

32. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma la importancia de garantizar la universalidad, objetividad y no selectividad del examen de las cuestiones de derechos humanos.

33. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera el deber de los Estados, explicitado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales de derechos humanos, de encauzar la educación de manera que se fortalezca el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La Conferencia destaca la importancia de incorporar la cuestión de los derechos humanos en los programas de educación y pide a los Estados que procedan en consecuencia. La educación debe fomentar la comprensión, la tolerancia, la paz y las relaciones de amistad entre las naciones y entre los grupos raciales o religiosos y apoyar el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas encaminadas al logro de esos objetivos. En consecuencia, la educación en materia de derechos humanos y la difusión de información adecuada, sea de carácter teórico o práctico, desempeñan un papel importante en la promoción y el respeto de los derechos humanos de todas las personas sin distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión y debe integrarse en las políticas educativas en los planos nacional e internacional. La Conferencia observa que la falta de recursos y las inadecuaciones institucionales pueden impedir el inmediato logro de estos objetivos.

34. Deben desplegarse mayores esfuerzos para ayudar a los países que lo soliciten a crear condiciones en virtud de las cuales cada persona pueda disfrutar de los derechos humanos y las libertades fundamentales universales. Se insta a los gobiernos, al sistema de las Naciones Unidas y a otras organizaciones multilaterales a que aumenten considerablemente los recursos asignados a programas encaminados al establecimiento y fortalecimiento de la legislación, las instituciones y las infraestructuras nacionales que defiendan el imperio de la ley y la democracia, propicien la participación electoral, promuevan la capacitación, la enseñanza y la educación en materia de derechos humanos, incrementen la participación popular y fortalezcan la sociedad civil.

Se deben fortalecer y hacer más eficientes y transparentes los programas de servicios de asesoramiento y de cooperación técnica del Centro de Derechos Humanos como medio de contribuir al mayor respeto de los derechos humanos. Se pide a los Estados que aumenten sus aportaciones a esos programas, tanto mediante la promoción de asignaciones mayores con cargo al presupuesto ordinario de las Naciones Unidas como por medio de contribuciones voluntarias.

35. La plena y efectiva ejecución de las actividades de promoción y protección de los derechos humanos de las Naciones Unidas debe reflejar la gran importancia que se atribuye a los derechos humanos en la Carta de las Naciones Unidas, así como las condiciones en que deben realizarse las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas, según el mandato conferido por los Estados Miembros. A tal fin, se deben proporcionar a las Naciones Unidas más recursos para sus actividades de derechos humanos.

36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el importante y constructivo papel que desempeñan las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, en particular en lo que respecta a su capacidad para asesorar a las autoridades competentes y a su papel en la reparación de las violaciones de los derechos humanos, la divulgación de información sobre esos derechos y la educación en materia de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide que se creen o refuercen instituciones nacionales, teniendo en cuenta los "Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales" y reconociendo que cada Estado tiene derecho a elegir el marco que mejor se adapte a sus necesidades nacionales específicas.

37. Los acuerdos regionales desempeñan un papel fundamental en la promoción y protección de los derechos humanos y deben reforzar las normas universales de derechos humanos contenidas en los instrumentos internacionales y su protección. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya los esfuerzos que se llevan a cabo para fortalecer esos acuerdos e incrementar su eficacia, al tiempo que subraya la importancia que tiene la cooperación con las Naciones Unidas en sus actividades de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera la necesidad de estudiar la posibilidad de establecer, donde aún no existan, acuerdos regionales o subregionales para la promoción y protección de los derechos humanos.

38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importante función que cumplen las organizaciones no gubernamentales en la promoción de todos los derechos humanos y en las actividades humanitarias a nivel nacional, regional e internacional. La Conferencia aprecia la contribución de esas organizaciones a la tarea de acrecentar el interés público en las cuestiones de derechos humanos, a las actividades de enseñanza, capacitación e investigación en ese campo y a la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Si bien reconoce que la responsabilidad primordial por lo que respecta a la adopción de normas corresponde a los Estados, la Conferencia también aprecia la contribución que las organizaciones no gubernamentales aportan a ese proceso. A este respecto, la Conferencia subraya la importancia de que prosigan el diálogo y la cooperación entre gobiernos y organizaciones no gubernamentales. Las organizaciones no gubernamentales y los miembros de esas organizaciones que tienen una genuina participación en la esfera de los derechos humanos deben disfrutar de los derechos y las libertades reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, y de la protección de las leyes nacionales. Esos derechos y libertades no pueden ejercerse en forma contraria a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. Las organizaciones no gubernamentales deben ser dueñas de realizar sus actividades de derechos humanos sin injerencias, en el marco de la legislación nacional y de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, haciendo hincapié en la importancia de disponer de información objetiva, responsable e imparcial sobre cuestiones humanitarias y de derechos humanos, pide una mayor participación de los medios de información, a los que la legislación nacional debe garantizar libertad y protección. 

II

A. Aumento de la coordinación en la esfera de los derechos humanos dentro del sistema de las Naciones Unidas
1. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda el aumento de la coordinación en apoyo de los derechos humanos y las libertades fundamentales dentro del sistema de las Naciones Unidas. Con este fin, la Conferencia insta a todos los órganos y organismos de las Naciones Unidas y a los organismos especializados cuyas actividades guardan relación con los derechos humanos a que cooperen con miras a fortalecer, racionalizar y simplificar sus actividades, teniendo en cuenta la necesidad de evitar toda duplicación innecesaria. La Conferencia recomienda también al Secretario General que en sus reuniones anuales los altos funcionarios de los órganos y organismos especializados pertinentes de las Naciones Unidas, además de coordinar sus actividades, evalúen los efectos de sus estrategias y políticas sobre el disfrute de todos los derechos humanos.

2. Además, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a las organizaciones regionales y a las principales instituciones financieras y de desarrollo internacionales y regionales que evalúen también los efectos de sus políticas y programas sobre el disfrute de los derechos humanos.

3. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que los organismos especializados y los órganos e instituciones pertinentes del sistema de las Naciones Unidas, así como otras organizaciones intergubernamentales cuyas actividades guardan relación con los derechos humanos desempeñan un papel esencial en la formulación, promoción y aplicación de normas de derechos humanos, dentro de sus respectivos mandatos, y que esos organismos, órganos e instituciones deben tener en cuenta los resultados de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en sus respectivas esferas de competencia.

4. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda vivamente que se haga un esfuerzo concertado para alentar y facilitar la ratificación de los tratados y protocolos de derechos humanos adoptados en el marco del sistema de las Naciones Unidas, y la adhesión a ellos, o la sucesión en los mismos, con el propósito de conseguir su aceptación universal. En consulta con los órganos establecidos en virtud de tratados, el Secretario General debe estudiar la posibilidad de iniciar un diálogo con los Estados que no se hayan adherido a esos tratados de derechos humanos, a fin de determinar los obstáculos que se oponen a ello y de buscar los medios para superarlos.

5. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta a los Estados a que consideren la posibilidad de limitar el alcance de cualquier reserva que hagan a cualquier instrumento internacional de derechos humanos, a que formulen tales reservas con la mayor precisión y estrictez posibles, a que procuren que ninguna reserva sea incompatible con el objeto y propósito del tratado correspondiente y a que reconsideren regularmente cualquier reserva que hayan hecho, con miras a retirarla.

6. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, reconociendo la necesidad de mantener un marco normativo acorde con la elevada calidad de las normas internacionales vigentes y de evitar la proliferación de instrumentos de derechos humanos, reafirma las directrices relativas a la elaboración de nuevos instrumentos internacionales que figuran en la resolución 41/120 de la Asamblea General de 4 de diciembre de 1986 y pide a los órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas que, cuando consideren la posibilidad de elaborar nuevas normas internacionales, tomen en cuenta dichas directrices, consulten con los órganos de derechos humanos creados en virtud de tratados acerca de la necesidad de elaborar nuevas normas y pidan a la Secretaría que haga un examen técnico de los nuevos instrumentos propuestos.

7. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que, si es necesario, se destinen funcionarios de derechos humanos a las oficinas regionales de las Naciones Unidas, con el propósito de difundir información y ofrecer capacitación y otra asistencia técnica en la esfera de los derechos humanos a solicitud de los Estados Miembros interesados. Se deben organizar cursos de capacitación sobre derechos humanos destinados a los funcionarios internacionales a los que se encomienden tareas relacionadas con esos derechos.

8. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con beneplácito, como una iniciativa positiva, la celebración de períodos extraordinarios de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos e insta a los órganos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas a que consideren otros medios de respuesta a situaciones críticas de derechos humanos.

Recursos
9. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, preocupada por la creciente disparidad entre las actividades del Centro de Derechos Humanos y los recursos humanos, financieros y de otra índole de que se dispone para llevarlas a efecto, y habida cuenta de los recursos que se necesitan para otros programas importantes de las Naciones Unidas, pide al Secretario General y a la Asamblea General que adopten de inmediato medidas para aumentar considerablemente los recursos asignados al programa de derechos humanos con cargo a los presupuestos ordinarios de las Naciones Unidas para el período actual y los períodos futuros, y adopten con urgencia medidas para obtener más recursos de carácter extrapresupuestario.

10. En este marco, deberá asignarse directamente al Centro de Derechos Humanos una mayor proporción de recursos del presupuesto ordinario para sufragar sus costos y todos los demás costos de que se hace cargo, incluidos los que corresponden a los órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas. Ese incremento del presupuesto deberá complementarse mediante contribuciones voluntarias para financiar las actividades de cooperación técnica del Centro; la Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide que se hagan contribuciones generosas a los fondos fiduciarios ya existentes.

11. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General y a la Asamblea General que proporcionen suficientes recursos humanos, financieros y de otra índole al Centro de Derechos Humanos para que pueda realizar sus actividades en forma eficaz, eficiente y rápida.

12. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, observando la necesidad de que se disponga de recursos humanos y financieros para llevar a cabo las actividades de derechos humanos, conforme al mandato conferido por los órganos intergubernamentales, insta al Secretario General, de conformidad con el Artículo 101 de la Carta de las Naciones Unidas, y a los Estados Miembros a que adopten criterios coherentes con objeto de lograr que se asigne a la Secretaría un volumen de recursos que corresponda a la ampliación de sus mandatos. La Conferencia invita al Secretario General a que considere si será necesario o útil modificar los procedimientos del ciclo presupuestario a fin de asegurar la realización oportuna y eficaz de las actividades de derechos humanos conforme al mandato conferido por los Estados Miembros.

Centro de Derechos Humanos
13. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recalca la importancia de fortalecer el Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

14. El Centro de Derechos Humanos debe desempeñar una importante función coordinando la labor de todo el sistema en materia de derechos humanos. La mejor forma de lograr que el Centro desempeñe su función de coordinación consistirá en dejar que coopere plenamente con otros órganos y organismos de las Naciones Unidas. La función de coordinación del Centro de Derechos Humanos requiere también que se fortalezca su oficina en Nueva York.

15. Deben proporcionarse al Centro de Derechos Humanos medios suficientes para el sistema de relatores temáticos y por países, expertos, grupos de trabajo y órganos creados en virtud de tratados. El examen de la aplicación de las recomendaciones debe convertirse en una cuestión prioritaria para la Comisión de Derechos Humanos.

16. El Centro de Derechos Humanos debe asumir un papel más importante en la promoción de los derechos humanos. Se puede dar forma a este papel mediante la cooperación con los Estados Miembros y la ampliación de los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica. Los fondos voluntarios existentes deberán incrementarse de manera considerable para alcanzar estos fines y administrarse en forma más eficiente y coordinada. Todas las actividades deben realizarse con arreglo a normas estrictas y transparentes de gestión de proyectos, y habrá que llevar a cabo evaluaciones periódicas de los diversos programas y proyectos. Con este fin, deberán presentarse con regularidad los resultados de dichas evaluaciones y demás información pertinente. En particular, el Centro debe organizar al menos una vez por año reuniones de información abiertas a la participación de todos los Estados Miembros y todas las organizaciones que participan directamente en esos proyectos y programas.

Adaptación y fortalecimiento del mecanismo de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos, incluida la cuestión de la creación de un cargo de Alto Comisario de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

17. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la necesidad de adaptar constantemente el mecanismo de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos a las necesidades actuales y futuras de promoción y protección de los derechos humanos, como se refleja en la presente Declaración, en el marco de un desarrollo equilibrado y sostenible para todos. En particular, los órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas deben mejorar su coordinación, eficiencia y eficacia.

18. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a la Asamblea General que, al examinar el informe de la Conferencia en su cuadragésimo octavo período de sesiones, estudie con carácter prioritario la cuestión de la creación de un cargo de Alto Comisario para los Derechos Humanos, con miras a la promoción y protección de todos los derechos humanos.

B. Igualdad, dignidad y tolerancia
1. Racismo, discriminación racial, xenofobia y otras formas de intolerancia
19. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos considera que la eliminación del racismo y la discriminación racial, en particular en sus formas institucionalizadas como el apartheid o las resultantes de doctrinas de superioridad o exclusividad racial o las formas y manifestaciones contemporáneas de racismo, es un objetivo primordial de la comunidad internacional y un programa mundial de promoción de los derechos humanos. Los órganos y organismos de las Naciones Unidas deben redoblar sus esfuerzos para aplicar un programa de acción relativo al Tercer Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial y cumplir las nuevas tareas que se les encomienden con ese fin. La Conferencia pide encarecidamente a la comunidad internacional que contribuya con generosidad al Fondo Fiduciario del Programa para el Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial.

20. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos exhorta a todos los gobiernos a que adopten medidas inmediatas y elaboren políticas firmes para prevenir y combatir todas las formas de racismo, xenofobia o manifestaciones análogas de intolerancia, de ser necesario mediante la promulgación de leyes apropiadas, incluidas medidas penales, y a través de la creación de instituciones nacionales para combatir tales fenómenos.

21. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra la decisión de la Comisión de Derechos Humanos de designar un relator especial que examine la cuestión de las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y manifestaciones análogas de intolerancia. La Conferencia hace también un llamamiento a todos los Estados Partes en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial para que consideren la posibilidad de hacer la declaración prevista en el artículo 14 de la Convención.

22. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los gobiernos que, en cumplimiento de sus obligaciones internacionales y teniendo debidamente en cuenta sus respectivos sistemas jurídicos, adopten las medidas apropiadas para hacer frente a la intolerancia y otras formas análogas de violencia fundadas en la religión o las convicciones, en particular las prácticas de discriminación contra la mujer y la profanación de lugares religiosos, reconociendo que todo individuo tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, de expresión y de religión. La Conferencia invita asimismo a todos los Estados a que pongan en práctica las disposiciones de la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones.

23. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya que todas las personas que cometan o autoricen actos delictivos relacionados con la limpieza étnica son responsables a título personal de esas violaciones de los derechos humanos, y que la comunidad internacional debe hacer todo lo posible para entregar a la justicia a los que sean jurídicamente responsables de las mismas.

24. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los Estados que, individual y colectivamente, adopten medidas inmediatas para luchar contra la limpieza étnica y acabar con ella sin demora. Las víctimas de la abominable práctica de la limpieza étnica tienen derecho a entablar los recursos efectivos que correspondan.

2. Personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas
25. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a la Comisión de Derechos Humanos que examine los medios de promover y proteger eficazmente los derechos de las personas pertenecientes a minorías enunciadas en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas. En este contexto, la Conferencia pide al Centro de Derechos Humanos que, como parte de su programa de servicios de asesoramiento y asistencia técnica, proporcione a los gobiernos que lo soliciten servicios de expertos en cuestiones relativas a las minorías y los derechos humanos, así como a la prevención y solución de controversias, para ayudarlos a resolver las situaciones relativas a las minorías que existan o que puedan surgir.

26. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados y a la comunidad internacional a promover y proteger los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas de conformidad con la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas.

27. Las medidas que deben adoptarse, abarcarán, cuando proceda, la facilitación de la plena participación de esas minorías en todos los aspectos de la vida política, económica, social, religiosa y cultural de la sociedad y en el progreso y el desarrollo económicos de su país.

Poblaciones indígenas

28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías que, en su 11º período de sesiones, complete el proyecto de declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas.

29. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Comisión de Derechos Humanos examine la posibilidad de renovar y actualizar el mandato del Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas una vez completado el proyecto de declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas.

30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda también que los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del sistema de las Naciones Unidas respondan positivamente a las peticiones de asistencia de los Estados que redunden en beneficio directo de las poblaciones indígenas. La Conferencia recomienda además que se pongan a disposición del Centro de Derechos Humanos recursos de personal y financieros suficientes como parte del fortalecimiento de las actividades del Centro conforme a lo previsto en el presente documento.

31. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados a que velen por la plena y libre participación de las poblaciones indígenas en todos los aspectos de la sociedad, en particular en las cuestiones que les interesen.

32. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a la Asamblea General que proclame un decenio internacional de las poblaciones indígenas del mundo que comience en enero de 1994 y comprenda programas orientados a la acción definidos de común acuerdo con las poblaciones indígenas. Debe establecerse con este fin un fondo fiduciario voluntario. En el marco de dicho decenio deberá considerarse la creación de un foro permanente para las poblaciones indígenas en el sistema de las Naciones Unidas.

Trabajadores migratorios

33. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que garanticen la protección de los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

34. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos asigna particular importancia a la creación de condiciones que promuevan una mayor armonía y tolerancia entre los trabajadores migratorios y el resto de la sociedad del Estado en que residen.

35. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos invita a los Estados a que consideren la posibilidad de firmar y ratificar lo antes posible la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

3. La igualdad de condición y los derechos humanos de la mujer
36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide encarecidamente que se conceda a la mujer el pleno disfrute en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y que ésta sea una prioridad para los gobiernos y para las Naciones Unidas. La Conferencia subraya también la importancia de la integración y la plena participación de la mujer, como agente y beneficiaria, en el proceso de desarrollo, y reitera los objetivos fijados sobre la adopción de medidas globales en favor de la mujer con miras a lograr el desarrollo sostenible y equitativo previsto en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo y en el capítulo 24 del Programa 21 aprobado por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo.

37. La igualdad de condición de la mujer y sus derechos humanos deben integrarse en las principales actividades de todo el sistema de las Naciones Unidas. Todos los órganos y mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas deben tratar estas cuestiones en forma periódica y sistemática. En particular, deben adoptarse medidas para acrecentar la cooperación entre la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer, la Comisión de Derechos Humanos, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, el Fondo de las Naciones Unidas de Desarrollo para la Mujer, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y otros organismos de las Naciones Unidas y para promover una mayor integración de sus objetivos y finalidades. En este contexto, deben fortalecerse la cooperación y la coordinación entre el Centro de Derechos Humanos y la División para el Adelanto de la Mujer.

38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya en especial la importancia de la labor destinada a eliminar la violencia contra la mujer en la vida pública y privada, a eliminar todas las formas de acoso sexual, la explotación y la trata de mujeres, a eliminar los prejuicios sexistas en la administración de la justicia y a erradicar cualesquiera conflictos que puedan surgir entre los derechos de la mujer y las consecuencias perjudiciales de ciertas prácticas tradicionales o costumbres, de prejuicios culturales y del extremismo religioso. La Conferencia pide a la Asamblea General que apruebe el proyecto de declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer e insta a los Estados a que combatan la violencia contra la mujer de conformidad con las disposiciones de la declaración. Las violaciones de los derechos humanos de la mujer en situaciones de conflicto armado constituyen violaciones de los principios fundamentales de los derechos humanos y el derecho humanitario internacionales. Todos los delitos de ese tipo, en particular los asesinatos, las violaciones sistemáticas, la esclavitud sexual y los embarazos forzados, requieren una respuesta especialmente eficaz.

39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, encubiertas o palmarias. Las Naciones Unidas deben promover el objetivo de lograr para el año 2000 la ratificación universal por todos los Estados de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Se debe alentar la búsqueda de soluciones habida cuenta del número particularmente grande de reservas a la Convención. Entre otras cosas, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer debe seguir examinando las reservas a la Convención. Se insta a los Estados a que retiren todas las reservas que sean contrarias al objeto y la finalidad de la Convención o incompatibles con el derecho internacional convencional.

40. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben difundir la información necesaria para que las mujeres puedan hacer un uso más eficaz de los procedimientos de ejecución existentes en sus esfuerzos por lograr la no discriminación y la plena igualdad en el disfrute de los derechos humanos. Deben también adoptarse nuevos procedimientos para reforzar el cumplimiento de los compromisos en favor de la igualdad y los derechos humanos de la mujer. La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer deben examinar rápidamente la posibilidad de introducir el derecho de petición, elaborando un protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la decisión de la Comisión de Derechos Humanos de considerar en su 50º período de sesiones la designación de un relator especial sobre la violencia contra la mujer.

41. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importancia del disfrute por la mujer del más alto nivel de salud física y mental durante toda su vida. En el contexto de la Conferencia Mundial sobre la Mujer y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, así como de la Proclamación de Teherán de 1968, la Conferencia reafirma, sobre la base de la igualdad entre hombres y mujeres, el derecho de la mujer a tener acceso a una atención de salud adecuada y a la más amplia gama de servicios de planificación familiar, así como a la igualdad de acceso a la educación a todos los niveles.

42. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben incluir la cuestión de la condición de la mujer y los derechos humanos de la mujer en sus deliberaciones y conclusiones, utilizando datos concretos desglosados por sexo. Debe alentarse a los Estados a que en sus informes a los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados suministren información sobre la situación de jure y de facto de las mujeres. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos observa con satisfacción que en su 49º período de sesiones la Comisión de Derechos Humanos adoptó la resolución 1993/46, de 8 de marzo de 1993 en la que declaraba que también debía alentarse a hacerlo a los relatores especiales y grupos de trabajo en la esfera de los derechos humanos. La División para el Adelanto de la Mujer debe también tomar medidas en cooperación con otros órganos de las Naciones Unidas, concretamente el Centro de Derechos Humanos, para asegurarse de que en las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas se traten periódicamente las violaciones de los derechos humanos de la mujer, en particular los abusos concretos motivados por su condición femenina. Debe alentarse la capacitación de personal de las Naciones Unidas especializado en derechos humanos y en ayuda humanitaria, con objeto de ayudarlo a reconocer y hacer frente a los abusos de derechos humanos de que es víctima la mujer y a llevar a cabo su trabajo sin prejuicios sexistas.

43. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y organizaciones regionales e internacionales a que faciliten el acceso de la mujer a puestos de dirección y le permitan una mayor participación en la adopción de decisiones. La Conferencia insta a que se adopten nuevas medidas en la Secretaría de las Naciones Unidas para nombrar y ascender a funcionarias, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, e insta a otros órganos principales y subsidiarios de las Naciones Unidas a que garanticen la participación de la mujer en condiciones de igualdad.

44. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la Conferencia Mundial sobre la Mujer que ha de celebrarse en Beijing en 1995, e insta a que los derechos humanos de la mujer ocupen un lugar importante en sus deliberaciones, de conformidad con los temas prioritarios de la Conferencia Mundial sobre la Mujer: igualdad, desarrollo y paz.

4. Derechos del niño 
45. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos reitera el principio de "los niños ante todo" y, a este respecto, subraya la importancia de que se intensifiquen los esfuerzos nacionales e internacionales, especialmente los del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, con objeto de promover el respeto del derecho del niño a la supervivencia, la protección, el desarrollo y la participación.

46. Deben adoptarse medidas a fin de lograr la ratificación universal de la Convención sobre los Derechos del Niño para 1995 y la firma universal de la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño y el Plan de Acción aprobadas en la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia, así como medidas para su eficaz aplicación. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados a que retiren las reservas a la Convención sobre los Derechos del Niño que sean contrarias al objeto y la finalidad de la Convención o incompatibles con el derecho internacional convencional.

47. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los países a que, con el apoyo de la cooperación internacional, pongan en práctica, en el grado máximo que les permitan los recursos de que dispongan, medidas para alcanzar los objetivos establecidos en el Plan de Acción aprobado en la Cumbre Mundial. La Conferencia pide a los Estados que integren la Convención sobre los Derechos del Niño en sus planes nacionales de acción. En esos planes nacionales de acción y en los esfuerzos internacionales debe concederse particular prioridad a la reducción de los índices de mortalidad infantil y mortalidad derivada de la maternidad, a reducir la malnutrición y los índices de analfabetismo y a garantizar el acceso al agua potable y a la enseñanza básica. En todos los casos en que sea necesario deben elaborarse planes de acción nacionales para hacer frente a emergencias devastadoras resultantes de desastres naturales o de conflictos armados y al problema igualmente grave de los niños sumidos en la extrema pobreza.

48. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que, con el apoyo de la cooperación internacional, se ocupen del grave problema de los niños que se enfrentan con circunstancias especialmente difíciles. Deben combatirse activamente la explotación y el abuso de los niños, resolviendo sus causas. Se requieren medidas eficaces contra el infanticidio femenino, el empleo de niños en trabajos peligrosos, la venta de niños y de órganos, la prostitución infantil, la pornografía infantil y otros tipos de abuso sexual.

49. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya todas las medidas de las Naciones Unidas y de sus organismos especializados para asegurar la protección y promoción eficaces de los derechos humanos de las niñas. La Conferencia insta a los Estados a que deroguen leyes y reglamentos en vigor y a que eliminen costumbres y prácticas que sean discriminatorias y perjudiciales para las niñas.

50. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya firmemente la propuesta de que el Secretario General inicie un estudio de los medios para mejorar la protección del niño en los conflictos armados. Deben ponerse en práctica normas humanitarias y adoptarse medidas para proteger y facilitar la asistencia a los niños en las zonas de guerra. Las medidas deben incluir la protección del niño contra el empleo indiscriminado de todo tipo de arma bélica, especialmente de minas antipersonal. La necesidad de atención ulterior y la rehabilitación de los niños traumatizados por la guerra debe examinarse como cuestión de urgencia. La Conferencia pide al Comité de los Derechos del Niño que estudie la cuestión de elevar a 18 años la edad mínima de ingreso en las fuerzas armadas.

51. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que las cuestiones relacionadas con los derechos humanos y la situación de los niños sean periódicamente examinadas y supervisadas por todos los órganos y mecanismos competentes del sistema de las Naciones Unidas y por los órganos de supervisión de los organismos especializados, de conformidad con sus respectivos mandatos.

52. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce el importante papel desempeñado por las organizaciones no gubernamentales en la aplicación efectiva de todos los instrumentos de derechos humanos y, en particular, de la Convención sobre los Derechos del Niño.

53. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que con la asistencia del Centro de Derechos Humanos se dote al Comité de los Derechos del Niño de los medios necesarios para que pueda cumplir rápida y eficazmente su mandato, especialmente en vista del volumen sin precedentes de ratificaciones y de la ulterior presentación de informes nacionales.

5. Derecho a no ser sometido a torturas
54. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra la ratificación de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, por muchos Estados Miembros de las Naciones Unidas e insta a los demás Estados Miembros a que la ratifiquen prontamente.

55. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya que una de las violaciones más atroces de la dignidad humana es el acto de tortura, que destruye esa dignidad de las víctimas y menoscaba la capacidad de las víctimas para reanudar su vida y sus actividades.

56. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que, con arreglo a las normas de derechos humanos y al derecho humanitario, el derecho a no ser sometido a torturas es un derecho que debe ser protegido en toda circunstancia, incluso en situaciones de disturbio o conflicto armado interno o internacional.

57. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta, pues, a todos los Estados a que pongan fin inmediatamente a la práctica de la tortura y erradiquen para siempre este mal mediante la plena aplicación de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de las convenciones pertinentes y, en caso necesario, fortaleciendo los mecanismos existentes. La Conferencia pide a todos los Estados que cooperen plenamente con el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura en el desempeño de su mandato.

58. Debe prestarse especial atención al logro del respeto universal y la aplicación efectiva de los "Principios de ética médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes", aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

59. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos subraya la importancia de adoptar otras medidas concretas en el marco de las Naciones Unidas a fin de prestar asistencia a las víctimas de la tortura y garantizar recursos más eficaces para su rehabilitación física, psicológica y social. Debe concederse gran prioridad a la aportación de los recursos necesarios con este fin, en particular mediante aportaciones adicionales al Fondo de Contribuciones Voluntarias para las Víctimas de la Tortura.

60. Los gobiernos deben derogar la legislación que favorezca la impunidad de los responsables de violaciones graves de los derechos humanos, como la tortura, y castigar esas violaciones, consolidando así las bases para el imperio de la ley.

61. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que los esfuerzos por erradicar la tortura deben concentrarse ante todo en la prevención y pide, por lo tanto, que se adopte rápidamente un protocolo facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, destinado a establecer un sistema preventivo de visitas periódicas a los lugares de detención.

Desapariciones forzadas

62. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la aprobación de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, pide a todos los Estados que adopten eficaces medidas legislativas, administrativas, judiciales y de otra índole para impedir las desapariciones forzadas, acabar con ellas y castigarlas. La Conferencia reafirma que es obligación de todos los Estados, en cualquier circunstancia, emprender una investigación siempre que haya motivos para creer que se ha producido una desaparición forzada en un territorio sujeto a su jurisdicción y, si se confirman las denuncias, enjuiciar a los autores del hecho.

6. Los derechos de las personas discapacitadas
63. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son universales, por lo que comprenden sin reservas a las personas con discapacidades. Todas las personas nacen iguales y tienen el mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al trabajo, a vivir independientemente y a la participación activa en todos los aspectos de la sociedad. Por tanto, cualquier discriminación directa u otro trato discriminatorio negativo de una persona discapacitada es una violación de sus derechos. La Conferencia pide a los gobiernos que, cuando sea necesario, adopten leyes o modifiquen su legislación para garantizar el acceso a estos y otros derechos de las personas discapacitadas.

64. El lugar de las personas discapacitadas está en todas partes. A las personas con discapacidades debe garantizárseles la igualdad de oportunidades mediante la supresión de todos los obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, sociales o psicológicos, que excluyan o restrinjan su plena participación en la sociedad.

65. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, recordando el Programa de Acción Mundial para los Impedidos, aprobado por la Asamblea General en su trigésimo séptimo período de sesiones, pide a la Asamblea General y al Consejo Económico y Social que en sus reuniones de 1993 adopten el proyecto de normas uniformes sobre la igualdad de oportunidades para los impedidos.

C. Cooperación, desarrollo y fortalecimiento de los derechos humanos
66. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se dé prioridad a la adopción de medidas nacionales e internacionales con el fin de promover la democracia, el desarrollo y los derechos humanos.

67. Debe insistirse especialmente en las medidas para ayudar a establecer y fortalecer las instituciones que se ocupan de derechos humanos, afianzar una sociedad civil pluralista y proteger a los grupos que han pasado a ser vulnerables. En este contexto, reviste particular importancia la asistencia, prestada a petición de los gobiernos, para celebrar elecciones libres y con garantías, incluida la asistencia en relación con los aspectos de los derechos humanos de las elecciones y la información acerca de éstas. Igualmente importante es la asistencia que debe prestarse para la consolidación del imperio de la ley, la administración de justicia y la promoción de la libertad de expresión, así como para lograr la participación real y efectiva de la población en los procesos de adopción de decisiones.

68. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya la necesidad de reforzar los servicios de asesoramiento y asistencia técnica que presta el Centro de Derechos Humanos. El Centro debe poner a disposición de los Estados que la soliciten asistencia sobre cuestiones concretas de derechos humanos, incluida la preparación de informes con arreglo a los tratados de derechos humanos y la aplicación de planes coherentes e integrales de acción para la promoción y protección de los derechos humanos. Serán elementos de estos programas el fortalecimiento de las instituciones de defensa de los derechos humanos y de la democracia, la protección jurídica de los derechos humanos, la capacitación de funcionarios y otras personas y una amplia educación e información con el fin de promover el respeto de los derechos humanos.

69. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda encarecidamente que se establezca un programa global en el marco de las Naciones Unidas a fin de ayudar a los Estados en la tarea de elaborar y reforzar estructuras nacionales adecuadas que tengan un impacto directo en la observancia general de los derechos humanos y el imperio de la ley. Ese programa, que ha de ser coordinado por el Centro de Derechos Humanos, deberá proporcionar, previa solicitud del gobierno interesado, la asistencia técnica y financiera necesaria para proyectos nacionales sobre reforma de las instituciones penales y correccionales, formación y capacitación de abogados, jueces y personal de las fuerzas de seguridad en materia de derechos humanos y cualquier otra esfera de actividad que guarde relación con el imperio de la ley. Como parte de ese programa también se deberá facilitar a los Estados la asistencia necesaria para la ejecución de planes de acción destinados a promover y proteger los derechos humanos.

70. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General de las Naciones Unidas que presente a la Asamblea General de las Naciones Unidas propuestas que definan las opciones para el establecimiento, la estructura, las modalidades operacionales y la financiación del programa propuesto.

71. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que cada Estado considere la posibilidad de elaborar un plan de acción nacional en el que se determinen las medidas necesarias para que ese Estado mejore la promoción y protección de los derechos humanos.

72. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que el derecho universal e inalienable al desarrollo, según se establece en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, debe ser realidad y llevarse a la práctica. En este contexto, la Conferencia celebra que la Comisión de Derechos Humanos haya constituido un grupo de trabajo temático sobre el derecho al desarrollo, e insta al Grupo de Trabajo a que, en consulta y en cooperación con otros órganos y organismos del sistema de las Naciones Unidas, formule sin demora, para que las examine prontamente la Asamblea General de las Naciones Unidas, medidas generales y eficaces con objeto de eliminar los obstáculos que se oponen a la aplicación y puesta en práctica de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo y recomiende medios para que todos los Estados disfruten de ese derecho.

73. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se permita a las organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones de base que actúan en la esfera del desarrollo o de los derechos humanos desempeñar un papel importante a nivel nacional e internacional en el debate y en las actividades que guardan relación con el derecho al desarrollo y su realización y, en colaboración con los gobiernos, en todos los aspectos pertinentes de la cooperación para el desarrollo.

74. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y a los organismos e instituciones competentes a que aumenten considerablemente los recursos destinados a fortalecer el ordenamiento jurídico para la protección de los derechos humanos, así como los recursos asignados a las instituciones nacionales que trabajan en esa esfera. Quienes participan en la cooperación para el desarrollo deben tener presentes las relaciones mutuamente complementarias entre el desarrollo, la democracia y los derechos humanos. La cooperación debe basarse en el diálogo y la transparencia. La Conferencia pide también que se establezcan programas amplios, incluidos bancos de datos y personal especializado para el fortalecimiento del imperio de la ley y de las instituciones democráticas.

75. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta a la Comisión de Derechos Humanos a que, en colaboración con el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, siga examinando protocolos facultativos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

76. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se proporcionen más recursos para establecer o fortalecer acuerdos regionales de promoción y protección de los derechos humanos como parte de los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del Centro de Derechos Humanos. Se alienta a los Estados a que soliciten asistencia para actividades de nivel regional y subregional tales como cursillos, seminarios e intercambio de información destinados a reforzar los acuerdos regionales de promoción y protección de los derechos humanos, de conformidad con las normas universales de derechos humanos contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos.

77. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya todas las medidas adoptadas por las Naciones Unidas y sus organismos especializados competentes para garantizar la protección y promoción efectivas de los derechos sindicales, tal como se estipula en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales. La Conferencia pide a todos los Estados que cumplan cabalmente las obligaciones que les imponen a este respecto los instrumentos internacionales.

D. Educación en materia de derechos humanos
78. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos considera que la educación, la capacitación y la información pública en materia de derechos humanos son indispensables para establecer y promover relaciones estables y armoniosas entre las comunidades y para fomentar la comprensión mutua, la tolerancia y la paz.

79. Los Estados deben tratar de eliminar el analfabetismo y deben orientar la educación hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los Estados e instituciones que incluyan los derechos humanos, el derecho humanitario, la democracia y el imperio de la ley como temas de los programas de estudio de todas las instituciones de enseñanza académica y no académica.

80. La educación en materia de derechos humanos debe abarcar la paz, la democracia, el desarrollo y la justicia social, tal como se dispone en los instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos, a fin de lograr la comprensión y sensibilización de todos acerca de los derechos humanos con objeto de afianzar la voluntad de lograr su aplicación a nivel universal.

81. Habida cuenta del Plan de Acción Mundial para la educación en pro de los derechos humanos y la democracia, adoptado en marzo de 1993 por el Congreso internacional sobre la educación en pro de los derechos humanos y la democracia de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, y otros instrumentos de derechos humanos, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados elaboren programas y estrategias específicos para ampliar al máximo el nivel de educación y difusión de información pública en materia de derechos humanos, teniendo particularmente en cuenta los derechos humanos de la mujer.

82. Los gobiernos, con la asistencia de organizaciones intergubernamentales, instituciones nacionales y organizaciones no gubernamentales, deben fomentar una mayor comprensión de los derechos humanos y la tolerancia mutua. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos destaca la importancia de intensificar la Campaña Mundial de Información Pública realizada por las Naciones Unidas. Los gobiernos deben emprender y apoyar actividades de educación en materia de derechos humanos y difundir efectivamente información pública sobre esta cuestión. Los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del sistema de los Estados relacionados con las Naciones Unidas deben poder atender inmediatamente a las solicitudes de actividades educacionales y de formación en la esfera de los derechos humanos y con la educación especial en lo que respecta a las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y en el derecho humanitario así como a su aplicación, destinada a grupos especiales, como fuerzas militares, fuerzas del orden, policía y personal de salud. Debe considerarse la posibilidad de proclamar un decenio de las Naciones Unidas para la educación en materia de derechos humanos a fin de promover, alentar y orientar estas actividades educacionales.

E. Aplicación y métodos de vigilancia
83. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos a que incorporen en su legislación nacional las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y a que refuercen los órganos de la sociedad, las estructuras y las instituciones nacionales que desempeñan una función en la promoción y salvaguardia de los derechos humanos.

84. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se refuercen las actividades y los programas de las Naciones Unidas destinados a responder a las solicitudes de asistencia de los Estados que deseen crear o fortalecer sus propias instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.

85. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta asimismo a que se intensifique la cooperación entre las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, en particular a través del intercambio de información y de experiencias, así como la cooperación con las organizaciones regionales y las Naciones Unidas.

86. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda encarecidamente a este respecto que los representantes de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos convoquen reuniones periódicas auspiciadas por el Centro de Derechos Humanos a fin de examinar los medios de mejorar sus mecanismos y compartir experiencias.

87. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, a las reuniones de presidentes de esos órganos y a las reuniones de los Estados Partes que sigan adoptando medidas para coordinar las múltiples normas y directrices aplicables a la preparación de los informes que los Estados deben presentar en virtud de los respectivos convenios de derechos humanos, y estudien la sugerencia de que se presente un informe global sobre las obligaciones asumidas por cada Estado Parte en un tratado, lo que haría que esos procedimientos fuesen más eficaces y aumentaría su repercusión.

88. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados Partes en instrumentos internacionales de derechos humanos, la Asamblea General y el Consejo Económico y Social consideren la posibilidad de analizar los organismos creados en virtud de tratados de derechos humanos y los diversos mecanismos y procedimientos temáticos con miras a promover una mayor eficiencia y eficacia mediante una mejor coordinación de los distintos órganos, mecanismos y procedimientos, teniendo en cuenta la necesidad de evitar la duplicación y superposición de sus mandatos y tareas.

89. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se lleve a cabo una labor continua de mejora del funcionamiento, incluidas las tareas de supervisión, de los órganos creados en virtud de tratados, teniendo en cuenta las múltiples propuestas formuladas a este respecto, en particular, las de esos órganos y las de las reuniones de sus presidentes. También se debe alentar a los órganos creados en virtud de tratados a que hagan suyo el amplio enfoque nacional adoptado por el Comité de los Derechos del Niño.

90. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados Partes en los tratados de derechos humanos estudien la posibilidad de aceptar todos los procedimientos facultativos para la presentación y el examen de comunicaciones.

91. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos ve con preocupación la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos y apoya los esfuerzos de la Comisión de Derechos Humanos y de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías por examinar todos los aspectos de la cuestión.

92. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Comisión de Derechos Humanos examine la posibilidad de una mejor aplicación a nivel regional e internacional de los instrumentos de derechos humanos existentes, y alienta a la Comisión de Derecho Internacional a continuar sus trabajos relativos a un tribunal penal internacional.

93. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos hace un llamamiento a los Estados que aún no lo hayan hecho para que se adhieran a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus Protocolos y adopten todas las medidas apropiadas a nivel interno, incluidas medidas legislativas, para lograr su plena aplicación.

94. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda la rápida finalización y aprobación del proyecto de declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.

95. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya la importancia de preservar y fortalecer el sistema de procedimientos especiales, relatores, representantes, expertos y grupos de trabajo de la Comisión de Derechos Humanos, así como de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, a fin de que puedan llevar a cabo sus mandatos en todos los países del mundo, proporcionándoles los recursos humanos y financieros que sean necesarios. Estos procedimientos y mecanismos deberían poder armonizar y racionalizar su trabajo por medio de reuniones periódicas. Se pide a todos los Estados que cooperen plenamente con estos procedimientos y mecanismos.

96. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que las Naciones Unidas asuman un papel más activo en la promoción y protección de los derechos humanos para asegurar el pleno respeto del derecho humanitario internacional en todas las situaciones de conflicto armado, de conformidad con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas.

97. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, reconociendo la importante función que cumplen los componentes de derechos humanos de determinados acuerdos relativos a operaciones de las Naciones Unidas de mantenimiento de la paz, recomienda que el Secretario General tenga en cuenta la capacidad de presentación de informes, la experiencia y los conocimientos del Centro de Derechos Humanos y de los mecanismos de derechos humanos, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

punto 9 .-  Pacto Internacional de los DESC  señala: 
Artículo 2
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 4
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática.

Artículo 5
1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él.

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.

 Protocolo de San Salvador” señala: 

Artículo 1. 
Obligación de Adoptar Medidas 

Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo. 
Artículo 2 

Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos. 

Artículo 3 

Obligación de no Discriminación 

Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 4 

No Admisión de Restricciones 

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, a pretexto de que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

Artículo 5 

Alcance de las Restricciones y Limitaciones 

Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no contradigan el propósito y razón de los mismos. 

10.- Sustentación del Congresista  Henry Pease García, presidente de la Comisión de Constitución y Acusaciones Constitucionales del Congreso de la República, con relación a la reforma de los derechos humanos. 

PRIMERA LEGISLATURA ORDINARIA DE 2002 

11.ª SESIÓN (Vespertina) 

JUEVES 12 DE SETIEMBRE DE 2002 

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES CARLOS FERRERO, 

MERCEDES CABANILLAS BUSTAMANTE DE LLANOS, 

HILDEBRANDO TAPIA SAMANIEGO 

Y NATALE AMPRIMO PLÁ 

Inicio del debate constitucional del proyecto de Constitución. 

El señor PEASE GARCÍA (Perú Posible ).- Gracias, señor Presidente. 

Este Congreso ha recibido el dictamen de la Comisión de Constitución en cumplimiento con la Ley N.° 27600 y ha recibido también tres tomos que sintetizan el debate ciudadano promovido por la comisión. ¿Qué dispuso la Ley N.° 27600 que dimos a fines del 2001? Dispuso que la Comisión de Constitución propondrá un proyecto de reforma total de la Constitución, tomando en cuenta la Constitución histórica, es decir, nuestra tradición constitucional, y en particular el texto de la Constitución de 1979. Ahí hay una opción, una opción que tomamos acá en este Pleno. No decimos que tomaremos en cuenta la Constitución vigente en primer lugar; la única Constitución mencionada con énfasis particular es la de 1979. También, señalando una de las alternativas que da la Constitución; en esa oportunidad decimos que tras su aprobación por el Congreso se convocará a referéndum. 

Entonces, como ya terminaba la legislatura, constituimos un grupo de trabajo, presidido por el presidente de la comisión e integrado por un congresista de la comisión de cada bancada. Ahí estuvo Anel Townsend, Jorge del Castillo, Ántero Flores-Aráoz, Natale Amprimo y Fausto Alvarado. Con ellos, se empezó un trabajo que convocó a más de cien especialistas, juristas, sociólogos, economistas, politólogos, personas de distinta actividad y, muy en especial, personas vinculadas también al campo empresarial, al campo laboral, etcétera. Constituimos un comité asesor que nos ha acompañado todo este tiempo; ese comité ha estado presidido por el doctor Valentín Paniagua, que aquí está presente, acompañándonos. 

(Aplausos.) 

La figura histórica que condujo, presidiéndolo, un gobierno de transición impecable y que ha sido ejemplo y es ejemplo en el país y fuera del país para los procesos de transición. Junto con él, Alberto Adrianzen, Enrique Bernales, Pedro Cateriano, Jorge Danós, Víctor García Toma, hoy magistrado del Tribunal Constitucional, César Landa, que está aquí presente, Francisco Miró Quesada y Marcial Rubio. 

En interminables reuniones se ha revisado el trabajo, se han buscado orientaciones y se ha recogido la participación de casi todos los especialistas. Hay sólo dos que contestaron que no querían participar; los demás participaron, aportaron y así comenzó un trabajo que formó varios subgrupos: el de Derechos de la Persona, que coordinó Gloria Helfer; el de Régimen Económico, que coordinó Jorge del Castillo; el de Régimen Político, que coordiné yo mismo; el de Régimen Electoral, que coordinó Natale Amprimo; el de Administración de Justicia, que coordinó Fausto Alvarado; el de Estado y Nación que coordinó Luis Guerrero. 

Y buscamos acercarnos a la ciudadanía; por eso se promovieron 26 foros en todo el país prácticamente; en ellos han participado 3 mil 600 y pico de personas, pero no a título individual, son todo tipo de instituciones de la sociedad civil, desde colegios profesionales, universidades, organismos empresariales, cámaras de comercio, juntas de regantes, organismos de diferentes sectores, sindicatos y gremios de asociación sindical. Ahí, y también en la página web, se han recogido todo tipo de propuestas y comentarios al texto que al 5 de abril hicimos público. Son muchas instituciones las que por su propia iniciativa han mandado propuestas y otras instituciones han participado directamente. 

Y luego comenzamos el debate el semestre pasado, lo realizamos en largas sesiones de la comisión, y se pudo lograr un dictamen que todas las bancadas firmaron. Todos los miembros de la comisión, salvo uno, firmaron el dictamen; uno estaba de viaje, además. Y ése que no lo firmó, no solamente recoge en su dictamen en minoría mucho del trabajo, sino que ha tenido frases estimulantes para el trabajo en conjunto. Éste era y es un objetivo permanente que yo quisiera reiterar a este Pleno. Nos interesa un cambio constitucional por consenso, no nos interesa que una mayoría eventual de dos o tres agrupaciones imponga a otra un texto. Queremos asegurar que el texto sea la base de la construcción de un sistema de partidos que garantice la democracia peruana y queremos asegurar que el texto refleje las diversas posturas que hay en lo que tienen de común. 

¿Por qué es necesaria una reforma constitucional? 

Lo primero es evidente: el fujimorismo y su obra dividieron a los peruanos. Fujimori dio un golpe de Estado que provocó la ruptura del orden constitucional y abrió paso a una dictadura corrupta. En las elecciones al Congreso Constituyente, llamado democrático, y frente a la división del campo democrático que había en ese momento, Fujimori obtuvo la mayoría que le permitió dar la nueva Constitución. 

Vayamos un poco a la doctrina, ¿qué requisitos hay para asumir que está vigente una Constitución? El primero es que el pueblo en ejercicio de su poder soberano participe con su voto en la formación del Órgano Constituyente. El segundo, que el pueblo convalide con sus actos las nueva Constitución. Cito aquí, en esta dirección, el texto de Marcial Rubio y Enrique Bernales, dos conocidos constitucionalistas y miembros de nuestro Comité asesor. La teoría ha sostenido que la Constitución de un Estado queda legitimada por dos factores: uno es la participación del pueblo en su aprobación en ejercicio de lo que se denomina Poder Constituyente. El otro es la observancia continuada de la Constitución. 

Pero hay un debate, señor Presidente, en la Asamblea Constituyente de 1978, que estos autores comentan en su libro. Algunos habían planteado que había que respetar las disposiciones de la Constitución de 1933, y estos autores dicen al respecto: "La inmensa mayoría participó en los comicios para constituir la Asamblea de 1978", y de esa manera ejerció de hecho su poder. Por tanto, ante dicho acto, nada valían las formalidades de la Constitución vigente que era la de 1933. Y adelantándose a lo que ha ocurrido, porque esto se escribe en 1980, agregan; "lo propio pudiera alguna vez ocurrir con la Constitución de 1979". En dicha eventualidad del artículo 306.°, a pesar suyo, 7tendría que dar paso a su superación por el ejercicio directo del Poder Constituyente del pueblo. 

El referéndum de 1993 mostró la profunda división de la sociedad peruana; pero ahí los demócratas actuamos juntos; estuviéramos acá o no hubieran entrado acá todos con la conducción del Comité por la Democracia que se convirtió en el Comité por el No, fundado y dirigido por Gustavo Mohme. Todos luchamos por el No a pesar de esa unidad que se intentaba reconstruir y a pesar de que todos, incluso los que no participaron en las elecciones del CCD, participamos el año 1995; se impuso el fujimorismo. Obviamente hay sospecha de fraude en el CCD, menos sospecha en el caso presidencial de 1995. 

Lo único que sí doy como testimonio de lo que he vivido es que en esos años el pueblo peruano nos volteó la cara, y no puedo tapar el Sol con un dedo, tengo que aprender la lección. Y la lección es que no hay democracia que soporte las teorías antipartido o la lógica excluyente entre partidos. Si no somos capaces de construir un sistema de partidos, no soportará la democracia, como no lo ha soportado en el siglo XX. 

Hay que reformar la Constitución porque el propio accionar del fujimorismo y también nuestro accionar han demostrado sus limitaciones; entonces, el punto de partida es buscar consensos, no excluirnos mutuamente. No sólo los políticos hicimos que esa Constitución fuera vigente; el pueblo, la oposición, el Foro Democrático con el millón de firmas que recogió para defender el artículo 112.° de esa Constitución contra la maniobra para perennizarse de Fujimori también la hizo funcionar. Por eso es que nadie ha discutido que así ha sido ni nadie ha dicho que el Gobierno de Transición fue inconstitucional. Pero eso no puede seguir presidiendo la historia política peruana. 

Lo que sí tenemos que hacer es usar métodos democráticos. Nosotros no podemos usar métodos golpistas, nosotros tenemos que entender que el Estado de derecho es: se cambia la ley dentro de la ley. Es cierto que existe poder constituyente. Hay un soberano que puede hacer revolución, pero no estamos en condiciones de hacer revolución y de poner en peligro la transición. Usemos los caminos democráticos para asegurar que en el Perú la supremacía constitucional garantice la continuidad de los gobiernos democráticos. Superemos la situación de ilegitimidad de la Constitución, pero no podemos hacerlo apoyándonos en actos arbitrarios. Y es arbitrario que éste o cualquier Congreso actúe fuera de lo que dice la ley. Los actos arbitrarios son: o actos de los golpistas y de los gobiernos golpistas, o actos que la ciudadanía que, puesta de pie y diciendo ésta es mi primera prioridad, hace una revolución e impone su voluntad soberana. 

¿Qué dice la doctrina cuando un Congreso quiere cambiar una Constitución? Cuando es el Congreso quien haga la Constitución, que encuentre su legitimidad en el cumplimiento exacto del procedimiento que establece la Constitución. No sólo yo y todos ustedes, sino varios que tenemos algunos periodos en el Congreso, hemos jurado la Constitución de 1993, y eso sólo nos obliga a una cosa: a cambiarla siguiendo un artículo que dice cómo se cambia y que además es parecido a los anteriores; que el fundamento, es el segundo elemento, de su eficacia sea el respeto al derecho existente y a las formas legales establecidas. 

La opinión de Sánchez Agesta, un constitucionalista y constituyente español señala: "A diferencia del Poder constituyente, el Congreso encuentra su legitimidad en la legalidad de sus funciones; el fundamento de su eficiencia es el respeto del derecho existente". Entonces, afirmar la reforma constitucional en estos términos es afirmar la legalidad y entrar por ese camino. ¿Cuál es, en este sentido, el objetivo de la reforma? El principal objetivo es lograr un texto constitucional que sea expresión de un verdadero acuerdo nacional, que tenga consenso y que tenga legitimidad. 

Buscamos junto con eso un objetivo: reivindicar la Constitución de 1979, su contenido social y también las figuras que pudo reunir. La Ley N.º 27600 señala que en ella y en la Constitución histórica se fundamenta el encargo que nos ha dado. Por tanto, nadie nos obligó, como me han dicho hace poco; no es que éramos incapaces de seguir otro esquema; es que habíamos expresado acá que queríamos seguir ese esquema y seguimos queriendo seguir ese esquema. 

¿Qué facultades tiene el Congreso para reformar la Constitución? Los artículos 32.° y 206.° de la Constitución lo dicen: "reforma total o parcial con referéndum", dice el 32.°; y "las dos vías para toda reforma", dice el 206.°. La vía de dos legislaturas con dos tercios, y la vía de la mitad más uno del número legal. 

Quiero entrar a un tema, que es particularmente polémico y que obviamente vamos a discutir. Hay quienes plantean que el Congreso no puede reformar la Constitución, que en todo caso puede hacer una reforma de uno que otro artículo. Y no es cierto, sostengo que no es cierto, que estos artículos permiten lo contrario; pero que además hay en el debate constitucional mundial -si ustedes quieren- las dos vertientes de lo que es la Constitución: la soberanía popular expresada directamente por actos revolucionarios y la supremacía constitucional, que es ahí donde, afirmando la lógica del Estado de derecho, lo esencial es que la ley se cambia dentro de la ley. No es ésa nuestra historia. 

En un Estado de derecho, ningún parlamentario ni ningún Presidente puede hacer actos arbitrarios. Y si nosotros dijéramos acá: "convocamos a una Asamblea Constituyente" o el Presidente lo hiciera, sería un acto arbitrario. No hay norma en la Constitución ni en ésta ni en la anterior -y tenemos que irnos hasta 1828- que nos permita convocar a una Asamblea Constituyente porque la voluntad de todos los constituyentes en la historia ha sido que se ejerza a partir de la supremacía constitucional. Y últimamente que se le agregue el referéndum, como está en este caso, y entonces sí haya la voz final del pueblo. 

Pero, además, políticamente hablando, en medio de una transición con precariedad, donde el poder de la mafia sigue vivito y coleando, y habla a nombre de importantes medios de comunicación, y arrincona y esparce estiércol con ventilador para ver si logra generar más desconfianza, ¿en esas condiciones, vamos a poner en peligro la transición? 

¿Dos organismos con igual origen en la voluntad popular a la vez no son acaso fuente de inestabilidad? Yo no tengo duda de que pueden haber muchos que de buena fe estén planteando esta tesis, pero sí tengo la seguridad de que no le conviene esa tesis al país y que hay quienes esperan agazapados para ver cómo pescan a río revuelto. 

Y hay otra verdad histórica, y voy a recurrir al maestro Basadre. Ahí tienen un cuadro de todas las Constituciones desde 1823 que voy a pedir que se reparta. Todas han sido convocadas, habiendo dos excepciones que explicaré por gobiernos de facto, por gobiernos producidos tras un golpe, y es el gobernante de facto el que para constitucionalizarse quiere refundar otra vez el país. Cuando uno se pregunta por qué aquí se ha cambiado de Constitución como de camisa, es básicamente porque se ha recurrido a eso a partir de una historia donde han primado, incluso, en el siglo XX, los regímenes autoritarios. 

Hay dos excepciones. La Carta de 1834, y esa Carta cumple un mandato de la Constitución de 1928, que puso una disposición para que cinco años después se reúna una Convención Nacional. Pero tan frecuentes son los golpes que quien convoca es Gamarra, después del golpe de La Fuente que lo impuso como Presidente. Y la otra excepción es un Congreso Ordinario, y voy a leerles lo que dice Basadre sobre esta segunda Constitución de Castilla: "Cuando se instalaba -dice- el Congreso Ordinario alguien preguntó constitucional o constituyente" 

Ese fue el dilema de ese Congreso, convocado como Congreso Ordinario se buscó que en los papeles de los colegios electorales que traían los diputados, hubieran autorizaciones para una reforma constitucional y entonces, la alternativa que se planteó. Si era Congreso constitucional tenía que aprobar la reforma en tres legislaturas; es decir, como decía la Carta que estaba vigente. Y si es Congreso Constituyente la podía aprobar de inmediato. 

Al día siguiente formaron una comisión los diputados. Revisaron las credenciales y cuenta Basadre con cifras dijeron que abundaban más las que autorizaban y se declararon Congreso Constituyente. 

¿Qué concluye el historiador de la República? "Así quedó violada la Constitución vigente por acto inconstitucional del Congreso al amparo de actas plebiscitarias de autenticidad muy debatible"; esas son las constituciones del Perú. 

¿Se le puede reclamar a un Parlamento elegido impecablemente, a un Ejecutivo elegido impecablemente que siga el camino de convocar a una Asamblea Constituyente, incluso poniendo en riesgo la transición? No me parece lo más adecuado y por supuesto menos, desde mi profesión, voy a poner en duda que si hay una revolución y el pueblo decide tirarse abajo todo el orden y poner otro de nuevo y comenzar de nuevo la habrá, pero les aseguro sí una cosa. 

Por ese camino no avanzamos en democracia, por ese camino no le damos continuidad al Estado de derecho, por ese camino no hacemos que en el Perú todos aprendamos a andar dentro de la lógica de la ley. 

En el siglo XX, ya es parte de nuestra cultura política que democracia es elecciones. Todavía no es parte de la cultura política de muchos que democracia es también una manera de gobernar y que es la lógica del Eestado de derecho la que prima y que, por tanto, actuar dentro de la legalidad existente, nos guste o no nos guste, incluso para cambiarla, es un camino que ayuda a asentar la democracia. 

Esta transición, señor Presidente, ha sido respetuosa de la legalidad: el Congreso sacó a Fujimori, declarando su incapacidad moral, en cumplimiento de la Constitución; el Congreso eligió a Valentín Paniagua, el gran Presidente de la Transición, y generó un gobierno impecable porque lo hizo cumpliendo la Constitución. Aun siendo esa Constitución una carta que puede ser criticada desde su contenido hasta su origen -como casi todas las de la historia-, aun así, eso ha generado una transición sobre la cual hoy se habla y se escribe en todo el mundo. Porque es justamente no sólo el buscar que no haya violencia, sino el asegurar que se imponga la lógica del Estado de derecho lo que se hizo en esta tarea. Y así hemos tenido elecciones impecables, y hoy día se les juzga a los fujimoristas dentro de esa ley, no arbitrariamente. No creo que convenga que demos un paso que se salga de eso. 

Quiero resaltar, señor Presidente, las cuestiones principales de esta propuesta. La Constitución de 1979 tuvo un profundo sentido social. No olvidemos que entre el año 1933 y el año 1978 avanzó y se desarrolló toda la teoría de los derechos humanos en el mundo, y esta carta tiene un avance enorme en esta dirección. Sin embargo, después de ella, se ha dado lo que hoy llamamos la "globalización"; y se ha dado la caída del comunismo; y se ha dado la revolución de las comunicaciones, que hace cambiar también la lógica de las instituciones. Por eso, quiero afirmar una idea central de la propuesta: la Carta permite, con esta reforma, que construyamos una democracia para el siglo XXI. El proyecto propone una democracia representativa modernizada con mecanismos de participación directa, afinados en toda la trama institucional, para que funcione, como es el siglo XXI, donde los medios de comunicación permiten que la política se haga ahora en tiempo real. 

En 1950 ó 1960, cuando se paraba acá un representante por Puno, era la voz de Puno y traía la información desde Puno. Yo recuerdo que cuando se da el debate que censura al doctor Trelles, en el primer gabinete de Belaunde, donde muchos gamonales le reclamaron por no haber querido reprimir una toma de tierras, esa información no estaba en los medios; estaba en el Congreso. Hoy día, cuando un representante por Puno, por Cusco, por cualquier lugar habla aquí, le pueden responder por Radio Programas y por Canal N, un alcalde, un dirigente local. Cambiaron las cosas, y la dinámica del propio Parlamento tiene que cambiar si no quiere seguir siendo una de las instituciones más impopulares. 

Por eso aquí se busca una adecuada combinación de mecanismos directos, de mecanismos de ida y vuelta y de representación; y es obvio que el representante del siglo XXI cada vez menos podrá ser un sustituto que deja de lado al representado y será más bien el canal de comunicación política que puede actuar en todo ese conjunto de medios. 

El proyecto también abre la puerta a una reforma parlamentaria que acerca entonces mucho más al representado hacia el representante, por eso se deja abierto -y ésta es una tesis que mucho ha desarrollado el doctor Valentín Paniagua- se deja abierto a que sea la ley la que determine el sistema electoral. Sistema electoral no es lo que la Carta del 93 dice. Sistema electoral es cómo se convierten los votos en escaños y, por tanto, la dimensión de los distritos electorales, el sistema por mayoría o proporcional y todas las combinaciones que ahora se están haciendo en otras partes. Eso va a ser tema de un largo debate que ya comenzó a ser encargado a un grupo de trabajo en la Comisión de Constitución, que preside el doctor Amprimo. 

Pero hay algo más que es fundamental. Este proyecto fortalece a los 

partidos y fortalece la posibilidad de un sistema de partidos. Tenemos que buscar la normatividad que permita contrarrestar lo que se hizo en el siglo pasado. ¿La pretensión de una democracia antipartido? No. La democracia del siglo XXI. Serán democracias de partidos modernos, de transparencia y de mecanismos de acción directa e iniciativa directa. ¿Por qué? Porque es una sociedad mucho más dinámica y todos estos elementos están en el proyecto que presentamos. En el mundo de hoy la democracia moderna compite con muchas otras formas de acceso. Hoy se puede decir, frente al poder de la prensa, si el poder de un parlamento es comparable con el de los medios de comunicación y, por tanto, hay que asegurar que las instituciones también se modernicen. 

Esta Carta, en segundo lugar, refuerza la defensa y promoción de los derechos humanos. Se han afinado y reforzado derechos humanos y mecanismos para que su ejercicio sea efectivo. Se ha puesto más cuidado, por ejemplo, en que éstos sean regulados por ley orgánica, de modo tal que lo que dice la Constitución sea continuado de algo que tenga que tener amplio consenso. Se elimina la distinción del 93 entre derechos fundamentales y los que en esa Constitución no eran fundamentales; los económicos y sociales. Se reconocen derechos modernos, derechos de los consumidores, derechos ecológicos y de defensa del medio ambiente, derechos de la persona con discapacidad, etcétera. 

Se recuperan derechos desconocidos del fujimorismo, volviendo a los textos del año 1979. En educación con garantía de la gratuidad de la enseñanza con 20% del presupuesto, con promoción de la investigación científica y tecnológica. Y en derechos laborales, teniendo un buen aporte de partida, traemos consensuado a este Pleno un trabajo con la propuesta que ahí está, en la cual firmaron los representantes de la CGTP y los representantes de los empresarios. 

En seguridad social se fortalece la seguridad social que brinda en su origen el IPSS, organismo encargado de la protección de los asegurados y se garantiza la libertad de elegir, que algunos parece que creyeran que la libertad sólo vale para un lado y que hoy no existe. 

El derecho a la vivienda, sobre el cual tanta burla tonta se hizo, también se restablece. 

Y estamos seguros de que avanzamos en el régimen económico, que con particular celo condujo en su debate Jorge Del Castillo y avanzamos porque manteniéndonos dentro de una economía social de mercado se fija su orientación básica, que es lograr el desarrollo humano sostenible y la justicia social. 

Y acá estoy, sí, respondiendo expresamente al pensamiento neoliberal de Hayes, un gran teórico que aquí en sus últimos años sostuvo, en una conferencia que ya está en varios libros, que el mayor legado que él esperaba dejar a las generaciones futuras era que entendieran que hablar de justicia social era demagogia. 

Yo, ciertamente, vengo de otro lado y tengo otros parámetros. Me formé desde la doctrina social de la iglesia católica y aprendí que el norte, es decir, lo que está por encima de modelos, de políticas coyunturales y lo que permite evaluar el resultado es un norte de justicia social, como es un norte de solidaridad. Eso que es la negación de las políticas del fujimorismo está presidiendo en el primer artículo lo que es el régimen económico y ciertamente mantiene la orientación de una economía social de mercado que garantiza todas las libertades, todas las iniciativas, pero reconoce que los peruanos nos ponemos este norte más afín a nuestra propia adopción, incluso en el campo de la cultura. 

También se acabó el cortoplacismo, se incorpora la planificación estratégica y no solamente en términos de una metodología que aplicarán todos, no, en términos de unidad y el propio Senado tendrá que evaluar una vez al año en debate de largo aliento lo que es el Plan Nacional de Desarrollo. Yo supongo que eso será eje de la continuidad del acuerdo nacional. Se fomenta la concertación en todas sus dimensiones, se sientan las bases para una reforma del Estado que a través de diversos mecanismos fortalecen la función pública, la administración pública, el establecimiento de mecanismos de transparencia, la seguridad de la capacidad de fiscalización, los presupuestos descentralizados, etcétera. 

En el Congreso, se vuelve a un esquema bicameral pero que no es el esquema de Constituciones anteriores. No son dos cámaras que más o menos hacen lo mismo. El Senado tiene los principales nombramientos y tiene los grandes debates que no son de coyuntura: la evaluación de la política de defensa nacional, la evaluación del plan de desarrollo, la evaluación de la política exterior, tareas anuales. El Senado centrará su atención en la aprobación de las principales leyes y ponemos mecanismos que faciliten en que no se entorpezca la rapidez necesaria en tiempos modernos. 

La Cámara de Diputados será la única que formará comisiones investigadoras y tendrá todos los poderes de fiscalización, además del control político que ya tenía. Se reconoce además constitucionalmente la fiscalización como derecho de las minorías y por eso para nombrar una comisión investigadora no se necesita mayoría del Congreso, basta con el 30%. Esta norma que, en su origen, estuvo en otros países, por ejemplo, en Alemania, es un elemento fundamental y junto con esto se renueva la mitad de la Cámara de Diputados a la mitad del pedido presidencial, lo cual también agiliza en métodos modernos lo que es la continuidad de la legitimidad del Congreso de la República. 

 Sobre el Poder Ejecutivo se discutió largo la posibilidad de ir a un sistema semipresidencial. Yo estoy seguro de que la mayoría tanto de los expertos como de los congresistas que trabajamos en esta comisión el punto tenía sentido, pero había una necesidad. Es muy difícil pensar en un jefe de gobierno elegido por el Parlamento si no hay un sólido sistema de partidos; y, todavía eso, en nuestra cultura política está retrasado por un siglo XX que no solamente no avanzó, sino retrocedió. 

Yo no me olvido que en el origen de los partidos, de la formación del propio Partido Civil había mensajes que podían haber ido mucho más rápido en la lógica de construcción de un sistema de partidos. Eso lo tiró abajo no sólo el militarismo; lo tiró abajo también una lógica de caudillismo que no quería institucionalizar la política. Y por eso lo que hace esta Constitución es un paso intermedio; el paso intermedio es fortalecer lo máximo posible al Premier para que no quede función que no está en un ministro o en el Jefe de Gabinete. Y por eso se señalan funciones de todo lo que es multisectorial; y vamos a tener para el Parlamento un Poder Ejecutivo más institucionalizado, más fácil de fiscalizar. 

Se ponen las bases para la reforma militar y policial. Aquí ya no hablaremos de tutela militar ni de instituciones tutelares que se ha generalizado tanto; porque con esta Constitución en el siglo XXI los ciudadanos tenemos que ser mayores de edad y no permitir que nos tutelen. Se otorga el voto a militares y policías, ciudadanos con uniforme dentro de un régimen institucionalizado. Ayer, señor Presidente, hemos dado el primer paso: dos Constituciones, por lo menos, disponían que no pueden ingresar tropas extranjeras al Perú sin el consentimiento de la Representación Nacional; ayer lo hemos hecho por primera vez, señor, para un caso de parte de la Operación Unitas que se hace en el Perú. Y eso es sano, es sano, porque comenzamos a señalar que acá no hay una sociedad de civiles y otra de militares; somos uno solo, peruanos, demócratas, que actuamos en la misma dirección, y la política la hacemos ciudadanos desde los partidos políticos, y las instituciones cumplen su rol bajo la convicción de quienes han sido elegidos por el pueblo. 

Sobre Descentralización, no me voy a extender porque lo hemos aprobado ya; pero obviamente podemos revisarlo. Se restablecen los gobiernos regionales que comienzan con base departamental, se da una estructura flexible de importantes competencias, pero van a ser gradualmente transferidas. Ya estamos cerca de las elecciones para dar el primer paso. Pero déjeme terminar otra vez con un tema que me obsesiona. Ésta es la cuarta transición a la democracia desde 1950; 1956; 1962; 1978; 2001. No podemos fracasar y ése es el compromiso principal. 

Escuché decir al presidente Lagos, cuando aquí le preguntaron por qué ellos no habían tocado la Constitución de Pinochet, y contestó: "Porque privilegiamos la transición". Pero él tiene la fuerza de hablar de un país con un sistema de partidos de larga data. Los 17 años de Pincohet no lo derrumbaron; se rearmó en cuanto cayó el dictador. 

Tenemos que pensar cómo dotamos a la democracia de bases estables capaces de continuar en el tiempo. Lo peculiar de esta transición es que se ha hecho dentro de los moldes constitucionales, dentro de los marcos de una institucionalidad, cuya lógica tenemos que afinar para continuar. Se ha hecho de acuerdo con la ley y se ha hecho obviamente con profundo sentido democrático. 

Tenemos ahora la capacidad de asociarle calidad y democracia rompiendo los vicios del pasado. No podemos seguir fundando la república peruana cada vez que hay una crisis, tenemos que avanzar desde lo que existe. Y así como nadie puede discutir la legalidad de cada acto anterior de la transición, de la destitución de Fujimori, de la elección de Paniagua, de las elecciones, que así se diga también sobre lo que es esta reforma constitucional. Queremos asegurar, además, que aquí funcione el acuerdo político. Quiero decirle, señor Presidente, con toda sinceridad y justamente en momentos en que hay tantas divergencias puntuales, hasta por el tiempo para hablar, que a mí no me interesa en absoluto un texto constitucional que pretenda serlo y que no tenga una amplia base de consenso. 

El mejor texto impuesto por unos sobre otros no lleva a reforzar la posibilidad de que en base a ese texto construyamos un sistema de partidos, que aseguramos una participación ciudadana de amplio espectro en el país. Ésas son condiciones para que la democracia en el Perú sea posible, para que no sea solamente un sueño al que aspiramos permanentemente para luego sentirnos permanentemente derrotados. Pero eso obliga a saber encausar, incluso nuestras pasiones, porque cada idea y cada propuesta puede ser importante. 

Un texto consensuado por definición requiere flexibilidad, requiere concesiones. En un consenso, no todos pueden quedar satisfechos, tienen que quedar en algo insatisfechos; pero con eso -con seguridad- podemos darle al futuro del Perú un desarrollo democrático. Ése es el trabajo que hemos tratado de hacer. He tenido la suerte de contar, señor Presidente, con congresistas de muy alta calidad, muy amplio espíritu de concertación. Y es de ese esfuerzo y del esfuerzo de intelectuales de primera calidad que nos han querido apoyar y que han entregado en esto su servicio a la patria, es ésta la tarea y es éste el esfuerzo del cual doy cuenta. Y pido, señor, que se tenga en cuenta sólo la necesidad de buscar el más amplio de los consensos. 

Gracias, señor Presidente. 

Extracto de la sustentación del proyecto de reforma constitucional de los derechos humanos ante  el Pleno del Congreso a cargo de la Señora Congresista Gloria Helfer Palacios, coordinadora del Grupo de reforma constitucional de los derechos humanos de la Comisión de Constitución y Acusaciones Constitucionales.  
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PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES CARLOS FERRERO, 

JESÚS ALVARADO HIDALGO Y  LA SEÑORA MERCEDES CABANILLAS BUSTAMANTE DE LLANOS 

La señora Congresista Gloria  HELFER PALACIOS (Perú Posible).- 

Señor Presidente, creo que, en esta etapa del debate constitucional  es preciso iniciar señalando que  hemos pasado por un periodo intenso de reflexiones, discusiones e intercambio de  ideas  y recoge nuevas formas democráticas y  participación ciudadana.  

Nosotros podemos apreciar cómo hemos hecho un trabajo conjunto que ha comprendido a: constitucionalistas, académicos, funcionarios técnicos del Congreso y  sociedad civil. A esto se suma  la significativa presencia del doctor Valentín Paniagua.  Recordemos el evento realizado en CONADES, un mil 500 mujeres y pobladores del Perú discutían el proyecto de la Constitución que hoy nosotros estamos debatiendo; y por supuesto, el nuestro trabajo  como representantes del pueblo, pues eso hace una voluntad constituyente, que creo que es necesario reconocer en este momento. 

Es importante recalcar que  la Comisión de Constitución, bajo la presidencia del Congresista Henry Pease abrió sus puertas para escuchar a los especialistas, a los constitucionalistas y también a la población en general; pues fruto de ello,  es el dictamen que hoy día tenemos que iniciar su discusión. Nuestra obligación consiste en que este debate constitucional que iniciamos aquí en el Congreso sea hecho de cara a la población. 

Tenemos una obligación de hacer pedagogía política; que la gente sienta y siga con interés la discusión que estamos dando en el Congreso, para que luego pueda reconocerse este documento fundamental de la Nación. Es acercar esta discusión al pueblo para que haga suya su Constitución. 

En un esquema muy sencillo, yo quisiera ayudar a eso, ubicándonos. Si me pudieran proyectar el esquema del título en general, para después ir ubicándonos con mayor precisión  en los primeros artículos. 

Una primera novedad es que los derechos fundamentales en este proyecto de Constitución, están comprendidos todos. Esto es un cambio muy significativo con relación a la Constitución vigente, donde los derechos fundamentales estaban reducidos a los derechos civiles. En esto, nosotros estamos incluyendo como fundamentales los derechos sociales, económicos y culturales, los derechos políticos.  Asimismo, las garantías de los derechos que son  como un sello.  Entonces, tenemos, en ese esquema, los derechos, los deberes y los procesos constitucionales. 

Nos parecía que era sumamente importante hacer referencia en primera  instancia al  Título Preliminar, pese que hay un acuerdo de tratarlo al final del debate constitucional.  Nos  parecía importante porque en su articulo 2º se establece  que los derechos humanos son universales, indivisibles, interdependientes y exigibles, se interpretan de conformidad con los tratados y declaraciones internacionales, en la medida que sean mas favorables a la persona humana. El Estado garantiza el goce y ejercicio de estos derechos. 

Esta propuesta legislativa  desde un comienzo, marca el  enfoque, con el cual vamos a trabajar los derechos y cómo el Perú, en este trabajo constitucional, está  adecuando su Constitución a los estándares internacionales y va acorde con la evolución del mundo.

"Los derechos fundamentales son universales", porque nos van a valer en todo lugar, en todo sitio, a lo largo del tiempo. Esta universalidad de los derechos hace que la vida valga en todo lugar y no dependa de una cultura. 

Estos derechos fundamentales son, además, indivisibles y lo hemos visto cuando hemos analizado en el esquema como todos los derechos son fundamentales.  Proyectar una división de derechos  la podemos hacer para una mejor  comprensión,   pero no por ello, se ha de pensar que unos derechos son primeros y otros después, unos pueden ser respetados y defendidos, y los otros tienen una categoría menor. 

De acuerdo con la propuesta presentada  todos los derechos son indivisibles y además interdependientes,  porque  se relacionan  unos de otros; es decir,  el  derecho a la salud implica  el derecho a contar con un trabajo para cuidar de nuestra salud,  y a su vez, nos permite una  educación; asimismo, va a tener una estrecha relación con el derecho al trabajo y el derecho de libertad. Todos los derechos van a estar relacionados entre sí, son interdependientes y un punto que me parece sumamente importante y es que estamos planteando la exigibilidad de los derechos; o sea, en el momento que tiene los derechos, puedes exigir, puedes demandar, que se cumplan y puedes identificar frente a quienes vas a demandar esos derechos planteando también la progresividad en esa exigibilidad de los derechos. 

"El Estado garantiza el goce y ejercicio de estos derechos", afirmando la responsabilidad que tiene el Estado en los mismos. Entonces, me ha parecido interesante  hacer una mayor precisión a éste artículo 2º del Título Preliminar a efectos  de que nos ilumine en el tratamiento de los demás artículos. 

Me pareció también importante, señor Presidente, ver con qué criterios rectores se elaboró este título. Ya lo señaló Henry Pease, en su presentación inicial, que el criterio rector fue conservar derechos fundamentales que se encuentran en la Constitución del 93. Veíamos cómo era necesario conservar, cómo era necesario restituir derechos y era necesario también incorporar elementos nuevos que están en lo que es el avance, el desarrollo no sólo del pensamiento sino de las leyes en el mundo. Se conserva, por ejemplo, promover una educación intercultural y bilingüe con participación democrática y sin discriminación de ninguna índole; cómo los padres tienen el deber de educar a sus hijos, que fueron cuestiones nuevas en la Constitución del 93. Pero se restituyen algunas cuestiones que en la Constitución del 79 estaban y que en la Constitución del 93 se pierden o se diluyen. (...) 

En relación a los derechos civiles las novedades más importante están en relación a la pena de muerte; se prohibe la pena de muerte; el establecimiento de la responsabilidad del Estado y de la sociedad para promover las condiciones que garanticen la no discriminación; el derecho al debido proceso como garantía de la administración de justicia, tanto en sede judicial como en sede administrativa; el derecho a la verdad, que establece la obligación del Estado de investigar y sancionar los delitos contra los derechos humanos. En esta dirección, se establece que los delitos de lesa humanidad y los crímenes de guerra son imprescriptibles. 

Qué importante, después de lo que ha vivido el país, es que este tipo de cosas aparezcan y sean contempladas en la Constitución como es el caso del derecho a la verdad y a la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad y de crímenes de guerra, que hasta ahora estamos tratando de sanar heridas. 

Se establece por primera vez en un texto constitucional el derecho a una reparación integral por violación de sus derechos fundamentales atribuibles al Estado.  En lo que se refiere a  derechos políticos, entre las novedades más importantes podemos encontrar que se incorpora el derecho de voto a los miembros de las Fuerzas Armadas y a la Policía Nacional; el otorgamiento a los partidos políticos del un rol protagónico para la participación ciudadana, para la cual el Estado le brinda ayuda económica. 

Esto, señor Presidente, es un marco, en el cual nosotros vamos a desarrollar la discusión y el debate aquí, en el Congreso. 

Creo, en este afán de poder ir presentando quizás con más detalle cada una de las partes de esta Constitución, recordar que este proceso que hemos iniciado con una participación tan grande en su primera etapa y que nos hace ver que el proceso, las formas, los medios son tan importantes como los fines; lo que ha ocurrido y que seguramente ustedes, colegas congresistas, están sintiendo y están percibiendo un desborde, es como si hubiera estado la gente a la expectativa; el debate constitucional se daba en otros términos; que  si se hace la Constitución ahora o después, cuál es la forma, si es constituyente, si no es constituyente. Ahora eso ya terminó, volteamos la página. 

Lo que nos debe preocupar ahora es que tanto las personas como las Instituciones están haciéndonos llegar sus inquietudes  al Congreso, porque quieren estar presentes, porque sus intereses estén presentes aquí. 

Entonces, nuestro desafío más grande en esta etapa, además de hacer ese análisis de acercar a la población el debate, de hacerlo más sencillo y asequible. Nuestro  gran esfuerzo hoy día es lograr acuerdos, porque estos aportes, estas opiniones, significan una búsqueda de representación que tiene que estar reconocida en este Congreso. 

Con ese ánimo es que hemos querido inaugurar, poner algunas pautas que nos permitan y ayuden para este debate constitucional, que estamos iniciando el día de hoy. ( aplausos) 

Muchísimas gracias, señor Presidente. 

ANEXO 1

Documentos 

1. Los derechos humanos

El concepto de derechos humanos que hoy nos es familiar se ha desarrollado a lo largo de la historia en diferentes concepciones. La primera de ellas los hace aparecer como derechos naturales. Esto pretende decir que la “naturaleza” ha equipado a todos los seres humanos con un conjunto de propiedades morales naturales que les hacen acreedores a esa protección individualizada. Los seres humanos, según ello, tendrían ciertas cualidades morales como cualidades naturales, y esas cualidades serían una razón suficiente para establecer una protección normativa en torno a ellas. Hoy es bien sabido que definir los conceptos morales en términos de cualidades naturales es un error insuperable, y por tanto que la idea de los derechos humanos como derechos naturales no es aceptable. La segunda gran concepción de los derechos humanos, propuesta por Kant, los hace aparecer como derechos innatos. Debe advertirse aquí que no se trata con ello de reiterar de otro modo la idea de unos derechos que se tienen "por nacimiento", porque eso sería volver a los derechos naturales, ni de unos derechos que se tienen históricamente por herencia, como lo que en el ámbito de la cultura jurídica anglosajona premoderna se llamaba "an Englishman birthright", pues de ser así estaríamos ante unos derechos históricos. Lo que Kant llama derechos innatos —o mejor, derecho innato, pues para él solo hay uno— es algo distinto, cuyo alcance más bien es el que él atribuía a las categorías puras como ideas innatas: condición de cognoscibilidad, condición de posibilidad o fundamento. Los derechos innatos serían así unos derechos —o un derecho— cuya postulación es una condición de posibilidad o fundamento del orden moral o jurídico. Para él solo hay un derecho innato, la libertad como “independencia del arbitrio compulsivo de otra persona, siempre que se concilie con la libertad de los demás según una ley general”, y es un derecho que le “corresponde a todo hombre por virtud de su propia humanidad”. La idea de que el reconocimiento de ciertos derechos básicos para todos los seres humanos tiene que ser una presuposición epistemológica y ontológica del discurso moral y jurídico, de forma que sin ella tales discursos serían imposibles de ser desarrollados y comprendidos, tiene todavía hoy algunos importantes defensores. La tercera gran concepción de los derechos humanos los concibe como derechos positivos, y es un producto explicable de la gran corriente de positivización del Derecho, tanto constitucional como legal, que tuvo lugar a lo largo del siglo XIX (Pérez Luño 1999, 52 y ss.). También los derechos del hombre se vieron afectados por ella. 

Al positivismo en la concepción del Derecho se unió de un modo especular y acrítico un cierto positivismo de los derechos del hombre. Para esta concepción sólo son o pueden ser llamados derechos en sentido estricto aquellos que son conferidos por el Derecho positivo, por la ley vigente. De este modo, sólo aquellos ordenamientos jurídicos válidos que en su Constitución o en sus leyes adscriben esa clase de derechos puede decirse que han creado y contemplan y protegen los derechos humanos, que siguiendo una convención alemana pasan a llamarse derechos fundamentales (Grundrechte). Si los ordenamientos jurídicos en cuestión no hacen tal cosa, entonces tales derechos no existen en su ámbito de aplicación personal o territorial. Esta posición se basa en un concepto de “derecho subjetivo” que tiene venerables antecedentes en la historia de la jurisprudencia del positivismo. El primero de ellos es, seguramente, Bentham, quien afirmó con toda contundencia que “los derechos son fruto de la ley y sólo de la ley; no hay derechos sin ley —ni derechos contrarios a la ley— ni derechos anteriores a la ley” (Hart 1982, p. 82). Es ésta una posición que ha pervivido tanto como ha pervivido esa visión rígida del positivismo jurídico. En Alemania tuvo un reforzamiento aún más legalista en la obra de Thon, que no sólo vinculó la noción de derecho subjetivo a la norma jurídico-vigente, sino incluso a su protección procesal, y fue aceptada seguramente también por el primer Kelsen, aunque no desde luego por el Kelsen más maduro (Kelsen 1979, p. 110). A veces se siente la tentación de pensar que deriva de una percepción excesivamente simplista y esencialista sobre el significado de las palabras: la palabra “derecho” en su sentido subjetivo no puede significar nada distinto de la palabra “Derecho” en su sentido objetivo. Si algo es un “derecho” tiene que ser “Derecho”. Con ello se atribuye acríticamente un necesario e inevitable significado jurídico a la idea de derecho en sentido subjetivo mediante la traslación de todas las condiciones de uso que el positivismo ha impuesto para los enunciados de “Derecho” a todos los enunciados que usan la expresión “derecho” en sentido subjetivo. Esta restricción semántica carece, sin embargo, de justificación. Y además priva a la idea de derechos humanos de todo su alcance universalista y reivindicativo, es decir, de todo su alcance moral. La cuarta y última gran concepción de los derechos humanos es aquella que los concibe como derechos morales o derechos en sentido moral y que tiene su locus clásico en el último capítulo de Utilitarianism, la gran obra de John Stuart Mill. Para Mill, la Justicia —es decir, no la ley ni el derecho positivo sino la Justicia— se articula en derechos personales: “La Justicia implica algo que es no sólo correcto hacer e incorrecto no hacer, sino algo que alguna persona individual puede reclamar de nosotros como su derecho moral […] Justicia es el nombre para ciertas clases de reglas morales que atañen más cercanamente a lo esencial del bienestar humano, y son por tanto de más absoluta obligación que otras reglas cualesquiera para la guía de la vida, y la noción que hemos encontrado como esencial a la idea de justicia —la de un derecho que reside en un individuo— implica y testifica en favor de esa obligación más vinculante”. 

La idea de derechos morales o derechos en sentido moral no es algo privativo del lenguaje de los derechos humanos. Pueden aparecer derechos morales en cualquier sistema moral complejo que mantenga una determinada idea de la justicia en las relaciones personales. Por ejemplo, las promesas entre adultos crean derechos en sentido moral. Pero la noción de derechos morales es sin embargo particularmente apta para dar cuenta de la especial naturaleza que adscribimos a los derechos humanos como manifestación privilegiada de una idea de justicia. Y ello porque parece incluir con toda facilidad algunos rasgos especialmente idóneos para la compresión de esos derechos. En primer lugar, esa explícita apelación a la justicia que hemos visto en Mill emparenta a los derechos con bienes morales básicos como la igualdad o la libertad. Después la idea de derechos morales lleva consigo también una pretensión de exigibilidad mayor que la que es atribuida usualmente a los meros deberes morales. No es algo que sea correcto hacer o respetar e incorrecto no hacer o no respetar, sino que, como afirma Mill, es algo que alguien puede reclamar de nosotros, exigir, y no solo pedir o rogar como en los actos de caridad, que son, desde luego, moralmente valiosos pero que carecen de esa firme obligatoriedad. Y en tercer lugar, la idea de derechos morales como algo perteneciente al territorio de la moral y no al del derecho confiere a esos derechos un alcance suprapositivo respecto del derecho vigente, lo que es algo que forzosamente tiene que acompañar a los derechos humanos si es que hemos de darles algún significado convincente. Como concepción de los derechos humanos, ésta que los ve como derechos morales o derechos en sentido moral es la más completa: evita las aporías de la noción de derechos “naturales” y el reduccionismo congénito de la visión puramente positivista de los derechos. No es además incompatible con la noción de derechos innatos y despliega una capacidad tanto descriptiva como interpretativa mucho mayor que cualquiera de las otras. 
2. La declaración de derechos de Virginia, 12 de junio de 1776
I. Que todos los hombres son, por naturaleza, igualmente libres e independientes, y poseen determinados derechos inherentes de los que, una vez habiendo ingresado en el estado de sociedad, no pueden, bajo ningún pacto, ser privados o desposeídos en el futuro; a saber, el goce de la vida y la libertad, con los medios para adquirir y poseer la propiedad, y perseguir y alcanzar la felicidad y la seguridad. 

II. Que todo el poder pertenece y, en consecuencia, deriva del pueblo; que los magistrados son sus mandatarios y sirvientes, y en todo momento responsables ante él. 

III. Que el Gobierno es, o debe ser, creado para el común beneficio, protección y seguridad del pueblo, nación o comunidad; que de los diversos modos o formas de gobierno, la mejor es aquella que sea capaz de generar el mayor grado de felicidad y seguridad así como de protegerse efectivamente frente al peligro de la mala administración; y que cuando se considere que un gobierno es inadecuado o contrario a estos objetivos, una mayoría de la comunidad tendrá un indiscutible, inalienable e imprescriptible derecho a reformarlo, cambiarlo o abolirlo, en la manera que se juzgue más conveniente para el bien público. 

IV. Que ninguna persona o grupo de personas tiene derecho a recibir emolumentos exclusivos o especiales o privilegios de la comunidad, salvo en consideración a la prestación de servicios públicos, los cuales no serán transmisibles, como tampoco serán hereditarios los cargos de magistrado, legislador o juez. 

V. Que los poderes legislativo y ejecutivo del Estado deben estar separados y diferenciados del judicial; y que para impedir que los miembros de los dos primeros incurran en opresión han de sentir las cargas del pueblo y participar de ellas, recuperando cada cierto tiempo su condición privada al volver al cuerpo del que procedían, supliendo las vacantes mediante elecciones frecuentes y regulares en las que, todos o parte de los antiguos miembros, podrán ser de nuevo elegibles o inelegibles, según lo que establezcan las leyes. 

VI. Que las elecciones para las asambleas de los representantes del pueblo deben ser libres; y que todos los hombres, habiendo suficiente constancia de su permanente interés en la comunidad y de su vinculación a la misma, ostentan el derecho de sufragio y no pueden ser sujetos a gravámenes o privados de su propiedad para usos públicos sin su consentimiento o el de sus representantes elegidos para tal fin, ni obligados por ninguna ley que no hayan, de la misma forma, consentido, para el bien público. 

VII. Que el poder de suspender las leyes o de ejecutarlas por cualquier autoridad, sin el consentimiento de los representantes del pueblo, es lesivo de sus derechos y no debe ejercerse. 

VIII. Que en todos los procesos penales o por pena capital la persona tiene derecho a conocer la causa y naturaleza de la acusación para confrontarse con los acusadores y testigos, a practicar pruebas en su favor, y a un juicio rápido por un jurado imparcial de su vecindad, sin cuya unánime decisión no podrá ser considerado culpable, y tampoco podrá ser obligado a declarar contra sí mismo; y que nadie será privado de su libertad sino en virtud de la ley del país o del juicio de sus iguales. 

IX. Que no se podrán exigir fianzas excesivas ni imponer multas excesivas; ni infligir castigos crueles e inusuales. 

X. Que los mandamientos generales, en virtud de los cuales se encomiende a un oficial o delegado el registro de lugares sospechosos sin prueba de la comisión del hecho, o el arresto de persona o personas innominadas, o cuya falta no esté suficientemente identificada o probada, son ofensivos y oprimentes y no deben ser autorizados. 

XI. Que en los litigios sobre propiedad y en los pleitos entre particulares, el antiguo juicio por jurado es preferible a cualquier otro y debe conservarse como sagrado. 

XII. Que la libertad de prensa es uno de los mejores baluartes de la libertad y no puede ser nunca restringida más que por un gobierno despótico. 

XIII. Que una milicia bien ordenada, compuesta del conjunto del pueblo, adiestrada en el uso de las armas, es la defensa adecuada, natural y segura de un Estado libre; que los ejércitos permanentes en tiempo de paz deberían evitarse por ser una amenaza para la libertad; y que, siempre, los militares deben estar estrictamente subordinados al poder civil y gobernados por éste. 

XIV. Que el pueblo tiene derecho a un gobierno uniforme; y que, en consecuencia, ningún gobierno separado o independiente del gobierno de Virginia, puede ser erigido o establecido dentro de sus límites. 

XV. Que ningún gobierno libre ni las bendiciones de la libertad pueden preservarse por un pueblo sin un firme compromiso con la justicia, la moderación, la templanza, la frugalidad y la virtud y recurriendo con frecuencia a los principios fundamentales. 

XVI. Que la religión, o el deber que tenemos para nuestro Creador y el modo en que lo reconocemos, han de guiarse por la razón y la convicción, y no por la fuerza o la violencia; y por ello, todos los hombres tienen igual derecho al libre ejercicio de la religión, de acuerdo con los dictados de su conciencia; y que es un deber mutuo de todos practicar la benevolencia cristiana, el amor y la caridad para con todos. 

3. La Declaración de Independencia de Estados Unidos, 4 de julio de 1766
Cuando en el curso de los acontecimientos humanos se hace necesario para un pueblo disolver los vínculos políticos que lo han ligado a otro y tomar entre las naciones de la Tierra el puesto separado e igual a que las leyes de la naturaleza y el Dios de esa naturaleza le dan derecho, un justo respeto al juicio de la humanidad exige que declare las causas que lo impulsan a la separación. 

Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre éstos están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad; que para garantizar estos derechos se instituyen entre los hombres los gobiernos, que derivan sus poderes legítimos del consentimiento de los gobernados; que cuando quiera que una forma de gobierno se haga destructora de estos principios, el pueblo tiene el derecho a reformarla o abolirla e instituir un nuevo gobierno que se funde en dichos principios, y a organizar sus poderes en la forma que a su juicio ofrecerá las mayores probabilidades de alcanzar su seguridad y felicidad. La prudencia, claro está, aconsejará que no se cambie por motivos leves y transitorios gobiernos de antiguo establecidos; y, en efecto, toda la experiencia ha demostrado que la humanidad está más dispuesta a padecer, mientras los males sean tolerables, aboliendo las formas a que está acostumbrada. Pero cuando una larga serie de abusos y usurpaciones, dirigida invariablemente al mismo objetivo, demuestra el designio de someter al pueblo a un despotismo absoluto, es su derecho, es su deber, derrocar ese gobierno y establecer nuevos resguardos para su futura seguridad. Tal ha sido el paciente sufrimiento de estas colonias; tal es ahora la necesidad que las obliga a reformar su anterior sistema de gobierno. La historia del actual Rey de la Gran Bretaña es una historia de repetidos agravios y usurpaciones, encaminados todos directamente hacia el establecimiento de una tiranía absoluta sobre estos estados. Para probar esto, sometemos los hechos al juicio de un mundo imparcial. 

[Aquí los colonos exponen unos 25 agravios concretos de que acusan al monarca británico. Entre otras cosas... se ha negado a dar su asentimiento a las leyes necesarias para el bien público; [nos ha impuesto] "contribuciones sin nuestro consentimiento", etcétera]. 

En cada etapa de estas opresiones, hemos pedido justicia en los términos más humildes: a nuestras repetidas peticiones se ha contestado solamente con repetidos agravios. Un Príncipe, cuyo carácter está así señalado con cada uno de los actos que pueden definir a un tirano, no es digno de ser el gobernante de un pueblo libre. 

Tampoco hemos dejado de dirigirnos a nuestros hermanos británicos. Los hemos prevenido de tiempo en tiempo de las tentativas de su poder legislativo para englobarnos en una jurisdicción injustificable. Les hemos recordado las circunstancias de nuestra emigración y radicación aquí. 

Hemos apelado a su innato sentido de justicia y magnanimidad, y los hemos conjurado, por los vínculos de nuestro parentesco, a repudiar esas usurpaciones, las cuales interrumpirían inevitablemente nuestras relaciones y correspondencia. También ellos han sido sordos a la voz de la justicia y de la consanguinidad. Debemos, pues, convenir en la necesidad, que establece nuestra separación y considerarlos, como consideramos a las demás colectividades humanas: enemigos en la guerra; en la paz, amigos. 

Por lo tanto, los Representantes de los Estados Unidos de América, convocados en Congreso General, apelando al Juez Supremo del mundo por la rectitud de nuestras intenciones, en nombre y por la autoridad del buen pueblo de estas Colonias, solemnemente hacemos público y declaramos: 

Que estas Colonias Unidas son, y deben serlo por derecho, Estados Libres e Independientes; que quedan libres de toda lealtad a la Corona Británica, y que toda vinculación política entre ellas y el Estado de la Gran Bretaña queda y debe quedar totalmente disuelta; y que, como Estados Libres o Independientes, tienen pleno poder para hacer la guerra, concertar la paz, concertar alianzas, establecer el comercio y efectuar los actos y providencias a que tienen derecho los Estados independientes. 

Y en apoyo de esta Declaración, con absoluta confianza en la protección de la Divina Providencia, empeñamos nuestra vida, nuestra hacienda y nuestro sagrado honor. 

4. Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 26 de agosto de 1789
Los representantes del pueblo francés, constituidos en Asamblea Nacional, considerando que la ignorancia, el olvido o el menosprecio de los derechos del hombre son las únicas causas de las calamidades públicas y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto exponer, en una declaración solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, a fin de que esta declaración, constantemente presente para todos los miembros del cuerpo social, les recuerde sin cesar sus derechos y sus deberes; a fin de que los actos del poder legislativo y del poder ejecutivo, al poder cotejarse a cada instante con la finalidad de toda institución política, sean más respetados y para que las reclamaciones de los ciudadanos, en adelante fundadas en principios simples e indiscutibles, redunden siempre en beneficio del mantenimiento de la Constitución y de la felicidad de todos. En consecuencia, la Asamblea Nacional reconoce y declara, en presencia del Ser Supremo y bajo sus auspicios, los siguientes derechos del hombre y del ciudadano: 

Artículo 1. Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común. 

Artículo 2.- La finalidad de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Tales derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión. 

Artículo 3.- El principio de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún cuerpo, ningún individuo, puede ejercer una autoridad que no emane expresamente de ella. 

Artículo 4.- La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no perjudique a otro: por eso, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los que garantizan a los demás miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Tales límites sólo pueden ser determinados por la ley. 

Artículo 5.- La ley sólo tiene derecho a prohibir los actos perjudiciales para la sociedad. Nada que no esté prohibido por la ley puede ser impedido, y nadie puede ser constreñido a hacer algo que ésta no ordene. 

Artículo 6.- La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que sancione. Como todos los ciudadanos son iguales ante ella, todos son igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus capacidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos. 

Artículo 7.- Ningún hombre puede ser acusado, arrestado o detenido, como no sea en los casos determinados por la ley y con arreglo a las formas que ésta ha prescrito. Quienes soliciten, cursen, ejecuten o hagan ejecutar órdenes arbitrarias deberán ser castigados; pero todo ciudadano convocado o aprehendido en virtud de la ley debe obedecer de inmediato; es culpable si opone resistencia. 

Artículo 8.- La ley sólo debe establecer penas estricta y evidentemente necesarias, y nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida y promulgada con anterioridad al delito, y aplicada legalmente. 

Artículo 9.- Puesto que todo hombre se presume inocente mientras no sea declarado culpable, si se juzga indispensable detenerlo, todo rigor que no sea necesario para apoderarse de su persona debe ser severamente reprimido por la ley. 

Artículo 10.- Nadie debe ser incomodado por sus opiniones, inclusive religiosas, a condición de que su manifestación no perturbe el orden público establecido por la ley. 

Artículo 11.- La libre comunicación de pensamientos y de opiniones es uno de los derechos más preciosos del hombre; en consecuencia, todo ciudadano puede hablar, escribir e imprimir libremente, a trueque de responder del abuso de esta libertad en los casos determinados por la ley. 

Artículo 12.- La garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita de una fuerza pública; por lo tanto, esta fuerza ha sido instituida en beneficio de todos, y no para el provecho particular de aquéllos a quienes ha sido encomendada. 

Artículo 13.- Para el mantenimiento de la fuerza pública y para los gastos de administración, resulta indispensable una contribución común; ésta debe repartirse equitativamente entre los ciudadanos, proporcionalmente a su capacidad. 

Artículo 14.- Los ciudadanos tienen el derecho de comprobar, por sí mismos o a través de sus representantes, la necesidad de la contribución pública, de aceptarla libremente, de vigilar su empleo y de determinar su prorrata, su base, su recaudación y su duración. 

Artículo 15.- La sociedad tiene derecho a pedir cuentas de su gestión a todo agente público. 

Artículo 16.- Toda sociedad en la cual no esté establecida la garantía de los derechos, ni determinada la separación de los poderes, carece de Constitución. 

Artículo 17. Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ella, salvo cuando la necesidad pública, legalmente comprobada, lo exija de modo evidente, y a condición de una justa y previa indemnización.

5. Declaración de derechos de los Estados Unidos, 1791, o las Diez Enmiendas

Enmienda 1: El Congreso no dará ley alguna por la que se establezca una religión o se prohíba ejercerla o se limite la libertad de palabra o de la prensa, o el derecho del pueblo de reunirse pacíficamente y pedir al gobierno la reparación de los agraviados. 

Enmienda 2: No se atentará contra el derecho del pueblo de poseer y llevar armas.

Enmienda 3: En tiempo de paz no se alojará a ningún soldado en casa alguna sin el consentimiento del propietario; en tiempo de guerra, sólo podrá hacerse esto en las formas prescritas por las leyes.

Enmienda 4: El derecho de los ciudadanos a la seguridad de las personas, al domicilio, a contar con papeles y a los efectos contra las pesquisas y embargos arbitrarios es inviolable.

Enmienda 5: Nadie podrá ser obligado a responder por un delito que lleve consigo pena capital o infamante sino por denuncia o veredicto de un gran jurado. Nadie podrá ser sometido por un mismo hecho a un segundo juicio que pueda ocasionarle la pérdida de la vida o de alguno de sus miembros.

Enmienda 6: En toda causa criminal tendrá el acusado derecho a que se le juzgue pronto y públicamente por un jurado imparcial del Estado y del distrito en que se haya cometido el delito y que determine la Ley.

Enmienda 7: En los pleitos sometidos a la Common Law, el derecho a someterlos al fallo del jurado será mantenido siempre que su cuantía exceda de 20 dólares. Ningún hecho sobre él que recaiga sentencia de un jurado podrá ser objeto de nuevo examen por tribunal alguno de los Estados Unidos, como no sea conforme a las normas del Commom Law.

Enmienda 8: No se podrá exigir ni fianzas ni multas excesivas. No se podrán imponer castigos crueles ni inusitados.

Enmienda 9: No se dará una interpretación a los derechos reconocidos a la Constitución, que anule o derogue otros que se haya reservado el pueblo. 

Enmienda 10: Corresponden a los Estados o al pueblo los poderes que no se hayan delegado por la Constitución a los Estados Unidos ni se haya prohibido expresamente a los Estados particulares. 

6. Textos correspondientes a los siglos XVI y XVII (Extraídos de Peces Barba, Gregorio. Derecho positivo de los derechos humanos. Madrid, 1987). 

a) Textos correspondientes al siglo XVI 

· Leyes de Burgos, 27 de diciembre de 1512 

Fueron motivadas por las prédicas del obispo dominico fray Antonio de Montesinos y el padre de las Casas contra los repartimientos y encomiendas. En ellas se reconocía el principio de libertad de los indios y su obligación al servicio de los españoles autorizando la práctica del repartimiento y las encomiendas que la contradecía. Así mismo, este texto comprendió un sistema de control del cumplimiento de las garantías que establecía, mediante la designación de visitadores nombrados por las autoridades coloniales que cumplían la función de inspeccionar las condiciones de vida de los indios. 

Extractos de las Leyes de Burgos del 27 de diciembre de 1512 

Ley dieciocho. Ordenamos y mandamos que a ninguna mujer preñada después que pasare cuatro meses, no la envíen a las minas ni hacer montones sino que las tales personas que las tienen en encomienda las tengan en las estancias y se sirvan de ellas en las cosas de por casa que son poco trabajo, así como hacer pan y guisar de comer y desherbar y después que parieren críen a su hijo hasta que se de tres años sin que en todo este tiempo le manden ir a las minas ni hacer montones ni otra cosa en que la criatura reciba perjuicio so pena que las personas que tuvieren indios de repartimiento y así no lo cumplieren, por la primera vez incurran en seis pesos de oro de pena, los cuales se repartan como suso se contiene, y por la segunda vez que le sea quitada la mujer y a su marido y pague los dichos seis pesos de oro, y por la tercera le sean quitados mujer y marido y seis indios, de los cuales nos podamos hacer merced como cosa vaca a quien nuestra merced y voluntad fuere. 

Ley veintinueve. Ordenamos y mandamos que en cada pueblo de la dicha isla haya dos visitadores que tenga a cargo de visitar todo el pueblo y mineros y estancias y pastores y porqueros de ella y sepa cómo son los indios industriados en las cosas de nuestra santa fe y cómo son tratadas sus personas y cómo son mantenidos y cómo guardan y cumplen ellos o los que los tienen a cargo estas ordenanzas y todas las otras cosas que cada uno de ellos son obligados a guardar, de lo cual le mandamos que tengan mucho cuidado y les encargamos la conciencia sobre ello.

· Las Leyes Nuevas Indias de 1542 

Debido a que las Leyes de Burgos no habían puesto fin a los excesos de los colonizadores denunciados por Bartolomé de las Casas, el 20 de noviembre de 1542 Carlos V dictó en Valladodid las Nuevas Leyes de Indias, que contenían cuarenta capítulos de los cuales los veinte últimos se ocupaban de la condición de los indios. Al respecto, podemos señalar que ademas de proclamar la libertad de los indios y la prohibición del trabajo obligatorio, estas leyes contenían, en su capítulo XXX, la supresión absoluta del régimen de las encomiendas. 

En este contexto, cabe subrayar que la doctrina elaborada por los juristas españoles del siglo XVI, entre los cuales destaca fray Francisco de Vitoria, maestro de Salamanca, creador del Derecho internacional moderno, y los permanentes reclamos de los obispos y misioneros contribuyeron al reconocimiento de los derechos humanos de los naturales de América en diversos instrumentos. 

Francisco de Vitoria sostenía que “el reconocimiento de la igualdad de todos los hombres para recibir la fe a través de un sacramento significa además la puerta de ingreso de los habitantes de las tierras descubiertas a la civilización cristiano-occidental”. Así mismo, sostenía que los hombres del Nuevo Mundo “no son siervos por naturaleza” porque la mente de Aristóteles no sostuvo “que los que tengan poco ingenio sean por naturaleza siervos y no tengan dominio ni de sí ni de sus cosas […] ni tampoco quiere decir el filósofo que sea lícito ocupar sus propiedades y reducir a la esclavitud y llevar al mercado a los que Natura hizo cortos de ingenio. Lo que quiere enseñar es que hay en ellos una necesidad natural de ser regidos y gobernados por otros [...] como los hijos necesitan estar sometidos a los padres y la mujer al marido”. De este contexto, afirma Vitoria, se desprende que no son títulos legítimos para justificar la conquista un supuesto derecho del emperador como señor del mundo, la autoridad del sumo pontífice, que no es señor civil de todo el orbe, el pretendido derecho de los descubridores, toda vez que estos territorios estuvieron en posesión de sus dueños. La legitimidad de la conquista se basa sobre un argumento que constituyó un sustento del Derecho internacional: “La existencia de una comunidad natural entre los hombres, su amistad que es de derecho natural, el ser prójimos unos de otros, de lo cual deriva el derecho de comunicación”.

Extractos de las Leyes Nuevas de Indias (20 de noviembre de 1542)

Siendo el principal intento de voluntad siempre ha sido y es la conservación y argumento de los indios y que sean instruidos y enseñados en las cosas de nuestra Santa Fe Católica y bien tratados como personas libres y vasallos nuestros que los son, encargados y mandamos a los del dicho nuestro Consejo [de las Indias] tengan siempre muy gran atención y especial cuidado sobre todo de la conservación y el buen gobierno y tratamiento de los indios y de saber cómo se cumple y executa lo que por nosotros está ordenado y se ordenare para la buena gobernación de las nuestras Indias y administración de la justicia en ellas, y de hacer que se guarde, cumpla y execute, sin que en ello haya remisión, falta de, ni descuido alguno [...] Un especial cuidado del buen tratamiento de los indios y conservación de ellos, mandamos que se informen siempre de los excesos y malos tratamientos que les fueren hechos por los gobernadores o particulares y cómo han guardado la Ordenanzas e instrucciones que les han sido dadas y para el buen tratamiento de ellos están fechas y en lo que se hubiere excedido o excediere de aquí adelante tengan cuidado de remediarlo castigando a los culpables con todo rigor conforme a la justicia. Ordenamos y mandamos de que den adelante por ninguna causa de guerra ni otra alguna, aunque sea por título de rebelión ni por rescate ni por otra manera, no se pueda hacer esclavo de indio alguno y queremos que sean tratados como vasallos nuestros de la Corona de Castilla.

· Instrucciones de los Reyes Católicos a Nicolás de Ovando, gobernador de las Indias 

Las instrucciones consistieron en un conjunto de normas que el descubridor, conquistador o gobernante, por así decirlo, recibía de la corona como forma de regular su acción. La Instrucción de Ovando establecía: 

a) Que los indios eran vasallos libres y debía suprimirse el repartimiento.

b) Que los indios pagarían tributos y trabajarían por un salario.

No obstante, la buena voluntad de otorgar libertad a los indios significó un fracaso económico que los obligó a abandonar su trabajo. 

· Real cédula de Fernando V el Católico, dictada en 1514 

El 19 de octubre de 1514, don Fernando V y doña Juana de Balbuena expidieron en Valladolid, con fecha 5 de febrero de 1515, la real cédula que decretó la libertad de los indios para contraer matrimonio y el derecho de que se enseñara la gramática latina a los hijos de los caciques nativos de la Española. 

· Decreto de Carlos V sobre la esclavitud en Indias, 1526 

El Consejo de Indios, creado en 1524 en una de las reuniones celebradas en Granada, trató de adecuar el desarrollo de las conquistas con los principios cristianos. Como resultado de éste se dictaron 12 ordenanzas cuyo fin era regular los actos de los españoles en las colonias de acuerdo con los deseos del emperador de promover la conversión pacifica de los indos, prohibir la esclavitud y encomendar al cuidado de los indígenas a los clérigos. 

Este decreto establece la prohibición de hacer esclavos a los indios en guerra, estableciendo “Requerimientos que como doctrina consistía en la disposición jurídica de exigir la sumisión de los indios a la soberanía de los Reyes de Castilla, pues no se permitía hacer guerra a los indios sino sólo para someterlos a la Corona o para propagar la fe”. 

Extractos:

Que los indios sean libres y no sujetos a servidumbre. Es nuestra voluntad y mandamos que ningún adelantado, gobernador, capitán, alcalde ni otra persona de cualquier estado, dignidad, oficio o calidad que sea, en tiempo y ocasión de paz o guerra, aunque justa y mandada por hacer por Nos o por quien nuestro poder hubiere, sea osado en cautivar indios naturales de nuestras Indias, islas y tierra firme del mar océano, descubiertas, ni por descubrir, ni tenerlos por esclavos, aunque sean de las islas y tierras que por Nos o quien nuestro poder para ello haya tenido o tenga, éste declarado, que se les pueda hacer justamente guerra […] Así mismo, mandamos que ninguna persona, en guerra ni fuera de ella, pueda tomar, aprender, ni ocupar, vender ni cambiar por esclavo a ningún indio, ni tenerle por tal, con título de que le hubo, ni por otra cualquier causa, aunque sea de los indios que los mismos naturales tenían, tienen o tuvieren entre sí como esclavos, pena de que si alguno fuere hallado, que cautivó o tiene por esclavo algún indio, incurra en perdimiento de todos sus bienes, aplicados a nuestra cámara y fisco, y el indio o indios que luego sean vueltos y restituidos a sus propias tierras y naturalezas con entera y natural libertad, a costa de los que así los cautivaren o tuvieren por esclavos. Y ordenamos a nuestras justicias que tengan especial cuidado de lo inquirir y castigar con todo rigor según ésta ley, pena de privación de sus oficios y cien mil maravedís para nuestra cámara al que lo contrario hiciera y negligente fuere en su cumplimiento. 

· La bula Sublimis Deus 

Esta bula del papa Paulo III fue promulgada gracias a la actuación personal del dominico fray Bernandino de Minaya. Establece la doctrina pontificia sobre la condición de los indios, declarándolos capaces de entender la fe y recibir los sacramentos, razón por la cual no se los podía esclavizar ni privar de sus bienes. Esta doctrina fue difundida por religiosos y papas. 

Texto

Concedida por Paulo III el 2 de junio de 1537. Paulo Obispo siervo de los siervos de Dios. A todos los fieles de Cristo que las presentes letras vieren, la salud y la bendición apostólica. Dios Sublime de tal modo amó al género humano, que al hombre hizo al que no solo fuera partícipe del bien como las demás criaturas, sino que pudiera llegar al Sumo Bien, inaccesible e invisible, y verle cara a cara. Y como el hombre ha sido creado para alcanzar la vida y felicidad eterna, según testimonio de la Sagrada Escritura, y esta vida y felicidad eterna nadie reconoce que el hombre es de tal condición y naturaleza, que pueda recibir la Fe de Cristo y que quienquiera que tenga naturaleza humana es hábil para recibir la misma Fe. Pues no ha de creerse a nadie tan necio que crea poder obtener su fin y no alcanzar en modo alguno el medio totalmente necesario. Por ello, la verdad misma que ni puede engañarse ni engañar, cuando destinó predicadores de la Fe al oficio de la predicación, es sabido que dijo: “Id y enseñad a todas las gentes”. A todas, dijo, sin ninguna excepción, como quiera que todas sean capaces de la disciplina de la Fe. […] Que dichos indios y todas las otras gentes que a noticia de los cristianos lleguen adelante aunque estén fuera de la Fe de Cristo, sin embargo, no han de ser privados o se les ha de privar de su libertad y de dominio de sus cosas, antes bien pueden libre y lícitamente usar, poseer y gozar de tal libertad y dominio, y no se les debe reducir a servidumbre; y que lo de cualquier modo haya podido acontecer, sea írrito y uno y si ninguna fuerza o momento, y que a estos indios y otras gentes haya de inducirse a la Fe de Cristo con la predicación de la palabra de Dios y el ejemplo de una buena vida […] Dada en Roma, en San Pedro el año de la Encarnación del Señor de 1537 y el 4 de las nonas de junio, en el año tercero de nuestro pontificado. 

· Edicto de Nantes

Este texto legal, dado en abril de 1598 y registrado por el Parlamento de París el 19 de febrero de 1599, pone fin a más de cuarenta años de guerras religiosas y civiles, regulando las condiciones y los límites del culto protestante, oficialmente tolerado. Éste es el primer texto jurídico de gran importancia que no sólo regula la tolerancia sino también la libertad de conciencia. Consta de 92 artículos y fue además el primer ejemplo histórico de la organización de un derecho denominado libertad de conciencia, antes que en las colonias inglesas de América del Norte. 

Mediante el Edicto de Nantes se permitió el restablecimiento de la religión católica y romana en todas las villas y lugares, sometiéndose a su obediencia, sin que los súbditos sean vejados, investigados ni obligados a hacer nada en contra de su conciencia ni ser perseguidos por estas razones en sus hogares. Cabe señalar que sólo se podía practicar la religión en los lugares que estaban permitidos por el edicto, es decir, en los lugares del reino y país, pues no estaba permitido practicar la religión en los ejércitos con excepción de los cuarteles cuyos jefes la profesaban; además, se prohibía el uso de palabras que indujesen al pueblo a la sedición. En su cláusula XXVII, el edicto dispone que jueces y tribunales se abstendrán de informar e inquirir sobre la vida, costumbres, religión y honesta conversación de los que son o sean investigados de cargos, tanto de una religión como de otra, sin tomarles más juramentos que el de servir bien y fielmente al rey, en el ejercicio de sus cargos, y guardar las ordenanzas. Por otro lado, en el cláusula XXX, el edicto establece que para administrar justicia a los súbditos se ordenó crear en el Tribunal del Parlamento de París una aala compuesta por un presidente y 16 consejeros, que se denominó la Sala del Edicto, a la que se le encargó conocer no sólo los procesos que se iniciaban en el territorio de dicho tribunal sino también los que procedían de los parlamentos de Normandía y Gran Bretaña. 

b) Textos correspondientes al siglo XVII 

· Carta Magna de San Juan sin Tierra (1215) 

Juan, Rey de Inglaterra por la gracia de Dios, Señor de Irlanda, Duque de Normandía y Aquitania y Conde de Anjou, a sus arzobispos, obispos, abades, condes, barones, jueces, guardas, alguaciles, mayordomos, criados y a todos sus funcionarios y leales súbditos.

· Nos hemos otorgado ante Dios por la presente Carta, que la Iglesia de Inglaterra será libre y se conservarán íntegros sus derechos y sin menoscabo sus libertades. Respetaremos esta libertad y de buena fe por parte de los sucesores a perpetuidad.

· Las fianzas de un deudor no serán embargadas mientras el deudor mismo pueda satisfacer su deuda; si el deudor es incapaz de satisfacer su deuda por falta de medios, sus fiadores responderán de ella. 

· Por un delito leve un hombre libre sólo será castigado en proporción al grado del delito y por un delito grave también en la proporción correspondiente, pero no hasta el punto de privarle de su subsistencia. 

· Los condes y los barones serán castigados por sus iguales y en proporción a la gravedad del delito.

· Una multa sobre la propiedad laica de un clérigo con órdenes se fijará por los mismos principios sin tener en cuenta el valor del beneficio eclesiástico. 

· Ningún hombre libre será detenido ni preso ni desposeído de sus derechos ni posesiones, ni declarado fuera de la Ley ni exiliado, ni perjudicada su posición de cualquier otra forma, a no ser que sea por un juicio legal de sus iguales o por la ley del país.

· Todos los comerciantes podrán entrar o salir de Inglaterra salvos y sin temor, y podrán residir y viajar dentro de ella, por tierra y por agua, con el propósito de comerciar, libres de toda contribución ilegal, conforme a las antiguas y legales costumbres. 

· La gente que vive fuera de los bosques no necesita en adelante comparecer ante los jueces reales de los bosques por citaciones generales, a menos que estén en la actualidad involucrados en procesos o sean fiadores por alguno que haya sido detenido por un delito del bosque.

· Carta jurada del rey Teobaldo II de Navarra del 1 de noviembre de 1253

Mediante esta carta, el rey Teobaldo reconoció determinadas libertades, tales como que ninguna persona podía ser detenida ni se le podían expropiar sus pertenencias si es que antes no había sido sometida a una corte. No obstante, la influencia del Decreto Romano Canónico de aquella época suscitó cierta oposición en la nobleza. Frente a las innovaciones que se pretendía realizar, se planteó y defendió la vigencia del decreto tradicional representado por los fueros, razón por la cual Teobaldo II juramentó en 1253. 

· Decretos de la curia de León

Decretos que don Alfonso, rey de León y de Galicia, otorgó en la ciudad de León con el arzobispo de Compostela y con todos los obispos, grandes y ciudadanos elegidos de su reino. Estos decretos, dictados por don Alfonso decían:

· Establecí y juré que si alguien hiciese o me dijese una denuncia de alguien daré a conocer sin retraso el denunciante al denunciado y si no pudiese probar en mi Curia la denuncia que hizo, sufrirá el castigo que debiera sufrir el denunciado si se hubiese probado la denuncia. Y si no se probase, el que hizo la denuncia sufrirá el castigo antes dicho y además pagará los gastos que hizo el denunciado para venir y regresar.

· No se hará la guerra ni la paz ni pacto alguno si no es por consejo de los obispos, los nobles y los hombres buenos por cuyo consejo debe reinar [El poder emana del pueblo]. 

· Se prohíbe firmemente que ninguno de mi reino haga asonadas, sino que pida su justicia de mí según se ha dicho antes. Y que dé el doble del daño que provoque quien las haga y pierda mi amor y el beneficio y la tierra. 

· Que nadie se atreva a ocupar violentamente la cosa, mueble o inmueble, que otro posea. Y que restituya doblada la cosa, si la hizo suya, al que sufrió la violencia.

· Que nadie preste fianza si no es por los justicia o alcaldes que hayan sido puestos por mí y que éstos y los señores de la tierra hagan fielmente derecho en la ciudades y en los alfoces a todos los demandantes. 

· Si alguno de los justicias denegase justicia al demandante o la retrasase maliciosamente y no le hiciese derecho hasta el tercer día, tome éste testigos ante algunos dichos justicias, por cuyo testimonio conste la verdad y se obligue al justicia a indemnizar al demandante en el doble tanto de la querella como de las cosas. Si acaso todos los justicias de aquella tierra denegasen la justicia al querellante, que tome testigos de los hombres buenos con los que lo pruebe y entonces tome prendas, sin denuncia, por los justicias y los alcaldes para que paguen el doble y en justicia tanto la petición como las costas, y además el daño que se produzca a aquel que preste fianza se le pagarán al doble los justicias. 

· Si el reo deudor no tuviese con qué pagar, los justicias y alcances prenderán su cuerpo y tenido lo que tenga, sin denuncia, y entregarán a él y a todo lo suyo al reclamante. 

· Nadie entrará a la casa del otro por la fuerza, ni hará ningún daño en ella o en su heredad. Y si lo hiciese, pagará el doble del daño al señor de la casa de la tierra nueve veces el daño que hizo, si no prometiese derecho como está escrito. Y si acaso matase el dueño(a) de la casa, será alevoso y traidor. Y si el dueño(a) o alguien de los que defiendan su caso matase a alguno de aquellos, no será castigado por homicidio y nunca responderá del daño que les hizo. 

· Petición de derechos (2 de junio de 1628) 

En este texto es importante destacar una serie de connotaciones que aparecen como antecedentes de los derechos humanos. Así tenemos: 

· En el Estatuto de la Gran Carta de Libertades de Inglaterra se declaró y promulgó que ningún hombre libre sería arrestado o encarcelado en el ejercicio de sus libertades o de sus costumbres, ni desterrado ni sancionado de ninguna forma si no es de acuerdo con un juicio legal formado por las partes o según el derecho de tierras. 

· Nadie será prejuzgado contra su vida o su integridad de forma contraria a la Gran Carta y al derecho de tierras.

· La persona que es acusada puede y debe ser juzgado por las leyes y estatutos de la tierra y de ninguna otra forma, y por las mismas leyes y estatutos debe fijarse el tiempo y el lugar.

· Los acusados que rehuyen de las penas amparándose en su poder son hechos contrarios a las referidas leyes y estatutos del reino.

· Que ningún hombre sea obligado a dar ningún regalo, crédito, donación, impuesto o cualquier exacción similar con el consentimiento común, manifestado en un acto del Parlamento, y que nadie sea llamado a responder o prestar juramento. 

· Que ningún hombre libre sea encarcelado o detenido según la forma antes descrita y será el Rey quien disponga el traslado de los soldados y marineros.

· Que las sentencias, actos y procedimientos dictados en perjuicio de la gente en los casos anteriores no tendrán en adelante efecto ni se tomarán como ejemplo. 

· Cuerpo de libertades de la bahía de Massachusetts (diciembre de 1641) 

Mediante este documento se concedía a los fundadores de la colonia un estatuto corporativo con el título de “Gobernador y compañía de la bahía de Massachusetts en Nueva Inglaterra”. El cuerpo de libertades es el primer catálogo norteamericano de derechos humanos y sin duda ejerció una gran influencia sobre los textos positivos posteriores de las demás colonias. 

Síntesis del cuerpo de libertades

1. No se privará la vida de nadie ni se le difamará en su honor o en su nombre: nadie será arrestado, reprimido, desterrado, mutilado ni de ninguna forma castigado. Así mismo, ningún hombre se verá privado de su mujer o de sus hijos, ni se le confiscarán bienes o propiedades.

2. Toda persona dentro de su jurisdicción, sea habitante o extranjero, se someterá a la misma justicia y a la Ley, que tienen el carácter general para la plantación, las cuales constituimos para que sean aplicadas sobre nosotros con imparcialidad y sin dilación. 

3. Nadie se verá obligado a prestar juramento ni a suscribir cualesquiera artículos, convenios o acuerdos de naturaleza pública y civil, sino solamente aquellos que la Corte General haya considerado, aprobado y requerido.

4. Nadie se verá obligado a realizar trabajos o servicios públicos a no ser que la obligación se fundamente en algún acto de la Corte General y sea por consiguiente una decisión razonable. 

5. Todo hombre que sea habitante o forastero, libre o no libre, podrá presentar a cualquier corte pública, ya sea en forma oral o por escrito, un pronunciamiento sobre cuestiones legales, mociones, demandas, peticiones, declaraciones e informaciones que sean de su competencia según el orden debido y las formalidades respectivas. 

6. Todo hombre que pertenezca a esta jurisdicción o se encuentre en ella tendrá plena libertad, con independencia de cualquier poder civil, para trasladarse con su familia fuera de ella cuando lo desee, siempre que no exista un impedimento legal en contra. 

En lo que se refiere a normas para los derechos y libertades relativos a los procedimientos judiciales tenemos: 

1. Ninguna persona será detenida o encarcelada por la autoridad antes de ser condenada si puede garantizar mediante fianza o prenda su conducta recta y su buen comportamiento, con excepción de los casos de crímenes capitales, desacatos ante la Corte reunida y aquellos casos expresamente fijados por acto ante la Corte.

2. Todo hombre tendrá derecho a contratar a cualquier otro que no sea recusado por la Corte para ejercer su defensa.

3. En todos los procesos, el demandante y el demandado podrán elegir de mutuo acuerdo si quieren ser juzgados por el juez o por un jurado, a no ser que la ley prevea otra cosa.

4. Nadie podrá ser arrestado o encarcelado como consecuencia de un juicio o de un ejercicio por deuda y multas si existen otros medios legales que no incidan en su estado.

5. Toda persona que comete un delito será tratada y determinada por la corte a la que corresponda conocer de ella y se seguirá sin prejuzgar el fallo.

6. Nadie podrá ser condenado dos veces por la justicia civil a causa del mismo crimen, ofensa o agravio.

7. Nadie recibirá más de 40 azotes o será condenado a galeras a no ser que su crimen sea vergonzoso.

8. Nadie podrá ser ejecutado a muerte en los días inmediatos a su condena, a no ser que la Corte estime alguna causa en contrario.

9. Nadie podrá ser sometido a tortura para confesarse autor o acusar a otros como autores de un crimen.

10. No existe la aplicación de las penas corporales.
En lo que se refiere a las libertades peculiares relativas a los hombres: 

1. La autoridad civil tiene poder y libertad para castigar a un miembro de cualquier Iglesia, mediante un procedimiento de la justicia civil, a pesar del cargo que se ocupe y del vínculo o relación que mantenga con su iglesia.

2. Ningún magistrado, jurado, oficial o cualquier otra persona será obligado a informar o revelar cualquier crimen privado u ofensa que no presente peligro para esa plantación, o para algunos de sus miembros, si su conciencia le obliga a mantener secreto por una promesa hecha a Dios, salvo que sea requerido legalmente para prestar testimonio.

En lo que se refiere a las libertades de las mujeres y niños:

1. Ninguna mujer casada podrá ser castigada y azotada por su marido, a no ser que éste en defensa propia responda al ataque de aquélla. Si existe alguna razón para corregir a la mujer, se interpondrá una demanda ante la autoridad, reunida en una Corte, de quien recibirá un castigo.

2. El niño tendrá derecho a quejarse ante la autoridad para solucionar o remediar situaciones que le causen incomodidad, así por ejemplo: si los familiares le privan sin razón de ser a un niño de un matrimonio oportuno y conveniente, o son maltratados e inclusive con severidad. 

Libertades de siervos, forasteros y extraños:

1. Si un siervo escapa de la tiranía y crueldad de su señor y se refugia en la casa de un hombre libre de la misma ciudad, estará protegido y asistido hasta que se adopte una medida para resolver la situación.

2. El que golpea a su criado(a) en los ojos o en los dientes, la mutila o desfigura, salvo en los casos fortuitos, se dejará marchar de su servicio y tendrá derecho a una indemnización con arreglo a lo que disponga la Corte. 

3. Los siervos que hayan trabajado con diligencia y fidelidad en beneficio de sus señores por siete años no serán despedidos con las manos vacías.

4. Todo extranjero que profese una religión cristiana y acuda a nosotros huyendo de la tiranía o de la opresión, de hambre, de las guerras o por otro motivo de fuerza de necesidad será acogido y asistido contando con el poder y la prudencia que Dios nos dará.

5. No habrá más vínculos de esclavitud o cautividad que los propios de un prisionero legal y, los que recaen sobre aquellos extranjeros, podrán éstos desarrollar las libertades y costumbres cristianas que establece la Ley de Dios de Israel. 

En lo que se refiere a la protección de los animales: 

1. Nadie podrá tratar en forma tiránica o cruelmente a un animal doméstico.

2. Aquellos ganados que sean utilizados para trasladar carga, tenga la obligación legal de hacerlos descansar.

Finalmente, en cuanto a las penas capitales:

Si alguien cree o adora a un Dios distinto de Dios, traerá una condena de reo de muerte.

La blasfemia contra Dios, Hijo o Espíritu Santo será condenada como reo de muerte.

Declaración de las libertades que el Señor Jesús ha dado a las Iglesias: “Todas las almas de esta jurisdicción que no estén dentro de una Iglesia, sean rectos en sus juicios y no den escándalo con sus vidas, tendrán derecho a congregarse en una iglesia estatal”. 

· Acta de tolerancia de Maryland (1649) 

La fundación de Maryland es la historia de un grupo de católicos y protestantes que, en 1633, partieron de Inglaterra con Leonard Calvert (católico) en un clima de persecución religiosa, que tuvo como reacción el desarrollo de un espíritu de tolerancia. 

Así, en 1649 se aprobó la llamada Acta de Tolerancia de Maryland, que exigió como premisa única la creencia cristiana. En 1654 este texto fue abrogado por mandato de Gromwell, que prohibió el ejercicio de la religión católica en las colonias, para luego imponer a la Iglesia anglicana, con los deberes religiosos y económicos que ello conllevaba. 

· Normas fundamentales de Carolina (1669-1670) 

La redacción de las normas fundamentales de Carolina fue encargada por un grupo de lores propietarios a lord Ashley, conde de Shaftesbury y copropietario, y a Jhon Locke. Estas normas, que se aprobaron el 1 de mayo de 1669, establecen que: 
a) Cada señorío, baronazgo y feudo tendrá poder para juzgar en nombre propio y conocer de todas las causas civiles como penales. Si se tratase de personas que no sean habitantes, vasallos o súbditos del referido señorío, con el pago de 40 chelines podrán apelar de la Corte del Señorío a la Corte del Condado y de la Corte del Feudo a la Corte del Distrito.

b) Ningún súbdito podrá salir del territorio de su señor o vivir en cualquier parte sin licencia firmada y sellada por su señor. 

c) Todos los hijos de los súbditos serán súbditos en todas las generaciones.

d) Ninguna causa sera juzgada dos veces ante una corte, a no ser que exista una razón o pretensión justificada.

e) El veredicto de una causa podrá emitirse por mayoría.

f) Ninguna persona podrá defender una causa si antes la corte no le toma juramento. 

g) Nadie podrá ser expulsado ni despreciado por el hecho de ser cristiano, idólatra, por su ignorancia. 

h) La admisión y principio de cualquier iglesia o confesión serán escritos en un libro, dentro del cual se inscribirán todos los miembros de dicha iglesia o confesión, teniendo como principio de comunión tres frases a seguir: a) Que Dios existe. b) Que Dios debe ser adorado públicamente. c) Que es un deber legítimo de todo hombre, garantizado por los gobernantes, dar testimonio de la verdad.

i) Ningún hombre usará un lenguaje acusador, injurioso o abusivo contra la religión de cualquier iglesia o confesión. 

j) Todo hombre libre de Carolina tendrá poder y autoridad absoluta sobre sus esclavos negros, cualesquiera que sea su religión y opinión. 

k) Ninguna corte de justicia tendrá conocimiento de una causa civil o criminal.

· Concesiones y acuerdos de West New Jersey (13 de mayo de 1677) 

Este documento recoge los principios del gobierno civil propios del pensamiento cuáquero. Cabe señalar que este texto no tuvo vigencia en forma integral debido a una discusión originada con motivo de una tentativa de usurpación del poder por el cuáquero Edward Byllinge. 

Concesiones 

Capítulo XIII. El derecho común o los derechos fundamentales y los privilegios de West New Jersey son acordados personalmente por los propietarios y poseedores de tierras y están destinados a ser los principios del gobierno. De esta forma, no deben ser alterados por la autoridad legislativa o por la Asamblea descrita más adelante, ya que ambas se constituyen de acuerdo con estos principios con el fin de mantenerlos, y también para promulgar cuantas leyes se aprueben, mientras no contradigan, difieran o alteren los referidos principios bajo cualquier pretensión o motivo. 

Capítulo XVI. Que ningún hombre o grupos en los que se integre tendrá poder o autoridad sobre la tierra para dictar reglamentos en materia religiosa sin contar con las conciencias de los hombres. 

Capítulo XVII. Que ningún propietario o poseedor de tierras, o habitantes de la provincia de West New Jersey, será privado de su libertad, propiedades o de su estado, ni castigado en su vida o cuerpo, ni afectado de cualquier forma en sus privilegios, libertades o derecho de sufragio, por ninguna razón, sin el debido proceso y sin juicio fallado por doce hombres honestos y virtuosos de su vecindad.

Capítulo XXII. Que los procesos seguidos por toda causa civil o criminal serán seguidos y resueltos por doce hombres honestos de la vecindad, citados o presentados por el Sheriff de la comarca o propiedad donde el hecho o infracción se ha cometido, y que nadie será obligado a pagar honorarios a un abogado o consejero por defender su causa, sino que todos tienen libertad para defenderse a sí mismo sí así se quiere. Y ninguna persona encarcelada dentro de esta provincia por cualquier falta estará obligada a pagar los honorarios al oficial de su prisión aunque se lo haya prometido si se le pone en Libertad.

Capítulo XIIII. Que todos los habitantes de esta Provincia podrán entrar libremente en las Cortes de Justicia y estar presentes en todos los procesos y causas civiles y criminales que se desarrollen en ellas. 

Capítulo XXVII. Que ningún Capitán de barco ni Comandante de un buque dejará embarcar a las personas que no porten un certificado firmado y sellado al menos por dos comisarios, en el que se declare que esas personas son honestas y pueden ser embarcadas. 

Capítulo XXX. En que caso de que alguien se suicide o sea asesinado por cualquier otra razón, su estado civil no se perderá, sino que sus familiares podrán sucederle en su estado y gozar de los mismos derechos. 

Capítulo XXXVI. Que en toda Asamblea libre y general cada miembro tiene libertad para expresarse; que ningún hombre puede ser interrumpido mientras habla, que todas las cuestiones, antes de ser enmendadas, serán sometidas a una libre deliberación. Que cada miembro tiene derecho a formular su protesta y explicar las razones que la justifican.

Capítulo XXXVIII. Que toda persona(s) podrán, en el transcurso de la sesión en la asamblea libre y general de la provincia, pronunciar un discurso, emitir una protesta o declarar cualquier vejación, peligro o queja o para proponer, ofrecer o solicitar cualquier privilegio o beneficio o ventaja a favor de la provincia, si no exceden del número de cien personas. 

· Acta de Hábeas Corpus de 1679

El procedimiento de hábeas corpus consiste básicamente en presentar al prisionero ante el juez con la finalidad de verificar la legalidad de la acusación que se le hace. Durante el siglo XVII, se produjeron dos importantes avances: la petición de derechos de 1628, descrita anteriormente, y el acta de abolición de la Cámara Estrellada, en 1641, que terminó con las prerrogativas jurisdiccionales, además de suprimir las funciones judiciales del Consejo Real. La causa directa que motivo la adopción del Acta de Hábeas Corpus de 1679 fue el encarcelamiento arbitrario de un grupo de oponentes políticos ordenado por lord Claredon, primer ministro de Carlos II, quien para eludir la eficacia del hábeas corpus ordenó el traslado de los prisioneros, acto por el que luego fuera acusado en 1667. Cabe señalar que el Acta de Hábeas Corpus tuvo una gran influencia en los textos posteriores de las colonias americanas. 

· Bill of Rights (1688) 

El 12 de febrero de 1688, el Parlamento aprobó una declaración de derechos que fue presentada a Guillermo y María, proclamados reyes. La Bill of Rights inició un período de producción legislativa que consolidó el régimen de la revolución inglesa. 

La Bill of Rights fue uno de los antecedentes de las declaraciones de derechos adoptados por los Estados en la época de la Revolución Americana. 

7. Principales constituciones 

· Constitución política de las Cortes de Cádiz (1812) 

El 19 de marzo de 1812 fue aprobada la Constitución Política de la Monarquía Española, que no tuvo declaración de derechos en sentido estricto pero sí proclamó la soberanía de la nación y su legitimación para redactar sus leyes fundamentales. Entre algunos derechos que se legitimaron está el derecho a ocupar empleos municipales, la independencia de los tribunales y su exclusividad para enjuiciar causas, las garantías procesales, la inviolabilidad de domicilio, el derecho a elegir y a ser elegido para alcaldes, regidores y procuradores médicos, el derecho a la educación, la libertad de imprenta y el derecho de petición. 

· Constitución belga (1831)

Después de la derrota de Napoleón, la Unión de Bélgica con Francia en 1795-1815 y la aplicación de la Constitución Imperial, el año VIII terminó con la invasión de los aliados contra Francia. Hasta 1830 se aplico en Bélgica la Ley Fundamental Holandesa del 24 de agosto de 1815. En 1828 se organizo la Unión de los belgas de todas las opiniones y su lema fue “Libertad en todo y para todos”. La Revolución francesa de 1830 precipitó la derrota del ejército holandés. Los Estados Generales votaron por la separación administrativa de Bélgica y Holanda, y un gobierno provisional instalado en Bruselas proclamo su independencia. El gobierno provisional convocó a una asamblea constituyente en Bruselas para sancionar, en 1831, la Constitución belga. Se entregó la corona hereditaria al príncipe Leopoldo de Sajonia Coburgo. 

El texto originario de la Constitución belga es de 1831. Tras pasar por varias reformas, los cambios realizados en 1970, 1980, 1988, y sobre todo en 1993, tenderían a federalizar el Estado. El 17 de febrero de 1994 se publicó la denominada “Constitución refundida”, elaborada por las cámaras constituyentes, que unifica y sistematiza las anteriores reformas del texto constitucional, modificado por última vez en 2002. 

Entre los derechos que reconoce están el derecho a la vida privada y familiar; al trabajo y a la libre elección de una actividad profesional en el marco de una política general de empleo tendente, entre otros objetivos, a asegurar un nivel de empleo tan estable y elevado como fuese posible; el derecho a condiciones de trabajo y a una remuneración equitativa, así como el derecho de información, de consulta y de negociación colectiva; el derecho a la seguridad social, a la protección de la salud y a la asistencia social, médica y jurídica; el derecho a una vivienda digna; el derecho a la protección de un medio ambiente saludable; el derecho al desarrollo cultural y social.

· Constitución de la monarquía española (1876)

Don Alfonso XII, por la gracia de Dios Rey Constitucional de España, a todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed: que en unión y de acuerdo con las Cortes del Reino actualmente reunidas, hemos venido en decretar y sancionar la siguiente Constitución de la Monarquía Española

Título I

De los españoles y sus derechos
Artículo 1. Son españoles:

Primero. Las personas nacidas en territorio español.Segundo: Los hijos de padre o madre españoles, aunque hayan nacido fuera de España.Tercero. Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza.Cuarto. Los que, sin ella, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo de la Monarquía.La calidad de español se pierde, por adquirir naturaleza en país extranjero y por adquirir empleo de otro Gobierno sin licencia del Rey.

Artículo 2. Los extranjeros podrán establecerse libremente en territorio español, ejercer en él su industria ó dedicarse á cualquiera profesión para cuyo desempeño no exijan las leyes títulos de aptitud expedidos por las autoridades españolas. Los que no estuvieren naturalizados, no podrán ejercer en España cargo alguno que tenga aneja autoridad ó jurisdicción.

Artículo 3. Todo español está obligado á defender la patria con las armas, cuando sea llamado por la ley, y á contribuir, en proporción de sus haberes, para los gastos del Estado, de la Provincia y del Municipio.

Nadie está obligado á pagar contribución que no esté votada por las Cortes ó por las Corporaciones legalmente autorizadas para imponerla.

Artículo 4. Ningún español, ni extranjero, podrá ser detenido sino en los casos y en la forma que las leyes prescriban. 

Todo detenido será puesto en libertad ó entregado á la autoridad judicial, dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de la detención.Toda detención se dejará sin efecto ó elevará á prisión, dentro de las setenta y dos horas de haber sido entregado el detenido al Juez competente.La providencia que se dictare se notificará al interesado dentro del mismo plazo.

Artículo 5. Ningún español podrá ser preso sino en virtud de mandamiento de juez competente.El auto en que se haya dictado el mandamiento se ratificará ó repondrá, oído el presunto reo, dentro de las setenta y dos horas siguientes al acto de la prisión. Toda persona detenida ó presa sin las formalidades legales, ó fuera de los casos previstos en la Constitución y las leyes, será puesta en libertad á petición suya ó de cualquier español. La ley determinará la forma de proceder sumariamente en este caso. 

Artículo 6. Nadie podrá entrar en el domicilio de un español, ó extranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previstos en las leyes.

El registro de papeles y efectos se verificará siempre á presencia del interesado ó de un individuo de su familia, y en su defecto, de dos testigos vecinos del mismo pueblo. 

Artículo 7. No podrá detenerse ni abrirse por la autoridad gubernativa la correspondencia confiada al correo.

Artículo 8. Todo auto de prisión, de registro de morada ó de detención de la correspondencia será motivado.

Artículo 9. Ningún español podrá ser compelido á mudar de domicilio ó residencia sino en virtud de mandato de autoridad competente, y en los casos previstos por las leyes.

Artículo 10. No se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y nadie podrá ser privado de su propiedad sino por autoridad competente y por causa justificada de utilidad pública, previa siempre la correspondiente indemnización.

Si no precediere este requisito, los jueces ampararán y en su caso reintegrarán en la posesión al expropiado.

Artículo 11. La religión católica, apostólica, romana, es la del Estado. La nación se obliga á mantener el culto y sus ministros.

Nadie será molestado en el territorio español por sus opiniones religiosas, ni por el ejercicio de su respectivo culto, salvo el respeto debido á la moral cristiana. No se permitirán, sin embargo, otras ceremonias ni manifestaciones públicas que las de la religión del Estado. 

Artículo 12. Cada cual es libre de elegir su profesión y de aprenderla como mejor le parezca. Todo español podrá fundar y sostener establecimientos de instrucción ó de educación, con arreglo á las leyes.

Al Estado corresponde: expedir los títulos profesionales, y establecer las condiciones de los que pretendan obtenerlos, y la forma en que han de probar su aptitud. Una ley especial determinará los deberes de los profesores y las reglas á que ha de someterse la enseñanza en los establecimientos de instrucción pública costeados por el Estado, las provincias ó los pueblos.

Artículo 13. Todo español tiene derecho:

De emitir libremente sus ideas y opiniones, ya de palabra, ya por escrito, valiéndose de la imprenta ó de otro procedimiento semejante, sin sujeción á la censura previa.

De reunirse pacíficamente.

De asociarse para los fines de la vida humana.

De dirigir peticiones individual ó colectivamente al Rey, á las Cortes y á las autoridades. El derecho de petición no podrá ejercerse por ninguna clase de fuerza armada. Tampoco podrán ejercerlo individualmente los que formen parte de una fuerza armada, sino con arreglo á las leyes de su instituto, en cuanto tenga relación con este. 

Artículo 14. las leyes dictarán las reglas oportunas para asegurar á los españoles en el respeto recíproco de los derechos que este título les reconoce, sin menoscabo de los derechos de la nación, ni de los atributos esenciales del poder público. Determinarán así mismo la responsabilidad civil y penal á que han de quedar sujetos, según los casos, los jueces, autoridades y funcionarios de todas clases, que atenten á los derechos enumerados en este título.

Artículo 15. Todos los españoles son admisibles á los empleos y cargos públicos, según su mérito y capacidad.

Artículo 16. Ningún español puede ser procesado ni sentenciado sino por el juez ó tribunal competente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que éstas prescriban.

Artículo 17. Las garantías expresadas en los artículos 4.º, 5.º, 6.º y 9.º, y párrafos primero, segundo y tercero del 13, no podrán suspenderse en toda la Monarquía, ni en parte de ella, sino temporalmente y por medio de una ley, cuando así lo exija la seguridad del Estado, en circunstancias extraordinarias.

Solo no estando reunidas las Cortes y siendo el caso grave y de notoria urgencia, podrá el Gobierno, bajo su responsabilidad, acordar la suspensión de garantías á que se refiere el párrafo anterior, sometiendo su acuerdo á la aprobación de aquéllas lo más pronto posible. Pero en ningún caso se suspenderán más garantías que las expresadas en el primer párrafo de este artículo. Tampoco los jefes militares ó civiles podrán establecer otra penalidad que la prescrita previamente por la ley.

Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos (1917)

Después de la caída del dictador Porfirio Díaz en 1911, se instaló un Congreso Constituyente, en 1916-1917, para llevar a cabo la reforma parcial de la Constitución liberal de 1857. Los revolucionarios se habían apoyado en este texto constitucional para enjuiciar y combatir el régimen de Porfirio Díaz. El proyecto de constitución que se examinó fue elaborado por Venustiano Carranza. La Constitución de 1917 fue un texto innovador, expresión del liberalismo social y de la ideología revolucionaria de México. Entre los derechos que se reconoció estaban la educación, la libertad de creencias, a decidir de manera libre y responsable el número de hijos que se quería tener, a la protección de la salud y al acceso a los servicios, a formar una familia, al disfrute de la vivienda digna y decorosa, entre otros. 

· Constitución del imperio alemán (11 de agosto de 1919)

Esta Constitución se proclamó tras la derrota del imperio alemán en la Primera Guerra Mundial y sustituye a la Constitución de 1871. Se estableció una asamblea constituyente que acordó una constitución provisional el 10 de febrero de 1919; fue en agosto de 1919 cuando se sancionó la Constitución alemana de 1919 con 262 votos a favor y 75 en contra. El tema de los derechos de las personas se debió a la influencia socialdemócrata. Se inicia la integración de los derechos civiles y políticos con los DESC, acentuándose la base de un Estado social de derecho. Se reconocen, entre otros, derechos tales como el matrimonio, la familia, la educación, la juventud, la protección para los hijos ilegítimos, la educación y la enseñanza, y el régimen económico, que deberá responder a principios de justicia. 

· Constitución de la república española (1931)

Esta constitución comprende, en el capítulo II, los derechos económicos, sociales y culturales, con la denominación de “Familia, economía y cultura”, y en el título XIX el recurso de amparo. 

· Constitución sovietica (1936)

Comprende en el capítulo X los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos, entre los que se pueden mencionar el derecho al trabajo, la organización sindicalista, la economía nacional, a una remuneración según la cantidad y calidad del trabajo, al descanso y a la jornada laboral de siete horas para obreros y empleados, y a una reducción de seis horas para aquellas profesiones cuyas condiciones de trabajo sean difíciles; a asistencia económica para la vejez, enfermedad y pérdida de la capacidad de trabajo, entre otros. 

· Constitución de Irlanda de 1937

Comprende, en su artículo 40, los derechos fundamentales, entre los que se puede mencionar a la familia como grupo unitario natural, primario y fundamental de la sociedad; reconoce que con la vida de mujer dentro del hogar su apoyo es indispensable para el bien común; protege a las madres para que no se vean obligadas por necesidades económicas a dedicarse al trabajo descuidando sus deberes dentro del hogar; a la educación, sindicatos, derecho de huelga. De igual forma, se contempla en su artículo 41 el derecho a la propiedad privada y las políticas sociales. 

· Constitución italiana de 1947

Visto el acuerdo de la Asamblea Constituyente, que en su sesión del 22 de diciembre de 1947 ha aprobado la Constitución de la República italiana; vista la Disposición Final XVIII (decimoctava) de la Constitución. En el artículo 1 se reconocen los principios fundamentales, entre los que se pueden mencionar: la soberanía pertenece al pueblo, que la ejercitará en las formas y dentro de los límites de la Constitución; la República reconoce y garantiza los derechos inviolables del hombre, ora como individuo, ora en el seno de las formaciones sociales donde aquel desarrolla su personalidad, y exige el cumplimiento de los deberes inexcusables de solidaridad política, económica y social; todos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales ante la ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opiniones políticas ni circunstancias personales y sociales; constituye obligación de la República suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana y la participación efectiva de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país; la República reconoce a todos los ciudadanos el derecho al trabajo y promoverá las condiciones que hagan efectivo este derecho; todo ciudadano tendrá el deber de elegir, con arreglo a sus posibilidades y según su propia elección, una actividad o función que concurra al progreso material o espiritual de la sociedad. 
8. Declaración y Programa de Acción de Viena

Nota de la Secretaría

Adjunto al presente documento figuran la Declaración y el Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993.

Declaración y Programa de Acción de Viena

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos:

Considerando que la promoción y protección de los derechos humanos es una cuestión prioritaria para la comunidad internacional y que la Conferencia constituye una oportunidad única de efectuar un análisis exhaustivo del sistema internacional de derechos humanos y de los mecanismos de protección de los derechos humanos, a fin de potenciar y promover una observancia más cabal de esos derechos, en forma justa y equilibrada,

Reconociendo y afirmando que todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de la persona humana, y que ésta es el sujeto central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, por lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades y debe participar activamente en su realización,

Reafirmando su adhesión a los propósitos y principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración Universal de Derechos Humanos,

Reafirmando el compromiso asumido en el Artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas de tomar medidas conjunta o separadamente, insistiendo particularmente en el desarrollo de una cooperación internacional eficaz para la realización de los propósitos consignados en el Artículo 55, incluidos el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos.

Subrayando la responsabilidad de todos los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, de fomentar y propiciar el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión.

Recordando el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas, en particular la determinación de reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas.

Recordando además la determinación expresada en el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas de preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra, crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto de las obligaciones emanadas de los tratados y otras fuentes del derecho internacional, promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, practicar la tolerancia y convivir en paz como buenos vecinos y emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y social de todos los pueblos.

Destacando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, que constituye una meta común para todos los pueblos y todas las naciones, es fuente de inspiración y ha sido la base en que se han fundado las Naciones Unidas para fijar las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Considerando los cambios fundamentales que se han producido en el escenario internacional y la aspiración de todos los pueblos a un orden internacional basado en los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas, en particular la promoción y el fomento de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos y el respeto del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, en condiciones de paz, democracia, justicia, igualdad, imperio de la ley, pluralismo, desarrollo, niveles de vida más elevados y solidaridad.

Profundamente preocupada por las diversas formas de discriminación y violencia a que siguen expuestas las mujeres en todo el mundo.

Reconociendo que las actividades de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos se deben racionalizar y mejorar para reforzar el mecanismo de las Naciones Unidas en esta esfera y propiciar los objetivos de respeto universal y observancia de las normas internacionales de derechos humanos.

Teniendo en cuenta las Declaraciones aprobadas en las tres reuniones regionales celebradas en Túnez, San José y Bangkok y las contribuciones de los gobiernos, y teniendo presentes las sugerencias formuladas por las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, así como los estudios preparados por expertos independientes durante el proceso preparatorio de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos.

Acogiendo con beneplácito la celebración en 1993 del Año Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo como reafirmación del compromiso de la comunidad internacional de velar por el disfrute de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de esas poblaciones y de respetar el valor y la diversidad de sus culturas e identidades.

Reconociendo así mismo que la comunidad internacional debe concebir los medios de eliminar los obstáculos existentes y de resolver los problemas que impiden la plena realización de todos los derechos humanos y hacen que se sigan violando los derechos humanos en todo el mundo.

Imbuida del espíritu de nuestro tiempo y de la realidad actual que exigen que todos los pueblos del mundo y todos los Estados miembros de las Naciones Unidas emprendan con renovado impulso la tarea global de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales para garantizar el disfrute pleno y universal de esos derechos,

Resuelta a seguir el camino trazado por la comunidad internacional para lograr grandes progresos en materia de derechos humanos mediante renovados y sostenidos esfuerzos en pro de la cooperación y la solidaridad internacionales,

Aprueba solemnemente la Declaración y el Programa de Acción de Viena 

I.

1. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el solemne compromiso de todos los Estados de cumplir sus obligaciones de promover el respeto universal, así como la observancia y protección de todos los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, otros instrumentos relativos a los derechos humanos y el derecho internacional. El carácter universal de esos derechos y libertades no admite dudas.

En este contexto, el fortalecimiento de la cooperación internacional en la esfera de los derechos humanos es esencial para la plena realización de los propósitos de las Naciones Unidas.

Los derechos humanos y las libertades fundamentales son patrimonio innato de todos los seres humanos; su promoción y protección es responsabilidad primordial de los gobiernos.

2. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho, determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.

Habida cuenta de la situación particular de los pueblos sometidos a dominación colonial o a otras formas de dominación u ocupación extranjeras, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce el derecho de los pueblos a adoptar cualquier medida legítima, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, encaminada a realizar su derecho inalienable a la libre determinación. La Conferencia considera que la denegación del derecho a la libre determinación constituye una violación de los derechos humanos y subraya la importancia de la realización efectiva de este derecho.

Con arreglo a la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, nada de lo anterior se entenderá en el sentido de que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados soberanos e independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos y estén, por tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción alguna.

3. Se deben adoptar medidas internacionales eficaces para garantizar y vigilar la aplicación de las normas de derechos humanos respecto de los pueblos sometidos a ocupación extranjera, y se debe suministrar una protección jurídica eficaz contra la violación de sus derechos humanos, de conformidad con las normas de derechos humanos del derecho internacional, en particular el Convenio de Ginebra relativo a la protección de las personas civiles en tiempo de guerra, de 12 de agosto de 1949, y otras normas aplicables del derecho humanitario.

4. La promoción y protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales deben ser consideradas como un objetivo prioritario de las Naciones Unidas, de conformidad con sus propósitos y principios, en particular el propósito de la cooperación internacional. En el marco de esos propósitos y principios, la promoción y protección de todos los derechos humanos es una preocupación legítima de la comunidad internacional. Los órganos y organismos especializados relacionados con los derechos humanos deben, por consiguiente, reforzar la coordinación de sus actividades tomando como base la aplicación consecuente y objetiva de los instrumentos internacionales de derechos humanos.

5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales.

6. Los esfuerzos del sistema de las Naciones Unidas por lograr el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos contribuyen a la estabilidad y el bienestar necesarios para que haya relaciones de paz y amistad entre las naciones y para que mejoren las condiciones para la paz y la seguridad, así como para el desarrollo económico y social, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

7. Los procesos de promoción y protección de los derechos humanos deben desarrollarse de conformidad con los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones Unidas y con el derecho internacional.

8. La democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente. La democracia se basa en la voluntad del pueblo, libremente expresada, para determinar su propio régimen político, económico, social y cultural, y en su plena participación en todos los aspectos de la vida. En este contexto, la promoción y protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional deben ser universales y llevarse a cabo de modo incondicional. La comunidad internacional debe apoyar el fortalecimiento y la promoción de la democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en el mundo entero.

9. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera que la comunidad internacional debe apoyar a los países menos adelantados que han optado por el proceso de democratización y reforma económica, muchos de los cuales se encuentran en África, a fin de que realicen con éxito su transición a la democracia y su desarrollo económico.

10. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho al desarrollo, según se proclama en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, como derecho universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales.

Como se dice en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, la persona humana es el sujeto central del desarrollo.

El desarrollo propicia el disfrute de todos los derechos humanos, pero la falta de desarrollo no puede invocarse como justificación para limitar los derechos humanos internacionalmente reconocidos.

Los Estados deben cooperar mutuamente para lograr el desarrollo y eliminar los obstáculos al desarrollo. La comunidad internacional debe propiciar una cooperación internacional eficaz para la realización del derecho al desarrollo y la eliminación de los obstáculos al desarrollo.

El progreso duradero con miras a la aplicación del derecho al desarrollo requiere políticas eficaces de desarrollo en el plano nacional, así como relaciones económicas equitativas y un entorno económico favorable en el plano internacional.

11. El derecho al desarrollo debe realizarse de manera que satisfaga equitativamente las necesidades en materia de desarrollo y medio ambiente de las generaciones actuales y futuras. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que el vertimiento ilícito de sustancias y desechos tóxicos y peligrosos puede constituir una amenaza grave para el derecho de todos a la vida y la salud.

Por consiguiente, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos hace un llamamiento a todos los Estados para que aprueben y apliquen rigurosamente las convenciones existentes en materia de vertimiento de productos y desechos tóxicos y peligrosos y cooperen en la prevención del vertimiento ilícito.

Todos tienen derecho a disfrutar del progreso científico y de sus aplicaciones. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos toma nota de que ciertos adelantos, especialmente en la esfera de las ciencias biomédicas y biológicas, así como en la esfera de la informática, pueden tener consecuencias adversas para la integridad, la dignidad y los derechos humanos del individuo y pide la cooperación internacional para velar por el pleno respeto de los derechos humanos y la dignidad de la persona en esta esfera de interés universal.

12. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos exhorta a la comunidad internacional a que haga cuanto pueda por aliviar la carga de la deuda externa de los países en desarrollo a fin de complementar los esfuerzos que despliegan los gobiernos de esos países para realizar plenamente los derechos económicos, sociales y culturales de sus pueblos.

13. Es indispensable que los Estados y las organizaciones internacionales, en cooperación con las organizaciones no gubernamentales, creen condiciones favorables, en los planos nacional, regional e internacional, para el disfrute pleno y efectivo de los derechos humanos. Los Estados deben eliminar todas las violaciones de los derechos humanos y sus causas, así como los obstáculos que se opongan a la realización de esos derechos.

14. La generalización de la pobreza extrema inhibe el pleno y eficaz disfrute de los derechos humanos; la comunidad internacional debe seguir dando un alto grado de prioridad a su inmediato alivio y su ulterior eliminación.

15. El respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales sin distinción alguna es una regla fundamental de las normas internacionales de derechos humanos. La pronta y amplia eliminación de todas las formas de racismo y discriminación racial, de la xenofobia y de otras manifestaciones conexas de intolerancia, es una tarea prioritaria de la comunidad internacional. Los gobiernos deben adoptar medidas eficaces para prevenirlas y combatirlas. Los grupos, instituciones, organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, así como los particulares, deben intensificar sus esfuerzos por cooperar entre sí y coordinar sus actividades contra esos males.

16. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra los progresos realizados en el desmantelamiento del apartheid y pide a la comunidad internacional y al sistema de las Naciones Unidas que presten ayuda en este proceso.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos deplora, por otra parte, los persistentes actos de violencia encaminados a frustrar el desmantelamiento del apartheid por medios pacíficos.

17. Los actos, métodos y prácticas terroristas en todas sus formas y manifestaciones, así como los vínculos existentes en algunos países con el tráfico de drogas, son actividades orientadas hacia la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia, amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizan a gobiernos legítimamente constituidos. La comunidad internacional debe tomar las medidas oportunas para reforzar su cooperación a fin de prevenir y combatir el terrorismo.

18. Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales. La plena participación, en condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica, social y cultural en los planos nacional, regional e internacional y la erradicación de todas las formas de discriminación basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comunidad internacional.

La violencia y todas las formas de acoso y explotación sexuales, en particular las derivadas de prejuicios culturales y de la trata internacional de personas, son incompatibles con la dignidad y la valía de la persona humana y deben ser eliminadas. Esto puede lograrse con medidas legislativas y con actividades nacionales y cooperación internacional en esferas tales como el desarrollo económico y social, la educación, la atención a la maternidad y a la salud y el apoyo social.

La cuestión de los derechos humanos de la mujer debe formar parte integrante de las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas, en particular la promoción de todos los instrumentos de derechos humanos relacionados con la mujer.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos, las instituciones intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales a que intensifiquen sus esfuerzos en favor de la protección y promoción de los derechos humanos de la mujer y de la niña.

19. Considerando la importancia de las actividades de promoción y protección de los derechos de las personas pertenecientes a minorías y la contribución de esas actividades a la estabilidad política y social de los Estados en que viven esas personas, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma la obligación de los Estados de velar por que las personas pertenecientes a minorías puedan ejercer plena y eficazmente todos los derechos humanos y las libertades fundamentales sin discriminación alguna y en condiciones de total igualdad ante la ley, de conformidad con la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas.

Las personas pertenecientes a minorías tienen derecho a su propia cultura, a profesar y practicar su religión y a emplear su propio idioma en público y en privado, con toda libertad y sin injerencia ni discriminación alguna.

20. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la dignidad intrínseca y la incomparable contribución de las poblaciones indígenas al desarrollo y al pluralismo de la sociedad y reitera firmemente la determinación de la comunidad internacional de garantizarles el bienestar económico, social y cultural y el disfrute de los beneficios de un desarrollo sostenible. Los Estados deben garantizar la total y libre participación de las poblaciones indígenas en todos los aspectos de la sociedad, en particular en las cuestiones que les conciernan. Considerando la importancia de las actividades de promoción y protección de los derechos de las poblaciones indígenas y la contribución de esas actividades a la estabilidad política y social de los Estados en que viven esos pueblos, los Estados deben tomar medidas positivas concertadas, acordes con el derecho internacional, a fin de garantizar el respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las poblaciones indígenas, sobre la base de la igualdad y la no discriminación, y reconocer el valor y la diversidad de sus diferentes identidades, culturas y sistemas de organización social.

21. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la pronta ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño por un gran número de Estados y tomando nota de que en la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño y en el Plan de Acción adoptados por la Cumbre Mundial en favor de la Infancia se reconocen los derechos humanos del niño, encarece la ratificación universal de la Convención para 1995 y su efectiva aplicación por los Estados partes mediante la adopción de todas las medidas legislativas, administrativas o de otro tipo necesarias, y la asignación del máximo posible de recursos disponibles. La no discriminación y el interés superior del niño deben ser consideraciones primordiales en todas las actividades que conciernan a la infancia, teniendo debidamente en cuenta la opinión de los propios interesados. Deben reforzarse los mecanismos y programas nacionales e internacionales de defensa y protección de los niños, en particular las niñas, los niños abandonados, los niños de la calle y los niños explotados económica y sexualmente, incluidos los utilizados en la pornografía y la prostitución infantil o la venta de órganos, los niños víctimas de enfermedades, en particular el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, los niños refugiados y desplazados, los niños detenidos, los niños en situaciones de conflicto armado y los niños víctimas del hambre y la sequía o de otras calamidades. Deben fomentarse la cooperación y la solidaridad internacionales en apoyo de la aplicación de la Convención y los derechos del niño deben ser prioritarios en toda actividad del sistema de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya así mismo que el pleno y armonioso desarrollo de la personalidad del niño exige que éste crezca en un entorno familiar, que merece, por lo tanto, una mayor protección.

22. Es menester prestar especial atención a la no discriminación y al disfrute, en igualdad de condiciones, por parte de los discapacitados de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, incluida su participación activa en todos los aspectos de la sociedad.

23. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que toda persona, sin distinción alguna, tiene derecho, en caso de persecución, a buscar asilo y a disfrutar de él en otros países, así como a regresar a su propio país. A este respecto, destaca la importancia de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados, su Protocolo de 1967 y los instrumentos regionales. Expresa su reconocimiento a los Estados que siguen admitiendo y acogiendo en sus territorios a un gran número de refugiados y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados por la dedicación que muestra en la realización de su tarea. También expresa su reconocimiento al Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina en el Cercano Oriente.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que las violaciones manifiestas de los derechos humanos, en particular las cometidas en los conflictos armados, son uno de los múltiples y complejos factores que conducen al desplazamiento de las personas.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que, en vista de la complejidad de la crisis mundial de refugiados, es necesario que, con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, a los instrumentos internacionales pertinentes y a la solidaridad internacional, y a fin de repartir la carga, la comunidad internacional adopte un planteamiento global en coordinación y cooperación con los países interesados y las organizaciones competentes, teniendo presente el mandato del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados. Dicho planteamiento debe comprender la formulación de estrategias para abordar las causas profundas y los efectos de los movimientos de refugiados y otras personas desplazadas, la mejora de la preparación para situaciones de emergencia y de los mecanismos de respuesta, la concesión de una protección y asistencia eficaces, teniendo presentes las necesidades especiales de las mujeres y los niños, así como el logro de soluciones duraderas, preferentemente mediante la repatriación voluntaria en condiciones de seguridad y dignidad, incluidas soluciones como las adoptadas por las conferencias internacionales sobre refugiados. La Conferencia subraya la responsabilidad de los Estados, particularmente en lo que se refiere a los países de origen.

A la luz del planteamiento global, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos recalca la importancia de que se preste atención especial, en particular a través de las organizaciones intergubernamentales y humanitarias, y se den soluciones duraderas a las cuestiones relacionadas con las personas desplazadas dentro de su país, incluidos el regreso voluntario en condiciones de seguridad y la rehabilitación.

De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho humanitario, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos destaca así mismo la importancia y la necesidad de la asistencia humanitaria a las víctimas de todos los desastres, naturales o producidos por el hombre.

24. Debe darse gran importancia a la promoción y protección de los derechos humanos de las personas pertenecientes a grupos que han pasado a ser vulnerables, en particular los trabajadores migratorios, a la eliminación de todas las formas de discriminación contra ellos y al fortalecimiento y la aplicación más eficaz de los instrumentos de derechos humanos. Los Estados tienen la obligación de adoptar y mantener medidas adecuadas en el plano nacional, en particular en materia de educación, salud y apoyo social, para promover y proteger los derechos de los sectores vulnerables de su población y asegurar la participación de las personas pertenecientes a esos sectores en la búsqueda de una solución a sus problemas.

25. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos afirma que la pobreza extrema y la exclusión social constituyen un atentado contra la dignidad humana y que urge tomar medidas para comprender mejor la pobreza extrema y sus causas, en particular las relacionadas con el problema del desarrollo, a fin de promover los derechos humanos de los más pobres, poner fin a la pobreza extrema y a la exclusión social y favorecer el goce de los frutos del progreso social. Es indispensable que los Estados favorezcan la participación de los más pobres en las decisiones adoptadas por la comunidad en que viven, la promoción de los derechos humanos y la lucha contra la pobreza extrema.

26. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra el progreso alcanzado en la codificación de los instrumentos de derechos humanos, que constituye un proceso dinámico y evolutivo, e insta a la ratificación universal de los tratados de derechos humanos. Se pide encarecidamente a todos los Estados que se adhieran a esos instrumentos internacionales; se exhorta a todos los Estados a que en lo posible se abstengan de formular reservas.

27. Cada Estado debe prever un marco de recursos eficaces para reparar las infracciones o violaciones de los derechos humanos. La administración de justicia, en particular los organismos encargados de hacer cumplir la ley y del enjuiciamiento, así como un poder judicial y una abogacía independientes, en plena conformidad con las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, son de importancia decisiva para la cabal realización de los derechos humanos sin discriminación alguna y resultan indispensables en los procesos de democratización y desarrollo sostenible. En este contexto, las instituciones que se ocupan de la administración de justicia deben estar adecuadamente financiadas, y la comunidad internacional debe prever un nivel más elevado de asistencia técnica y financiera. Incumbe a las Naciones Unidas establecer con carácter prioritario programas especiales de servicios de asesoramiento para lograr así una administración de justicia fuerte e independiente.

28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos expresa su consternación ante las violaciones masivas de los derechos humanos, especialmente el genocidio, la “limpieza étnica” y la violación sistemática de mujeres en situaciones de guerra, lo que da lugar al éxodo en masa de refugiados y personas desplazadas. Condena firmemente esas prácticas odiosas y reitera su llamamiento para que se castigue a los autores de esos crímenes y se ponga fin inmediatamente a esas prácticas.

29. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta su grave preocupación ante las persistentes violaciones de los derechos humanos en todas las regiones del mundo, en contravención de las normas de los instrumentos internacionales de derechos humanos y del derecho humanitario internacional, y ante la falta de recursos eficaces para las víctimas.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos está hondamente preocupada por las violaciones de los derechos humanos durante los conflictos armados, que afectan a la población civil, en particular a las mujeres, los niños, los ancianos y los discapacitados. Por consiguiente, la Conferencia exhorta a los Estados y a todas las partes en los conflictos armados a que observen estrictamente el derecho humanitario internacional, establecido en los Convenios de Ginebra de 1949 y en otras reglas y principios del derecho internacional, así como las normas mínimas de protección de los derechos humanos enunciadas en convenciones internacionales.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho de las víctimas a ser asistidas por las organizaciones humanitarias, establecido en los Convenios de Ginebra de 1949 y en otros instrumentos pertinentes de derecho humanitario internacional, y pide que se tenga acceso a esa asistencia con rapidez y seguridad.

30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta así mismo su consternación y su condena porque en distintas regiones del mundo se siguen cometiendo violaciones manifiestas y sistemáticas de los derechos humanos y se siguen produciendo situaciones que obstaculizan seriamente el pleno disfrute de todos los derechos humanos. Esas violaciones y obstáculos, además de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, incluyen las ejecuciones sumarias y arbitrarias, las desapariciones, las detenciones arbitrarias, el racismo en todas sus formas, la discriminación racial y el apartheid, la ocupación y dominación extranjeras, la xenofobia, la pobreza, el hambre y otras denegaciones de los derechos económicos, sociales y culturales, la intolerancia religiosa, el terrorismo, la discriminación contra la mujer y el atropello de las normas jurídicas.

31. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a los Estados que se abstengan de adoptar medidas unilaterales contrarias al derecho internacional y la Carta de las Naciones Unidas que creen obstáculos a las relaciones comerciales entre los Estados e impidan la realización plena de los derechos enunciados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para su salud y bienestar, incluidas la alimentación y la atención de la salud, la vivienda y los servicios sociales necesarios. La Conferencia afirma que la alimentación no debe utilizarse como instrumento de presión política.

32. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma la importancia de garantizar la universalidad, objetividad y no selectividad del examen de las cuestiones de derechos humanos.

33. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera el deber de los Estados, explicitado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales de derechos humanos, de encauzar la educación de manera que se fortalezca el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La Conferencia destaca la importancia de incorporar la cuestión de los derechos humanos en los programas de educación y pide a los Estados que procedan en consecuencia. La educación debe fomentar la comprensión, la tolerancia, la paz y las relaciones de amistad entre las naciones y entre los grupos raciales o religiosos y apoyar el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas encaminadas al logro de esos objetivos. En consecuencia, la educación en materia de derechos humanos y la difusión de información adecuada, sea de carácter teórico o práctico, desempeñan un papel importante en la promoción y el respeto de los derechos humanos de todas las personas sin distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y debe integrarse en las políticas educativas en los planos nacional e internacional. La Conferencia observa que la falta de recursos y las inadecuaciones institucionales pueden impedir el inmediato logro de estos objetivos.

34. Deben desplegarse mayores esfuerzos para ayudar a los países que lo soliciten a crear condiciones en virtud de las cuales cada persona pueda disfrutar de los derechos humanos y las libertades fundamentales universales. Se insta a los gobiernos, al sistema de las Naciones Unidas y a otras organizaciones multilaterales a que aumenten considerablemente los recursos asignados a programas encaminados al establecimiento y fortalecimiento de la legislación, las instituciones y las infraestructuras nacionales que defiendan el imperio de la ley y la democracia, propicien la participación electoral, promuevan la capacitación, la enseñanza y la educación en materia de derechos humanos, incrementen la participación popular y fortalezcan a la sociedad civil.

Se deben fortalecer y hacer más eficientes y transparentes los programas de servicios de asesoramiento y de cooperación técnica del Centro de Derechos Humanos como medio de contribuir al mayor respeto de los derechos humanos. Se pide a los Estados que aumenten sus aportaciones a esos programas, tanto mediante la promoción de asignaciones mayores con cargo al presupuesto ordinario de las Naciones Unidas como por medio de contribuciones voluntarias.

35. La plena y efectiva ejecución de las actividades de promoción y protección de los derechos humanos de las Naciones Unidas debe reflejar la gran importancia que se atribuye a los derechos humanos en la Carta de las Naciones Unidas, así como las condiciones en que deben realizarse las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas, según el mandato conferido por los Estados miembros. A tal fin, se deben proporcionar a las Naciones Unidas más recursos para sus actividades de derechos humanos.

36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el importante y constructivo papel que desempeñan las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, en particular en lo que respecta a su capacidad para asesorar a las autoridades competentes y a su papel en la reparación de las violaciones de los derechos humanos, la divulgación de información sobre esos derechos y la educación en materia de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide que se creen o refuercen instituciones nacionales, teniendo en cuenta los "Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales" y reconociendo que cada Estado tiene derecho a elegir el marco que mejor se adapte a sus necesidades nacionales específicas.

37. Los acuerdos regionales desempeñan un papel fundamental en la promoción y protección de los derechos humanos y deben reforzar las normas universales de derechos humanos contenidas en los instrumentos internacionales y su protección. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya los esfuerzos que se llevan a cabo para fortalecer esos acuerdos e incrementar su eficacia, al tiempo que subraya la importancia que tiene la cooperación con las Naciones Unidas en sus actividades de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera la necesidad de estudiar la posibilidad de establecer, donde aún no existan, acuerdos regionales o subregionales para la promoción y protección de los derechos humanos.

38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importante función que cumplen las organizaciones no gubernamentales en la promoción de todos los derechos humanos y en las actividades humanitarias a nivel nacional, regional e internacional. La Conferencia aprecia la contribución de esas organizaciones a la tarea de acrecentar el interés público en las cuestiones de derechos humanos, a las actividades de enseñanza, capacitación e investigación en ese campo y a la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Si bien reconoce que la responsabilidad primordial por lo que respecta a la adopción de normas corresponde a los Estados, la Conferencia también aprecia la contribución que las organizaciones no gubernamentales aportan a ese proceso. A este respecto, la Conferencia subraya la importancia de que prosigan el diálogo y la cooperación entre gobiernos y organizaciones no gubernamentales. Las organizaciones no gubernamentales y los miembros de esas organizaciones que tienen una genuina participación en la esfera de los derechos humanos deben disfrutar de los derechos y las libertades reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, y de la protección de las leyes nacionales. Esos derechos y libertades no pueden ejercerse en forma contraria a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. Las organizaciones no gubernamentales deben ser dueñas de realizar sus actividades de derechos humanos sin injerencias, en el marco de la legislación nacional y de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, haciendo hincapié en la importancia de disponer de información objetiva, responsable e imparcial sobre cuestiones humanitarias y de derechos humanos, pide una mayor participación de los medios de información, a los que la legislación nacional debe garantizar libertad y protección. 

II

A. Aumento de la coordinación en la esfera de los derechos humanos dentro del sistema de las Naciones Unidas

1. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda el aumento de la coordinación en apoyo de los derechos humanos y las libertades fundamentales dentro del sistema de las Naciones Unidas. Con este fin, la Conferencia insta a todos los órganos y organismos de las Naciones Unidas y a los organismos especializados cuyas actividades guardan relación con los derechos humanos a que cooperen con miras a fortalecer, racionalizar y simplificar sus actividades, teniendo en cuenta la necesidad de evitar toda duplicación innecesaria. La Conferencia recomienda también al Secretario General que en sus reuniones anuales los altos funcionarios de los órganos y organismos especializados pertinentes de las Naciones Unidas, además de coordinar sus actividades, evalúen los efectos de sus estrategias y políticas sobre el disfrute de todos los derechos humanos.

2. Además, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a las organizaciones regionales y a las principales instituciones financieras y de desarrollo internacionales y regionales que evalúen también los efectos de sus políticas y programas sobre el disfrute de los derechos humanos.

3. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que los organismos especializados y los órganos e instituciones pertinentes del sistema de las Naciones Unidas, así como otras organizaciones intergubernamentales cuyas actividades guardan relación con los derechos humanos, desempeñan un papel esencial en la formulación, promoción y aplicación de normas de derechos humanos, dentro de sus respectivos mandatos, y que esos organismos, órganos e instituciones deben tener en cuenta los resultados de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en sus respectivas esferas de competencia.

4. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda vivamente que se haga un esfuerzo concertado para alentar y facilitar la ratificación de los tratados y protocolos de derechos humanos adoptados en el marco del sistema de las Naciones Unidas, y la adhesión a ellos, o la sucesión en los mismos, con el propósito de conseguir su aceptación universal. En consulta con los órganos establecidos en virtud de tratados, el Secretario General debe estudiar la posibilidad de iniciar un diálogo con los Estados que no se hayan adherido a esos tratados de derechos humanos, a fin de determinar los obstáculos que se oponen a ello y de buscar los medios para superarlos.

5. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta a los Estados a que consideren la posibilidad de limitar el alcance de cualquier reserva que hagan a cualquier instrumento internacional de derechos humanos, a que formulen tales reservas con la mayor precisión y estrictez posibles, a que procuren que ninguna reserva sea incompatible con el objeto y propósito del tratado correspondiente y a que reconsideren regularmente cualquier reserva que hayan hecho, con miras a retirarla.

6. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, reconociendo la necesidad de mantener un marco normativo acorde con la elevada calidad de las normas internacionales vigentes y de evitar la proliferación de instrumentos de derechos humanos, reafirma las directrices relativas a la elaboración de nuevos instrumentos internacionales que figuran en la resolución 41/120 de la Asamblea General del 4 de diciembre de 1986 y pide a los órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas que, cuando consideren la posibilidad de elaborar nuevas normas internacionales, tomen en cuenta dichas directrices, consulten con los órganos de derechos humanos creados en virtud de tratados acerca de la necesidad de elaborar nuevas normas y pidan a la Secretaría que haga un examen técnico de los nuevos instrumentos propuestos.

7. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que, si es necesario, se destinen funcionarios de derechos humanos a las oficinas regionales de las Naciones Unidas, con el propósito de difundir información y ofrecer capacitación y otra asistencia técnica en la esfera de los derechos humanos a solicitud de los Estados miembros interesados. Se deben organizar cursos de capacitación sobre derechos humanos destinados a los funcionarios internacionales a los que se les encomienden tareas relacionadas con esos derechos.

8. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con beneplácito, como una iniciativa positiva, la celebración de períodos extraordinarios de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos e insta a los órganos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas a que consideren otros medios de respuesta a situaciones críticas de derechos humanos.

Recursos
9. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, preocupada por la creciente disparidad entre las actividades del Centro de Derechos Humanos y los recursos humanos, financieros y de otra índole de que se dispone para llevarlas a efecto, y habida cuenta de los recursos que se necesitan para otros programas importantes de las Naciones Unidas, pide al Secretario General y a la Asamblea General que adopten de inmediato medidas para aumentar considerablemente los recursos asignados al programa de derechos humanos con cargo a los presupuestos ordinarios de las Naciones Unidas para el período actual y los períodos futuros, y adopten con urgencia medidas para obtener más recursos de carácter extrapresupuestario.

10. En este marco, deberá asignarse directamente al Centro de Derechos Humanos una mayor proporción de recursos del presupuesto ordinario para sufragar sus costos y todos los demás costos de que se hace cargo, incluidos los que corresponden a los órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas. Ese incremento del presupuesto deberá complementarse mediante contribuciones voluntarias para financiar las actividades de cooperación técnica del Centro; la Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide que se hagan contribuciones generosas a los fondos fiduciarios ya existentes.

11. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General y a la Asamblea General que proporcionen suficientes recursos humanos, financieros y de otra índole al Centro de Derechos Humanos para que pueda realizar sus actividades en forma eficaz, eficiente y rápida.

12. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, observando la necesidad de que se disponga de recursos humanos y financieros para llevar a cabo las actividades de derechos humanos, conforme al mandato conferido por los órganos intergubernamentales, insta al Secretario General, de conformidad con el Artículo 101 de la Carta de las Naciones Unidas, y a los Estados miembros a que adopten criterios coherentes con objeto de lograr que se asigne a la Secretaría un volumen de recursos que corresponda a la ampliación de sus mandatos. La Conferencia invita al Secretario General a que considere si será necesario o útil modificar los procedimientos del ciclo presupuestario a fin de asegurar la realización oportuna y eficaz de las actividades de derechos humanos conforme al mandato conferido por los Estados miembros.

Centro de Derechos Humanos
13. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recalca la importancia de fortalecer el Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

14. El Centro de Derechos Humanos debe desempeñar una importante función coordinando la labor de todo el sistema en materia de derechos humanos. La mejor forma de lograr que el Centro desempeñe su función de coordinación consistirá en dejar que coopere plenamente con otros órganos y organismos de las Naciones Unidas. La función de coordinación del Centro de Derechos Humanos requiere también que se fortalezca su oficina en Nueva York.

15. Deben proporcionarse al Centro de Derechos Humanos medios suficientes para el sistema de relatores temáticos y por países, expertos, grupos de trabajo y órganos creados en virtud de tratados. El examen de la aplicación de las recomendaciones debe convertirse en una cuestión prioritaria para la Comisión de Derechos Humanos.

16. El Centro de Derechos Humanos debe asumir un papel más importante en la promoción de los derechos humanos. Se puede dar forma a este papel mediante la cooperación con los Estados miembros y la ampliación de los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica. Los fondos voluntarios existentes deberán incrementarse de manera considerable para alcanzar estos fines y administrarse en forma más eficiente y coordinada. Todas las actividades deben realizarse con arreglo a normas estrictas y transparentes de gestión de proyectos, y habrá que llevar a cabo evaluaciones periódicas de los diversos programas y proyectos. Con este fin, deberán presentarse con regularidad los resultados de dichas evaluaciones y demás información pertinente. En particular, el Centro debe organizar al menos una vez por año reuniones de información abiertas a la participación de todos los Estados miembros y todas las organizaciones que participan directamente en esos proyectos y programas.

Adaptación y fortalecimiento del mecanismo de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos, incluida la cuestión de la creación de un cargo de Alto Comisario de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

17. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la necesidad de adaptar constantemente el mecanismo de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos a las necesidades actuales y futuras de promoción y protección de los derechos humanos, como se refleja en la presente Declaración, en el marco de un desarrollo equilibrado y sostenible para todos. En particular, los órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas deben mejorar su coordinación, eficiencia y eficacia.

18. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a la Asamblea General que, al examinar el informe de la Conferencia en su cuadragésimo octavo período de sesiones, estudie con carácter prioritario la cuestión de la creación de un cargo de Alto Comisario para los Derechos Humanos, con miras a la promoción y protección de todos los derechos humanos.

B. Igualdad, dignidad y tolerancia

1. Racismo, discriminación racial, xenofobia y otras formas de intolerancia
19. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos considera que la eliminación del racismo y la discriminación racial, en particular en sus formas institucionalizadas como el apartheid o las resultantes de doctrinas de superioridad o exclusividad racial o las formas y manifestaciones contemporáneas de racismo, es un objetivo primordial de la comunidad internacional y un programa mundial de promoción de los derechos humanos. Los órganos y organismos de las Naciones Unidas deben redoblar sus esfuerzos para aplicar un programa de acción relativo al Tercer Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial y cumplir las nuevas tareas que se les encomienden con ese fin. La Conferencia pide encarecidamente a la comunidad internacional que contribuya con generosidad al Fondo Fiduciario del Programa para el Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial.

20. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos exhorta a todos los gobiernos a que adopten medidas inmediatas y elaboren políticas firmes para prevenir y combatir todas las formas de racismo, xenofobia o manifestaciones análogas de intolerancia, de ser necesario mediante la promulgación de leyes apropiadas, incluidas medidas penales, y a través de la creación de instituciones nacionales para combatir tales fenómenos.

21. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra la decisión de la Comisión de Derechos Humanos de designar un relator especial que examine la cuestión de las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y manifestaciones análogas de intolerancia. La Conferencia hace también un llamamiento a todos los Estados partes en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial para que consideren la posibilidad de hacer la declaración prevista en el artículo 14 de la Convención.

22. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los gobiernos que, en cumplimiento de sus obligaciones internacionales y teniendo debidamente en cuenta sus respectivos sistemas jurídicos, adopten las medidas apropiadas para hacer frente a la intolerancia y otras formas análogas de violencia fundadas en la religión o las convicciones, en particular las prácticas de discriminación contra la mujer y la profanación de lugares religiosos, reconociendo que todo individuo tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, de expresión y de religión. La Conferencia invita así mismo a todos los Estados a que pongan en práctica las disposiciones de la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones.

23. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya que todas las personas que cometan o autoricen actos delictivos relacionados con la limpieza étnica son responsables a título personal de esas violaciones de los derechos humanos, y que la comunidad internacional debe hacer todo lo posible para entregar a la justicia a los que sean jurídicamente responsables de las mismas.

24. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los Estados que, individual y colectivamente, adopten medidas inmediatas para luchar contra la limpieza étnica y acabar con ella sin demora. Las víctimas de la abominable práctica de la limpieza étnica tienen derecho a entablar los recursos efectivos que correspondan.

2. Personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas
25. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a la Comisión de Derechos Humanos que examine los medios de promover y proteger eficazmente los derechos de las personas pertenecientes a minorías enunciadas en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas. En este contexto, la Conferencia pide al Centro de Derechos Humanos que, como parte de su programa de servicios de asesoramiento y asistencia técnica, proporcione a los gobiernos que lo soliciten servicios de expertos en cuestiones relativas a las minorías y los derechos humanos, así como a la prevención y solución de controversias, para ayudarlos a resolver las situaciones relativas a las minorías que existan o que puedan surgir.

26. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados y a la comunidad internacional a promover y proteger los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas de conformidad con la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas.

27. Las medidas que deben adoptarse, abarcarán, cuando proceda, la facilitación de la plena participación de esas minorías en todos los aspectos de la vida política, económica, social, religiosa y cultural de la sociedad y en el progreso y el desarrollo económicos de su país.

Poblaciones indígenas

28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías que, en su 11.º período de sesiones, complete el proyecto de declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas.

29. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Comisión de Derechos Humanos examine la posibilidad de renovar y actualizar el mandato del Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas una vez completado el proyecto de declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas.

30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda también que los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del sistema de las Naciones Unidas respondan positivamente a las peticiones de asistencia de los Estados que redunden en beneficio directo de las poblaciones indígenas. La Conferencia recomienda además que se pongan a disposición del Centro de Derechos Humanos recursos de personal y financieros suficientes como parte del fortalecimiento de las actividades del Centro conforme a lo previsto en el presente documento.

31. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados a que velen por la plena y libre participación de las poblaciones indígenas en todos los aspectos de la sociedad, en particular en las cuestiones que les interesen.

32. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a la Asamblea General que proclame un decenio internacional de las poblaciones indígenas del mundo que comience en enero de 1994 y comprenda programas orientados a la acción definidos de común acuerdo con las poblaciones indígenas. Debe establecerse con este fin un fondo fiduciario voluntario. En el marco de dicho decenio deberá considerarse la creación de un foro permanente para las poblaciones indígenas en el sistema de las Naciones Unidas.

Trabajadores migratorios

33. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que garanticen la protección de los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

34. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos asigna particular importancia a la creación de condiciones que promuevan una mayor armonía y tolerancia entre los trabajadores migratorios y el resto de la sociedad del Estado en que residen.

35. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos invita a los Estados a que consideren la posibilidad de firmar y ratificar lo antes posible la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares.

3. La igualdad de condición y los derechos humanos de la mujer
36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide encarecidamente que se conceda a la mujer el pleno disfrute en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y que ésta sea una prioridad para los gobiernos y para las Naciones Unidas. La Conferencia subraya también la importancia de la integración y la plena participación de la mujer, como agente y beneficiaria, en el proceso de desarrollo, y reitera los objetivos fijados sobre la adopción de medidas globales en favor de la mujer con miras a lograr el desarrollo sostenible y equitativo previsto en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo y en el capítulo 24 del Programa 21 aprobado por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo.

37. La igualdad de condición de la mujer y sus derechos humanos deben integrarse en las principales actividades de todo el sistema de las Naciones Unidas. Todos los órganos y mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas deben tratar estas cuestiones en forma periódica y sistemática. En particular, deben adoptarse medidas para acrecentar la cooperación entre la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer, la Comisión de Derechos Humanos, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, el Fondo de las Naciones Unidas de Desarrollo para la Mujer, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y otros organismos de las Naciones Unidas, y para promover una mayor integración de sus objetivos y finalidades. En este contexto, deben fortalecerse la cooperación y la coordinación entre el Centro de Derechos Humanos y la División para el Adelanto de la Mujer.

38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya en especial la importancia de la labor destinada a eliminar la violencia contra la mujer en la vida pública y privada, a eliminar todas las formas de acoso sexual, la explotación y la trata de mujeres, a eliminar los prejuicios sexistas en la administración de la justicia y a erradicar cualesquiera conflictos que puedan surgir entre los derechos de la mujer y las consecuencias perjudiciales de ciertas prácticas tradicionales o costumbres, de prejuicios culturales y del extremismo religioso. La Conferencia pide a la Asamblea General que apruebe el proyecto de declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer e insta a los Estados a que combatan la violencia contra la mujer de conformidad con las disposiciones de la declaración. Las violaciones de los derechos humanos de la mujer en situaciones de conflicto armado constituyen violaciones de los principios fundamentales de los derechos humanos y el derecho humanitario internacionales. Todos los delitos de ese tipo, en particular los asesinatos, las violaciones sistemáticas, la esclavitud sexual y los embarazos forzados, requieren una respuesta especialmente eficaz.

39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, encubiertas o palmarias. Las Naciones Unidas deben promover el objetivo de lograr para el año 2000 la ratificación universal por todos los Estados de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Se debe alentar la búsqueda de soluciones habida cuenta del número particularmente grande de reservas a la Convención. Entre otras cosas, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer debe seguir examinando las reservas a la Convención. Se insta a los Estados a que retiren todas las reservas que sean contrarias al objeto y la finalidad de la Convención o incompatibles con el derecho internacional convencional.

40. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben difundir la información necesaria para que las mujeres puedan hacer un uso más eficaz de los procedimientos de ejecución existentes en sus esfuerzos por lograr la no discriminación y la plena igualdad en el disfrute de los derechos humanos. Deben también adoptarse nuevos procedimientos para reforzar el cumplimiento de los compromisos en favor de la igualdad y los derechos humanos de la mujer. La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer deben examinar rápidamente la posibilidad de introducir el derecho de petición, elaborando un protocolo facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la decisión de la Comisión de Derechos Humanos de considerar en su 50.º período de sesiones la designación de un relator especial sobre la violencia contra la mujer.

41. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importancia del disfrute por la mujer del más alto nivel de salud física y mental durante toda su vida. En el contexto de la Conferencia Mundial sobre la Mujer y la Convención sobre la Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer, así como de la Proclamación de Teherán de 1968, la Conferencia reafirma, sobre la base de la igualdad entre hombres y mujeres, el derecho de la mujer a tener acceso a una atención de salud adecuada y a la más amplia gama de servicios de planificación familiar, así como a la igualdad de acceso a la educación a todos los niveles.

42. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben incluir la cuestión de la condición de la mujer y los derechos humanos de la mujer en sus deliberaciones y conclusiones, utilizando datos concretos desglosados por sexo. Debe alentarse a los Estados a que en sus informes a los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados suministren información sobre la situación de jure y de facto de las mujeres. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos observa con satisfacción que en su 49.º período de sesiones la Comisión de Derechos Humanos adoptó la resolución 1993/46, del 8 de marzo de 1993, en la que declaraba que también debía alentarse a hacerlo a los relatores especiales y grupos de trabajo en la esfera de los derechos humanos. La División para el Adelanto de la Mujer debe también tomar medidas en cooperación con otros órganos de las Naciones Unidas, concretamente el Centro de Derechos Humanos, para asegurarse de que en las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas se traten periódicamente las violaciones de los derechos humanos de la mujer, en particular los abusos concretos motivados por su condición femenina. Debe alentarse la capacitación de personal de las Naciones Unidas especializado en derechos humanos y en ayuda humanitaria, con objeto de ayudarlo a reconocer y hacer frente a los abusos de derechos humanos de que es víctima la mujer y a llevar a cabo su trabajo sin prejuicios sexistas.

43. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y organizaciones regionales e internacionales a que faciliten el acceso de la mujer a puestos de dirección y le permitan una mayor participación en la adopción de decisiones. La Conferencia insta a que se adopten nuevas medidas en la Secretaría de las Naciones Unidas para nombrar y ascender a funcionarias, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, e insta a otros órganos principales y subsidiarios de las Naciones Unidas a que garanticen la participación de la mujer en condiciones de igualdad.

44. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la Conferencia Mundial sobre la Mujer que ha de celebrarse en Beijing en 1995, e insta a que los derechos humanos de la mujer ocupen un lugar importante en sus deliberaciones, de conformidad con los temas prioritarios de la Conferencia Mundial sobre la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz.

4. Derechos del niño 
45. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos reitera el principio de "los niños ante todo" y, a este respecto, subraya la importancia de que se intensifiquen los esfuerzos nacionales e internacionales, especialmente los del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, con objeto de promover el respeto del derecho del niño a la supervivencia, la protección, el desarrollo y la participación.

46. Deben adoptarse medidas a fin de lograr la ratificación universal de la Convención sobre los Derechos del Niño para 1995 y la firma universal de la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño y el Plan de Acción aprobados en la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia, así como medidas para su eficaz aplicación. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados a que retiren las reservas a la Convención sobre los Derechos del Niño que sean contrarias al objeto y la finalidad de la Convención o incompatibles con el derecho internacional convencional.

47. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los países a que, con el apoyo de la cooperación internacional, pongan en práctica, en el grado máximo que les permitan los recursos de que dispongan, medidas para alcanzar los objetivos establecidos en el Plan de Acción aprobado en la Cumbre Mundial. La Conferencia pide a los Estados que integren la Convención sobre los Derechos del Niño en sus planes nacionales de acción. En esos planes nacionales de acción y en los esfuerzos internacionales debe concederse particular prioridad a la reducción de los índices de mortalidad infantil y mortalidad derivada de la maternidad, a reducir la malnutrición y los índices de analfabetismo, y a garantizar el acceso al agua potable y a la enseñanza básica. En todos los casos en que sea necesario deben elaborarse planes de acción nacionales para hacer frente a emergencias devastadoras resultantes de desastres naturales o de conflictos armados y al problema igualmente grave de los niños sumidos en la extrema pobreza.

48. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que, con el apoyo de la cooperación internacional, se ocupen del grave problema de los niños que se enfrentan con circunstancias especialmente difíciles. Deben combatirse activamente la explotación y el abuso de los niños, resolviendo sus causas. Se requieren medidas eficaces contra el infanticidio femenino, el empleo de niños en trabajos peligrosos, la venta de niños y de órganos, la prostitución infantil, la pornografía infantil y otros tipos de abuso sexual.

49. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya todas las medidas de las Naciones Unidas y de sus organismos especializados para asegurar la protección y promoción eficaces de los derechos humanos de las niñas. La Conferencia insta a los Estados a que deroguen leyes y reglamentos en vigor y a que eliminen costumbres y prácticas que sean discriminatorias y perjudiciales para las niñas.

50. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya firmemente la propuesta de que el Secretario General inicie un estudio de los medios para mejorar la protección del niño en los conflictos armados. Deben ponerse en práctica normas humanitarias y adoptarse medidas para proteger y facilitar la asistencia a los niños en las zonas de guerra. Las medidas deben incluir la protección del niño contra el empleo indiscriminado de todo tipo de arma bélica, especialmente de minas antipersonal. La necesidad de atención ulterior y la rehabilitación de los niños traumatizados por la guerra deben examinarse como cuestiones de urgencia. La Conferencia pide al Comité de los Derechos del Niño que estudie la cuestión de elevar a 18 años la edad mínima de ingreso en las fuerzas armadas.

51. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que las cuestiones relacionadas con los derechos humanos y la situación de los niños sean periódicamente examinadas y supervisadas por todos los órganos y mecanismos competentes del sistema de las Naciones Unidas y por los órganos de supervisión de los organismos especializados, de conformidad con sus respectivos mandatos.

52. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce el importante papel desempeñado por las organizaciones no gubernamentales en la aplicación efectiva de todos los instrumentos de derechos humanos y, en particular, de la Convención sobre los Derechos del Niño.

53. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que con la asistencia del Centro de Derechos Humanos se dote al Comité de los Derechos del Niño de los medios necesarios para que pueda cumplir rápida y eficazmente su mandato, especialmente en vista del volumen sin precedentes de ratificaciones y de la ulterior presentación de informes nacionales.

5. Derecho a no ser sometido a torturas
54. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra la ratificación de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes por muchos Estados miembros de las Naciones Unidas e insta a los demás Estados miembros a que la ratifiquen prontamente.

55. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya que una de las violaciones más atroces de la dignidad humana es el acto de tortura, que destruye esa dignidad de las víctimas y menoscaba la capacidad de las víctimas para reanudar sus vidas y sus actividades.

56. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que, con arreglo a las normas de derechos humanos y al derecho humanitario, el derecho a no ser sometido a torturas es un derecho que debe ser protegido en toda circunstancia, incluso en situaciones de disturbio o conflicto armado interno o internacional.

57. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta, pues, a todos los Estados a que pongan fin inmediatamente a la práctica de la tortura y erradiquen para siempre este mal mediante la plena aplicación de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de las convenciones pertinentes y, en caso necesario, fortaleciendo los mecanismos existentes. La Conferencia pide a todos los Estados que cooperen plenamente con el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura en el desempeño de su mandato.

58. Debe prestarse especial atención al logro del respeto universal y la aplicación efectiva de los “Principios de ética médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”, aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

59. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos subraya la importancia de adoptar otras medidas concretas en el marco de las Naciones Unidas a fin de prestar asistencia a las víctimas de la tortura y garantizar recursos más eficaces para su rehabilitación física, psicológica y social. Debe concederse gran prioridad a la aportación de los recursos necesarios con este fin, en particular mediante aportaciones adicionales al Fondo de Contribuciones Voluntarias para las Víctimas de la Tortura.

60. Los gobiernos deben derogar la legislación que favorezca la impunidad de los responsables de violaciones graves de los derechos humanos, como la tortura, y castigar esas violaciones, consolidando así las bases para el imperio de la ley.

61. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que los esfuerzos por erradicar la tortura deben concentrarse ante todo en la prevención y pide, por lo tanto, que se adopte rápidamente un protocolo facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, destinado a establecer un sistema preventivo de visitas periódicas a los lugares de detención.

Desapariciones forzadas

62. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la aprobación de la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, pide a todos los Estados que adopten eficaces medidas legislativas, administrativas, judiciales y de otra índole para impedir las desapariciones forzadas, acabar con ellas y castigarlas. La Conferencia reafirma que es obligación de todos los Estados, en cualquier circunstancia, emprender una investigación siempre que haya motivos para creer que se ha producido una desaparición forzada en un territorio sujeto a su jurisdicción y, si se confirman las denuncias, enjuiciar a los autores del hecho.

6. Los derechos de las personas discapacitadas
63. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son universales, por lo que comprenden sin reservas a las personas con discapacidades. Todas las personas nacen iguales y tienen el mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al trabajo, a vivir independientemente y a la participación activa en todos los aspectos de la sociedad. Por tanto, cualquier discriminación directa u otro trato discriminatorio negativo de una persona discapacitada es una violación de sus derechos. La Conferencia pide a los gobiernos que, cuando sea necesario, adopten leyes o modifiquen su legislación para garantizar el acceso a estos y otros derechos de las personas discapacitadas.

64. El lugar de las personas discapacitadas está en todas partes. A las personas con discapacidades debe garantizárseles la igualdad de oportunidades mediante la supresión de todos los obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, sociales o psicológicos, que excluyan o restrinjan su plena participación en la sociedad.

65. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, recordando el Programa de Acción Mundial para los Impedidos, aprobado por la Asamblea General en su trigésimo séptimo período de sesiones, pide a la Asamblea General y al Consejo Económico y Social que en sus reuniones de 1993 adopten el proyecto de normas uniformes sobre la igualdad de oportunidades para los impedidos.

C. Cooperación, desarrollo y fortalecimiento de los derechos humanos

66. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se dé prioridad a la adopción de medidas nacionales e internacionales con el fin de promover la democracia, el desarrollo y los derechos humanos.

67. Debe insistirse especialmente en las medidas para ayudar a establecer y fortalecer las instituciones que se ocupan de derechos humanos, afianzar una sociedad civil pluralista y proteger a los grupos que han pasado a ser vulnerables. En este contexto, reviste particular importancia la asistencia, prestada a petición de los gobiernos, para celebrar elecciones libres y con garantías, incluida la asistencia en relación con los aspectos de los derechos humanos de las elecciones y la información acerca de éstas. Igualmente importante es la asistencia que debe prestarse para la consolidación del imperio de la ley, la administración de justicia y la promoción de la libertad de expresión, así como para lograr la participación real y efectiva de la población en los procesos de adopción de decisiones.

68. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya la necesidad de reforzar los servicios de asesoramiento y asistencia técnica que presta el Centro de Derechos Humanos. El Centro debe poner a disposición de los Estados que la soliciten asistencia sobre cuestiones concretas de derechos humanos, incluida la preparación de informes con arreglo a los tratados de derechos humanos y la aplicación de planes coherentes e integrales de acción para la promoción y protección de los derechos humanos. Serán elementos de estos programas el fortalecimiento de las instituciones de defensa de los derechos humanos y de la democracia, la protección jurídica de los derechos humanos, la capacitación de funcionarios y otras personas y una amplia educación e información con el fin de promover el respeto de los derechos humanos.

69. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda encarecidamente que se establezca un programa global en el marco de las Naciones Unidas a fin de ayudar a los Estados en la tarea de elaborar y reforzar estructuras nacionales adecuadas que tengan un impacto directo en la observancia general de los derechos humanos y el imperio de la ley. Ese programa, que ha de ser coordinado por el Centro de Derechos Humanos, deberá proporcionar, previa solicitud del gobierno interesado, la asistencia técnica y financiera necesaria para proyectos nacionales sobre reforma de las instituciones penales y correccionales, formación y capacitación de abogados, jueces y personal de las fuerzas de seguridad en materia de derechos humanos y cualquier otra esfera de actividad que guarde relación con el imperio de la ley. Como parte de ese programa también se deberá facilitar a los Estados la asistencia necesaria para la ejecución de planes de acción destinados a promover y proteger los derechos humanos.

70. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General de las Naciones Unidas que presente a la Asamblea General de las Naciones Unidas propuestas que definan las opciones para el establecimiento, la estructura, las modalidades operacionales y la financiación del programa propuesto.

71. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que cada Estado considere la posibilidad de elaborar un plan de acción nacional en el que se determinen las medidas necesarias para que ese Estado mejore la promoción y protección de los derechos humanos.

72. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que el derecho universal e inalienable al desarrollo, según se establece en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, debe ser realidad y llevarse a la práctica. En este contexto, la Conferencia celebra que la Comisión de Derechos Humanos haya constituido un grupo de trabajo temático sobre el derecho al desarrollo, e insta al Grupo de Trabajo a que, en consulta y en cooperación con otros órganos y organismos del sistema de las Naciones Unidas, formule sin demora, para que las examine prontamente la Asamblea General de las Naciones Unidas, medidas generales y eficaces con objeto de eliminar los obstáculos que se oponen a la aplicación y puesta en práctica de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo y recomiende medios para que todos los Estados disfruten de ese derecho.

73. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se permita a las organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones de base que actúan en la esfera del desarrollo o de los derechos humanos desempeñar un papel importante a nivel nacional e internacional en el debate y en las actividades que guardan relación con el derecho al desarrollo y su realización y, en colaboración con los gobiernos, en todos los aspectos pertinentes de la cooperación para el desarrollo.

74. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y a los organismos e instituciones competentes a que aumenten considerablemente los recursos destinados a fortalecer el ordenamiento jurídico para la protección de los derechos humanos, así como los recursos asignados a las instituciones nacionales que trabajan en esa esfera. Quienes participan en la cooperación para el desarrollo deben tener presentes las relaciones mutuamente complementarias entre el desarrollo, la democracia y los derechos humanos. La cooperación debe basarse en el diálogo y la transparencia. La Conferencia pide también que se establezcan programas amplios, incluidos bancos de datos y personal especializado para el fortalecimiento del imperio de la ley y de las instituciones democráticas.

75. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta a la Comisión de Derechos Humanos a que, en colaboración con el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, siga examinando protocolos facultativos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

76. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se proporcionen más recursos para establecer o fortalecer acuerdos regionales de promoción y protección de los derechos humanos como parte de los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del Centro de Derechos Humanos. Se alienta a los Estados a que soliciten asistencia para actividades de nivel regional y subregional tales como cursillos, seminarios e intercambio de información destinados a reforzar los acuerdos regionales de promoción y protección de los derechos humanos, de conformidad con las normas universales de derechos humanos contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos.

77. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya todas las medidas adoptadas por las Naciones Unidas y sus organismos especializados competentes para garantizar la protección y promoción efectivas de los derechos sindicales, tal como se estipula en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales. La Conferencia pide a todos los Estados que cumplan cabalmente las obligaciones que les imponen a este respecto los instrumentos internacionales.

D. Educación en materia de derechos humanos

78. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos considera que la educación, la capacitación y la información pública en materia de derechos humanos son indispensables para establecer y promover relaciones estables y armoniosas entre las comunidades y para fomentar la comprensión mutua, la tolerancia y la paz.

79. Los Estados deben tratar de eliminar el analfabetismo y deben orientar la educación hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los Estados e instituciones que incluyan los derechos humanos, el derecho humanitario, la democracia y el imperio de la ley como temas de los programas de estudio de todas las instituciones de enseñanza académica y no académica.

80. La educación en materia de derechos humanos debe abarcar la paz, la democracia, el desarrollo y la justicia social, tal como se dispone en los instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos, a fin de lograr la comprensión y sensibilización de todos acerca de los derechos humanos con objeto de afianzar la voluntad de lograr su aplicación a nivel universal.

81. Habida cuenta del Plan de Acción Mundial para la Educación en Pro de los Derechos Humanos y la Democracia, adoptado en marzo de 1993 por el Congreso Internacional Sobre la Educación en Pro de los Derechos Humanos y la Democracia de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, y otros instrumentos de derechos humanos, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados elaboren programas y estrategias específicos para ampliar al máximo el nivel de educación y difusión de información pública en materia de derechos humanos, teniendo particularmente en cuenta los derechos humanos de la mujer.

82. Los gobiernos, con la asistencia de organizaciones intergubernamentales, instituciones nacionales y organizaciones no gubernamentales, deben fomentar una mayor comprensión de los derechos humanos y la tolerancia mutua. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos destaca la importancia de intensificar la Campaña Mundial de Información Pública realizada por las Naciones Unidas. Los gobiernos deben emprender y apoyar actividades de educación en materia de derechos humanos y difundir efectivamente información pública sobre esta cuestión. Los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del sistema de los Estados relacionados con las Naciones Unidas deben poder atender inmediatamente las solicitudes de actividades educacionales y de formación en la esfera de los derechos humanos y la educación especial en lo que respecta a las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y en el derecho humanitario, así como a su aplicación destinada a grupos especiales como fuerzas militares, fuerzas del orden, policía y personal de salud. Debe considerarse la posibilidad de proclamar un decenio de las Naciones Unidas para la educación en materia de derechos humanos a fin de promover, alentar y orientar estas actividades educacionales.

E. Aplicación y métodos de vigilancia

83. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos a que incorporen en su legislación nacional las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y a que refuercen los órganos de la sociedad, las estructuras y las instituciones nacionales que desempeñan una función en la promoción y salvaguardia de los derechos humanos.

84. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se refuercen las actividades y los programas de las Naciones Unidas destinados a responder a las solicitudes de asistencia de los Estados que deseen crear o fortalecer sus propias instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.

85. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta así mismo a que se intensifique la cooperación entre las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, en particular a través del intercambio de información y de experiencias, así como la cooperación con las organizaciones regionales y las Naciones Unidas.

86. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda encarecidamente a este respecto que los representantes de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos convoquen reuniones periódicas auspiciadas por el Centro de Derechos Humanos a fin de examinar los medios de mejorar sus mecanismos y compartir experiencias.

87. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, a las reuniones de presidentes de esos órganos y a las reuniones de los Estados partes que sigan adoptando medidas para coordinar las múltiples normas y directrices aplicables a la preparación de los informes que los Estados deben presentar en virtud de los respectivos convenios de derechos humanos, y estudien la sugerencia de que se presente un informe global sobre las obligaciones asumidas por cada Estado parte en un tratado, lo que haría que esos procedimientos fuesen más eficaces y aumentaría su repercusión.

88. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados partes en instrumentos internacionales de derechos humanos, la Asamblea General y el Consejo Económico y Social consideren la posibilidad de analizar los organismos creados en virtud de tratados de derechos humanos y los diversos mecanismos y procedimientos temáticos, con miras a promover una mayor eficiencia y eficacia mediante una mejor coordinación de los distintos órganos, mecanismos y procedimientos, teniendo en cuenta la necesidad de evitar la duplicación y superposición de sus mandatos y tareas.

89. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se lleve a cabo una labor continua de mejora del funcionamiento, incluidas las tareas de supervisión, de los órganos creados en virtud de tratados, teniendo en cuenta las múltiples propuestas formuladas a este respecto, en particular las de esos órganos y las de las reuniones de sus presidentes. También se debe alentar a los órganos creados en virtud de tratados a que hagan suyo el amplio enfoque nacional adoptado por el Comité de los Derechos del Niño.

90. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados partes en los tratados de derechos humanos estudien la posibilidad de aceptar todos los procedimientos facultativos para la presentación y el examen de comunicaciones.

91. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos ve con preocupación la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos y apoya los esfuerzos de la Comisión de Derechos Humanos y de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías por examinar todos los aspectos de la cuestión.

92. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Comisión de Derechos Humanos examine la posibilidad de una mejor aplicación a nivel regional e internacional de los instrumentos de derechos humanos existentes, y alienta a la Comisión de Derecho Internacional a continuar sus trabajos relativos a un tribunal penal internacional.

93. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos hace un llamamiento a los Estados que aún no lo hayan hecho para que se adhieran a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y sus protocolos y adopten todas las medidas apropiadas a nivel interno, incluidas medidas legislativas, para lograr su plena aplicación.

94. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda la rápida finalización y aprobación del proyecto de declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.

95. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya la importancia de preservar y fortalecer el sistema de procedimientos especiales, relatores, representantes, expertos y grupos de trabajo de la Comisión de Derechos Humanos, así como de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, a fin de que puedan llevar a cabo sus mandatos en todos los países del mundo, proporcionándoles los recursos humanos y financieros que sean necesarios. Estos procedimientos y mecanismos deberían poder armonizar y racionalizar su trabajo por medio de reuniones periódicas. Se pide a todos los Estados que cooperen plenamente con estos procedimientos y mecanismos.

96. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que las Naciones Unidas asuman un papel más activo en la promoción y protección de los derechos humanos para asegurar el pleno respeto del derecho humanitario internacional en todas las situaciones de conflicto armado, de conformidad con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas.

97. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, reconociendo la importante función que cumplen los componentes de derechos humanos de determinados acuerdos relativos a operaciones de las Naciones Unidas de mantenimiento de la paz, recomienda que el Secretario General tenga en cuenta la capacidad de presentación de informes, la experiencia y los conocimientos del Centro de Derechos Humanos y de los mecanismos de derechos humanos, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo 

Se celebró en El Cairo (Egipto) del 5 al 13 de septiembre de 1994. Delegaciones de 179 Estados participaron en las negociaciones para dar forma definitiva a un Programa de Acción sobre población y desarrollo para los próximos 20 años. 

En el documento de 115 páginas (en la versión en inglés), aprobado por aclamación el 13 de septiembre, se respalda una nueva estrategia en la que se destacan los numerosos vínculos existentes entre la población y el desarrollo y se centra la atención en la satisfacción de las necesidades de hombres y mujeres particulares más que en el logro de objetivos demográficos. 

Un elemento fundamental de este nuevo criterio consiste en dar a la mujer las armas necesarias para mejorar su situación y proporcionarle más posibilidades de elección mediante un mayor acceso a los servicios de educación y de salud y el fomento del desarrollo de las aptitudes profesionales y el empleo. En el Programa se aboga por que la planificación familiar esté al alcance de todos para el año 2015 o antes, como parte de un criterio ampliado en materia de derechos y salud reproductiva; se presentan estimaciones de los niveles de recursos nacionales y asistencia internacional que se necesitarán, y se exhorta a los gobiernos a que faciliten esos recursos. 

En el Programa de Acción se incluyen objetivos en relación con la educación, especialmente de las niñas, y con el logro de una mayor reducción de los niveles de mortalidad infantil y materno-infantil. También se abordan cuestiones relacionadas con la población, el medio ambiente y las modalidades de consumo; la familia; la migración interna e internacional; la prevención y la lucha contra la pandemia del VIH-sida; la información, la educación y la comunicación, y la tecnología, la investigación y el desarrollo. 

Tras una semana de intensas negociaciones, la Conferencia alcanzó acuerdo general en relación con el Programa de Acción. Durante las dos últimas sesiones plenarias en que se logró ese acuerdo, 13 países —Afganistán, Brunei Darussalam, El Salvador, los Emiratos Árabes Unidos, Filipinas, Honduras, Jordania, Kuwait, la Jamahiriya Árabe Libia, Nicaragua, Paraguay, la República Árabe Siria y Yemen— hicieron declaraciones en que formularon reservas u observaciones en relación con determinados capítulos, párrafos u oraciones del Programa y solicitaron que se tomara nota de ellas en el informe final de la Conferencia (A/CONF.171/13). Diez Estados —Argentina, Djibouti, Ecuador, Egipto, Guatemala, la República Islámica del Irán, Malta, Perú, República Dominicana y la Santa Sede— presentaron declaraciones escritas para que se incluyeran en el informe. 

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo fue una conferencia de las Naciones Unidas, organizada principalmente por el Fondo de Población de las Naciones Unidas y la División de Población del Departamento de Información Económica y Social y Análisis de Políticas de las Naciones Unidas. 

En 1991, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas estableció un vínculo explícito entre la población y el desarrollo cuando adoptó una decisión respecto del nombre de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo. El mismo año, mientras los preparativos de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada en 1992, se centraban en cómo alcanzar el desarrollo sostenible, el primer período de sesiones del Comité Preparatorio de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo decidió que la población, el crecimiento económico sostenido y el desarrollo sostenible serían los temas de la Conferencia de El Cairo. 

El proyecto de Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo se basa en el Plan de Acción Mundial sobre Población, aprobado en la Conferencia Mundial de Población, celebrada en Bucarest en 1974, y las 88 recomendaciones para su aplicación posterior aprobadas en la Conferencia Internacional de Población, celebrada en Ciudad de México en 1984. 

También se basa en los resultados de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el Programa 21 y la Declaración de Río, así como en el acuerdo logrado en la Cumbre Mundial en favor de la Infancia, de 1990, y la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, de 1993. A su vez, el hincapié puesto por la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo en la atención de las necesidades del pueblo y la habilitación de la mujer está influyendo en los preparativos de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer y la celebración del cincuentenario de las Naciones Unidas, eventos que se han programado para 1995. 

De capital importancia para conformar el Plan de Acción fueron las recomendaciones formuladas en las cinco conferencias regionales sobre población —para Asia y el Pacífico, África, Europa y América del Norte, América Latina y el Caribe, y los Estados Árabes—, celebradas en 1992 y 1993, y diversas reuniones preparatorias subregionales; reuniones de grupos de expertos en relación con seis cuestiones que el Consejo Económico y Social había determinado que requerían la mayor atención, y una serie de mesas redondas especiales sobre otros temas importantes de la Conferencia. Otro aporte importante procedió de la segunda reunión del Comité Preparatorio, del debate efectuado en la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993 y de los informes nacionales sobre población preparados en más de 140 países. 

En su cuadragésimo octavo período de sesiones, celebrado en 1993, la Asamblea General (resolución 48/186) respaldó decididamente la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo al decidir que el Comité Preparatorio se convirtiera en órgano subsidiario de la Asamblea General, concediendo a la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo un rango comparable al de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. El debate efectuado en la Segunda Comisión de la Asamblea General sobre una propuesta de esbozo anotado del Programa de Acción también orientó a la Secretaría respecto de la preparación del proyecto de documento final que se negoció en el tercer período de sesiones del Comité Preparatorio, celebrado en abril de 1994. 

Delegaciones de 170 países participaron en el tercer período de sesiones del Comité Preparatorio, celebrado en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, y cuya actividad principal fue la negociación del proyecto de Programa de Acción que se terminaría de elaborar en El Cairo. 

En la Conferencia se inscribieron 10.757 participantes procedentes de los gobiernos, las organizaciones intergubernamentales, los programas y organismos especializados de las Naciones Unidas, las organizaciones no gubernamentales y los medios de información; la atención que recibió por parte de los medios de difusión alcanzó un nivel sin precedentes. El Dr. Nafis Sadik, director ejecutivo del Fondo de Población de las Naciones Unidas, fue el secretario general de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo. El presidente de Egipto, Sr. Mohamed Hosni Mubarak, fue el presidente de la Conferencia; el Dr. Maher Mahran, ministro de Población y Bienestar de la Familia de Egipto, fue el vicepresidente ex officio. El Dr. Frei Sai, de Ghana, fue el presidente de la Comisión Principal, que negoció el Programa de Acción definitivo. 

Unos 249 oradores hicieron uso de la palabra en las sesiones plenarias que se extendieron por una semana, entre ellos, el secretario general de las Naciones Unidas, Sr. Boutros Broutos-Ghali; la primera ministra del Pakistán, Sra. Benazir Bhutto; la primera ministra de Noruega, Sra. Gro Harlem Brundtland; el primer ministro de Etiopía, Sr. Tamirat Layne; el primer ministro de Uganda, Sr. George Cosmas Adyebo; el primer ministro de Madagascar, Sr. Francisque Ravony; el príncipe Mbilini, primer ministro de Swazilandia, y el vicepresidente de Estados Unidos, Sr. Al Gore. 

Además, más de 4.200 representantes de más de 1.500 organizaciones no gubernamentales de 133 países asistieron al Foro 1994 de Organizaciones no Gubernamentales, reunión independiente que se celebró al mismo tiempo que la Conferencia. 

Se celebraron otras actividades paralelas a la Conferencia, entre ellas: la Consulta Internacional de Jóvenes sobre la Población y el Desarrollo, celebrada del 31 de agosto al 4 de septiembre, y organizada por nueve organizaciones no gubernamentales juveniles o relacionadas con los jóvenes; la Conferencia Internacional de Parlamentarios sobre Población y Desarrollo, celebrada los días 3 y 4 de septiembre y organizada por cinco organizaciones internacionales de parlamentarios, y la asamblea del Día de los Parlamentarios de 1994, organizada por la Unión Interparlamentaria. 

Además, la Red de Información sobre Población, de la División de Población, estableció un centro de consultas y comunicaciones electrónicas en los locales en que se celebró la Conferencia. En El Cairo se publicaron diariamente cuatro periódicos independientes para ser distribuidos en la Conferencia. Así mismo, el Departamento de Información Pública de las Naciones Unidas y el Fondo de Población de las Naciones Unidas copatrocinaron un encuentro de periodistas, celebrado los días 3 y 4 de septiembre, en el que se abordaron cuestiones relacionadas con la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo. 

Capítulo I, Preámbulo 

En el Preámbulo se presenta un panorama general de las principales cuestiones abordadas en el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo y se establece el marco para la adopción de medidas en la esfera de la población y el desarrollo. Se destaca que la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo no es un acontecimiento aislado y que su Programa de Acción se basa en el considerable consenso internacional a que se ha llegado desde la celebración de la Conferencia Mundial de Población, celebrada en Bucarest en 1974, y la Conferencia Internacional de Población, celebrada en Ciudad de México en 1984. 

La Conferencia de 1994 recibió un mandato expresamente más amplio respecto de las cuestiones de desarrollo que las anteriores conferencias de población, lo que indica que cada vez se tiene mayor conciencia de que la población, la pobreza, las modalidades de producción y consumo y el medio ambiente están tan estrechamente interrelacionados que ninguno de esos factores puede considerarse aisladamente. 

En el Preámbulo se señala que la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo complementa otras importantes actividades internacionales efectuadas recientemente, en las cuales se inspira, y que sus recomendaciones deberían basarse en acuerdos alcanzados en una serie de conferencias celebradas anteriormente, a los que debería ajustarse y prestar apoyo. Se señala así mismo que los resultados de la Conferencia se relacionan estrechamente con otras importantes conferencias que se celebrarán en 1995 y 1996, a las que harán importantes contribuciones, como la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, la Segunda Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat II), la preparación del Programa de Desarrollo, así como la celebración del cincuentenario de las Naciones Unidas. 

En el Preámbulo se destaca que los objetivos y las medidas del Programa de Acción abordan en conjunto los problemas y las relaciones recíprocas entre la población y el crecimiento económico sostenido en el marco del desarrollo sostenible. Para aplicar esas medidas habrá que proceder a una adecuada movilización de recursos a nivel nacional, y será preciso que todos los mecanismos de financiación existentes, incluidas las fuentes multilaterales, bilaterales y privadas, proporcionen recursos nuevos y adicionales a los países en desarrollo. También se necesitan recursos financieros para fortalecer la capacidad de las instituciones internacionales para ejecutar el Programa de Acción. 

En el Programa de Acción se recomienda a la comunidad internacional una importante serie de objetivos en materia de población y desarrollo, así como metas cualitativas y cuantitativas que son mutuamente complementarias y de importancia decisiva para el logro de esos objetivos. Entre esos objetivos y metas cabe mencionar: el crecimiento económico sostenido en el marco del desarrollo sostenible; la educación, especialmente de las niñas; la igualdad y la equidad entre los sexos; la reducción de la mortalidad infantil y materno-infantil, y el acceso universal a los servicios de salud reproductiva, en particular la planificación de la familia y la salud sexual. 

En el Programa de Acción se reconoce que no se espera que en los próximos 20 años los gobiernos puedan alcanzar sin recibir ayuda los objetivos y las metas de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo. Todos los miembros y grupos de la sociedad tienen el derecho e incluso la responsabilidad de desempeñar un papel activo en los esfuerzos que se desplegarán para alcanzar esas metas. 

Capítulo II, Principios 

En el conjunto de 15 principios que figuran en este capítulo se establece un cuidadoso equilibrio entre el reconocimiento de los derechos humanos individuales y el derecho de las naciones al desarrollo. La formulación de la mayoría de los principios se deriva directamente de la terminología internacional aceptada en declaraciones, convenios y pactos internacionales pertinentes. 

Al inicio de este capítulo se reconoce claramente el hecho de que la aplicación de las recomendaciones que figuran en el Programa de Acción es de la competencia del derecho soberano de cada país, en consonancia con sus leyes nacionales y sus prioridades de desarrollo, con pleno respeto de los diversos valores religiosos y éticos y los antecedentes culturales de su pueblo, y de conformidad con los derechos humanos universalmente reconocidos. La cooperación internacional y la solidaridad universal, sobre la base de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y en un espíritu de colaboración, se consideran elementos fundamentales para mejorar la calidad de la vida de los pueblos del mundo. 

Los principios se relacionan con las principales cuestiones en la esfera de la población y el desarrollo, tales como: la igualdad y la equidad entre los sexos y la habilitación de la mujer; la incorporación de la población en políticas y programas de desarrollo sostenible; la erradicación de la pobreza, el acceso a los servicios de salud reproductiva y planificación de la familia; el derecho a la educación; la situación de los niños; los derechos de los migrantes y los refugiados, y las necesidades en materia de población y desarrollo de las poblaciones indígenas. 

En los principios se reafirma que los seres humanos son el elemento central del desarrollo sostenible, ya que la población es el recurso más importante y valioso de toda nación. En consecuencia, el derecho al desarrollo debe ejercerse con miras a satisfacer en forma equitativa las necesidades en materia de población, desarrollo y medio ambiente de las generaciones presentes y futuras. Además, para alcanzar el desarrollo sostenible y un nivel de vida más elevado para todos, los Estados deberían reducir y eliminar las modalidades no sostenibles de producción y consumo, y promover políticas apropiadas, incluidas las políticas de población. 

De conformidad con los principios, el fomento de la equidad y la igualdad de los sexos y la habilitación de la mujer, la eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer y asegurarle el control de su propia fecundidad son la piedra angular de los programas de población y desarrollo. Por su parte, los Estados deberían adoptar todas las medidas apropiadas para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso universal a los servicios de atención de la salud, incluidos los relacionados con la salud reproductiva, que incluyen la planificación de la familia y la salud sexual. En los principios se reafirma el derecho fundamental de todas las parejas y todas las personas a decidir libre y responsablemente el número y el espaciamiento de los nacimientos de sus hijos, y a disponer de la información, la educación y los medios necesarios para hacerlo. 

En el capítulo se subraya que la familia es la unidad básica de la sociedad y como tal debería fortalecerse. También se reconoce que hay diversas formas de familia en diferentes sistemas culturales, políticos y sociales. 

9. Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Artículo 2

1. Cada uno de los Estados partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.

2. Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

Artículo 3

Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 4

Los Estados partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática.

Artículo 5

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él.

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.

El Protocolo de San Salvador 

Artículo 1 
Obligación de adoptar medidas 

Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo. 
Artículo 2 

Obligación de adoptar disposiciones de derecho interno 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos. 

Artículo 3 

Obligación de no discriminación 

Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 4 

No admisión de restricciones 

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales con el pretexto de que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

Artículo 5 

Alcance de las restricciones y limitaciones 

Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida en que no contradigan el propósito y razón de los mismos. 

ANEXO 2 

INFORME DEL  GRUPO Nº 01 DE LA COMISION DE CONSTITUCIÓN
SOBRE ELABORACION DEL TEXTO CONSTITUCIONAL REFERIDO AL TITULO PRELIMINAR, DERECHOS Y DEBERES DE LAS PERSONAS, PROCESOS CONSTITUCIONALES
PRESENTACION
El Congreso de la República, expidió la Ley Nº 27600 publicada en el Diario Oficial "El Peruano" el 16 de diciembre del 2001; ley que suprime la firma del ex Presidente de la República Alberto Fujimori Fujimori del texto de la Constitución de 1993 al haberse declarado la vacancia del cargo de Presidente de la República por su permanente incapacidad moral.

Asimismo, con ocasión de la dación de esta Ley y precedido de un extenso debate acerca del procedimiento de la Reforma Constitucional, el Congreso de la República encargó a la Comisión de Constitución, Reglamento y Acusaciones Constitucionales y la elaboración de un proyecto de Reforma Constitucional, aplicando el mecanismo de procedimiento de reforma establecido en el artículo 206º de la Constitución de 1993 y tomando como documento base de la reforma la Constitución de 1979.

En cumplimiento de este mandato constitucional, la Comisión de Constitución acordó la conformación de 6 grupos de trabajos de reforma constitucional designándose a quien suscribe estas líneas, en su calidad de miembro de la Comisión de Constitución, Coordinadora General del Sub grupo Nº 01 encargado de la elaboración del Anteproyecto del Texto Constitucional referido al Título Preliminar, Derechos y Deberes de las Personas y Procesos Constitucionales.

  

CONVOCATORIA DE EXPERTOS
Tanto la Comisión de Constitución presidida por el Congresista Henry Pease García, como el Sub Grupo de Trabajo cuya coordinación recayó en mi persona, convocamos a un grupo de expertos en materia constitucional y en derechos humanos en aras de su reconocida trayectoria profesional y académica. 

  

CONFORMACIÓN DEL SUB GRUPO DE TRABAJO Nº 01 DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Coordinación General
Dra. Gloria Helfer Palacios, Congresista de la República 

Integrantes
Dra. Judith de la Mata, Congresista de la República y Vice Presidenta de la Comisión de Constitución

Dra. Mercedes Cabanillas Bustamante, Congresista de la República

Secretaría Técnica
Dra. Lesly Llatas Ramírez, Asesora en temas constitucionales de la Congresista Gloria Helfer Palacios

Dr. Jorge García, Asesor de la Comisión de Constitución 

Expertos
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	INSTALACION Y METODOLOGIA DEL TRABAJO
El Sub grupo de trabajo comenzó sus funciones el 31 de enero con la instalación del mismo e implantó como metodología de trabajo lo siguiente:

· Conformación de los sub sub grupo de trabajo divididos por temas para facilitar la elaboración del anteproyecto constitucional. Los temas a tratar fueron:

a. Título Preliminar.

b. Derechos civiles y políticos.

c. Derechos Sociales (salud, educación, vivienda, familia, seguridad social, trabajo, comunidades nativas, entre otros aspectos).

d. Procesos Constitucionales.

· Cada sub sub grupo de trabajo debía presentar una propuesta de la formulación de los artículos por temas.

· Se fijó un cronograma de fechas para la discusión y aprobación de las propuestas de los textos elaborado por cada sub sub grupo de trabajo.

· En cada sesión se discutió y aprobó cada propuesta. El total de las sesiones de este sub grupo Nº 01 de Reforma Constitucional fueron siete: 31 de enero; 12, 20,21,22,25 y 27 de febrero.

· Aprobación del texto final. En esta sesión sólo se discutieron las observaciones al texto.

 SUSTENTACION DEL ANTEPROYECTO ANTE EL COMITÉ DE ASESORES DE LA COMISION DE CONSTITUCIÓN
El 28 y 29 de febrero, el Anteproyecto fue sometido a consideración del Comité de Asesores presidido por el Dr. Valentín Paniagua Corazao cuyas observaciones fueron recogidas e insertadas en el anteproyecto. En dicho Comité se felicitó la calidad del trabajo presentado. 

Ahora el Anteproyecto se encuentra en la Comisión de Constitución, que preside el Congresista Henry Pease García, estando a la espera del gran debate que se suscitará en dicha comisión con la presencia de todos sus miembros. Se debatirán los anteproyectos de los demás sub grupos de trabajo a efectos de obtener un solo proyecto integral de la reforma del Texto Constitucional para luego ser sometido al Pleno del Congreso de la República y por último a Referéndum ciudadano.

 ¿ QUE IMPORTANCIA TUVO ESTA LABOR?
Esta labor significó para nosotros la oportunidad de corregir los errores incurridos en la Constitución de 1993 en lo que respecta a los derechos fundamentales de las personas. Se incorporan nuevos derechos que expresan las exigencias de la sociedad. Se da un tratamiento integral a los derechos humanos recogiendo los aportes de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos -celebrada en Viena en 1993-, que sostuvo que los derechos humanos son indivisibles, progresivos e inter dependientes. Por tanto, se contempla que en lo sucesivo el tratamiento de los derechos humanos debe ser de manera integral. Basándonos en este concepto, la propuesta del Anteproyecto del Texto Constitucional en el Título Preliminar, que comprende un conjunto de principios, incorpora dichos aportes.

Asimismo, asegurar que el Estado no tenga justificación alguna para no cumplir con la satisfacción y protección de nuestros derechos así como los deberes que como personas tenemos frente al Estado y la sociedad, son aspectos que se recogen en el Anteproyecto.

El trabajo realizado significó, además, experimentar cuán difícil resulta a veces lograr acuerdos y conciliar posiciones y opiniones; pero también nos dejó satisfacción por el esfuerzo compartido que se hizo pensando en nuestro país y con el propósito de presentar un texto con propuestas de consenso.

  

ESTRUCTURA DEL TEXTO
· Título Preliminar 

· Título I. "Derechos Fundamentales, Deberes y Procesos Constitucionales". Este Título comprende a su vez 3 capítulos:

· Capítulo I. "Derechos Fundamentales de las Personas". En este primer capítulo están comprendidos tanto los derechos civiles y políticos; derechos económicos, sociales y culturales; y los derechos mal llamados de tercera generación.

· Capítulo II. "Deberes de las Personas".

· Capítulo III. "Procesos Constitucionales".

El Anteproyecto de este Primer Texto Constitucional recoge las propuestas de consenso.
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TEXTO DEL ANTEPROYECTO
TITULO PRELIMINAR 
Artículo 1.- La persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen el deber de respetarla, protegerla y propender a su desarrollo.

El Estado garantiza a toda persona, sin discriminación alguna, el goce, ejercicio y exigibilidad de sus derechos fundamentales, de conformidad la Constitución, los tratados sobre derechos humanos y las leyes. Asegura su exigibilidad a través de vías judiciales y administrativas. Promueve su desarrollo mediante políticas públicas y medidas legislativas, aplicando el principio de progresividad. 

Es obligación del Estado y deber social de todos propiciar un entorno económico, político, cultural y jurídico favorable al desarrollo de la persona humana.

Artículo 2.- Los derechos fundamentales son universales, indivisibles e interdependientes y se interpretan de conformidad con los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, derecho internacional humanitario y con las decisiones de los organismos supranacionales, en la medida que sean más favorables a la persona humana. 

Artículo 3.- El Perú es un Estado social y democrático de derecho, basado en el trabajo y en la creatividad de sus habitantes. Propugna y realiza como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, igualdad, justicia, solidaridad y el pluralismo político. 

Artículo 4.- El Estado reconoce el derecho de las personas a vivir en un régimen democrático. Se rige por los principios de soberanía popular, división, control y transparencia del poder público. Asegura la independencia, la autonomía y el equilibrio entre los órganos constitucionales y fomenta la fiscalización ciudadana del poder. 

Artículo 5.- El Perú es un país pluriétnico y multicultural. Todos tienen derecho a su identidad histórica y cultural, en forma individual y colectiva, en el marco de la Constitución.

Articulo 6.- La descentralización tiene por finalidad lograr el desarrollo integral y equilibrado del país, mediante, la distribución territorial del poder, la participación de la población y la eficiente organización del Estado.

Artículo 7.- La economía social de mercado está al servicio de la persona humana y de su desarrollo integral. Se sustenta en la libre iniciativa privada y en la acción reguladora del Estado para armonizarla con el interés público. 

Artículo 8.- El Estado promueve la existencia de una comunidad de naciones democráticas que defiende los intereses económicos, sociales, culturales y ambientales de la humanidad. Se rige por los principios del derecho internacional generalmente aceptados, respetando los valores democráticos y los derechos fundamentales. 

Artículo 9.- La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente. Los tratados sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario tienen jerarquía constitucional. 

Artículo 10.- La Constitución no pierde su vigencia por acto de fuerza o cuando fuere reformada por medio distinto del que ella dispone. En esta eventualidad toda persona tiene el deber de colaborar en el restablecimiento de su vigencia.

Nadie debe obediencia a un gobierno usurpador ni a quienes asumen funciones públicas en violación de los procedimientos que la Constitución y las leyes establecen. Son nulos los actos de toda autoridad usurpadora. El pueblo tiene el derecho de insurgir en defensa del orden constitucional. Las acciones para anular los actos de quienes usurpan funciones y para perseguir los delitos correspondientes, son imprescriptibles.

Son juzgados, según esta Constitución y las leyes dictadas de conformidad con ella, los responsables de los hechos señalados en el segundo párrafo del presente artículo, así como los principales funcionarios de los gobiernos constituidos subsecuentemente si no han contribuido a restablecer la vigencia de la Constitución. Las resoluciones que ponen fin a estos procesos sólo adquieren la calidad de cosa juzgada si se llevan a cabo en un régimen democrático.

El Congreso puede decretar la incautación de los bienes de tales personas y de quienes se hayan enriquecido al amparo de la usurpación para resarcir al Estado de los perjuicios causados.

  

TITULO PRIMERO
DERECHOS FUNDAMENTALES, DEBERES Y PROCESOS CONSTITUCIONALES
Capítulo I

De los derechos fundamentales

Artículo 11.- Toda persona tiene derecho:

1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo. El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece. 

El Estado garantiza el derecho a investigar la maternidad y la paternidad. 

Es obligación del Estado adoptar políticas y medidas legislativas para prevenir, eliminar y sancionar la violencia en el ámbito familiar, especialmente aquélla que afecta a las mujeres, niñas y niños y adultos mayores. 

Se prohíbe la pena de muerte. 

2. A la igualdad. Está prohibida toda forma de discriminación por motivo de origen, filiación, raza, género, idioma, religión, opinión, condición económica, discapacidad o de cualquier otra índole, que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva adoptará medidas positivas a favor de grupos discriminados o marginados. 

3. A la libertad de conciencia, opinión y religión, en forma individual o colectiva. No hay persecución en razón de ideas o creencias. El ejercicio de todas las confesiones es libre, siempre que no vulnere la dignidad de la persona o los derechos humanos. Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia, cuyos alcances se desarrollarán por ley orgánica.

4. A ser informado y a ejercer las libertades de expresión e información mediante la palabra oral o escrita o la imagen, por cualquier medio de comunicación social, sin previa autorización ni censura ni impedimento algunos, bajo las responsabilidades de ley. Los derechos de informar y expresarse comprenden los de fundar medios de comunicación. 

Se reconoce el derecho al secreto profesional de los periodistas. 

Los delitos cometidos por medio del libro, la prensa y demás medios de comunicación social se tipifican en el Código Penal. Asimismo, es delito toda acción que suspende o clausura algún órgano de expresión o le impide circular o trasmitir libremente.

5. A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad de la administración pública, ya se trate de la que produzca, procese o posea, incluida la que obra en expedientes terminados o en trámite, estudios, dictámenes, opiniones, datos estadísticos, informes técnicos y cualquier otro documento que tenga en su poder, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que afecten la intimidad, seguridad nacional y las que expresamente se excluyan por ley. 

El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado.

6. A conocer, actualizar, incluir o rectificar la información o datos referidos a la persona que se encuentren almacenados o registrados, en forma manual, mecanizada o informatizada, en archivos, bancos de datos o registros de entidades públicas o de instituciones privadas que brinden servicio o acceso a terceros. Asimismo, tiene derecho a hacer suprimir o impedir que se suministren datos o informaciones que afecten la intimidad.

7. Al honor, a la propia imagen y a la voz. Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o agraviada en su honor en cualquier medio de comunicación, tiene derecho a la rectificación, en forma gratuita, inmediata y proporcional sin perjuicio de la responsabilidad de ley.

8. A la intimidad. Nadie puede ser objeto de intromisión en su vida privada.

9. A la inviolabilidad de domicilio. Nadie puede ingresar en él, sin autorización de la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo flagrante delito o muy grave peligro de su perpetración. Las excepciones por motivos de sanidad o de grave riesgo son reguladas por la ley.

10. Al secreto y a la inviolabilidad de sus comunicaciones y documentos privados. Las comunicaciones, telecomunicaciones o sus instrumentos sólo pueden ser abiertos, incautados, interceptados o intervenidos por mandato motivado del juez, con las garantías previstas en la ley. Se guarda secreto de los asuntos ajenos al hecho que motiva su examen.

Las comunicaciones y documentos privados obtenidos con violación de este precepto no tienen efecto legal.

Los libros, comprobantes y documentos de contabilidad están sujetos a inspección o fiscalización de la autoridad competente, de conformidad con la ley. Las acciones que al respecto se tomen no pueden incluir su sustracción o incautación, salvo por orden judicial.

11. A la libertad de creación intelectual, artística, técnica y científica, así como a la propiedad sobre dichas creaciones y a su producto. El Estado propicia la generación de conocimiento y tecnología y garantiza el acceso a la cultura y fomenta su desarrollo y difusión.

12. A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él y entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería.

13. A reunirse pacíficamente sin armas. Las reuniones en locales privados o abiertos al público no requieren aviso previo. Las que se convocan en plazas y vías públicas exigen anuncio anticipado a la autoridad, la que puede prohibirlas solamente por motivos probados de seguridad o de sanidad públicas.

14. A asociarse y a constituir personas jurídicas, sin autorización previa y con arreglo a ley. Las personas jurídicas se inscriben en un registro público y no pueden ser disueltas por resolución administrativa.

15. A contratar con fines lícitos, siempre que se no contravengan leyes de orden público.

16. A trabajar libremente, con sujeción a la ley.

17. A la propiedad y a la herencia, dentro de la Constitución y la ley.

18. A alcanzar un nivel de vida que le permita asegurar su bienestar y el de su familia.

19. A participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la nación, así como en la toma de decisiones en materia ambiental y en la explotación de recursos naturales.

20. A mantener reserva sobre sus convicciones políticas, filosóficas, religiosas o de cualquier otra índole, así como a guardar el secreto profesional conforme a ley.

21. A su identidad étnica, cultural y lingüística. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación. Todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma o lengua ante cualquier autoridad mediante un intérprete. Los extranjeros tiene este mismo derecho cuando son citados por cualquier autoridad. 

22. A formular peticiones, individual o colectivamente, por escrito, ante la autoridad competente, la que está obligada a dar al interesado una respuesta, también por escrito, dentro del plazo legal.

23. A su nacionalidad. Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser privado del derecho de obtener o de renovar los documentos de identidad dentro o fuera de la República. La nacionalidad peruana no se pierde salvo por renuncia expresa ante autoridad peruana. 

24. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso.

25. A la libertad y seguridad personales. En consecuencia:

a. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe. 

b. No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en cualquiera de sus formas. 

c. No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios.

d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. 

e. Nadie podrá ser detenido sino por mandato escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia. 

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor de tres días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al Juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término. La detención no impide el ejercicio de los demás derechos que esta Constitución reconoce.

f. Toda persona debe ser informada inmediatamente y por escrito en forma clara y detallada de la causa o razones de su detención.

g. La autoridad está obligada bajo responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se halla la persona detenida así como a garantizar su derecho de defensa. 

h. Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensables para el esclarecimiento de un delito y en la forma y el tiempo previstos por la ley. La persona incomunicada mantiene el derecho establecido en el numeral 26º, inciso d) del presente artículo.

i. Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos, humillantes o degradantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquélla imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad. Carece de valor la declaración y la prueba obtenidas por violencia o con prescindencia de la forma prevista en la ley.

j. Nadie podrá ser investigado, procesado o sancionado por hechos punibles por los cuales haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley.

k. No hay delito de opinión.

l. La amnistía, el indulto, los sobreseimientos definitivos y las prescripciones producen los efectos de cosa juzgada, salvo lo dispuesto en el artículo 14º. 

1. Al debido proceso. En consecuencia:

a. Al libre acceso a la justicia, en un proceso que se desarrolle dentro de un plazo razonable que le permita ejercer su defensa y acceder a los medios probatorios e impugnatorios regulados por la ley. 

a. A no ser desviada de la jurisdicción predeterminada ni sometida a proceso distinto del previamente establecido en la ley, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación. 

b. A no ser condenado en ausencia. Nadie puede ser privado del derecho de defensa. 

c. Toda persona tiene derecho a comunicarse personal y confidencialmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad, tenga la calidad de procesada, demandada o no.

d. Nadie puede ser obligado a prestar juramento ni compelido a declarar o reconocer culpabilidad en causa penal contra sí mismo, ni contra su cónyuge ni sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

e. A hacer uso de su propio idioma, debiendo el juzgador, si fuese el caso, proveerle de un intérprete.

f. A la publicidad del proceso, salvo en los caso excepcionales previstos por la ley.

g. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad. 

h. A la motivación de las resoluciones judiciales, con excepción de los casos expresamente establecidos por la ley.

i. A recurrir de la resolución ante un juez o tribunal superior.

j. A que las decisiones judiciales que pongan fin al proceso adquieran la autoridad de cosa juzgada.

k. A que ninguna autoridad pueda interrumpir el curso de un proceso, afectar el contenido de una sentencia o retrasar su cumplimiento.

l. A la ejecución de las decisiones judiciales firmes. 

Estas disposiciones se extienden al procedimiento administrativo, en cuanto sea aplicable.

Artículo 12.- El Estado al ejercer su potestad punitiva debe respetar los principios de constitucionalidad, legalidad, proporcionalidad, culpabilidad, resocialización y humanidad, en el ámbito penal, procesal y penitenciario, así como el debido proceso. No se permite la delegación de facultades legislativas al Poder Ejecutivo en materia penal. Dicha materia será regulada mediante ley orgánica.

No se podrá imponer sanciones administrativas que directa o indirectamente importen privación de la libertad y deberá respetar los principios mencionados en el párrafo anterior en cuanto les sea aplicable.

Artículo 13.- El Estado orienta prioritariamente su política criminal a la aplicación de medidas alternativas a la privación de libertad.

El régimen penitenciario debe crear las condiciones adecuadas para facilitar la reinserción social del condenado. Asimismo, se desarrolla respetando los derechos fundamentales no afectados por la condena y sin agravar el sufrimiento inherente al encarcelamiento.

Artículo 14.- El Estado está obligado a investigar las violaciones a los derechos humanos cometidas por cualquier funcionario público, persona natural, jurídica u organización de personas. Las acciones judiciales para sancionar el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra, la tortura, la ejecución extrajudicial y la desaparición forzada son imprescriptibles. Las violaciones a los derechos humanos serán investigadas y juzgadas por los tribunales nacionales competentes o instancias supranacionales. Dichos delitos quedan excluidos del indulto, del derecho de gracia y de la amnistía. Las resoluciones que pongan fin a estos procesos sólo adquieren la calidad de cosa juzgada si se llevan a cabo en un régimen democrático. 

Artículo 15.- El Estado debe reparar integralmente a las víctimas individual o colectiva de violaciones a los derechos humanos que le sean imputables. A tal efecto, adopta medidas normativas o de otra naturaleza. El derecho a la reparación comprende el reconocimiento de la responsabilidad estatal y la satisfacción pública a las víctimas.

Artículo 16.- Toda persona tiene derecho a buscar y solicitar asilo y refugio. El Estado garantiza el asilo y el refugio de acuerdo con los tratados de los que es parte y acepta la calificación del estado otorgante. En ningún caso los peticionarios serán expulsados o devueltos a un Estado donde su vida, integridad o libertad estén en riesgo.

Artículo 17.- Toda persona cuya extradición o entrega es solicitada tiene los derechos reconocidos en los tratados de los que el Perú es parte. No se concede la extradición si se considera que ha sido solicitada con el fin de perseguir o castigar por motivo de origen, raza, género, idioma, religión, opinión, condición económica o cualquier otra forma de discriminación.

Quedan excluidos de la extradición los perseguidos por delitos políticos o por hechos conexos con ellos. No se consideran tales el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra, la tortura, la desaparición forzada, la ejecución extrajudicial, el magnicidio y el terrorismo.

La extradición sólo se concede por el Poder Ejecutivo previo informe de la Corte Suprema, de conformidad con los tratados de los que el Perú es parte o según el principio de reciprocidad.

Artículo 18.- Los ciudadanos tienen derecho de ser elegidos y de elegir libremente a sus representantes, participar en los asuntos públicos a través del referéndum, iniciativa legislativa, revocación de autoridades elegidas, remoción de funcionarios públicos, rendición de cuentas, cabildos abiertos, juntas comunales y vecinales; por medios electrónicos y otras modalidades de participación ciudadana. Corresponde a la ley regular y promover los mecanismos directos e indirectos de participación.

Artículo 19 .- Tienen derecho al voto los ciudadanos en goce de su capacidad civil. El voto es personal, igual, libre, secreto y facultativo. Es nulo y punible todo acto que prohíba o limite al ciudadano este derecho.

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional tienen derecho al voto y a la participación ciudadana. No pueden postular a cargos de elección popular. 

La ley establece los mecanismos para garantizar la neutralidad estatal durante los procesos electorales y de participación ciudadana directa.

Artículo 20.- Pueden ser sometidos a referéndum.

1. La reforma total o parcial de la Constitución.;Normas con rango de ley;

2. Normas regionales;

3. Ordenanzas municipales; y

4. Las materias relativas al proceso de descentralización;

5. Los Tratados. 

El referéndum tiene por objeto ratificar o derogar normas. 

No puede someterse a referéndum la supresión o la disminución de los derechos fundamentales de la persona, las normas de carácter tributario y presupuestal, los tratados sobre derechos humanos, derecho internacional humanitario y los de paz, amistad y límites. 

Artículo 21.- Pueden ser revocados:

1. Los congresistas;

2. Los alcaldes y regidores;

3. El Presidente regional y los miembros del Consejo Regional.

Artículo 22.- Los ciudadanos pueden ejercer sus derechos políticos individualmente o a través de organizaciones políticas como partidos, movimientos o alianzas, conforme a ley. Su inscripción en el registro correspondiente les concede personalidad jurídica.

La ley establece normas orientadas a asegurar el funcionamiento democrático de los partidos políticos, la transparencia en cuanto al origen de sus recursos económicos y el acceso gratuito, durante las campañas electorales, a los medios de comunicación, públicos y privados, en forma proporcional al último resultado electoral general.

Artículo 23 .- Los partidos políticos promueven la participación política de la ciudadanía y expresan el pluralismo democrático. Pueden existir partidos políticos de alcance nacional, regional, departamental y local, de acuerdo a ley.

Corresponde a los partidos políticos, movimientos y alianzas de partidos inscritos la postulación de candidatos a cualquier elección popular. 

La igualdad de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral.

Artículo 24.- El Estado contribuye con recursos públicos al funcionamiento de los partidos políticos. Los fondos deben asignarse en proporción a la votación obtenida en el último proceso electoral. Los partidos deben informar periódica y públicamente, y también luego de cada elección, sobre el origen y uso de sus recursos. El gobierno y los funcionarios públicos no pueden utilizar fondos ni recursos públicos a favor o en contra de alguna agrupación política o de algún candidato.

Artículo 25.- El Estado protege a la familia como institución fundamental de la sociedad. Las formas del matrimonio y las causas de separación y disolución se regulan por la ley.

Artículo 26.- La unión estable de varón y mujer, libres de impedimento matrimonial, genera derechos hereditarios y alimentarios así como da lugar a una comunidad de bienes, de conformidad con la ley.

Artículo 27.- Toda persona tiene derecho a tomar decisiones libres y responsables sobre su vida sexual. El Estado promueve la paternidad y maternidad responsables. Reconoce el derecho de las personas y de las parejas a decidir cuándo y cuántos hijos tener y a alcanzar el nivel más elevado de salud sexual y reproductiva. El Estado asegura la información y los medios que les garanticen el ejercicio de estos derechos. 

Es deber y derecho de los padres alimentar, educar, dar afecto y seguridad a sus hijos. Los hijos tienen el deber de respetar, dar afecto y asistir a sus padres. Todos los hijos tienen iguales derechos y deberes. Está prohibida toda mención sobre el estado civil de los padres y sobre la naturaleza de la filiación en los registros civiles y en cualquier documento de identidad.

Artículo 28.- Todo niño y adolescente es responsabilidad de sus padres, de la familia, la sociedad y el Estado. Tienen derecho al pleno desarrollo de sus capacidades, y al goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. 

El Estado garantiza las medidas de protección y los cuidados indispensables que aseguren su bienestar y desarrollo integral. Provee de protección especial al niño y niña, al adolescente, a la madre y al adulto mayor en situación de abandono. 

Artículo 29.- El adulto mayor tiene derecho a seguir participando activamente como miembro de su sociedad, a elegir libremente y vivir de una forma independiente, por el tiempo que desee y le sea posible.

El Estado adopta medidas que les permita desenvolverse en actividades productivas o de desarrollo personal.

Artículo 30.-Toda persona tiene derecho a una vivienda digna con acceso a servicios básicos. El Estado promueve programas públicos y privados de urbanización y vivienda. Regula la utilización del suelo urbano, de acuerdo a ley.

Artículo 31.- Toda persona tiene derecho a una educación de calidad. La educación es un proceso permanente. Tiene como objetivos básicos: la formación integral de la persona; el pleno desarrollo de su personalidad en sus dimensiones ética, intelectual, artística, afectiva y física; el respeto de los derechos fundamentales y los valores democráticos; la preparación para la vida y el trabajo; el respeto a la identidad étnica y pluricultural, el desarrollo científico y tecnológico y la protección del medio ambiente.

Artículo 32.- Es deber del Estado promover la educación intercultural, multilingüe, con equidad de género y participación democrática, según las características de cada zona del país. Garantiza el derecho de los pueblos indígenas a recibir educación en su propio idioma.

Artículo 33.- La enseñanza de la Constitución, de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario es obligatoria en las instituciones educativas de todo nivel, tanto civiles, como militares y policiales. 

Artículo 34.- El educando tiene derecho a una formación que respete su identidad y promueva su autoestima, así como al buen trato físico, psicológico y moral. Está prohibido todo acto que atente contra su integridad y dignidad.

Artículo 35.- Los padres tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de elegir los centros y modalidades de educación en que éstos se eduquen, así como de participar en la gestión del proceso educativo, en los términos que establezca la ley. 

Artículo 36.- El profesorado es carrera pública en los centros y programas educativos del Estado. La Ley establece los requisitos para el ingreso, regulando los derechos y obligaciones de los profesores y directores tanto en el régimen publico como privado. El Estado garantiza su formación continua y promoción, así como su actualización permanente y una remuneración justa acorde con su elevada misión.

Artículo 37.- El Estado garantiza la libertad de enseñanza. Formula y conduce, con participación de la sociedad, la política educativa intercultural, aprobando planes y programas, dirigiendo y supervisando la educación, con el fin de asegurar su calidad y eficiencia. 

El sistema educativo y su administración son descentralizados. El Estado promueve la pluralidad de la oferta educativa tanto en el sector público como en el privado; y garantiza un sistema de información, evaluación y acreditación de procesos y resultados educativos. Fomenta el control ciudadano de la calidad de los servicios educativos. 

El Estado adopta medidas para asegurar el permanente desarrollo científico y tecnológico del país. Implementa programas de educación especial para personas con discapacidad, para adultos mayores y para niños con mayores capacidades.

Artículo 38.- La erradicación del analfabetismo es tarea primordial del Estado. Se cumple progresivamente con la aplicación de recursos financieros establecidos en la Ley anual de presupuesto del sector público. El mensaje anual del Presidente de la República ante el Congreso debe contener información sobre los resultados de los programas de alfabetización.

Artículo 39.- El Estado asegura que nadie se vea impedido de recibir educación adecuada por razón de su condición social, económica, raza, color, género, idioma, religión o de cualquier otra índole. En cada ejercicio presupuestal, se destina al sector educación no menos del seis por ciento del producto bruto interno. 

Artículo 40.- El Estado provee servicios educativos donde la población los requiera. La educación básica, que incluye la inicial, primaria y secundaria es obligatoria. La educación básica en todas sus modalidades y la superior impartida por el Estado, son gratuitas, con sujeción a ley. 

La educación básica se complementa con la obligación estatal de brindar servicios de salud. El Estado proveerá alimentación y útiles a los educandos que carezcan de recursos económicos. 

Artículo 41.- El Estado reconoce y supervisa la educación privada, en los términos que establece la ley. Ningún centro educativo puede ofrecer conocimientos de calidad inferior a los del nivel establecido legalmente. Toda persona, natural o jurídica, tiene derecho a constituir y conducir centros educativos dentro del respeto a los principios constitucionales y de acuerdo a Ley.

Artículo 42.- La Universidad es la comunidad de profesores, alumnos, graduados. Todos sus integrantes participan de su gobierno en la forma que establezca la ley. Esta regulará los términos de la participación de los promotores en éste, cuando corresponda.

La universidad tiene como fines la búsqueda y difusión del conocimiento, mediante la investigación científica y tecnológica, la creación intelectual y artística, la difusión cultural y la extensión universitaria, en un marco de respeto a los derechos humanos y los valores democráticos. 

Artículo 43.- Las universidades se crean por Ley. Son públicas o privadas, y autónomas en su régimen normativo, de gobierno, académico, administrativo y económico. Se rigen por la ley y sus estatutos.

El Estado garantiza la libertad de cátedra así como la tolerancia en su ejercicio. 

Artículo 44.- Las universidades, institutos superiores y demás centros educativos sin fines de lucro no están afectas al pago de impuestos que graven los bienes, rentas y servicios destinados exclusivamente a su finalidad educativa y cultural. Tampoco están afectas al impuesto a la renta, las rentas que obtengan y que destinen íntegramente a su finalidad educativa y cultural. 

La ley establece estímulos tributarios para favorecer las donaciones y aportes a favor de las universidades, institutos educativos y culturales. Asimismo establece el procedimiento para que los tributos que graven las adquisiciones o importaciones de bienes y servicios no repercutan o incidan sobre las entidades a que se refiere el primer párrafo, siempre que sean destinados exclusivamente a su finalidad educativa y cultural.

La ley regula los mecanismos de fiscalización a que se sujetan las mencionadas instituciones, así como los requisitos y condiciones que deben cumplir.

Artículo 45.- Toda persona tiene el derecho a:

1. Participar de la vida cultural y artística de la comunidad;

2. Gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;

3. Beneficiarse de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, tecnológicas, literarias o artísticas de que sea autora.

Artículo 46.- El Estado promueve la difusión de los valores culturales de la Nación. Preserva las diversas expresiones culturales del país, su folklore, el arte popular y la artesanía. Define y aplica políticas permanentes para la conservación y restauración del patrimonio cultural, así como de los valores y manifestaciones que configuran la identidad étnica y pluricultural. 

Artículo 47.- Los yacimientos y restos arqueológicos, construcciones, monumentos, objetos artísticos, documentos bibliográficos y de archivo, así como los testimonios de valor histórico y los que se presumen como tales, se encuentran bajo el amparo del Estado. La Ley regula su conservación y protección, restauración, mantenimiento, administración y restitución. 

Artículo 48.- Los colegios profesionales son instituciones autónomas con personería de derecho público. Es obligatoria la colegiación para el ejercicio de las profesiones universitarias que señale la ley.

Artículo 49.- Los medios de comunicación social del Estado se hallan al servicio de la educación y la formación ética, cultural y democrática de la población mediante la transmisión de información que respete la persona humana. Los medios de comunicación privados contribuyen con estos fines.

Los medios de comunicación social que preferentemente cumplen finalidad educativa y cultural gozarán de las exoneraciones tributarias que señale la ley.

Artículo 50.- Toda persona tiene derecho a mantener un nivel de vida saludable, así como a acceder y disfrutar de las instalaciones y bienes necesarios para gozar de un estado de bienestar físico, mental y social completo.

Toda persona debe tener garantizado el más alto nivel de protección a su salud, mediante la prevención, educación y asistencia sanitaria, así como el acceso a servicios de atención médica de forma gratuita y adecuada. El Estado promoverá el acceso de todas las personas a los alimentos mínimos esenciales que sean suficientemente adecuados, en cuanto a nutrición y seguridad.

El Estado debe asegurar que nadie se vea impedido de disfrutar de su derecho a la salud por razón de su condición social, económica, raza, color, género, idioma, religión o de cualquier otra índole.

Artículo 51.- El derecho a la salud comprende el derecho de las personas a acceder a una alimentación adecuada. Asimismo, comprende el derecho a una vivienda digna, saneamiento básico, suministro de agua potable, así como el acceso a medicamentos esenciales, eficaces y seguros.

Artículo 52.- El Estado formula y conduce la política nacional de salud, con la participación de la sociedad. El Poder Ejecutivo es responsable de:

1. Diseñar, conducir y controlar el sistema nacional de salud;

2. Coordinar los planes y programas de las instituciones;

3. Descentralizar la atención integral de la salud; y

4. Organizar la seguridad social con la participación de organismos públicos y privados. 

Artículo 53.- Toda persona es responsable de contribuir el cuidado integral de su salud y el de su comunidad, y el derecho a participar en la gestión de los servicios públicos de salud en todos los niveles de atención y en la forma establecida por la ley.

Artículo 54.- Toda persona tiene derecho a una nutrición que le asegure el máximo desarrollo de su potencial físico, emocional e intelectual.

El Estado protege la adecuada alimentación de su población, vigilando los métodos de producción, aprovisionamiento, distribución y calidad de los productos alimenticios, así como mediante la erradicación de la desnutrición.

Artículo 55.- El trabajo es un derecho y un deber social. Goza, en todas sus modalidades, de la protección especial del Estado, dentro de un régimen de no discriminación, de igualdad de oportunidades y de trato. 

Toda persona tiene derecho a un trabajo que le permita desplegar su capacidad para desarrollarse plenamente en una actividad de su elección y que le garantice una vida digna. A nadie puede obligarse a prestar trabajo personal sin su libre consentimiento y sin la debida retribución. El Estado fomenta las condiciones necesarias, para asegurar que ninguna persona sea privada de la posibilidad de trabajar.

Artículo 56.- En toda relación laboral queda prohibida cualquier condición que impida el ejercicio de los derechos fundamentales de los trabajadores o que desconozca o rebaje su dignidad. Los trabajadores no están obligados a cumplir órdenes contrarias a los derechos fundamentales y los principios democráticos. La ley regulará el ejercicio de los derechos de los trabajadores. 

Artículo 57.- Toda persona tiene derecho a condiciones de trabajo que no menoscaben su salud, seguridad o su dignidad. El Estado debe dictar las medidas sobre higiene y seguridad en el trabajo que prevengan los riesgos profesionales y aseguren la salud e integridad de los trabajadores. 

El Estado vela por la generación de condiciones que permitan la progresiva eliminación del trabajo infantil y adopta medidas para la erradicación de sus peores expresiones, de acuerdo a ley. Se proscribe toda forma de trabajo forzado, incluyendo la servidumbre y cualquiera sea su origen, así como el comercio de personas.

La jornada ordinaria de trabajo es de ocho horas diarias y cuarenta y ocho horas semanales. Puede reducirse por disposición unilateral del empleador, convenio colectivo o por ley. Las labores fuera de la jornada ordinaria de labores se remuneran extraordinariamente.

Los trabajadores tienen derecho a descanso semanal y vacaciones anuales remuneradas, compensación por su tiempo de servicios, gratificaciones, bonificaciones y demás beneficios sociales señalados por la ley o en convenio colectivo. 

Los trabajadores tienen derecho a la participación de las utilidades de la empresa.

La ley regula las condiciones de participación de los trabajadores en la gestión y utilidades de las empresas. La ley puede establecer o fomentar otras modalidades de participación.

Artículo 58 .- El Estado está obligado a garantizar la prevención, eliminación y remedio de cualquier practica que implique abuso en el campo laboral. Para ello, en toda relación de trabajo se garantizarán los siguientes principios mínimos:

1. La igualdad de trato y de oportunidades.

2. Los derechos indisponibles de los derechos laborales reconocidos por la Constitución son irrenunciables caso pacto contrario. 

3. En caso de duda sobre el alcance de una norma en materia de trabajo se opta por la mas favorable al trabajador.

4. El principio de primacía de la realidad.

Artículo 59.- Se reconoce la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de las industrias y profesiones y con las causas de justa separación. En caso de despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a la readmisión del empleo o a una indemnización o cualquiera otra prestación prevista en la ley. Es nulo el despido que se produce con agravio de los derechos fundamentales reconocidos por esta Constitución.

Artículo 60.- Toda persona tiene derecho a la percepción de una remuneración mínima vital, definida y reajustada periódicamente por ley con la participación de las organizaciones representativas de los trabajadores y los empleadores, 

Artículo 61 .-El pago de las remuneraciones y beneficios sociales de los trabajadores tiene prelación y es preferente a cualquier otra obligación del empleador. El plazo de prescripción de la acción de cobro es el mayor previsto por la ley para las acciones personales.

Artículo 62.- Los trabajadores tienen derecho a organizarse libremente y sin autorización previa, y a emprender acciones colectivas para proteger y promover sus intereses profesionales y sociales, dentro y fuera del centro de trabajo. 

El Estado protege la libertad de asociación de los empleadores y los trabajadores, la libertad sindical, el derecho a negociación colectiva y el derecho de huelga. Nadie podrá ser obligado a formar parte de un sindicato ni impedido de hacerlo. 

Artículo 63.- Los sindicatos tienen el derecho de crear o afiliarse a organismos de grado superior. Es prohibido cualquier acto que tenga por objeto, o efecto, impedir u obstaculizar la constitución, funcionamiento o administración de un organismo sindical. 

Los trabajadores no dependientes de una relación laboral pueden organizarse para la defensa de sus derechos. Le son aplicables las disposiciones que rigen para los sindicatos. 

Los dirigentes sindicales de todo nivel gozan de garantías para el desarrollo de las funciones que les corresponden.

Artículo 64.- El Estado garantiza el derecho a la negociación colectiva entre los representantes de los empleadores y los trabajadores, así como la intangibilidad y fuerza vinculante de los acuerdos celebrados entre éstos. 

El Estado promueve la concertación y los medios pacíficos de solución de los conflictos colectivos de trabajo. Sin perjuicio del uso de otros medios de solución de conflictos, los trabajadores tienen el derecho de apelar a la intervención del Estado para su resolución en la forma establecida por la ley.

El Estado garantiza el derecho de los sindicatos a la negociación colectiva por rama de producción.

Artículo 65.- Toda persona tiene derecho a la seguridad social y de ser amparada por un sistema que la protege contra los riesgos que le impida la obtención de los medios indispensables para una vida digna. La ley regula el acceso progresivo a ella y su funcionamiento.

Artículo 66.- El Estado garantiza la mejora progresiva de las prestaciones relativas a la seguridad social. Es nulo cualquier acto o disposición que tenga por objeto o efecto la disminución o desconocimiento de derechos legalmente adquiridos. No se podrá destinar ni utilizar los recursos de la seguridad social a fines distintos a los de su creación, bajo responsabilidad.

Artículo 67.- La seguridad social se organiza mediante un sistema integrado, bajo supervisión y dirección del Estado, basado en los principios de universalidad, eficiencia y solidaridad. 

La seguridad social de los trabajadores y sus familiares está a cargo de una institución autónoma y descentralizada, con personería de derecho público y con fondos y reservas propias, aportados obligatoriamente por el Estado, los empleadores y asegurados. Es gobernada por éstos en igual número. 

Artículo 68.- Las entidades privadas pueden concurrir en forma complementaria a la cobertura de prestaciones de seguridad social en la forma establecida por la ley y dentro de un régimen de libre afiliación. La ley establece los mecanismos de compensación que aseguren, en tal caso, el carácter solidario de la seguridad social. 

Las personas podrán adscribirse y permanecer en estas entidades voluntariamente, conservando siempre su derecho a reintegrarse al sistema público de seguridad social.

Los asegurados y afiliados de todas las entidades públicas encargadas de proveer prestaciones de seguridad social participan en sus órganos de gobierno y en de los organismos supervisores, con capacidad decisoria, en la forma establecida por la ley.

Artículo 69.- La atención integral y las compensaciones por accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales serán de responsabilidad de los empleadores en la forma que establezca la ley.

Artículo 70.- El Estado vela por la protección de los peruanos en el extranjero y sus familias, a fin de garantizarles un trato digno y sin discriminación cualquiera que fuera su situación legal. Evita que su condición de migrantes pueda ocasionar, de forma directa u indirecta, la privación de sus derechos. 

Artículo 71.- El Estado adopta medidas para asegurar que toda persona sin distinción alguna, esté protegida contra la pobreza y la exclusión social. 

Asimismo, adopta medidas de asistencia social para garantizar la vida digna de todos aquellos que no dispongan de recursos y medios efectivos que conduzcan a su plena inclusión y participación en la sociedad.

Artículo 72.- El Estado garantiza los derechos de los consumidores y usuarios a ser adecuadamente informados sobre los bienes y servicios que se encuentren a su disposición en el mercado; asimismo, vela por su salud y seguridad.

Artículo 73.- Toda persona, en forma individual o colectiva, tiene derecho al uso y goce sostenible de los recursos naturales, habitar en un ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo y preservación de las distintas formas de vida, del paisaje y la naturaleza.

El Estado, con participación de la sociedad, debe cuidar y hacer respetar la sustentabilidad de los recursos naturales del país. Adopta medidas en orden a asegurar una adecuada armonía entre la actividad económica y los pueblos y territorios en los que esta se lleve a cabo, así como promover una cultura ecológica para las presentes y futuras generaciones.

Las actividades extractivas de recursos naturales en territorio de poblaciones afectadas se lleva a cabo de acuerdo a ley.

Artículo 74.- La persona con discapacidad tiene derecho a un régimen especial de protección, atención y seguridad. El Estado adopta las medidas necesarias para prevenir y eliminar todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración.

Artículo 75.- El Estado reconoce la existencia jurídica de las comunidades campesinas y nativas y en general de los pueblos indígenas, así como su derecho a conservar sus propias instituciones sociales, económicas, políticas y culturales. El Estado, en consulta y con la participación de dichas comunidades, adopta medidas para promover su activa participación en los asuntos nacionales, eliminar toda forma de discriminación en su contra y revalorizar sus aportes culturales. El Estado toma en cuenta las particularidades culturales y lingüísticas de esta población al prestar servicios de educación, salud, administración de justicia y otros.

Le corresponde al Estado, demarcar y garantizar el derecho a la propiedad de sus territorios, las cuales serán imprescriptibles e inembargables, protegiendo su autonomía y bienestar. También son inalienables salvo si lo solicitan una mayoría de dos tercios de sus miembros o en caso de expropiación, de acuerdo con lo establecido por los tratados sobre la materia.

Artículo 76.- Los derechos fundamentales rigen para las organizaciones de personas y las personas jurídicas, en cuanto les son aplicables.

Artículo 77.- Sólo por ley orgánica, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de los derechos fundamentales. La Ley sancionará las conductas que afecten derechos fundamentales.

Artículo 78.- Toda persona tiene derecho a recurrir ante los órganos supranacionales encargados de velar por el respeto de los derechos humanos según los tratados de la materia de los que el Perú es parte. Todos los órganos del Estado tienen el deber de cumplir con las decisiones adoptadas por estas instancias. 

Artículo 79.- La enumeración de los derechos reconocidos por la Constitución y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario no excluye a los demás que derivan de la dignidad del ser humano, del estado social de derecho y de la forma republicana y democrática de gobierno.

Capitulo II

De los deberes constitucionales

Artículo 80.- Toda persona tiene el debe de, sin perjuicio de otros deberes contenidos en la Constitución :

1. Honrar al Perú y los símbolos de la patria; defender la soberanía, integridad territorial, la autodeterminación y los valores democráticos, contribuir al bienestar económico. 

2. Contribuir a afirmar y perfeccionar el sistema democrático, respetando y defendiendo los derechos fundamentales, la Constitución y el ordenamiento jurídico.

3. Participar en la vida política, económica, social y cultural de la nación de manera honesta, transparente y responsable. 

4. Contribuir al sostenimiento de los gastos y servicios públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario que respete los derechos fundamentales.

5. Actuar contra la corrupción y la impunidad.

6. Respetar la identidad étnica y la pluralidad cultural.

7. Contribuir a la defensa, preservación y mantenimiento de un medio ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida así como a la conservación del paisaje y la naturaleza.

8. Colaborar con el mantenimiento de la paz y la seguridad.

Capitulo III

De los procesos constitucionales

Artículo 81.- Los procesos constitucionales tienen por objeto defender los derechos humanos y garantizar el principio de supremacía de la Constitución. 

Artículo 82.- El proceso de hábeas corpus procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos constitucionales conexos a ella.

Artículo 83.- El proceso de amparo procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnere o amenaza los derechos reconocidos por la Constitución, con excepción de los derechos protegidos por el hábeas corpus y el hábeas data. 

Artículo 84.- El proceso de hábeas data procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnere o amenaza los derechos de acceso a la información pública y a la protección de la persona frente a la información contenida en bancos de datos o registros informáticos.

Artículo 85.- Hay acción popular ante el Poder Judicial por infracción de la Constitución y de la ley, contra los reglamentos, normas administrativas, resoluciones y decretos de carácter general, cualquiera sea la autoridad de la que emanen. 

Artículo 86.- El proceso de inconstitucionalidad se presenta ante el Tribunal Constitucional, por infracción de la Constitución, contra las normas que tienen rango de ley: leyes, decretos legislativos, decretos de urgencia, tratados, reglamentos del Congreso, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales. 

Están legitimados para iniciar este proceso:

1. El Presidente de la República;

2. El Fiscal de la Nación; 

3. El Defensor del Pueblo; 

4. El veinticinco por ciento del número legal de congresistas;

5. Cinco mil ciudadanos con firmas comprobadas por el Jurado Nacional de Elecciones. Si la norma es una ordenanza municipal o una norma regional, están legitimados el uno por ciento de los ciudadanos del respectivo ámbito territorial, siempre que este porcentaje no exceda del número de firmas antes señalado;

6. Los presidentes de los Gobiernos Regionales con acuerdo de la Junta respectiva, o los Alcaldes provinciales con acuerdo de su Consejo, en materias de su competencia;

7. Los colegios profesionales, en materias de su especialidad;

8. Los partidos políticos, inscritos en el Jurado Nacional de Elecciones; y 

9. Las Universidades en materias de su especialidad.

Artículo 87.- El conflicto de competencia es un proceso que se presenta ante el Tribunal Constitucional, en instancia única, y procede ante las controversias sobre las competencias o atribuciones asignadas directamente por la Constitución o las leyes orgánicas que delimitan los ámbitos propios de los poderes del Estado, los órganos constitucionales, los gobiernos regionales o locales, y que opongan:

1. Al Poder Ejecutivo con uno o más gobiernos regionales o locales.

2. A dos o más gobiernos regionales, locales, o de ellos entre sí.

3. A los poderes del Estado entre sí o con cualquiera de los otros órganos constitucionales, o de éstos entre sí.

Artículo 88.- Los procesos de hábeas corpus, amparo y hábeas data, iniciados o por iniciarse, no se suspenden durante la vigencia de los regímenes de excepción. Cuando se interponen respecto a los derechos suspendidos o restringidos, el órgano jurisdiccional competente examina la razonabilidad y proporcionalidad del acto restrictivo. 

Artículo 89.- La sentencia del Tribunal Constitucional que declara la inconstitucionalidad de una norma se publica en el diario oficial. Al día siguiente de la publicación, dicha norma queda sin efecto.

No tiene efecto retroactivo la sentencia del Tribunal que declara inconstitucional, en todo o en parte, una norma legal, salvo los casos de retroactividad establecidos en la Constitución. Excepcionalmente, cuando se declare la inconstitucionalidad de normas tributarias el Tribunal podrá determinar de manera expresa y motivada en la sentencia los efectos de su decisión en el tiempo. Asimismo, podrá resolver lo pertinente respecto de las situaciones jurídicas producidas mientras estuvo en vigencia la norma declarada inconstitucional.

Artículo 90.- Una ley orgánica regula el ejercicio de los procesos constitucionales, los órganos jurisdiccionales ante los que se presentan, así como los efectos de la declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas.


Anexo 3

Sustentación del Congresista Henry Pease García, presidente de la Comisión de Constitución y Acusaciones Constitucionales del Congreso de la República, con relación a la reforma de los derechos humanos, 12 de septiembre de 2002

Primera legislatura ordinaria de 2002 

11.ª sesión (vespertina) 

Jueves 12 de septiembre de 2002 

Presidencia de los señores Carlos Ferrero, Mercedes Cabanillas Bustamante de Llanos, Hildebrando Tapia Samaniego y Natale Amprimo Plá 

Inicio del debate constitucional del proyecto de Constitución. 

El señor Pease García (Perú Posible) 

Gracias, señor presidente. 

Este Congreso ha recibido el dictamen de la Comisión de Constitución en cumplimiento con la Ley N.º 27600 y ha recibido también tres tomos que sintetizan el debate ciudadano promovido por la comisión. ¿Qué dispuso la Ley N.° 27600 que dimos a fines del 2001? Dispuso que la Comisión de Constitución propondrá un proyecto de reforma total de la Constitución, tomando en cuenta la Constitución histórica, es decir, nuestra tradición constitucional, y en particular el texto de la Constitución de 1979. Ahí hay una opción, una opción que tomamos acá en este Pleno. No decimos que tomaremos en cuenta la Constitución vigente en primer lugar; la única Constitución mencionada con énfasis particular es la de 1979. También, señalando una de las alternativas que da la Constitución; en esa oportunidad decimos que tras su aprobación por el Congreso se convocará a referéndum. 

Entonces, como ya terminaba la legislatura, constituimos un grupo de trabajo, presidido por el presidente de la comisión e integrado por un congresista de la comisión de cada bancada. Ahí estuvo Anel Townsend, Jorge del Castillo, Ántero Flores-Aráoz, Natale Amprimo y Fausto Alvarado. Con ellos, se empezó un trabajo que convocó a más de cien especialistas, juristas, sociólogos, economistas, politólogos, personas de distinta actividad y, muy en especial, personas vinculadas también al campo empresarial, al campo laboral, etcétera, etcétera. Constituimos un comité asesor que nos ha acompañado todo este tiempo; ese comité ha estado presidido por el doctor Valentín Paniagua, que aquí está presente, acompañándonos [aplausos]. 

La figura histórica que condujo, presidiéndolo, un gobierno de transición impecable y que ha sido ejemplo y es ejemplo en el país y fuera del país para los procesos de transición. Junto con él, Alberto Adrianzen, Enrique Bernales, Pedro Cateriano, Jorge Danós, Víctor García Toma, hoy magistrado del Tribunal Constitucional, César Landa, que está aquí presente, Francisco Miró Quesada y Marcial Rubio. 

En interminables reuniones se ha revisado el trabajo, se han buscado orientaciones y se ha recogido la participación de casi todos los especialistas. Hay sólo dos que contestaron que no querían participar; los demás participaron, aportaron y así comenzó un trabajo que formó varios subgrupos: el de Derechos de la Persona, que coordinó Gloria Helfer; el de Régimen Económico, que coordinó Jorge del Castillo; el de Régimen Político, que coordiné yo mismo; el de Régimen Electoral, que coordinó Natale Amprimo; el de Administración de Justicia, que coordinó Fausto Alvarado; el de Estado y Nación, que coordinó Luis Guerrero. 

Y buscamos acercarnos a la ciudadanía; por eso se promovieron 26 foros en todo el país prácticamente; en ellos han participado 3 mil 600 y pico de personas, pero no a título individual, son todo tipo de instituciones de la sociedad civil, desde colegios profesionales, universidades, organismos empresariales, cámaras de comercio, juntas de regantes, organismos de diferentes sectores, sindicatos y gremios de asociación sindical. Ahí, y también en la página web, se han recogido todo tipo de propuestas y comentarios al texto que al 5 de abril hicimos público. Son muchas instituciones las que por su propia iniciativa han mandado propuestas y otras instituciones han participado directamente. 

Y luego comenzamos el debate el semestre pasado, lo realizamos en largas sesiones de la comisión, y se pudo lograr un dictamen que todas las bancadas firmaron. Todos los miembros de la comisión, salvo uno, firmaron el dictamen; uno estaba de viaje, además. Y ése que no lo firmó, no solamente recoge en su dictamen en minoría mucho del trabajo, sino que ha tenido frases estimulantes para el trabajo en conjunto. Éste era y es un objetivo permanente que yo quisiera reiterar a este Pleno. Nos interesa un cambio constitucional por consenso, no nos interesa que una mayoría eventual de dos o tres agrupaciones imponga a otra un texto. Queremos asegurar que el texto sea la base de la construcción de un sistema de partidos que garantice la democracia peruana y queremos asegurar que el texto refleje las diversas posturas que hay en lo que tienen de común. 

¿Por qué es necesaria una reforma constitucional? 

Lo primero es evidente: el fujimorismo y su obra dividieron a los peruanos. Fujimori dio un golpe de Estado que provocó la ruptura del orden constitucional y abrió paso a una dictadura corrupta. En las elecciones al Congreso Constituyente, llamado democrático, y frente a la división del campo democrático que había en ese momento, Fujimori obtuvo la mayoría que le permitió dar la nueva Constitución. 

Vayamos un poco a la doctrina, ¿qué requisitos hay para asumir que está vigente una Constitución? El primero es que el pueblo en ejercicio de su poder soberano participe con su voto en la formación del Órgano Constituyente. El segundo, que el pueblo convalide con sus actos las nueva Constitución. Cito aquí, en esta dirección, el texto de Marcial Rubio y Enrique Bernales, dos conocidos constitucionalistas y miembros de nuestro Comité asesor. La teoría ha sostenido que la Constitución de un Estado queda legitimada por dos factores: uno es la participación del pueblo en su aprobación en ejercicio de lo que se denomina Poder Constituyente. El otro es la observancia continuada de la Constitución. 

Pero hay un debate, señor Presidente, en la Asamblea Constituyente de 1978, que estos autores comentan en su libro. Algunos habían planteado que había que respetar las disposiciones de la Constitución de 1933, y estos autores dicen al respecto: "La inmensa mayoría participó en los comicios para constituir la Asamblea de 1978", y de esa manera ejerció de hecho su poder. Por tanto, ante dicho acto, nada valían las formalidades de la Constitución vigente que era la de 1933. Y adelantándose a lo que ha ocurrido, porque esto se escribe en 1980, agregan; "lo propio pudiera alguna vez ocurrir con la Constitución de 1979". En dicha eventualidad del artículo 306.°, a pesar suyo, tendría que dar paso a su superación por el ejercicio directo del Poder Constituyente del pueblo. 

El referéndum de 1993 mostró la profunda división de la sociedad peruana; pero ahí los demócratas actuamos juntos; estuviéramos acá o no hubieran entrado acá todos con la conducción del Comité por la Democracia que se convirtió en el Comité por el No, fundado y dirigido por Gustavo Mohme. Todos luchamos por el No, pero a pesar de esa unidad que se intentaba reconstruir y a pesar de que todos, incluso los que no participaron en las elecciones del CCD, participamos el año 1995, se impuso el fujimorismo. Obviamente, hay sospecha de fraude en el CCD, menos sospecha en el caso presidencial de 1995. 

Lo único que sí doy como testimonio de lo que he vivido es que en esos años el pueblo peruano nos volteó la cara, y no puedo tapar el Sol con un dedo, tengo que aprender la lección. Y la lección es que no hay democracia que soporte las teorías antipartido o la lógica excluyente entre partidos. Si no somos capaces de construir un sistema de partidos, no soportará la democracia, como no lo ha soportado en el siglo XX. 

Hay que reformar la Constitución porque el propio accionar del fujimorismo y también nuestro accionar han demostrado sus limitaciones; entonces, el punto de partida es buscar consensos, no excluirnos mutuamente. No sólo los políticos hicimos que esa Constitución fuera vigente; el pueblo, la oposición, el Foro Democrático con el millón de firmas que recogió para defender el artículo 112.° de esa Constitución contra la maniobra para perennizarse de Fujimori también la hizo funcionar. Por eso es que nadie ha discutido que así ha sido ni nadie ha dicho que el Gobierno de Transición fue inconstitucional. Pero eso no puede seguir presidiendo la historia política peruana. 

Lo que sí tenemos que hacer es usar métodos democráticos. Nosotros no podemos usar métodos golpistas, nosotros tenemos que entender que el Estado de derecho es: se cambia la ley dentro de la ley. Es cierto que existe poder constituyente. Hay un soberano que puede hacer revolución, pero no estamos en condiciones de hacer revolución y de poner en peligro la transición. Usemos los caminos democráticos para asegurar que en el Perú la supremacía constitucional garantice la continuidad de los gobiernos democráticos. Superemos la situación de ilegitimidad de la Constitución, pero no podemos hacerlo apoyándonos en actos arbitrarios. Y es arbitrario que éste o cualquier Congreso actúe fuera de lo que dice la ley. Los actos arbitrarios son: o actos de los golpistas y de los gobiernos golpistas, o actos de la ciudadanía que, puesta de pie y diciendo ésta es mi primera prioridad, hace una revolución e impone su voluntad soberana. 

¿Qué dice la doctrina cuando un Congreso quiere cambiar una Constitución? Cuando es el Congreso quien haga la Constitución, que encuentre su legitimidad en el cumplimiento exacto del procedimiento que establece la Constitución. No sólo yo y todos ustedes, sino varios que tenemos algunos períodos en el Congreso, hemos jurado la Constitución de 1993, y eso sólo nos obliga a una cosa: a cambiarla siguiendo un artículo que dice cómo se cambia y que además es parecido a los anteriores; que el fundamento, es el segundo elemento, de su eficacia sea el respeto al derecho existente y a las formas legales establecidas. 

La opinión de Sánchez Agesta, un constitucionalista y constituyente español señala: "A diferencia del Poder constituyente, el Congreso encuentra su legitimidad en la legalidad de sus funciones; el fundamento de su eficiencia es el respeto del derecho existente". Entonces, afirmar la reforma constitucional en estos términos es afirmar la legalidad y entrar por ese camino. ¿Cuál es, en este sentido, el objetivo de la reforma? El principal objetivo es lograr un texto constitucional que sea expresión de un verdadero acuerdo nacional, que tenga consenso y que tenga legitimidad. 

Buscamos junto con eso un objetivo: reivindicar la Constitución de 1979, su contenido social y también las figuras que pudo reunir. La Ley N.º 27600 señala que en ella y en la Constitución histórica se fundamenta el encargo que nos ha dado. Por tanto, nadie nos obligó, como me han dicho hace poco; no es que éramos incapaces de seguir otro esquema; es que habíamos expresado acá que queríamos seguir ese esquema y seguimos queriendo seguir ese esquema. 

¿Qué facultades tiene el Congreso para reformar la Constitución? Los artículos 32 y 206 de la Constitución lo dicen: "reforma total o parcial con referéndum", dice el 32; y "las dos vías para toda reforma", dice el 206. La vía de dos legislaturas con dos tercios, y la vía de la mitad más uno del número legal. 

Quiero entrar a un tema que es particularmente polémico y que obviamente vamos a discutir. Hay quienes plantean que el Congreso no puede reformar la Constitución, que en todo caso puede hacer una reforma de uno que otro artículo. Y no es cierto, sostengo que no es cierto, que estos artículos permiten lo contrario; pero que además hay en el debate constitucional mundial —si ustedes quieren— las dos vertientes de lo que es la Constitución: la soberanía popular expresada directamente por actos revolucionarios y la supremacía constitucional, que es ahí donde, afirmando la lógica del Estado de derecho, lo esencial es que la ley se cambia dentro de la ley. No es ésa nuestra historia. 

En un Estado de derecho, ningún parlamentario ni ningún Presidente puede hacer actos arbitrarios. Y si nosotros dijéramos acá: "Convocamos a una Asamblea Constituyente" o el Presidente lo hiciera, sería un acto arbitrario. No hay norma en la Constitución, ni en ésta ni en la anterior —y tenemos que irnos hasta 1828—, que nos permita convocar a una Asamblea Constituyente porque la voluntad de todos los constituyentes en la historia ha sido que se ejerza a partir de la supremacía constitucional. Y últimamente que se le agregue el referéndum, como está en este caso, y entonces sí haya la voz final del pueblo. 

Pero además, políticamente hablando, en medio de una transición con precariedad, donde el poder de la mafia sigue vivito y coleando, y habla a nombre de importantes medios de comunicación, y arrincona y esparce estiércol con ventilador para ver si logra generar más desconfianza, ¿en esas condiciones vamos a poner en peligro la transición? 

¿Dos organismos con igual origen en la voluntad popular a la vez no son acaso fuente de inestabilidad? Yo no tengo duda de que puede haber muchos que de buena fe estén planteando esta tesis, pero sí tengo la seguridad de que no le conviene esa tesis al país y que hay quienes esperan agazapados para ver cómo pescan en río revuelto. 

Y hay otra verdad histórica, y voy a recurrir al maestro Basadre. Ahí tienen un cuadro de todas las Constituciones desde 1823 que voy a pedir que se reparta. Todas han sido convocadas, habiendo dos excepciones que explicaré, por gobiernos de facto, por gobiernos producidos tras un golpe, y es el gobernante de facto el que para constitucionalizarse quiere refundar otra vez el país. Cuando uno se pregunta por qué aquí se ha cambiado de Constitución como de camisa, es básicamente porque se ha recurrido a eso a partir de una historia donde han primado, incluso en el siglo XX, los regímenes autoritarios. 

Hay dos excepciones. La Carta de 1834, y esa Carta cumple un mandato de la Constitución de 1928, que puso una disposición para que cinco años después se reúna una Convención Nacional. Pero tan frecuentes son los golpes que quien convoca es Gamarra, después del golpe de La Fuente que lo impuso como Presidente. Y la otra excepción es un Congreso Ordinario, y voy a leerles lo que dice Basadre sobre esta segunda Constitución de Castilla: "Cuando se instalaba —dice— el Congreso Ordinario alguien preguntó constitucional o constituyente". 

Ése fue el dilema de ese Congreso, convocado como Congreso Ordinario. Se buscó que en los papeles de los colegios electorales que traían los diputados hubiera autorizaciones para una reforma constitucional y entonces la alternativa que se planteó. Si era Congreso constitucional tenía que aprobar la reforma en tres legislaturas; es decir, como decía la Carta que estaba vigente. Y si era Congreso Constituyente, la podía aprobar de inmediato. 

Al día siguiente formaron una comisión los diputados. Revisaron las credenciales y, cuenta Basadre, con cifras dijeron que abundaban más las que autorizaban y se declararon Congreso Constituyente. 

¿Qué concluye el historiador de la República? "Así quedó violada la Constitución vigente por acto inconstitucional del Congreso al amparo de actas plebiscitarias de autenticidad muy debatible". Ésas son las constituciones del Perú. 

¿Se le puede reclamar a un Parlamento elegido impecablemente, a un Ejecutivo elegido impecablemente, que siga el camino de convocar a una Asamblea Constituyente, incluso poniendo en riesgo la transición? No me parece lo más adecuado, y por supuesto menos desde mi profesión, voy a poner en duda que si hay una revolución y el pueblo decide tirarse abajo todo el orden y poner otro de nuevo y comenzar de nuevo la hará, pero les aseguro sí una cosa. Por ese camino no avanzamos en democracia, por ese camino no le damos continuidad al Estado de derecho, por ese camino no hacemos que en el Perú todos aprendamos a andar dentro de la lógica de la ley. 

En el siglo XX ya es parte de nuestra cultura política que democracia es elecciones. Todavía no es parte de la cultura política de muchos que democracia es también una manera de gobernar y que es la lógica del Estado de derecho la que prima y que, por tanto, actuar dentro de la legalidad existente, nos guste o no nos guste, incluso para cambiarla, es un camino que ayuda a asentar la democracia. 

Esta transición, señor Presidente, ha sido respetuosa de la legalidad: el Congreso sacó a Fujimori, declarando su incapacidad moral, en cumplimiento de la Constitución; el Congreso eligió a Valentín Paniagua, el gran Presidente de la Transición, y generó un gobierno impecable porque lo hizo cumpliendo la Constitución. Aun siendo esa Constitución una carta que puede ser criticada desde su contenido hasta su origen —como casi todas las de la historia—, aun así, eso ha generado una transición sobre la cual hoy se habla y se escribe en todo el mundo. Porque es justamente no sólo el buscar que no haya violencia, sino el asegurar que se imponga la lógica del Estado de derecho lo que se hizo en esta tarea. Y así hemos tenido elecciones impecables, y hoy día se les juzga a los fujimoristas dentro de esa ley, no arbitrariamente. No creo que convenga que demos un paso que se salga de eso. 

Quiero resaltar, señor Presidente, las cuestiones principales de esta propuesta. La Constitución de 1979 tuvo un profundo sentido social. No olvidemos que entre el año 1933 y el año 1978 avanzó y se desarrolló toda la teoría de los derechos humanos en el mundo, y esta carta tiene un avance enorme en esta dirección. Sin embargo, después de ella, se ha dado lo que hoy llamamos la "globalización"; y se ha dado la caída del comunismo; y se ha dado la revolución de las comunicaciones, que hace cambiar también la lógica de las instituciones. Por eso, quiero afirmar una idea central de la propuesta: la Carta permite, con esta reforma, que construyamos una democracia para el siglo XXI. El proyecto propone una democracia representativa modernizada con mecanismos de participación directa, afinados en toda la trama institucional, para que funcione, como es el siglo XXI, donde los medios de comunicación permiten que la política se haga ahora en tiempo real. 

En 1950 o 1960, cuando se paraba acá un representante por Puno, era la voz de Puno y traía la información desde Puno. Yo recuerdo que cuando se da el debate que censura al doctor Trelles, en el primer gabinete de Belaunde, donde muchos gamonales le reclamaron por no haber querido reprimir una toma de tierras, esa información no estaba en los medios; estaba en el Congreso. Hoy día, cuando un representante por Puno, por Cusco, por cualquier lugar habla aquí, le pueden responder por Radio Programas y por Canal N, un alcalde, un dirigente local. Cambiaron las cosas, y la dinámica del propio Parlamento tiene que cambiar si no quiere seguir siendo una de las instituciones más impopulares. 

Por eso aquí se busca una adecuada combinación de mecanismos directos, de mecanismos de ida y vuelta y de representación; y es obvio que el representante del siglo XXI cada vez menos podrá ser un sustituto que deja de lado al representado y será más bien el canal de comunicación política que puede actuar en todo ese conjunto de medios. 

El proyecto también abre la puerta a una reforma parlamentaria que acerca, entonces, mucho más al representado hacia el representante, por eso se deja abierto —y ésta es una tesis que mucho ha desarrollado el doctor Valentín Paniagua— se deja abierto a que sea la ley la que determine el sistema electoral. Sistema electoral no es lo que la Carta del 93 dice. Sistema electoral es cómo se convierten los votos en escaños y, por tanto, la dimensión de los distritos electorales, el sistema por mayoría o proporcional y todas las combinaciones que ahora se están haciendo en otras partes. Eso va a ser tema de un largo debate que ya comenzó a ser encargado a un grupo de trabajo en la Comisión de Constitución, que preside el doctor Amprimo. 

Pero hay algo más que es fundamental. Este proyecto fortalece a los partidos y fortalece la posibilidad de un sistema de partidos. Tenemos que buscar la normatividad que permita contrarrestar lo que se hizo en el siglo pasado. ¿La pretensión de una democracia antipartido? No. La democracia del siglo XXI. Serán democracias de partidos modernos, de transparencia y de mecanismos de acción directa e iniciativa directa. ¿Por qué? Porque es una sociedad mucho más dinámica y todos estos elementos están en el proyecto que presentamos. En el mundo de hoy la democracia moderna compite con muchas otras formas de acceso. Hoy se puede decir, frente al poder de la prensa, si el poder de un parlamento es comparable con el de los medios de comunicación y, por tanto, hay que asegurar que las instituciones también se modernicen. 

Esta Carta, en segundo lugar, refuerza la defensa y promoción de los derechos humanos. Se han afinado y reforzado derechos humanos y mecanismos para que su ejercicio sea efectivo. Se ha puesto más cuidado, por ejemplo, en que éstos sean regulados por ley orgánica, de modo tal que lo que dice la Constitución sea continuado de algo que tenga que tener amplio consenso. Se elimina la distinción del 93 entre derechos fundamentales y los que en esa Constitución no eran fundamentales; los económicos y sociales. Se reconocen derechos modernos, derechos de los consumidores, derechos ecológicos y de defensa del medio ambiente, derechos de la persona con discapacidad, etcétera. 

Se recuperan derechos desconocidos del fujimorismo, volviendo a los textos del año 1979. En educación con garantía de la gratuidad de la enseñanza con 20% del presupuesto, con promoción de la investigación científica y tecnológica. Y en derechos laborales, teniendo un buen aporte de partida, traemos consensuado a este Pleno un trabajo con la propuesta que ahí está, en la cual firmaron los representantes de la CGTP y los representantes de los empresarios. 

En seguridad social se fortalece la seguridad social que brinda en su origen el IPSS, organismo encargado de la protección de los asegurados, y se garantiza la libertad de elegir, que algunos parece que creyeran que la libertad sólo vale para un lado y que hoy no existe. 

El derecho a la vivienda, sobre el cual tanta burla tonta se hizo, también se restablece. 

Y estamos seguros de que avanzamos en el régimen económico, que con particular celo condujo en su debate Jorge del Castillo, y avanzamos porque manteniéndonos dentro de una economía social de mercado se fija su orientación básica, que es lograr el desarrollo humano sostenible y la justicia social. 

Y acá estoy, sí, respondiendo expresamente al pensamiento neoliberal de Hayes, un gran teórico que aquí en sus últimos años sostuvo, en una conferencia que ya está en varios libros, que el mayor legado que él esperaba dejar a las generaciones futuras era que entendieran que hablar de justicia social era demagogia. 

Yo, ciertamente, vengo de otro lado y tengo otros parámetros. Me formé desde la doctrina social de la Iglesia católica y aprendí que el norte, es decir, lo que está por encima de modelos, de políticas coyunturales y lo que permite evaluar el resultado es un norte de justicia social, como es un norte de solidaridad. Eso que es la negación de las políticas del fujimorismo está presidiendo en el primer artículo lo que es el régimen económico y ciertamente mantiene la orientación de una economía social de mercado que garantiza todas las libertades, todas las iniciativas, pero reconoce que los peruanos nos ponemos este norte más afín a nuestra propia adopción, incluso en el campo de la cultura. 

También se acabó el cortoplacismo, se incorpora la planificación estratégica y no solamente en términos de una metodología que aplicarán todos, no, en términos de unidad y el propio Senado tendrá que evaluar una vez al año en debate de largo aliento lo que es el Plan Nacional de Desarrollo. Yo supongo que eso será el eje de la continuidad del Acuerdo Nacional. Se fomenta la concertación en todas sus dimensiones, se sientan las bases para una reforma del Estado que a través de diversos mecanismos fortalecen la función pública, la administración pública, el establecimiento de mecanismos de transparencia, la seguridad de la capacidad de fiscalización, los presupuestos descentralizados, etcétera, etcétera. 

En el Congreso, se vuelve a un esquema bicameral pero que no es el esquema de Constituciones anteriores. No son dos cámaras que más o menos hacen lo mismo. El Senado tiene los principales nombramientos y tiene los grandes debates que no son de coyuntura: la evaluación de la política de defensa nacional, la evaluación del plan de desarrollo, la evaluación de la política exterior, tareas anuales. El Senado centrará su atención en la aprobación de las principales leyes y ponemos mecanismos que faciliten que no se entorpezca la rapidez necesaria en tiempos modernos. 

La Cámara de Diputados será la única que formará comisiones investigadoras y tendrá todos los poderes de fiscalización, además del control político que ya tenía. Se reconoce además constitucionalmente la fiscalización como derecho de las minorías y por eso para nombrar una comisión investigadora no se necesita mayoría del Congreso, basta con el 30%. Esta norma, que en su origen estuvo en otros países —por ejemplo en Alemania— es un elemento fundamental y junto con esto se renueva la mitad de la Cámara de Diputados a la mitad del pedido presidencial, lo cual también agiliza en métodos modernos lo que es la continuidad de la legitimidad del Congreso de la República. 

Sobre el Poder Ejecutivo se discutió largo la posibilidad de ir a un sistema semipresidencial. Yo estoy seguro de que para la mayoría tanto de los expertos como de los congresistas que trabajamos en esta comisión el punto tenía sentido, pero había una necesidad. Es muy difícil pensar en un jefe de gobierno elegido por el Parlamento si no hay un sólido sistema de partidos; y en nuestra cultura política eso todavía está retrasado por un siglo XX que no solamente no avanzó, sino retrocedió. 

Yo no me olvido que en el origen de los partidos, de la formación del propio Partido Civil, había mensajes que podían haber ido mucho más rápido en la lógica de construcción de un sistema de partidos. Eso lo tiró abajo no sólo el militarismo; lo tiró abajo también una lógica de caudillismo que no quería institucionalizar la política. Y por eso lo que hace esta Constitución es un paso intermedio; el paso intermedio es fortalecer lo máximo posible al Premier para que no quede función que no está en un ministro o en el Jefe de Gabinete. Y por eso se señalan funciones de todo lo que es multisectorial; y vamos a tener para el Parlamento un Poder Ejecutivo más institucionalizado, más fácil de fiscalizar. 

Se ponen las bases para la reforma militar y policial. Aquí ya no hablaremos de tutela militar ni de instituciones tutelares que se ha generalizado tanto; porque con esta Constitución en el siglo XXI los ciudadanos tenemos que ser mayores de edad y no permitir que nos tutelen. Se otorga el voto a militares y policías, ciudadanos con uniforme dentro de un régimen institucionalizado. Ayer, señor Presidente, hemos dado el primer paso: dos Constituciones, por lo menos, disponían que no pueden ingresar tropas extranjeras al Perú sin el consentimiento de la Representación Nacional; ayer lo hemos hecho por primera vez, señor, para un caso de parte de la Operación Unitas que se hace en el Perú. Y eso es sano, es sano porque comenzamos a señalar que acá no hay una sociedad de civiles y otra de militares; somos uno solo, peruanos, demócratas, que actuamos en la misma dirección, y la política la hacemos ciudadanos desde los partidos políticos, y las instituciones cumplen su rol bajo la convicción de quienes han sido elegidos por el pueblo. 

Sobre descentralización, no me voy a extender porque lo hemos aprobado ya, pero obviamente podemos revisarlo. Se restablecen los gobiernos regionales que comienzan con base departamental, se da una estructura flexible de importantes competencias, pero van a ser gradualmente transferidas. Ya estamos cerca de las elecciones para dar el primer paso. Pero déjeme terminar otra vez con un tema que me obsesiona. Ésta es la cuarta transición a la democracia desde 1950: 1956, 1962, 1978, 2001. No podemos fracasar y ése es el compromiso principal. 

Escuché decir al presidente Lagos, cuando aquí le preguntaron por qué ellos no habían tocado la Constitución de Pinochet, y contestó: "Porque privilegiamos la transición". Pero él tiene la fuerza de hablar de un país con un sistema de partidos de larga data. Los 17 años de Pincohet no lo derrumbaron; se rearmó en cuanto cayó el dictador. 

Tenemos que pensar cómo dotamos a la democracia de bases estables capaces de continuar en el tiempo. Lo peculiar de esta transición es que se ha hecho dentro de los moldes constitucionales, dentro de los marcos de una institucionalidad cuya lógica tenemos que afinar para continuar. Se ha hecho de acuerdo con la ley y se ha hecho, obviamente, con profundo sentido democrático. 

Tenemos ahora la capacidad de asociarle calidad y democracia rompiendo los vicios del pasado. No podemos seguir fundando la república peruana cada vez que hay una crisis, tenemos que avanzar desde lo que existe. Y así como nadie puede discutir la legalidad de cada acto anterior de la transición, de la destitución de Fujimori, de la elección de Paniagua, de las elecciones, que así se diga también sobre lo que es esta reforma constitucional. Queremos asegurar, además, que aquí funcione el acuerdo político. Quiero decirle, señor Presidente, con toda sinceridad y justamente en momentos en que hay tantas divergencias puntuales, hasta por el tiempo para hablar, que a mí no me interesa en absoluto un texto constitucional que pretenda serlo y que no tenga una amplia base de consenso. 

El mejor texto impuesto por unos sobre otros no lleva a reforzar la posibilidad de que sobre la base de ese texto construyamos un sistema de partidos, que aseguremos una participación ciudadana de amplio espectro en el país. Ésas son condiciones para que la democracia en el Perú sea posible, para que no sea solamente un sueño al que aspiramos permanentemente para luego sentirnos permanentemente derrotados. Pero eso obliga a saber encauzar incluso nuestras pasiones, porque cada idea y cada propuesta puede ser importante. 

Un texto consensuado por definición requiere flexibilidad, requiere concesiones. En un consenso, no todos pueden quedar satisfechos, tienen que quedar en algo insatisfechos; pero con eso —con seguridad— podemos darle al futuro del Perú un desarrollo democrático. Ése es el trabajo que hemos tratado de hacer. He tenido la suerte de contar, señor Presidente, con congresistas de muy alta calidad, muy amplio espíritu de concertación. Y es de ese esfuerzo y del esfuerzo de intelectuales de primera calidad que nos han querido apoyar y que han entregado en esto su servicio a la patria, es ésta la tarea y es éste el esfuerzo del cual doy cuenta. Y pido, señor, que se tenga en cuenta sólo la necesidad de buscar el más amplio de los consensos. 

Gracias, señor Presidente. 

Extracto de la sustentación del proyecto de reforma constitucional de los derechos humanos ante el Pleno del Congreso a cargo de la señora congresista Gloria Helfer Palacios, coordinadora del Grupo de Reforma Constitucional de los Derechos Humanos de la Comisión de Constitución y Acusaciones Constitucionales. 

Primera Legislatura Ordinaria de 2002, 11ª sesión, miércoles 25 de septiembre de 2002

Presidencia de los señores Carlos Ferrero,Jesús Alvarado Hidalgo y la señora Mercedes Cabanillas Bustamante de Llanos 

La señora congresista Gloria Helfer Palacios (Perú Posible) 

Señor Presidente, creo que en esta etapa del debate constitucional es preciso iniciar señalando que hemos pasado por un período intenso de reflexiones, discusiones e intercambio de ideas y recoge nuevas formas democráticas y de participación ciudadana. 

Nosotros podemos apreciar cómo hemos hecho un trabajo conjunto que ha comprendido a constitucionalistas, académicos, funcionarios técnicos del Congreso y sociedad civil. A esto se suma la significativa presencia del doctor Valentín Paniagua. Recordemos el evento realizado en Conades, donde 1.500 mujeres y pobladores del Perú discutían el proyecto de la Constitución que hoy nosotros estamos debatiendo; y por supuesto, nuestro trabajo como representantes del pueblo, pues eso hace una voluntad constituyente que creo que es necesario reconocer en este momento. 

Es importante recalcar que la Comisión de Constitución, bajo la presidencia del congresista Henry Pease, abrió sus puertas para escuchar a los especialistas, a los constitucionalistas y también a la población en general; pues fruto de ello es el dictamen cuya discusión tenemos que iniciar hoy día. Nuestra obligación consiste en que este debate constitucional que iniciamos aquí en el Congreso sea hecho de cara a la población. 

Tenemos la obligación de hacer pedagogía política; que la gente sienta y siga con interés la discusión que estamos dando en el Congreso, para que luego pueda reconocerse este documento fundamental de la Nación. Es acercar esta discusión al pueblo para que haga suya su Constitución. 

En un esquema muy sencillo, yo quisiera ayudar a eso, ubicándonos. Si me pudieran proyectar el esquema del título en general, para después ir ubicándonos con mayor precisión en los primeros artículos. 

Una primera novedad es que los derechos fundamentales en este proyecto de Constitución están comprendidos todos. Esto es un cambio muy significativo con relación a la Constitución vigente, donde los derechos fundamentales estaban reducidos a los derechos civiles. En esto, nosotros estamos incluyendo como fundamentales los derechos sociales, económicos y culturales, los derechos políticos. Así mismo, las garantías de los derechos que son como un sello. Entonces, tenemos, en ese esquema, los derechos, los deberes y los procesos constitucionales. 

Nos parecía que era sumamente importante hacer referencia en primera instancia al Título Preliminar, pese a que hay un acuerdo de tratarlo al final del debate constitucional. Nos parecía importante porque en su Artículo 2.º se establece que los derechos humanos son universales, indivisibles, interdependientes y exigibles, se interpretan de conformidad con los tratados y declaraciones internacionales, en la medida en que sean mas favorables a la persona humana. El Estado garantiza el goce y ejercicio de estos derechos. 

Esta propuesta legislativa, desde un comienzo, marca el enfoque con el cual vamos a trabajar los derechos y cómo el Perú, en este trabajo constitucional, está adecuando su Constitución a los estándares internacionales y va acorde con la evolución del mundo.

"Los derechos fundamentales son universales", porque nos van a valer en todo lugar, en todo sitio, a lo largo del tiempo. Esta universalidad de los derechos hace que la vida valga en todo lugar y no dependa de una cultura. 

Estos derechos fundamentales son, además, indivisibles, y lo hemos visto cuando hemos analizado en el esquema cómo todos los derechos son fundamentales. Proyectar una división de derechos la podemos hacer para una mejor comprensión, pero no por ello se ha de pensar que unos derechos son primero y otros después, que unos pueden ser respetados y defendidos, y los otros tienen una categoría menor. 

De acuerdo con la propuesta presentada, todos los derechos son indivisibles y además interdependientes, porque se relacionan unos con otros; es decir, el derecho a la salud implica el derecho a contar con un trabajo para cuidar de nuestra salud, y a su vez, nos permite una educación; así mismo, va a tener una estrecha relación con el derecho al trabajo y el derecho de libertad. Todos los derechos van a estar relacionados entre sí, son interdependientes, y un punto que me parece sumamente importante es que estamos planteando la exigibilidad de los derechos; o sea, en el momento que tienes los derechos, puedes exigir, puedes demandar que se cumplan y puedes identificar frente a quiénes vas a demandar esos derechos planteando también la progresividad en esa exigibilidad de los derechos. 

"El Estado garantiza el goce y ejercicio de estos derechos", afirmando la responsabilidad que tiene el Estado en los mismos. Entonces, me ha parecido interesante hacer una mayor precisión a este artículo 2 del Título Preliminar, a efectos de que nos ilumine en el tratamiento de los demás artículos. 

Me pareció también importante, señor Presidente, ver con qué criterios rectores se elaboró este título. Ya señaló Henry Pease, en su presentación inicial, que el criterio rector fue conservar derechos fundamentales que se encuentran en la Constitución del 93. Veíamos cómo era necesario conservar, cómo era necesario restituir derechos y era necesario también incorporar elementos nuevos que están en lo que es el avance, el desarrollo no sólo del pensamiento sino de las leyes en el mundo. Se conserva, por ejemplo, promover una educación intercultural y bilingüe con participación democrática y sin discriminación de ninguna índole; cómo los padres tienen el deber de educar a sus hijos, que fueron cuestiones nuevas en la Constitución del 93. Pero se restituyen algunas cuestiones que en la Constitución del 79 estaban y que en la Constitución del 93 se pierden o se diluyen [...]. 

Con relación a los derechos civiles, las novedades más importantes están con relación a la pena de muerte; se prohíbe la pena de muerte; el establecimiento de la responsabilidad del Estado y de la sociedad para promover las condiciones que garanticen la no discriminación; el derecho al debido proceso como garantía de la administración de justicia, tanto en sede judicial como en sede administrativa; el derecho a la verdad, que establece la obligación del Estado de investigar y sancionar los delitos contra los derechos humanos. En esta dirección, se establece que los delitos de lesa humanidad y los crímenes de guerra son imprescriptibles. 

Qué importante, después de lo que ha vivido el país, es que este tipo de cosas aparezcan y sean contempladas en la Constitución, como es el caso del derecho a la verdad y a la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad y de crímenes de guerra, que hasta ahora estamos tratando de sanar heridas. 

Se establece por primera vez en un texto constitucional el derecho a una reparación integral por violación de sus derechos fundamentales atribuibles al Estado. En lo que se refiere a derechos políticos, entre las novedades más importantes podemos encontrar que se incorpora el derecho de voto a los miembros de las Fuerzas Armadas y a la Policía Nacional; el otorgamiento a los partidos políticos de un rol protagónico para la participación ciudadana, para la cual el Estado les brinda ayuda económica. 

Esto, señor Presidente, es un marco en el cual nosotros vamos a desarrollar la discusión y el debate aquí en el Congreso. 

Creo, en este afán de poder ir presentando quizás con más detalle cada una de las partes de esta Constitución, recordar que este proceso que hemos iniciado con una participación tan grande en su primera etapa y que nos hace ver que el proceso, las formas, los medios son tan importantes como los fines; lo que ha ocurrido y que seguramente ustedes, colegas congresistas, están sintiendo y están percibiendo un desborde, es como si hubiera estado la gente a la expectativa; el debate constitucional se daba en otros términos; que si se hace la Constitución ahora o después, cuál es la forma, si es constituyente, si no es constituyente. Ahora eso ya terminó, volteamos la página. 

Lo que nos debe preocupar ahora es que tanto las personas como las instituciones están haciéndonos llegar sus inquietudes al Congreso, porque quieren estar presentes, porque sus intereses estén presentes aquí. 

Entonces, nuestro desafío más grande en esta etapa, además de hacer ese análisis, es acercar a la población el debate, hacerlo más sencillo y asequible. Nuestro gran esfuerzo hoy día es lograr acuerdos, porque estos aportes, estas opiniones, significan una búsqueda de representación que tiene que estar reconocida en este Congreso. 

Con ese ánimo es que hemos querido inaugurar, poner algunas pautas que nos permitan y ayuden para este debate constitucional, que estamos iniciando el día de hoy [aplausos]. 

Muchísimas gracias, señor Presidente. 

Anexo 4

Sustentación del proyecto de ley N.º 957-2001, a cargo de la congresista Gloria Helfer Palacios

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Comisión de Derechos Humanos. Primera legislatura ordinaria 2001 

19 de noviembre  
El relator da lectura:

Proyecto de Ley N.° 957/2001-CR, en virtud del cual se propone determinar la exigibilidad de los derechos económicos sociales y culturales.

El señor presidente.— En debate el proyecto.

Tiene la palabra la congresista Gloria Helfer.

La señora Helfer Palacios (PP).— Muchas gracias, presidente.

Este proyecto, que determina la exigibilidad de los derechos económicos sociales y culturales, para comenzar debemos enmarcarlo en lo que es el debate constitucional. Es un proyecto de ley que también está en la Comisión de Constitución y tiene que ver con cómo fueron planteados estos derechos en la Constitución de 1993 y con una legislación internacional.

Hay opiniones importantes como las del Colegio de Abogados de Lima y la Defensoría del Pueblo.

En el primer artículo se hace una definición. Los derechos económicos, sociales y culturales son derechos fundamentales que permiten al ser humano su desarrollo, bienestar y progreso dentro de las condiciones sociales, económicas y culturales acordes con su dignidad. Son exigibles al Estado sin ningún tipo de discriminación por razón de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole. 

En este planteamiento estamos señalando cómo los derechos económicos, sociales y culturales son derechos fundamentales también. Es bien interesante el planteamiento que nos alcanza también la Defensoría, en el sentido de cómo esta separación que se hace de los derechos de primera y segunda generación a veces se ha prestado a confusión, toda vez que los derechos de segunda generación no eliminan los de primera generación sino más bien en aras de los principios que sustentan el tratamiento integral de derechos humanos como es el caso de la universalidad, interdependencia e indivisibilidad, los derechos humanos son un todo y de todos sin ningún tipo de discriminación; son exigibles, porque son parte de la obligación del Estado para garantizar su efectividad y el poder de reclamar frente a un acto de acción u omisión.

Los derechos humanos no pueden dividirse en razón al principio de interdependencia que tienen entre sí los derechos; así por ejemplo, el derecho a la vida, a la salud, integridad de la persona; y podemos agregar el derecho del trabajo con el derecho a la educación, o el derecho a la alimentación para poder educarse; es decir, cómo unos derechos comprenden los otros.

De la misma manera sucede con la progresividad, pues son derechos humanos que evolucionan constantemente, como se desarrolla la sociedad y las necesidades de los hombres.

Entonces, la finalidad de este proyecto es hacer evidente todo este tratamiento integral de los derechos humanos. Creo que es muy oportuno en el debate constitucional que vamos a iniciar, ahí donde la Constitución de 1979 tenía un enfoque social que fue por la Constitución de 1993. 

En el artículo 2.° del proyecto señala que el Estado tiene el deber de respetar y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales consagrados en los pactos internacionales en materia de derechos económicos, sociales y culturales de los que es parte. 

En el artículo 3.° hay una cuestión muy importante, señala el deber del Estado de garantizar el goce y el pleno ejercicio de los derechos de todas las personas que se encuentran bajo su jurisdicción, adoptando las medidas que sean necesarias para el cumplimiento y efectividad de los mismos. Para tal efecto, en los derechos económicos, sociales y culturales se distinguen los derechos de aplicación inmediata y los de aplicación progresiva. En tanto que los derechos de aplicación progresiva, dependen del grado de disponibilidad de los recursos.

Esto ha recibido también unos aportes muy interesantes de Defensoría, porque amplía y precisa lo que se dice en este artículo. Van a apreciar cómo el Estado debe actuar con transparencia. 

Otro aspecto muy importante radica en la transparencia de la información que transmite el Estado con relación a la satisfacción de nuestros derechos, programas y/o políticas públicas para lograr su efectividad. Es decir, nosotros tenemos el derecho de conocer qué cosa es lo que se está manejando, cómo están utilizando los recursos; y, por el otro lado, dar a conocer los planteamientos o políticas con objetivos mucho más precisos. 

[...] Entonces, cómo el Estado debe ir rindiendo cuentas e informando permanentemente, cómo va avanzando en la eliminación de esa discriminación que es una forma de vulnerar estos derechos de las personas.

A eso se refiere, yo creo que podría ser ampliado, cuando dice: "El Estado está en la obligación de adoptar medidas especialmente económicas y técnicas hasta el máximo de recursos que disponga para lograr progresivamente y por todos los medios apropiados la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales".

En el cuarto artículo, ustedes lo pueden ver, se precisan cuáles son los derechos económicos, sociales y culturales de aplicación inmediata a los que tiene derecho toda persona. […] Aquí hay también proyectos de ley sobre la enseñanza de los derechos humanos porque sino cómo se van a conocer y cómo se van a defender los derechos si no se conocen y no se enseñan desde la más temprana infancia; a la libertad de cátedra, a la protección de los intereses morales y materiales; por ejemplo, en relación a los derechos de autor, a la libertad de realización de investigaciones científicas y de creatividad, la actividad creadora, a desarrollarse en el medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, a la atención primaria de la salud.

Finalmente, el artículo 5.° precisa el deber del Estado y la sociedad civil de promover la difusión de estos derechos para que puedan ser asumidos por la sociedad y exigidos al Estado; y, al mismo tiempo, que pueda funcionar en el marco de una gestión del Estado, el de rendir cuentas con gran transparencia de las acciones que se hacen al respecto.

Muchísimas gracias.

El señor presidente.— Gracias congresista Helfer.

¿Algún miembro de la comisión desea hacer algún comentario a alguna consulta a la coautora del proyecto?

Congresista Mauricio Mulder, tiene el uso de la palabra.

El señor Mulder Bedoya (PAP).— Señor Presidente, alargar la última frase de la congresista Helfer y manifestar mi acuerdo en ese sentido, de que efectivamente, esto es parte de un debate mucho más profundo, que el Congreso ya debería haber adoptado con una celeridad mucho más efectiva en términos de con qué Constitución nos vamos a quedar.

Yo quiero felicitar a la congresista Gloria Helfer por este cuadro comparativo de la Reforma Constitucional en materia de derechos fundamentales, porque justamente desnuda las carencias de la Constitución del 93 en comparación con la Constitución del 79. […] tengo entendido que esto es materia de discusión en estos momentos en la Comisión de Constitución […] Creo que el proyecto, en ese sentido, recoge una preocupación que es justamente que los derechos considerados según la Defensoría del Pueblo, incorrectamente como de segunda generación o no de primera generación, merecen una puntualización de que son exactamente la misma jerarquía que todos los demás derechos. Cosa que no es de práctica común, porque se llega a creer que los derechos inherentes a la vida y la salud son primero y los demás no y creo que en ese sentido, sí es importante que haya una mención sustantiva al respecto.

[…] De manera que creo que es importante que de una vez este Congreso asuma la responsabilidad de decretar la constitucionalidad de los derechos sociales y económicos de cada uno de los ciudadanos y que el Estado asuma la responsabilidad de hacerlos respetar. En ese sentido saludo la iniciativa de este proyecto.

Gracias, señor Presidente.

El señor presidente.— Gracias. 

Congresista Anel Townsend, tiene el uso de la palabra.

La señora Townsend Diez Canseco (PP). Sí, creo que es importante abrir el debate sobre este punto y que la autora haya indicado que, efectivamente, es un tema de Reforma Constitucional. La pregunta es si no consideraría importante que esto viene a ser una ley que declara la exigibilidad de los derechos que ella misma, junto con la opinión de la Defensoría, reconoce que son de igual jerarquía que los civiles y políticos.

[…] Habría que, a través de la ley que propone Gloria Helfer, especificar la modificatoria a la acción de amparo concretamente, un poco para causar la eficacia inmediata de la ley que propone Gloria Helfer, porque la parte declarativa nadie la va a discutir sino ¿cuál es el efecto? Si el efecto es ampliar los derechos que están protegidos por la acción de amparo, entonces sería una acción inmediata.

[...] En el artículo 2.°, sobre el cumplimiento de todos los derechos en general, quizás sería mejor referirse a ellos y precisar los otros para que se reitere la idea de que no se está separando por importancia el tema. Se exige la libertad pero también se exige el cumplimiento de lo que el Estado se compromete a proteger y creo que estaríamos de acuerdo en que propusiéramos en un posible dictamen concretamente esta reforma de acción de amparo y pidamos la información.

[…] Mi opinión respecto a este proyecto en debate es que podemos aportar en hacerlo más preciso para que no se tome como una declaración legal de apoyo a la Constitución, sino que especifiquemos cuál va a ser el efecto de la norma. 

Gracias, Presidente.

El señor presidente.— Gracias, congresista Anel Townsend.

Tiene la palabra el congresista Luis Negreiros Criado.

El señor Negreiros Criado (PAP). […] De manera que la exigibilidad es un concepto aquí muy rico en contenido y creo que es el aporte más importante de esta propuesta en el debate sobre los derechos humanos. Eso del límite que se establece para la exigibilidad, que es la limitación, la posibilidad, la potencialidad que hoy hacen, le da el perfil técnico a esta propuesta; de manera que yo no supedito el debate ni la aprobación de esta propuesta al tema propiamente constitucional.

Luego, hay otro aspecto que me parece sumamente importante para destacarlo, lo ha dicho Anel Townsend con precisiones muy sugerentes, en relación a que los derechos humanos a veces se los quiere confinar sólo a los derechos civiles y políticos, y realmente unos y otros son ocasionales, tanto los derechos civil y político no existen si es que no hay derechos económicos, sociales y culturales; o sea, hay que ocasionarlos, unos se vitalizan con los otros.

De manera que para mí yo creo que con este proyecto se avanza de la concepción laboral que hay sobre los derechos humanos a una concepción social, y creo que éste es un paso realmente importantísimo.

Presidente, yo sugiero que le demos realmente toda la presencia que esta propuesta tiene.

El señor presidente.— Gracias.

Si algún congresista más desea hacer uso de la palabra.

La Presidencia quiere saludar esta iniciativa a la congresista Gloria Helfer, porque creo que es cierto y en la que coincidimos todos de que los derechos humanos no sólo deben verse por el área de los civiles y los políticos, sino que también implican los económicos, sociales y culturales y que en muchos sectores de la población no lo entienden así. Y creo que es obligación de nosotros como representantes de pueblo peruano legislar en ese sentido para que entienda el pueblo de que la sindicalización, los derechos de huelga y otros más que están establecidos en los tratados internacionales, que son suscritos por el Perú y que forman parte del derecho nacional, tienen que ser detallados y expresamente legislados para que el Estado entienda así cuál es su obligación frente a ellos. 

Es cierto que la prioridad es atenderlos, que no vamos a imponer por ley el hecho de que toda persona desde la publicación de esa ley al día siguiente tiene que tener una casa y tiene que tener un trabajo, pero hay que hacer una campaña académica de educación para que el país entienda por qué legislamos en ese sentido y creo y me permito sugerir a la comisión que estas tareas que hagamos adelante las podamos realizar en el menor tiempo posible, porque el país necesita que se legisle en ese sentido.

Y creo que recogiendo el espíritu de la comisión, la congresista Gloria Helfer puede entender que la labor que vamos a desempeñar de manera conjunta es la de agilizar la dación de esta ley, para que en el menor tiempo posible pueda estar cristalizado y pueda entender la comunidad internacional que en el Perú también nos preocupamos por todos los derechos humanos y no sólo de algunos, sino de los derechos económicos, sociales y culturales que tienen una trascendencia en la vigencia, en la vida constitucional de cualquier estado.

El señor presidente.— Gracias a usted, congresista Gloria Helfer.
Anexo 5

Proyecto de la reforma de la Constitución debatido en el Pleno del Congreso

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ

TÍTULO I

DERECHOS FUNDAMENTALES, DEBERES FUNDAMENTALES

Y PROCESOS CONSTITUCIONALES

CAPÍTULO I

DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES
Artículo 1°.- La persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la obligación de respetarla y protegerla.

Sección I: Derechos Civiles

Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho: 

1. A la vida, a su identidad, integridad moral, psíquica y física y al libre desenvolvimiento de su personalidad. El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece.

Está prohibido el aborto, salvo la excepción permitida por ley.

2. A la igualdad ante la ley, de oportunidades y de trato. Está prohibida toda forma de discriminación, sea cual fuere su origen, que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos fundamentales.

La ley reconoce a la mujer derechos no menores que al varón.

El Estado y la sociedad promueven las condiciones y medidas positivas para que real y efectivamente nadie sea discriminado.
 

3. A la libertad de conciencia y de religión, en forma individual o asociada. No hay persecución por razón de ideas o creencias. El ejercicio público de todas las confesiones es libre, siempre que no ofenda a la moral o altere el orden público.

4. A ser informado y a ejercer las libertades de información, opinión y expresión, mediante la palabra oral, escrita o la imagen, por cualquier medio de comunicación social, sin previa autorización, censura ni impedimento alguno, bajo las responsabilidades ulteriores que fije la ley. Los derechos de informar, opinar y expresarse comprenden los de buscar información, fundar medios de comunicación y ejercer las libertades inherentes a la empresa periodística, así como el de preservar la reserva de las fuentes.

Los delitos y faltas cometidos por medio del libro, la prensa y demás medios de comunicación social se tipifican únicamente en el Código Penal y se juzgan por el juez natural.

Es delito toda acción que suspende o clausura algún órgano de expresión o le impide circular o transmitir libremente.

Por ley orgánica se regula el otorgamiento, así como la suspensión y caducidad de las licencias para el funcionamiento de medios de comunicación radiales o televisivos.

No hay delito de opinión.

5. A acceder a la información del Estado sobre asuntos públicos y a solicitar, sin expresión de causa, la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, ya se trate de la que produzca, procese o posea, en el plazo legal, con el costo que suponga su reproducción. Se exceptúan las informaciones que afecten la intimidad personal y familiar, la persecución del delito, el mantenimiento del orden democrático o cuando haya peligro real e inminente para la seguridad nacional, las que serán objeto de reserva, de acuerdo a lo establecido por la ley orgánica de la materia.

El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado.

6. A conocer, actualizar, incluir o rectificar la información o datos referidos a su persona que se encuentren almacenados o registrados en archivos, bancos de datos o registros de entidades públicas o de instituciones privadas que brinden servicio o acceso a terceros. Asimismo, tiene derecho a hacer suprimir o impedir que se suministren o difundan datos o informaciones que afecten la intimidad, bajo la responsabilidad penal correspondiente. 

7. Al honor y a la buena reputación, a la propia imagen y a su voz. Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o agraviantes en cualquier medio de comunicación social, por no corresponder a los hechos, tiene derecho a la rectificación en forma gratuita, inmediata y en similares condiciones, sin perjuicio de la responsabilidad de ley.

8. A la intimidad. Nadie puede ser objeto de intromisión en su vida privada y en la de su familia. 

9. A la inviolabilidad del domicilio. Nadie puede ingresar en él ni efectuar investigaciones ni registros sin autorización de la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo en caso de flagrante delito o de peligro inminente de su perpetración, definidos en ley orgánica. Las excepciones por motivo de sanidad o de grave riesgo, que atenten contra el bien común, son reguladas por la ley.

10. Al secreto y a la inviolabilidad de los documentos privados y de las comunicaciones, telecomunicaciones o sus instrumentos, que no pueden ser abiertos, incautados, interceptados, intervenidos ni divulgados, salvo por mandato motivado del juez. Se prohíbe toda otra intromisión en comunicaciones, telecomunicaciones o sus instrumentos. Se guarda secreto de los asuntos ajenos al hecho que motiva su examen. Su divulgación es punible, salvo las excepciones que establezca la ley por razones de interés público.

Las comunicaciones y documentos privados obtenidos con violación de este precepto no tienen efecto legal. 

Los libros, comprobantes y documentos de contabilidad y administrativos están sujetos a inspección o fiscalización de la autoridad competente, de conformidad con la ley. Las acciones que al respecto se tomen no pueden incluir su sustracción o incautación, salvo por orden judicial. 

11. A la libertad de creación intelectual, artística, técnica y científica, así como a la propiedad sobre dichas creaciones y a su producto. 

El Estado promueve la generación del conocimiento, el progreso científico y tecnológico y reconoce el derecho de toda persona a gozar de sus beneficios. Propicia el acceso a la cultura y fomenta su desarrollo y difusión. 

12. A elegir libremente el lugar de su residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir y entrar en él, salvo limitaciones por razón de sanidad. A no ser repatriado ni separado del lugar de su residencia sino por mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería.

13. A reunirse pacíficamente sin armas. Las reuniones en locales privados o abiertos al público no requieren aviso previo. Las que se convocan en plazas y vías publicas exigen anuncio anticipado a la autoridad, la que podrá prohibirlas solamente por motivos probados de seguridad o de sanidad públicas.

14. A asociarse, con fines lícitos, sin autorización previa. Las personas jurídicas se inscriben en registro público. No pueden ser disueltas por resolución administrativa.

15. A contratar con fines lícitos. La ley regula el ejercicio de esta libertad para salvaguardar los principios de justicia y evitar el ejercicio abusivo del derecho.

16. A elegir libremente su trabajo. A nadie puede obligarse a prestar trabajo personal sin su libre consentimiento y sin la debida retribución.

17. A la propiedad y a la herencia, dentro de la Constitución y las leyes. 

18. A participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la Nación.

19. A guardar reserva sobre sus convicciones ideológicas, políticas, filosóficas, religiosas o de cualquier otra índole, así como a mantener el secreto profesional. 

La objeción de conciencia se regula por ley.

20. A su identidad étnica, cultural y lingüística. El Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la Nación.

Toda persona tiene derecho a usar su propio idioma o lengua ante cualquier autoridad mediante un intérprete, y a que se le responda de la misma manera en cualquier acto de autoridad administrativa o judicial. La ley regula el ejercicio de este derecho.

21. A formular peticiones, individual o colectivamente, ante la autoridad competente, la que está obligada a dar respuesta, dentro del plazo legal. Transcurrido éste, el interesado puede proceder como si la petición hubiera sido denegada.

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional no pueden hacer uso del derecho de petición. Sus miembros sólo lo pueden ejercer individualmente.

22. A su nacionalidad. Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser privado del derecho de obtener o renovar su pasaporte y cualquier otro documento de identidad, dentro o fuera del territorio de la República.

23. A gozar de un ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida.

24.  A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso. 

25. A la libertad y seguridad personales. En consecuencia: 

a. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe.

b. No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo los casos previstos en la Constitución y la ley. Están abolidas la esclavitud, servidumbre y trata en cualquiera de sus formas.

c. No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios. 

d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. La potestad punitiva y de sanción administrativa del Estado, según corresponda, debe respetar los principios de constitucionalidad, legalidad, proporcionalidad, culpabilidad, resocialización y humanidad.

Los delitos de lesa humanidad, los crímenes de guerra y los así señalados como tales en los tratados de los que el Perú es parte, son imprescriptibles. Son juzgados por los tribunales ordinarios y están excluidos de los beneficios que puedan conllevar su impunidad, incluidos el indulto, la amnistía o el derecho de gracia.

e. Nadie podrá ser detenido sino por mandato escrito y motivado del juez emanado de un debido proceso o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito o de acuerdo a lo establecido en el capítulo relativo al régimen de excepción

Es punible cualquier acto, distinto de los supuestos previstos anteriormente, que implique la detención de una persona. El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia.

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor de quince días naturales, debiendo dar cuenta al Fiscal y al Juez, en forma inmediata, bajo responsabilidad. Este último asume jurisdicción a la brevedad, de acuerdo a ley.

La detención no impide el ejercicio de los demás derechos que esta Constitución reconoce. 

f. Toda persona debe ser informada inmediatamente y por escrito de las causas o razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse y ser asesorada con un defensor de su elección desde que es citada o detenida por la autoridad.

g. Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito y en la forma y el tiempo previstos por la ley. La autoridad está obligada a señalar sin dilación el lugar donde se halla la persona detenida, bajo responsabilidad. 

h. Nadie puede ser víctima de violencia moral, sexual, psíquica o física, ni sometido a tortura o tratos inhumanos, humillantes o degradantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad. Carece de valor la declaración y la prueba obtenidas por violencia o con prescindencia de la forma prevista en la ley. 

i. Nadie podrá ser investigado, procesado o sancionado por hechos punibles por los cuales haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley. 

La amnistía, el indulto, los sobreseimientos definitivos y las prescripciones producen los efectos de cosa juzgada, salvo las excepciones establecidas en esta Constitución.

26. Al debido proceso. En consecuencia se garantizan los siguientes derechos:

a. Al libre acceso a la justicia y la jurisdicción predeterminada, prohibiéndose los tribunales de excepción y las comisiones especiales creadas para tal fin,

b. A no ser condenado en ausencia,

c. A la defensa,

d. A no autoinculparse,

e. A no ser penado sin proceso penal,

f. A la publicidad del proceso,

g. A la motivación de las resoluciones judiciales,

h. A la indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar,

i. A la instancia plural,

j. A la cosa juzgada, Y;

k. A todos los que se reconocen adicionalmente en las leyes y los tratados.

Estas disposiciones se extienden al procedimiento administrativo, en cuanto le sean aplicables.

27. A que se presuma su inocencia mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad.

28.
A la verdad y a una reparación integral por violación de sus derechos fundamentales atribuible al Estado. Este, a través de los órganos correspondientes, tiene la obligación de investigar y sancionar, a pedido de parte o de oficio, los delitos contra los derechos fundamentales.

El derecho a la reparación comprende el reconocimiento de la responsabilidad estatal y la satisfacción pública a las víctimas.

	En la sesión del 3 de Octubre de 2002 se acordó reservar la votación de este inciso.


29. A solicitar asilo y refugio. El Estado garantiza el asilo y el refugio de acuerdo con los tratados de los que es parte y acepta la calificación del Estado otorgante. En ningún caso los peticionarios serán expulsados o devueltos a un Estado donde su vida, integridad o libertad estén en riesgo. 

La persona cuya extradición o entrega es solicitada tiene los derechos reconocidos en los tratados de los que el Perú es parte. No se concede la extradición si se considera que ha sido solicitada por motivos políticos o conexos a ellos, o para perseguir o castigar con fines discriminatorios. 

La extradición sólo la concede el Poder Ejecutivo previo informe favorable de la Corte Suprema, de conformidad con los tratados de los que el Perú es parte o según el principio de reciprocidad.
 

Sección II: Derechos Sociales, Económicos y Culturales

Artículo 3°.- El Estado y la comunidad protegen a la familia como institución fundamental de la sociedad. Igualmente protegen, de manera especial, a las familias donde falta uno de los padres. Se reconoce el derecho de hombre y mujer a contraer matrimonio y fundar una familia.

El Estado protege y promueve el matrimonio. El matrimonio civil y las causas de separación y disolución se regulan por ley.

La unión estable de hombre y mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, genera derechos, así como una comunidad de bienes, de conformidad a las condiciones que establece la ley.

La ley señala las condiciones para establecer el patrimonio familiar inembargable, inalienable y transmisible por herencia.

Es obligación del Estado adoptar políticas y medidas legislativas para prevenir, eliminar y sancionar la violencia en el ámbito familiar.

Artículo 4°.- El Estado promueve la paternidad y maternidad responsables respetando el derecho de toda persona a tomar decisiones libres y plenamente informadas en esta materia. Asimismo, promueve programas de educación sexual integral así como la información adecuada que proteja la vida, salud e integridad tanto del concebido como de la madre.

El Estado garantiza el derecho a investigar la propia filiación.

Los padres tienen el deber y el derecho de alimentar, educar, dar afecto y seguridad a sus hijos. A falta de ellos actúan subsidiariamente la familia, la sociedad y el Estado, en lo que corresponda. Los hijos tienen el deber de respetar, dar afecto y asistir a sus padres. Todos los hijos tienen iguales derechos y deberes.

Está prohibida toda mención sobre el estado civil de los padres y sobre la naturaleza de la filiación en los registros civiles y en cualquier documento de identidad.

El Estado, la sociedad y la familia promueven el desarrollo integral de niños y adolescentes, y aseguran el pleno ejercicio de sus derechos. En todos los casos es de aplicación el principio del interés superior del niño y sus derechos prevalecerán sobre los demás.

Artículo 5°.- El padre o la madre en situación de desamparo tiene derecho a la asistencia del Estado. El niño, el adolescente, el adulto mayor y la persona con discapacidad son protegidos por el Estado ante el abandono económico, corporal o moral. 

Artículo 6°.- Toda persona tiene derecho a una vivienda digna con acceso a servicios básicos. El Estado promueve programas públicos y privados de urbanización, destugurización y vivienda. Regula la utilización del suelo urbano y rural, con la participación de la comunidad local, de acuerdo a ley.
 

Artículo 7°.- Toda persona tiene derecho a una educación de calidad. El Estado tiene la obligación de garantizar que nadie se vea impedido de obtenerla. El educando tiene derecho a una formación que respete su identidad y promueva su autoestima. Está prohibido todo acto que atente contra su integridad y dignidad. 

La educación es un proceso permanente. Se realiza en diferentes ámbitos de la sociedad. Tiene como finalidad: la formación integral de la persona en sus dimensiones: ética, espiritual, intelectual, artística, afectiva y física; inculcar el respeto de los derechos fundamentales, el cumplimiento responsable de los deberes, así como los valores democráticos para una cultura de paz y de respeto a la diversidad; la preparación para la vida y el trabajo; el fortalecimiento de la identidad nacional y el respeto a la identidad étnica y cultural; la formación para el desarrollo científico y tecnológico, la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible. 

La erradicación del analfabetismo es responsabilidad primordial del Estado. El mensaje del Presidente de la República necesariamente contiene información sobre los resultados de los programas de alfabetización.

Artículo 7-A°.­ Es deber del Estado promover la educación física y el deporte, especialmente el que no tiene fines de lucro. Les asigna recursos para difundir su practica.

Artículo 7-B°.- El Estado promueve el desarrollo integral de la juventud y garantiza el derecho de los jóvenes a participar y concertar en la definición de las políticas públicas dirigidas a su favor, de acuerdo a ley.

Artículo 8°.- Es deber del Estado promover la educación intercultural, bilingüe, con participación democrática y sin discriminación de ninguna índole, según las necesidades o características de cada zona o región del país. El Estado garantiza el derecho de los pueblos indígenas a recibir educación en su lengua materna. 

El Estado promueve el aprendizaje de idiomas de alcance universal, adicionales al idioma oficial.

Artículo 9°.- La educación fomenta el conocimiento y la práctica de las humanidades, el arte, la ciencia y la técnica.

La formación ética, moral y cívica, así como la enseñanza de la Constitución y de los derechos humanos, es obligatoria en las instituciones educativas de todo nivel, sean civiles, policiales o militares.

La educación religiosa se imparte sin violar la libertad de conciencia. Es determinada libremente por los padres de familia.

Artículo 10°.- Los padres, o quienes hagan sus veces, tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de elegir los centros y tipos de educación, así como de participar en la gestión y en el proceso educativo, en los términos que establezca la ley. 

Artículo 11°.- El profesorado es carrera pública en los centros y programas educativos del Estado. La ley establece los requisitos para el ingreso, los derechos y obligaciones de los profesores y directores, en el régimen público y en el privado. El Estado garantiza su formación inicial y continua, evaluación y promoción y una remuneración digna, que corresponda a un profesional. La ley establece los incentivos a los profesores que trabajan en zonas de frontera, rural y de menor desarrollo.

Artículo 12°.- El Estado reconoce y garantiza la libertad de enseñanza. Formula y conduce, con participación de la sociedad, la política educativa, aprobando planes y programas, dirigiendo y supervisando la educación, con el fin de asegurar su calidad y eficiencia e igualdad de oportunidades. 

El sistema educativo es diversificado. Su gestión es descentralizada. 

El Estado promueve la pluralidad de la oferta educativa tanto en el sector público como en el privado; y garantiza un sistema de información, evaluación y acreditación de procesos y resultados educativos. Fomenta el control ciudadano de la calidad de los servicios educativos. En el marco de una educación inclusiva, prevé las exigencias de una atención integral y personalizada e implementa programas de educación para personas con necesidades educativas especiales. 

Artículo 13°.- El Estado promueve el desarrollo de la ciencia y tecnología así como una formación altamente calificada. Adopta políticas que garanticen el rescate de las tecnologías tradicionales y el pluralismo tecnológico.

Artículo 14°.- El Estado provee servicios educativos de calidad donde los educandos los requieran. La educación básica, que comprende la inicial, primaria y secundaria, es obligatoria y gratuita. La educación superior impartida por el Estado hasta el nivel de licenciatura o título profesional equivalente, también es gratuita. 

La gratuidad en la educación básica se complementa con la obligación intersectorial del Estado de brindar servicios de salud y proveer alimentación y materiales educativos a los educandos que carezcan de recursos económicos.

Artículo 14-A°.- En cada ejercicio presupuestal se destina para el Sector Educación no menos del seis por ciento del Producto Bruto Interno.

Artículo 15°.- Toda persona, natural o jurídica, tiene derecho a constituir y conducir centros y programas educativos. El Estado reconoce y supervisa la educación privada dentro del respeto a los principios constitucionales y de acuerdo a ley. 

Artículo 16°.- La educación superior que comprende la educación universitaria y no universitaria tiene como fines la formación profesional, la búsqueda y difusión del conocimiento mediante la investigación científica y tecnológica, la creación intelectual y artística, la difusión cultural y la capacitación técnica. 

Artículo 16-A°.- El Estado establece un sistema de autorización, supervisión y acreditación de las instituciones educativas, con participación de la sociedad para garantizar una educación superior de calidad. 

Artículo 17°.- La universidad es la comunidad académica de profesores, alumnos y graduados. Todos sus integrantes participan de su gobierno en la forma que establezca la ley y tienen derecho a asociarse. Esta regula los términos de la participación de los promotores en las universidades privadas cuando corresponda. 

El Estado garantiza la libertad de cátedra y la tolerancia en su ejercicio.

Artículo 18°.- Las universidades estatales se crean o suprimen por ley. Esta determina los requisitos e instancias necesarias para crear las universidades privadas.

Toda universidad, estatal o privada, está sujeta a acreditación periódica.

Las universidades son autónomas en su régimen normativo, de gobierno, académico, administrativo y económico. Se rigen por sus estatutos en el marco de la Constitución y las leyes. 

Artículo 19°.- Las universidades, los institutos superiores, los centros educativos de otros niveles, incluidos los centros de cuidados infantiles, se encuentran inafectos al pago de impuestos que graven los bienes, rentas, servicios así como las adquisiciones destinadas exclusivamente a su finalidad educativa y cultural. Para las instituciones educativas privadas que generen ingresos que por ley sean calificados como utilidades se establece la aplicación del impuesto a la renta.

La ley establece estímulos tributarios para favorecer las donaciones, becas y aportes a favor de las universidades e instituciones educativas y culturales; así como los mecanismos de simplificación administrativa y fiscalización a que se sujetan las mencionadas instituciones, además de los requisitos y condiciones que deben cumplir.

	En la sesión del 21 de Noviembre de 2002, este artículo no alcanzó la votación para ser aprobado. En la sesión del 29 de Enero de 2003, se aprobó su reconsideración. Sin embargo, en la sesión del 30 de enero de 2003 se aprobó su postergación hasta Marzo.


Artículo 20°.- El Estado reconoce el derecho de todos a la difusión de sus valores culturales. Preserva y estimula las manifestaciones de las culturas nativas, como el folklore, el arte popular y la artesanía. 

Desarrolla políticas permanentes para la conservación, restauración y puesta en valor del patrimonio cultural, así como para la preservación de los valores y manifestaciones que configuran la identidad étnica y pluricultural.

Artículo 21°.- Los yacimientos y restos arqueológicos, construcciones, monumentos, objetos artísticos y testimonios de valor histórico, declarados patrimonio cultural de la nación, están bajo el amparo del Estado. La ley regula su conservación, restauración, mantenimiento y restitución.

Artículo 22°.- Los colegios profesionales son instituciones autónomas con personería de derecho publico. Tienen por finalidad cautelar la ética profesional y cumplir las demás funciones que les sean asignadas por la ley y sus estatutos. La ley establece su constitución y las rentas para su funcionamiento.

Los casos en que la colegiación es obligatoria se establecen por ley.

Artículo 23°.- Los medios de comunicación social del Estado se hallan al servicio de la educación y la formación ética, cultural y democrática de la población mediante la transmisión de información que respete la persona humana y su dignidad, así como la libre difusión de las ideas. Los medios de comunicación privados deben contribuir con estos fines. 

Artículo 24°.- Toda persona tiene derecho a mantener una vida digna, saludable y responsable, sin discriminación de ningún tipo. El Estado le garantiza una adecuada protección a su salud, principalmente mediante la ejecución de programas de prevención, educación y asistencia sanitaria, así como el acceso a servicios de atención de la salud, en forma gratuita y adecuada y a medicamentos esenciales, eficaces y seguros. Por ningún motivo se negará atención de emergencia en los establecimientos de salud públicos y privados.

Tiene, además, el derecho a participar, de manera individual u organizada, en la gestión y control de los servicios públicos de salud en la forma establecida por la ley.

Artículo 25°.- El Estado formula y conduce la política nacional de salud, procurando la participación concertada de la sociedad. 

El Poder Ejecutivo es responsable de:

1. Diseñar, conducir y controlar el sistema nacional de salud, conformado por organismos públicos y privados; 

2. Coordinar los planes y programas de las instituciones que conforman el sistema nacional de salud;

3. Descentralizar la atención integral de la salud;

4. Organizar la seguridad social con la participación de organismos públicos y privados;

5. Garantizar el cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos en materia de salud.

Artículo 25-A°.- El Estado combate integralmente el tráfico ilícito de drogas y sanciona a quienes obtengan provecho económico de su ejercicio. Garantiza la prevención de su consumo y la rehabilitación de dependientes.

Promociona el desarrollo alternativo sin afectar derechos y protege la comercialización lícita de la hoja de coca.

Asimismo, regula el uso de los tóxicos sociales.

Artículo 26°.- Toda persona tiene derecho a una nutrición que le asegure el máximo desarrollo de su potencial físico, emocional e intelectual.

En concertación con los productores y consumidores, el Estado desarrolla políticas de seguridad alimentaria, promoviendo el rescate de hábitos de consumo tradicional, aprovechando en particular nuestra riqueza hidrobiológica. Asimismo, vigila los métodos de producción, aprovisionamiento, distribución y calidad de los productos alimenticios.

Artículo 27°.- El trabajo es un derecho y un deber, base del bienestar social y medio de realización de la persona.

El trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de protección por el Estado, en especial el de la madre y del menor de edad. El Estado erradica toda forma de trabajo prohibido por la ley.

El despido requiere de causa justificada señalada en la ley. En caso de despido injustificado el trabajador tiene derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a cualquier otra prestación, en la forma prevista por la ley. Es nulo el despido que agravia derechos fundamentales reconocidos por esta Constitución.

Artículo 28°.- El Estado adopta políticas y promueve condiciones para el fomento del trabajo decente, equidad en el acceso al empleo, capacitación, formación profesional, productividad y formalización de las relaciones de trabajo.

El Estado impulsa el diálogo y la concertación social en todas sus formas.

Artículo 29°.- En la relación de trabajo, es nula toda condición que impida el ejercicio de los derechos fundamentales.

Artículo 30°.- En la relación de trabajo rigen los siguientes principios:

1. Interpretación mas favorable al trabajador en caso de duda sobre el significado de una norma.

2. Norma más favorable al trabajador cuando dos o más normas regulen en forma incompatible un mismo hecho.

3. Irrenunciabilidad de los derechos del trabajador nacidos de normas imperativas.

4. Igualdad de trato, de oportunidades y no discriminación. La ley puede establecer preferencias a favor de los trabajadores nacionales.

5. Primacía de la realidad para preferir los hechos sobre las formas y las apariencias.

6. Autonomía colectiva para la regulación equilibrada de las relaciones laborales y generación de paz social.

Artículo 31°.- El trabajador tiene derecho a condiciones de trabajo que no menoscaben su salud, su seguridad ni su dignidad.

El Estado dicta medidas sobre seguridad en el trabajo y de prevención de riesgos ocupacionales que aseguren la salud e integridad de los trabajadores.

La jornada máxima de trabajo es de ocho horas diarias o cuarenta y ocho semanales. La ley regula las jornadas acumulativas o atípicas.

Los trabajadores tienen derecho a descanso remunerado semanal, anual y en días feriados, conforme a ley.

Artículo 32°.- El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia.

Las remuneraciones mínimas vitales son reajustadas por el Estado, con la participación de las organizaciones representativas de trabajadores y empleadores.

Artículo 33°.- El pago de las remuneraciones, beneficios sociales y otros créditos laborales de los trabajadores es preferente a cualquier otra obligación del empleador, conforme a ley.

La prescripción de la acción de cobro se inicia al extinguirse la relación laboral; su plazo es de un año.

Artículo 34°.- Los trabajadores tienen derecho a constituir sindicatos sin autorización previa, a afiliarse libremente a ellos y a desarrollar actividad sindical. Los sindicatos y las organizaciones empresariales son autónomos para su organización y actuación; su estructura y funcionamiento deben ser democráticos.

La ley establece las garantías y facilidades de que gozan los dirigentes sindicales de todos los niveles.

Los trabajadores no sujetos a una relación laboral pueden organizarse para la defensa de sus intereses. Son aplicables a sus organizaciones las disposiciones que rigen para los sindicatos, en lo pertinente.

Artículo 35°.- El Estado fomenta la negociación colectiva y otras formas de solución pacífica de los conflictos laborales.

El convenio colectivo tiene fuerza vinculante; produce efectos normativos y obligacionales dentro de su ámbito.

Artículo 36°.- La huelga es un derecho de los trabajadores; se ejerce conforme a ley, la que establece además las garantías para el mantenimiento de los servicios esenciales.

Artículo 37°.- El Estado reconoce el derecho de los trabajadores a participar en las utilidades de la empresa y promueve otras formas de participación.

Artículo 37-A°.- El Estado garantiza los derechos reconocidos legalmente a los trabajadores.

Artículo 38°.- Toda persona tiene derecho a la seguridad social y a ser amparada por un sistema que la proteja, a través de prestaciones integrales, ante las contingencias de maternidad, enfermedad, discapacidad, accidente, vejez, muerte, viudez, orfandad y cualquier otra prevista por la ley, que le impidan la obtención de los medios indispensables para una vida digna. La ley regula su funcionamiento y el Estado garantiza el acceso y la mejora progresivos a las prestaciones relativas a la seguridad social.

Artículo 39°.- La seguridad social se organiza bajo supervisión, control y dirección del Estado, basada en los principios de solidaridad, equidad, participación, progresividad, universalidad, integralidad y eficiencia.

Una institución autónoma y descentralizada, con personería de Derecho Público tiene a su cargo la seguridad social de los trabajadores, otros titulares, y sus familiares; es gobernada, en igual proporción, por representantes del Estado, de los empleadores y de los asegurados. El Presidente del Directorio será nombrado por el Congreso de la República, de una terna propuesta por el Ejecutivo.

	Respecto de este artículo, en la sesión del 30 de Enero de 2003 se acordó postergar su debate y aprobación hasta Marzo.


Articulo 39-A°.- El Estado garantiza que los fondos aportados obligatoriamente por el Estado, los empleadores y los asegurados, así como las reservas correspondientes, no se destinen a fines distintos de los de la seguridad social. Garantiza también la diversificación técnica de las inversiones y reservas destinadas a la seguridad social. En la administración, de estos fondos participan los aportantes, en igual proporción. La supervisión estatal no debe afectar el interés institucional de atender, de manera prioritaria y justificada, servicios esenciales propios de la función.

Artículo 40°.- Las entidades privadas concurren a la cobertura de prestaciones de seguridad social en la forma establecida por la ley. Ésta regula además la participación de los asegurados en los organismos de supervisión. Asimismo, establece los mecanismos de compensación que aseguren el carácter solidario de la seguridad social.

	Respecto de este artículo, en la sesión del 30 de Enero de 2003 se acordó postergar su debate y aprobación hasta Marzo.


Artículo 41°.- Es objetivo nacional, que compromete la acción concertada del Estado y la sociedad, la erradicación de la pobreza y la exclusión social. Se adoptan programas participativos de asistencia social para garantizar la vida digna de aquellos que carecen de recursos y constituyen sectores en situación de alto riesgo.

Artículo 42°.- Los consumidores y usuarios tienen derecho a la protección de su salud y seguridad así como de sus intereses económicos frente a prácticas abusivas; a elegir libremente y ser adecuadamente informados sobre los bienes y servicios, públicos o privados, que se encuentren disponibles en el mercado. El Estado garantiza y defiende estos derechos y supervisa la calidad y eficiencia de los servicios públicos, con participación de las asociaciones de consumidores y usuarios.

Artículo 43°.- Toda persona, en forma individual o colectiva, tiene derecho al uso y goce sostenible de los recursos naturales y habitar en un ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo y la preservación de las distintas formas de vida, del paisaje y la naturaleza. El Estado, con participación de la sociedad, protege estos derechos.

El Estado adopta medidas para garantizar el libre ejercicio de la actividad económica y los derechos de los pueblos y territorios en los que ésta se lleve a cabo, así como para promover una cultura ecológica para las presentes y futuras generaciones, de acuerdo a ley. 

Artículo 44°.- La persona con discapacidad tiene derecho a un régimen especial de protección, atención y seguridad. El Estado adopta las medidas positivas necesarias para propiciar su plena integración social, laboral, económica, cultural y política. 

Sección III: Derechos Políticos

Artículo 45°.- Los ciudadanos tienen derecho a ser elegidos, a elegir a sus representantes y a participar, individual o colectivamente, en los asuntos públicos a través del referéndum, la iniciativa legislativa, el proceso de revocación de autoridades elegidas, la remoción de funcionarios públicos, la rendición de cuentas, los cabildos abiertos y las juntas comunales y vecinales. La ley regula y promueve los mecanismos directos e indirectos de participación en la toma de decisiones políticas.

Tienen además el derecho de participar en el gobierno cualquiera sea su nivel, mediante mecanismos de participación y concertación ciudadana, en los casos establecidos en la Constitución y desarrollados en la ley. 

Es nulo y punible todo acto por el cual se prohíbe o limita al ciudadano o partido intervenir en la vida política de la Nación, con excepción de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 49°.

Artículo 46°.- Son ciudadanos los peruanos mayores de dieciocho años. Tienen derecho a voto los ciudadanos en goce de su capacidad civil. Para el ejercicio de este derecho se requiere estar inscrito en el registro correspondiente. El voto es personal, igual, libre, secreto y facultativo. Es nulo y punible todo acto que prohíba o limite al ciudadano el ejercicio de este derecho.

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional tienen derecho al voto y a la participación ciudadana, regulados por ley. No pueden postular a cargos de elección popular ni participar en actividades partidarias mientras no hayan pasado a la situación de retiro, de acuerdo a ley.

La ley establece los mecanismos para garantizar la neutralidad estatal durante los procesos electorales y de participación ciudadana.

	En la sesión del 14 de Enero de 2003, se acordó reservar la votación de este artículo y de las disposiciones transitorias relacionadas con estas propuestas, para acercar posiciones.


DISPOSICION TRANSITORIA.- La ley establece las condiciones y garantías necesarias para la implementación progresiva del voto de los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en actividad, comenzando por los procesos electorales de gobiernos locales y culminando en los de carácter nacional y de participación ciudadana, asegurando que el ejercicio de este derecho no afecte el normal funcionamiento de sus institutos.

DISPOSICION TRANSITORIA.- Hasta la realización de las elecciones previstas para el año 2011, el voto será personal, igual, libre, secreto y obligatorio, así como facultativo para los ciudadanos mayores de setenta años.

Artículo 47°.- El ejercicio de la ciudadanía se suspende: 

1. Por sentencia firme de interdicción. 

2. Por sentencia firme que impone pena privativa de la libertad o inhabilitación de los derechos políticos. 

Artículo 48°.- Pueden ser sometidos a referéndum: 

1. La reforma total o parcial de la Constitución. 

2. La aprobación de leyes, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales.

3. La derogación de leyes, normas regionales de carácter general, ordenanzas municipales y decretos legislativos.

4. Las materias relativas al proceso de descentralización. 

5. Los tratados antes de su ratificación.

No pueden someterse a referéndum la supresión o la disminución de los derechos fundamentales, las leyes de carácter tributario y presupuestal, así como los tratados en vigor.

Artículo 49°.- Los partidos políticos y las alianzas de partidos expresan el pluralismo democrático. Concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular. Son instituciones fundamentales para la participación política de la ciudadanía. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres, dentro de la Constitución y la ley. Su estructura interna y funcionamiento deben ser democráticos.

Los partidos políticos y alianzas de partidos que con sus actos o conductas hagan uso de la violencia y el terrorismo, los propugnen o inciten a éstos como métodos de acción política, podrán ser declarados inconstitucionales por el Tribunal Constitucional con el voto conforme de dos tercios de sus miembros.

La ley establece normas orientadas a asegurar el funcionamiento democrático de los partidos políticos, la transparencia y difusión pública sobre el origen y destino de sus recursos económicos, así como el acceso gratuito, durante las campañas electorales, a los medios de comunicación públicos y privados.

El Estado contribuye al funcionamiento y al financiamiento parcial de las actividades de los partidos políticos, conforme a ley. La fiscalización sobre el uso de los recursos de origen público está a cargo de la Contraloría General de la República, la que emite un informe público anual. Los recursos de origen privado son fiscalizados por el organismo electoral competente, de acuerdo a ley.

El Congreso no puede delegar al Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de partidos políticos. 

Artículo 49-A°.- La igualdad de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos partidarios y de elección popular se garantiza mediante acciones positivas, en la regulación de los partidos políticos y del régimen electoral.

Sección IV: Garantías de los derechos fundamentales

Artículo 50°.- Los derechos fundamentales rigen también para las personas jurídicas, en cuanto les son aplicables. 

Artículo 51°.- Sólo por ley orgánica puede regularse el ejercicio de los derechos fundamentales.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no afecta la legislación administrativa y tributaria.

Es nulo cualquier acto o disposición que tenga por objeto o efecto la disminución o el desconocimiento de un derecho fundamental.

Artículo 52°.- Agotada la jurisdicción interna, toda persona tiene derecho a recurrir ante los órganos internacionales, jurisdiccionales o no jurisdiccionales, encargados de velar por el respeto de los derechos humanos según los tratados de la materia de los que el Perú es parte. Todos los organismos del Estado tienen el deber de cumplir con las sentencias dictadas por dichos órganos jurisdiccionales internacionales. 

Artículo 53°.- La enumeración de los derechos reconocidos por la Constitución y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos no excluye a los demás que derivan de la dignidad del ser humano, del Estado Social de Derecho y de la forma republicana y democrática de gobierno.

CAPÍTULO II
DE LOS DEBERES FUNDAMENTALES
Artículo 54°.- Todo peruano tiene, sin perjuicio de otros deberes contenidos en la Constitución, el deber de: 

1. Honrar al Perú y los símbolos de la patria, proteger los intereses nacionales, defender la soberanía y la integridad territorial; contribuir a afirmar y perfeccionar el sistema democrático, respetando y defendiendo la Constitución y el ordenamiento jurídico. 

2. Defender la familia, promover la solidaridad y la responsabilidad social 

3. Ejercer su derecho de participar en la vida política, económica, social y cultural de la nación, en forma individual o asociada, de manera honesta, transparente, democrática y responsable.

4. Contribuir al sostenimiento de los gastos y servicios públicos de acuerdo con su capacidad económica a través del sistema tributario.

5. Contribuir al cuidado de su salud y educación integral y al de su comunidad.

6. Actuar contra el terrorismo, el narcotráfico, los delitos de lesa humanidad, la corrupción y la impunidad, colaborando con las autoridades competentes. 

7. Respetar la identidad étnica y la pluralidad cultural. 

8. Participar en la defensa, preservación y mantenimiento de un medio ambiente saludable, ecológicamente equilibrado, buscando el desarrollo sostenible. 

9. Participar en la consecución de la armonía, la paz y la seguridad nacional.

10. Contribuir a la erradicación de toda forma de discriminación. 

Los extranjeros residentes en el territorio nacional tienen los mismos deberes, en lo que corresponda. 

CAPÍTULO III
DE LOS PROCESOS CONSTITUCIONALES

Artículo 55°.- Los procesos constitucionales tienen por objeto, según corresponda, garantizar el principio de supremacía de la Constitución y el reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, como medio para garantizar el respeto y la vigencia de los derechos fundamentales de la persona, procurando una vida en sociedad armónica y respetuosa de los valores por ella protegidos. 

Artículo 56°.- El proceso de habeas corpus procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos fundamentales conexos a ella, conforme a la ley de la materia. 

Artículo 57°.- El proceso de habeas data procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza los derechos de acceso a la información pública y a la protección de la persona frente a la información que le concierne contenida en bancos de datos o registros informáticos, pudiendo acceder a ella, cancelar o corregir datos inexactos o indebidamente procesados y decidir sobre su transmisión. 

Artículo 58°.- El proceso de amparo procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, con excepción de los protegidos por el habeas corpus y el habeas data. No procede contra normas legales ni contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular.

Cuando dentro de un proceso de amparo existe colisión de derechos fundamentales, el Juez ampara obligatoriamente al que protege la vida, la integridad física y la seguridad de las personas o evite riesgos contra ellas, así como las disposiciones necesarias para la convivencia armónica de la vida en sociedad. La ley de la materia regula el amparo y determina los alcances, duración y procedimientos, según los casos.

	En la Sesión del 14 de Enero de 2003 el artículo 58° no alcanzó la votación necesaria para ser aprobado. Se ha presentado la solicitud para su reconsideración, conteniendo esta propuesta alternativa.


Artículo 59°.- El proceso de inconstitucionalidad procede contra leyes, decretos legislativos, decretos de urgencia, reglamentos del Congreso, ordenanzas y decretos regionales de carácter general y ordenanzas municipales.

Están legitimados para iniciar este proceso: 

1. El Presidente de la República; 

2. El veinticinco por ciento del número legal de miembros de cada Cámara;

3. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con acuerdo de Sala Plena;

4. El Fiscal de la Nación, con el acuerdo de los Fiscales Supremos;

5. El Defensor del Pueblo; 

6. Los presidentes de los gobiernos regionales, con acuerdo del Consejo respectivo, o los alcaldes provinciales, con acuerdo de su Concejo, en materias de su competencia; 

7. Los colegios profesionales, en materias de su especialidad; 

8. Las universidades, en materias de su especialidad; y

9. Cinco mil ciudadanos con firmas comprobadas por el órgano electoral competente. Si la norma es una ordenanza o decreto regional o una ordenanza municipal, están legitimados el uno por ciento de los ciudadanos del respectivo ámbito territorial, siempre que este porcentaje no exceda del número de firmas antes señalado; 

Artículo 60°.- El proceso de cumplimiento procede contra cualquier autoridad o funcionario que omite acatar un acto administrativo, norma legal o constitucional, sin perjuicio de las responsabilidades de ley.

Artículo 61°.- El proceso de acción popular procede ante el Tribunal Constitucional por infracción de la Constitución o la ley, contra normas de jerarquía infralegal, de carácter general, cualquiera sea la autoridad de la que emanen. 

Artículo 62°.- El proceso competencial se presenta ante el Tribunal Constitucional, en instancia única, y procede ante los conflictos suscitados sobre las competencias o atribuciones asignadas directamente por la Constitución o las leyes orgánicas que regulan los poderes del Estado, los órganos constitucionales, los gobiernos regionales o locales, entre sí o con otros órganos del Estado. 

Artículo 63°.- Los procesos de habeas corpus, amparo y habeas data no se suspenden durante la vigencia de los regímenes de excepción. Cuando se interponen respecto a los derechos suspendidos o restringidos, el órgano jurisdiccional competente examina la razonabilidad y proporcionalidad del acto restrictivo. 

Artículo 64°.- Una ley orgánica regula el ejercicio de los procesos constitucionales, los órganos jurisdiccionales ante los que se tramitan, los derechos que se cautelan así como los efectos de la declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas.

En los delitos de terrorismo, la ley establece un procedimiento especial para los procesos de habeas corpus.
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� Herrero, Montserrat. Los derechos humanos en la lucha política. México D. F.: Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), México. Primera reimpresión, 2000.


� Al respecto, consultar la obra de Ballesteros, J. Posmodernidad: decadencia o resistencia. Madrid: Tecnos, 1989.


	


� Los citados documentos se pueden revisar en la presente obra. Del mismo modo, se puede consultar Szekely, Alberto (compilador). Instrumentos fundamentales de Derecho internacional público. Tomo I. México D. F.: Universidad Nacional Autónoma de México, 1989.


� Como lo señala Peter Haberle: “[…] los derechos fundamentales no garantizan tan solo la actividad del individuo [...] sino que cumplen una función social, están condicionados por otros bienes constitucionales tutelados y configuran la base fundacional de la democracia”. Del mismo modo, recalca que “[...] cualquier ejercicio de los derechos fundamentales es actividad social en mayor o en menor medida”. Citado por Gavera de Cara, Juan Carlos, Derechos fundamentales y desarrollo legislativo. La garantía del contenido esencial de los derechos fundamentales y la ley fundamental de Bonn. Madrid: Editorial Centro de Estudios Constitucionales, 1994, pp. 100-101. Para una mayor comprensión del pensamiento de Haberle, es recomendable consultar su libro El Estado constitucional. Héctor Fix-Fierro (traductor). México D. F.: Universidad Nacional Autónoma de México, 2003.


� D’Agostino,  Francesco. Los derechos y deberes del hombre. México D. F.: Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), 2000. Del mismo modo, se puede consultar Nino, Carlos Santiago. Ética y derechos humanos. Un ensayo de fundamentación. Buenos Aires: Piados, 1984. 


� Taylor, Charles. “Los fundamentos filosóficos de los derechos humanos. Complemento a la relación del profesor Mathieu”. En Los fundamentos de los derechos humanos. Barcelona: Editorial Serbal-Unesco, 1985, p. 52. 


� Hervada, Javier y José M. Zumaquero. Textos internacionales de derechos humanos, tomo I. Pamplona: Eunsa, 1992. 


� Real Academia de la Lengua. Diccionario de la lengua española. Madrid: Espasa-Calpe, 1992, 21.ª ed. Sobre el particular, debemos señalar que el mismo significado tiene el inglés inherent, que se usa para significar un “essential element of something”, para significar “belonging to the intrinsic” de la persona, porque están unidos a ella de tal forma que la persona y los derechos humanos son inseparables: el derecho supone la persona, la persona es el hypokeímenon, el subjectum o el supuesto del derecho.


�  Consultar Juan Pablo II. Sollicitudo rei socialis, 30 de diciembre de 1987. 


� Pérez Luño, Antonio. Derechos humanos, Estado de Derecho y Constitución. Madrid: Tecnos, 1984, p. 112.


� Consúltese en extenso la obra de Álvarez Ledesma, Mario. Acerca del concepto derechos humanos. México D. F.: Ed. McGraw-Hill Interamericana, México, 1998. Del mismo modo, se pueden consultar los siguientes textos: Nikken, Pedro. La protección internacional de los derechos humanos. Madrid: Civitas, 1987; Squella Barducci, Agustín. Estudios sobre derechos humanos. Valparaíso: Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, 1991; Bidart Campos, Germán. Teoría general de los derechos humanos. Buenos Aires: Astrea, 1991; Rudolf Horn, Hans. “Generaciones de derechos fundamentales en el Estado constitucional cooperativo. Reflexiones comparativas sobre el constitucionalismo iberoamericano”. En Derechos fundamentales y Estado. Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional. México D. F.: Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), 2002, pp. 403-430.





� Cotta, Sergio. Voz “Persona”. Enciplopedia del Diritto, Vol. XXXIII. Milán: Editorial Giuffre: 1983, p. 159 y ss.


� Bobbio, Norberto. “Presente y futuro de los derechos humanos”. En Anuario de derechos humanos Editorial de la Facultad de Derecho-Instituto de Derechos Humanos de la Universidad Complutense, Madrid, 1987, pp. 7-28. Del mismo modo, se puede consultar el ensayo de Adame Goddard, Jorge. “Los derechos económicos, sociales y culturales como deberes de solidaridad”. En Derechos fundamentales y Estado. Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional. México D. F.: Instituto de Investigaciones Jurídicas-Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), 2002   pp. 59-85. 


 





� Catedrático de Filosofía del Derecho, Universidad Autónoma de Madrid.


� Véase el anexo 1, punto 1.


� Ansuátegui Roig, Francisco. “La historia de los derechos humanos”. En Universidad Internacional de Andalucía, sede Iberoamericana, Segunda Maestría de Derechos Humanos en el Mundo Contemporáneo. Andalucía: Universidad Internacional de Andalucía, sede Iberoamericana, 2001. 


� Instituto Peruano de Educación en Derechos Humanos y la Paz. Técnicas participativas para educar en derechos humanos y en democracia. Lima: Instituto Peruano de Educación en Derechos Humanos y la Paz. Módulo I, p. 5. Primera edición, 1998. 


� Ardito, Wilfredo; Norma Gálvez, Carlos Ponce, Jaime Romero, Marco Antonio Almaretti, Jaime Vintimilla. Manual de derechos humanos. Lima: Red Andina de Justicia de Paz y Justicia Comunitaria, 2002, p. 5. 


� Instituto Peruano de Educación en Derechos Humanos y la Paz. Técnicas participativas para educar en derechos humanos y en democracia. Fascículo 1. Aproximación a los derechos humanos y la democracia. Lima: IPEDH, pp. 4-5.


� Pérez Luño, Antonio. “Sobre los valores fundamentales de los derechos humanos”. En Luis Felipe Polo (ed.). Fundamentos filosóficos de los derechos humanos. Guatemala: Artes Nativas, 2000, pp. 37-46.


� Reflexiones compartidas con lo expresado por el Instituto Peruano para la Educación y la Paz.


� Pérez Luño, Antonio. “Sobre los valores fundamentales de los derechos humanos”. Polo, Luis Felipe. Fundamentos filosóficos de los derechos humanos. Guatemala, 2000. Luis Felipe Polo director del Instituto de investigaciones científicas y catedrático en la Maestría de Derechos humanos de la Universidad Rafael Landívar, Guatemala. 


� Véase el anexo 1, punto 2.


� Véase el anexo 1, punto 3.


� Véase el anexo 1, punto 4.


� Véase el anexo 1, punto 5.


� Véase el anexo 1, punto 6.





� Véase el anexo 1, punto 7.








� Castro de, Benito “Consideraciones de los derechos humanos”. En Jesús A. Kohagura (comp.). Educación y derechos humanos. Lima: Ministerio de Justicia, 1998,  p. 13-26.


� Álvarez Vita, Juan. “De la Declaración Universal de los Derechos Humanos a la Globalización: medio siglo de camino (1948-1998)”. En Hacia una cultura de los derechos humanos: un manual alternativo de los derechos fundamentales y del derecho a la educación. Ginebra: Universidad de Verano de Derechos Humanos y del Derecho a la Educación, 2000, pp. 9-59. 


� Peces Barba, Gregorio. Derecho positivo de los derechos humanos. Madrid: Debate, 1987, p. 120.


� En la Carta de las Naciones Unidas se distinguen dos clases de miembros: originarios y admitidos. Son miembros originarios aquellos que participaron en la Conferencia de San Francisco, y también quienes suscribieron la Declaración de las Naciones Unidas y ratificaron la Carta de las Naciones Unidas, entre ellos el Perú. Y son miembros admitidos aquellos Estados solicitantes que deberán cumplir con algunos requisitos, por ejemplo ser Estados amantes de la paz y someterse a las obligaciones que imparte la Carta de las Naciones Unidas. Para tal efecto, el Consejo determinará la capacidad que estos Estados tienen para cumplir dichas obligaciones. 





� De acuerdo con los artículos 1 y 2 de la Carta, son propósitos y principios de la organización:


1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz; 


2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal; 


3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión; y 


4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por alcanzar estos propósitos comunes. 


Para la realización de los propósitos consignados en el artículo 1, la organización y sus miembros procederán de acuerdo con los siguientes principios: 


1. La organización está basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus miembros. 


2. Los miembros de la organización, a fin de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta. 


3. Los miembros de la organización arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia. 


4. Los miembros de la organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas. 


5. Los miembros de la organización prestarán a ésta toda clase de ayuda en cualquier acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de dar ayuda a Estado alguno contra el cual la organización estuviere ejerciendo acción preventiva o coercitiva. 


6. La organización hará que los Estados que no son miembros de las Naciones Unidas se conduzcan de acuerdo con estos principios en la medida que sea necesaria para mantener la paz y la seguridad internacionales. 


7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará a los miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.


� Comisión Andina de Juristas. Los derechos humanos en el umbral del tercer milenio. Retos y proyecciones. Lima: CAJPE, 1997, pp. 15-16.


� Pinto, Mónica. “Derecho internacional de los derechos humanos”. En Comisión Andina de Juristas.  Seguridad ciudadana y derechos humanos. Lima: CAJPE, pp. 61-65


� Comisión Andina de Juristas. Los derechos humanos en el umbral del tercer milenio. Retos y proyecciones. Lima: CAJPE, 1997, pp. 15-22. 


� Zovatto, Daniel. “Contenido de los derechos humanos”. Jesús Kohagura (comp.). Educación y derechos humanos. Lima: Ministerio de Justicia, 1998, pp. 37-52.


� Rivera Beiras, Iñaki. “Teoría de la justificación de los derechos humanos”. Iñaki Rivera (ed.). La devaluación de los derechos fundamentales de los reclusos. Barcelona: José María Bosch, 1997, pp. 10-19.


� Ansuátegui Roig, Francisco. “La historia de los derechos humanos. II Maestría de Derechos Humanos en el Mundo Contemporáneo de la Universidad Internacional de Andalucía sede Iberoamericana. Introducción a los Derechos Humanos. Andalucía, 2001, pp. 1-8.  


� Véase el anexo 1, punto 8. 


� Características de los derechos humanos. Universales. Los derechos humanos son universales porque nos pertenecen a todos, sea cual fuere nuestra condición, no importando nuestra nacionalidad, origen, raza, idioma, género, ideología, etcétera. Progresividad. Cuando es posible extender el ámbito de la protección a derechos que anteriormente no gozaban de ésta. Es así como han aparecido más derechos, lo cual ha generado todo un proceso de multiplicación y especificación de éstos. Indivisibilidad e interdependencia. Los derechos se complementan entre sí, de tal suerte que para lograr la vigencia y el respeto de unos es necesario que se garanticen y se respeten los otros, no pudiendo, por tanto, concebirse cada derecho de manera independiente de los demás. 








� Véase el anexo 1, punto 9.





� Proyecto de Ley 957, Ley que determina la Exigibilidad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Este proyecto de ley fue presentado por la congresista Gloria Helfer Palacios en el 2001 y fue derivado tanto a la Comisión de Constitución, Acusaciones Constitucionales y Reglamento y a la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República. Fue acogido en el marco de la reforma constitucional, específicamente en la elaboración del título I del proyecto de Constitución denominado “Derechos y deberes fundamentales y los procesos constitucionales”, a cargo del grupo 1 de reforma constitucional. 


� Álvarez Vita, Juan. “Legislación pionera en Sudamérica”. Carlos Torres Caro (ed.). Código Procesal Constitucional. Lima: Sociedad de Estudios para una Cultura de Paz, 2004, pp. 93-94. 


� Ley 28239, que modifica la Ley 26790. 


� Ley 28308.


� Presentado por los congresistas Jhony Peralta Cruz, José Luis Risco Montalván, Daniel Robles López y Mario Ochoa Vargas, como integrantes de la Comisión de Juventud y Deportes 2003-2004. La legislación materna infantil existen en Chile, Argentina y Panamá. En el caso de Colombia no hay propiamente una ley pero sí existe un antecedente judicial. 





� Ley 19.688. El embarazo y la maternidad no constituirá impedimento para ingresar y permanecer en los establecimientos de educación de cualquier nivel. Estos últimos deberán además otorgar las facilidades académicas del caso. 


� Ley 29, artículo 5. El Ministerio de Educación tomara las medidas administrativas pertinentes para la adolescente embarazada o el adolescente que embarace a una menor, que curse estudios primarios o secundarios, reciba la atención académica o consejería al nivel de estudios en que se encuentre, para lo cual designará a un profesor o profesora del mismo plantel educativo quien será responsable de la supervisión de su avance académico. 


� Ley 25584, de mayo del 2002 y modificada por Ley 25808. Se prohíbe la adopción de medidas institucionales que impidan o perturben el inicio o continuación de sus estudios a las estudiantes en estado de gravidez o durante el período de lactancia y a los estudiantes en su carácter de progenitores. Asimismo, se autorizan los permisos que en razón de su estado sean necesarios para garantizar tanto su salud física y psíquica durante su gestación y el correspondiente período de lactancia. 


Por ley 25273 se crea un régimen especial de inasistencias justificadas por razones de gravidez para alumnas que cursen los ciclos de enseñanza general básica polimodal y superior no universitaria en establecimientos de jurisdicción nacional, provincial o municipal. 





� La reforma de la Ley de Maternidad Gratuita (10-08-98), además del Código de Salud y el Código de Ética Médica. En agosto del 2000 se dio inicio al Programa de Maternidad Saludable, bajo la responsabilidad del Ministerio de Salud Pública.





� Sentencia T-1531/00. Referencia: expediente T-337.674 Acción de tutela instaurada por Melida Lorena Rosero Campo contra el Colegio Mayor de Santiago de Cali. Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis.- Ordenar al Colegio Mayor Santiago de Cali que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas a partir de la notificación de esta providencia, retorne a un régimen de escolaridad normal a la alumna Rosero Campo, en el cual el servicio educativo le sea prestado en igualdad de condiciones a los restantes estudiantes de ese plantel. No obstante, como para la fecha de este fallo muy posiblemente esté por culminar o haya terminado el presente año escolar, la orden de reintegro de la actora podrá tener sus efectos a partir del próximo año académico. Tercero.- Ordenar al Colegio Mayor Santiago de Cali que, con la mayor brevedad posible, inicie las diligencias y procesos necesarios para modificar y adaptar a las disposiciones de la Constitución Política, aquella norma del manual de convivencia cuya inconstitucionalidad se verificó en el presente fallo. 





� Resolución ministerial 126-2004/Minsa. Norma técnica Lineamientos de Nutrición Materna.


� Naciones Unidas. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales Folleto informativo 16. Disponible en <www.un.org>. 


� Véase la exposición de motivos del Proyecto de Ley 3389-CR-2002, “Mecanismos para la justicialidad de los DESC”, presentado por el congresista Javier Diez Canseco Cisneros. Disponible en <www.congreso.gob.pe>. 





� Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, 1966, artículos 2 (2) y 3. Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, 1988, artículo 3.


� Concordancia con los artículos 21, 22, 23 y 24 de los principios de Limburgo: 


21. La obligación de alcanzar el logro progresivo de la completa aplicación de los derechos exige que los Estados partes actúan tan rápidamente como les sea posible en esa dirección. Bajo ningún motivo esto se deberá interpretar como un derecho de los Estados de diferir indefinidamente los esfuerzos desplegados para la completa realización de los derechos.


22. Algunas obligaciones del Pacto requieren su aplicación inmediata y completa por parte de los Estados partes, tales como la prohibición de discriminación enunciada en el artículo 2.2 del Pacto.


23. La obligación de alcanzar una realización progresiva es independiente del aumento de los recursos; dicha obligación exige que se haga un uso eficaz de los recursos disponibles.


24. La aplicación efectiva puede efectuarse mediante el aumento de recursos, así  como por el desarrollo de los recursos de la sociedad necesarios para la realización individual de los derechos reconocidos en el Pacto. 





� Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Observación General 3, La Índole de las Obligaciones de los Estados partes, 14 de diciembre de 1990, párrafo 2. concordancia con los artículos 25 y ss. de los principios de Limburgo: 


25. Se obliga a los Estados partes a garantizar el respeto de los derechos mínimos de subsistencia para todos, sea cual fuere el nivel de desarrollo económico.


27. Al determinar si se han adoptado las medidas adecuadas para la realización de los derechos reconocidos por el Pacto, se deberá prestar atención a la utilización eficaz y equitativa y la oportunidad de acceder a los recursos disponibles.


Concordancia: la Declaración de Maastrich, punto 10, expresa lo siguiente: 


10. En muchos casos, la mayoría de los Estados pueden cumplir dichas obligaciones sin mayores dificultades y sin que esto tenga implicaciones significativas en cuanto a los recursos. En otros casos, sin embargo, la plena realización de los derechos puede depender de la disponibilidad de los recursos financieros y materiales adecuados. No obstante, de conformidad con los Principios de Limburg 25-28, y tal como lo reafirma la jurisprudencia evolutiva del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la escasez de recursos no exime a los Estados de ciertas obligaciones mínimas esenciales en la aplicación de los derechos económicos, sociales y culturales. 





� Los Principios de Limburgo Relativos a la Aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales constituyen un informe sobre la naturaleza y el alcance de las obligaciones de los Estados partes del PIDESC, así como de la cooperación internacional. Han sido elaborados por un grupo de distinguidos expertos de derecho internacional en Maastricht en 1986. Se considera que los principios reflejan el consenso sobre dichas obligaciones. Documento de la ONU E/CN.4/1987/17. Los Principios de Limburgo, E/CN.4/1987/17, Principio 21.





� Concordancia con el punto 10 de la directrices de Maastrich: 


8. Al igual que con los derechos civiles y políticos, los Estados cuentan con un margen de discreción en la selección de los mecanismos que se deben usar para hacer efectivas sus respectivas obligaciones. Tanto la práctica de los Estados como la forma en que las entidades internacionales de supervisión de tratados y los tribunales nacionales aplican las normas legales a situaciones y casos concretos han contribuido a la evolución de normas mínimas universales y a una comprensión común acerca del alcance, la naturaleza y las limitaciones de los derechos económicos, sociales y culturales. El que la plena efectividad de la mayoría de los derechos económicos, sociales y culturales solo pueda lograrse progresivamente, como ocurre también con la mayoría de los derechos civiles y políticos, no cambia la naturaleza de la obligación legal que requiere que los Estados adopten algunas medidas de forma inmediata y otras a la mayor brevedad posible.  





� Concordancia con el punto 08 de la Directrices de Maastricht


Punto 8 [...] Por lo consiguiente, al Estado le corresponde la obligación de demostrar logros cuantificables encaminados a la plena efectividad de los derechos aludidos. Los Estados no pueden recurrir a las disposiciones relativas a la "aplicación progresiva" del artículo 2 del Pacto como pretexto del incumplimiento. Del mismo modo, los Estados no pueden justificar la derogación o limitación de los derechos reconocidos en el Pacto sobre la base de diferencias en las tradiciones sociales, religiosas o culturales. 


Punto 13. Para determinar qué acciones u omisiones constituyen una violación a los derechos económicos, sociales y culturales, es importante distinguir entre la falta de capacidad y la falta de voluntad del Estado de cumplir sus obligaciones según los tratados internacionales. Un Estado que afirma que no puede cumplir con su obligación por motivos ajenos a su control tiene la responsabilidad de comprobar que éste es el caso. Por ejemplo, el cierre temporal de una institución de enseñanza debido a un terremoto constituiría una circunstancia ajena al control del Estado, mientras que la eliminación de un régimen de seguridad social sin contar con un programa de sustitución adecuado demostraría la falta de voluntad política, de parte del Estado, de cumplir con sus obligaciones. 





� Con motivo del décimo aniversario de los Principios de Limburgo sobre la Aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —en adelante Principios de Limburgo—, entre el 22 y 26 de enero de 1997 se reunió en Maastricht un grupo de más de 30 expertos invitados por la Comisión Internacional de Juristas (Ginebra, Suiza). El propósito de estas directrices es ayudar a todos los que se dedican a conocer e identificar las violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales, y ofrecerles recursos, en particular a las entidades encargadas de la vigilancia y administración de justicia en los niveles nacional, regional e internacional.


 


� Abramovich, Víctor. ¨Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales”. Plataforma Peruana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo.  Materiales de lectura del seminario “Exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales”. Lima: Plataforma Peruana, 1999, pp. 3-55. 


� Álvarez Vita, Juan. “De la Declaración Universal de los Derechos Humanos a la globalización: medio siglo de camino (1948-1998)”. En Hacia una cultura de los derechos humanos. Alfred Fernández (ed.). Hacia una cultura de derechos humanos: un manual alternativo de los derechos fundamentales y del derecho a la educación”. Ginebra: Universidad de Derechos Humanos y del Derecho a la Educación, pp. 26-27. 


� Bolívar, Ligia. “La justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales: el papel de la sociedad civil”. En Plataforma peruana de derechos humanos, democracia y desarrollo. Materiales de lectura del seminario Exigibilidad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Lima: Plataforma Peruana, 1999, pp. 1-8.


� Este capítulo está basado en documentos oficiales elaborados por el grupo de trabajo 1 de la Comisión de Constitución del Congreso de la República, encargado de elaborar el proyecto de reforma en derechos y deberes fundamentales de las personas y procesos constitucionales. Fue coordinado por la congresista Gloria Helfer y estuvo integrado por los congresistas Mercedes Cabanillas y Judith de la Mata. Entre los especialistas que participaron estuvieron el embajador José Luis Pérez Sánchez Cerro, Carolina Loayza Tamayo (profesora de Derecho internacional público de la Universidad de Lima), Rocío  Villanueva Flores (defensora especializada en los derechos de la mujer de la Defensoría del Pueblo), Samuel Abad Yupanqui (jurista y defensor especializado en asuntos constitucionales de la Defensoría del Pueblo), Carlos Fernández Sessarego (jurista), Francisco Miro Quesada (especialista en Derecho constitucional), Iván Bazán (Fedepaz), Javier Mujica Petit (CEDAL), Alejandro Silva Reina (Coordinadora Nacional de Derechos Humanos) y David Lovatón (Instituto de Defensa Legal). 





� Comisión de Constitución, reglamento y acusaciones constitucionales. Proyecto de ley de la reforma de la Constitución, 2002, pp. 109-175.


� La coordinación del subgrupo de trabajo 1 de la Comisión de Constitución del Congreso estuvo a cargo de la congresista Gloria Helfer Palacios, en su calidad de miembro titular de la Comisión de Constitución, cuyas labores se extendieron entre febrero y marzo del 2002. 


� Conformación del subgrupo de trabajo. Congresistas: Gloria Helfer Palacios (coordinadora general), Judith de la Mata y Mercedes Cabanillas Bustamante. Secretaria técnica: Lesly Llatas Ramírez, asesora en asuntos constitucionales de la congresista Helfer Palacios, y Jorge García, funcionario de la comisión de Constitución. Expertos y juristas: Samuel Abad Yupanqui, Óscar Ayzanoa Vigil, Iván Bazán Chacón, Carlos Fernández Sessarego, Carolina Loayza Tamayo, David Lovatón Palacios, Francisco Miró Quesada Rada, Javier Mujica Petit, José Luis Pérez Sánchez Cerro, Javier Ríos Castillo, Alejandro Silva Reina, Aníbal Torres Vásquez y Rocío Villanueva Flores. 





� Lo que sí es de lamentar es que la Comisión de Constitución no haya aprobado la propuesta constitucional de enfoque de género sino únicamente haya manifestado su deseo de que, en un nuevo período, dicho tema se vuelva a plantear en la agenda legislativa. La propuesta original era la siguiente: “A la igualdad. Está prohibida toda forma de discriminación por motivo de origen, filiación, raza, género, origen genético, idioma, religión, opinión, condición económica, discapacidad o de cualquier otra índole, que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, y adoptará medidas positivas a favor de grupos discriminados o marginados.





Sustentación de esta propuesta. Se mantiene la observación respecto de la inclusión del término género en lugar de sexo como causal específico de discriminación. Sobre este tema, durante el debate se sostuvieron distintas posiciones. Lourdes Zamudio cuestionó el cambio propuesto en tanto que el concepto género no goza de un consenso generalizado sobre su alcance. Carolina Loayza recordó que, entre otras normas internacionales, el Estatuto de Roma contenía una definición precisa de género y que, cuando entre en vigencia, constituiría una norma integrante del ordenamiento jurídico nacional. Rocío Villanueva estableció que la referencia a sexo está vinculada a los aspectos fisiológicos, mientras que género aúna a lo fisiológico determinados roles asignados socialmente a hombres y mujeres. El congresista Luis Solari señaló que poner en la Constitución la palabra género y no especificar que se refiere exclusivamente a varón y mujer implicaría la aceptación implícita de la perspectiva de la ideología de género. Por su parte, Enrique Bernales señaló que el concepto género es reciente y está sujeto a debate académico, y que no sería fácilmente comprensible por la población. El congresista Natale Amprimo suscribió la posición de Bernales. El congresista Luis Guerrero recordó que el proyecto de ley de elecciones regionales no hace referencia expresa al concepto de género sino de hombres y mujeres al establecer la cuota mínima de participación.


La Constitución, en su nuevo artículo 191, establece que la ley electoral establecerá un porcentaje mínimo para la representación de género. 


Por su parte, el Estatuto de la Corte Penal Internacional, ratificado por el Estado peruano, señala en su artículo 7.3 lo siguiente: “A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término género se refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El término género no tendrá más acepción que la que antecede”.  


Adicionalmente, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará) establece, en su artículo 1, lo siguiente: “Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico tanto en el ámbito público como privado”.








� El congresista Aurelio Pastor Valdivieso (APRA), actual presidente de la Comisión para el período 2004-2005.


� Título I. Derechos y deberes fundamentales y procesos constitucionales. Título II. Estado y nación. Título III. Del régimen económico.


� Véase el anexo 1, punto 10.


�  Véase el dictamen de la Comisión de Constitución, Reglamento y Acusaciones Constitucionales, “Proyecto de ley de la reforma de la Constitución”, 2002, pp.109-175.





�





� Organización de las Naciones Unidas. Departamento de Información Pública. Los derechos humanos hoy.  New York, 1999, p. 21. 


� Adicionalmente a esta propuesta, también se planteó que todo régimen penitenciario debe tener condiciones adecuadas para la reinserción, como parte de la política criminal de Estado, y la aplicación de las medidas alternativas a la privación de la libertad. Hay que tener en cuenta que de los 83 centros penitenciarios que hay en el Perú, la mayoría se encuentra en condiciones deplorables. Por ejemplo Challapalca, Yanamayo, Cerro de Pasco y Lurigancho son penales que atentan contra la dignidad de la persona. Sin contar con los centros penitenciarios que hay en la selva, que se caracterizan por su sobrepoblación. La propuesta consiste en aplicar la pena privativa de la libertad para casos graves y más bien hacer uso de otras medidas alternativas, como por ejemplo el arresto domiciliario y el mandato de comparecencia restringida, como ha venido sucediendo en el caso de funcionarios involucrados en el régimen de Fujimori.


La Comisión de Constitución del Congreso no consideró expresamente la propuesta original acerca de las condiciones adecuadas del régimen penitenciario, toda vez que sostuvo que este tema forma parte de una política de Estado que no necesariamente debe estar prevista en la Constitución. 





� Por decisión del pleno del Congreso, esta propuesta constitucional fue reservada para debatir al final de la discusión de la reforma constitucional por no haber alcanzado consenso al respecto para su aprobación dentro del artículo 2 del proyecto de Constitución.  El pleno del Congreso de la República aprobó los artículos 1 y 2 del proyecto de Constitución, quedando reservada la propuesta indicada anteriormente. 


� El Perú, mediante la resolución legislativa 27517 del 29 de setiembre del 2001, aprobó la ratificación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y con ello se dio un gran paso en el desarrollo de un sistema de justicia penal con el objetivo de garantizar la no impunidad de los delitos que afectan gravemente a la humanidad. 











� Gil Gil, Alicia. Derecho penal internacional. Especial consideración del delito de genocidio. Tecnos, 1999, p. 60. 


� Congreso de la República del Perú. Comisión de Constitución, Reglamento y Acusaciones Constitucionales. Proyecto de la Reforma de la Constitución, pp. 1-2.


� Esta modificación significará que sólo a través de una mayoría calificada podrá regularse el ejercicio del ámbito de libertad de los derechos fundamentales, asegurando que éstos no queden sujetos a mayorías parlamentarias eventuales sino reforzadas. Asimismo, se establece expresamente que los derechos fundamentales rigen también para las personas jurídicas, en cuanto sean aplicables. Lo que se busca con esta propuesta constitucional es proyectar leyes de desarrollo constitucional que puedan seguir interpretando derechos de las personas pero sin que estas leyes alteren la integridad o la esencia de los derechos. Es decir, las posibles restricciones que se contemplen en estas leyes no pueden atentar contra la esencia del derecho reconocido por la Constitución.


� Vicepresidenta del Consejo Regional de las Américas del Consejo Internacional de Mujeres.





� Gómez Pacheco, Máximo. “Prólogo a los derechos humanos. Documentos básicos”. En Luis Felipe Polo. Fundamentos filosóficos de los derechos humanos. Guatemala: Artes Nativas, 2000, pp. 54 y 55. 


� Arroyo, Juan; Eduardo Cáceres y Susana Chávez. “Vínculos entre la salud pública y los derechos humanos”. Diagnóstico y propuesta 14. Editado por el Consorcio de Investigación Económica y Social 2004, pp. 18-19


�	El Congresista José Luis Delgado Núñez del Arco y otros cuatro congresistas han solicitado la reconsideración de este inciso. También lo ha hecho el Congresista Heriberto Benítez. No han presentado propuesta alternativa. 


�	Los Congresistas Rafael Valencia-Dongo y Héctor Chávez Chuchón han solicitado la reconsideración de este inciso. Plantean eliminar la frase: “Está prohibido el aborto, salvo la excepción permitida por ley”. Por otra parte, los Congresistas Yonhy Lescano, Luis Santa María y otros 61 congresistas, también han presentado solicitudes de reconsideración de este inciso, sin presentar propuesta alternativa.


�	El Congresista Javier Diez Canseco ha solicitado la reconsideración de este inciso. Plantea la siguiente redacción: “Toda persona tiene derecho: 2. A la igualdad de derechos, libertades y oportunidades. Está prohibida toda forma de discriminación por motivo de origen, filiación, identidad étnica y cultural, género, orientación sexual, idioma, religión, opinión, condición económica, discapacidad o de cualquier otra índole, que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva adoptará medidas positivas a favor de grupos discriminados o marginados”.


�	El Congresista Yonhy Lescano ha solicitado la reconsideración de este inciso. Presenta la siguiente propuesta: “Toda persona tiene derecho: 5. A acceder a la información del Estado sobre asuntos públicos y de organismos reguladores y empresas que presten servicios públicos; y a solicitar, sin expresión de causa, la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, ya se trate de la que produzca, procese o posea, en el plazo legal, con el costo que suponga su reproducción. Se exceptúan las informaciones que afecten la intimidad personal y familiar, la persecución del delito, el mantenimiento del orden democrático o cuando haya peligro real e inminente para la seguridad nacional, las que serán objeto de reserva, de acuerdo a lo establecido por la ley orgánica de la materia. El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado”.


El Congresista Javier Diez Canseco también ha solicitado la reconsideración de este inciso. Presenta la siguiente propuesta: “Toda persona tiene derecho: 5. A acceder a la información del Estado sobre asuntos públicos y a solicitar, sin expresión de causa, la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, ya se trate de la que produzca, procese o posea, en el plazo legal, con el costo que suponga su reproducción. Se exceptúan las informaciones que afecten la intimidad, la seguridad nacional y las que expresamente se excluyan por ley. El secreto bancario, la reserva tributaria y la reserva bursátil pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, de una comisión investigadora del Congreso, una subcomisión investigadora de la Comisión Permanente del Congreso o la Unidad de Inteligencia Financiera, con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado”.


�	El Congresista Javier Diez Canseco ha solicitado la reconsideración de este inciso. Presenta la siguiente propuesta: “Toda persona tiene derecho: 15. A contratar libremente. La ley regula el ejercicio de esta libertad para salvaguardar su fin lícito y los principios de equidad y justicia así como evitar el abuso en el ejercicio del derecho. Por razones de interés general, la ley aprobada por mayoría calificada del Congreso, puede establecer modificaciones equitativas a las estipulaciones contractuales que conlleven una trasgresión a derechos y obligaciones reconocidos por esta Constitución”.


�	El Congresista Javier Diez Canseco ha solicitado la reconsideración de este inciso. Presenta la siguiente propuesta: “Toda persona tiene derecho: 22. A su nacionalidad. Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser privado del derecho de obtener o de renovar los documentos de identidad dentro o fuera de la República. La nacionalidad peruana no se pierde salvo por renuncia expresa ante autoridad peruana o por manifiesta incompatibilidad al adoptar la nacionalidad de otro Estado con quien no exista acuerdo de reciprocidad”.


�	El Congresista Javier Diez Canseco ha solicitado la reconsideración de este acápite. Presente la siguiente propuesta: “Toda persona tiene derecho: 25. A la libertad y seguridad personales. En consecuencia: d) Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. No puede crearse delito ni establecerse penas por actos o conductas que no constituyan lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos. Queda prohibida la aplicación de la ley penal por analogía, sea para calificar un hecho como delito o falta, determinar la pena o restringir la libertad. La potestad punitiva y de sanción administrativa del Estado, según corresponda, debe respetar los principios de constitucionalidad, legalidad, proporcionalidad, culpabilidad, resocialización y humanidad.


�	El Congresista Javier Diez Canseco ha solicitado reconsideración de este acápite. Presente la siguiente propuesta: “Toda persona tiene derecho: 25. A la libertad y seguridad personales. En consecuencia: i. Nadie podrá ser investigado, procesado o sancionado por hechos punibles por los cuales haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley. Esta disposición no afecta investigaciones posteriores que surjan de nuevos elementos probatorios y siempre que no haya sentencia absolutoria con calidad de cosa juzgada. La amnistía, el indulto, los sobreseimientos definitivos y las prescripciones producen los efectos de cosa juzgada, salvo las excepciones establecidas en esta Constitución”.


�	El Congresista Javier Diez Canseco ha solicitado la reconsideración de este inciso. Presenta la siguiente redacción: “Toda persona tiene derecho: 29. A buscar y solicitar asilo y refugio. El Estado garantiza el asilo y el refugio de acuerdo con los tratados de los que es parte y acepta la calificación del Estado otorgante. En ningún caso los peticionarios serán expulsados o devueltos a un Estado donde su vida, integridad o libertad estén en riesgo. La persona cuya extradición o entrega es solicitada tiene los derechos reconocidos en los tratados de los que el Perú es parte. No se concede la extradición si se considera que ha sido solicitada por motivos políticos o conexos a ellos, o para perseguir o castigar con fines discriminatorios. El Estado concede la extradición de los denunciados por delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, tortura, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, magnicidio, terrorismo, tráfico ilícito de drogas y lavado de dinero. La extradición sólo se concede por el Poder Ejecutivo previo informe de la Corte Suprema, de conformidad con los tratados de los que el Perú es parte o según el principio de reciprocidad”.


�	La Congresista Julia Valenzuela y otros 50 congresistas han solicitado la reconsideración de este artículo. Presentan la siguiente redacción: “El Estado y la comunidad protegen a la familia como institución fundamental de la sociedad. Igualmente protegen, de manera especial, a las familias donde falta uno de los padres. Se reconoce el derecho del varón de contraer matrimonio con una mujer y fundar una familia. El Estado protege y promueve el matrimonio. El matrimonio civil y las causas de separación y disolución se regulan por ley. La unión estable de varón con mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, genera derechos, así como una comunidad de bienes, de conformidad a las condiciones que establece la ley. La ley señala las condiciones para establecer el patrimonio familiar inembargable, inalienable y transmisible por herencia. Es obligación del Estado adoptar políticas y medidas legislativas para prevenir, eliminar y sancionar la violencia en el ámbito familiar”.


�	El Congresista Eduardo Carhuaricra ha solicitado la reconsideración de este artículo. Presenta la siguiente redacción: “Toda persona tiene derecho a vivir en un ambiente saludable y a una vivienda digna con los servicios básicos. El Estado promueve programas públicos y privados de habilitaciones urbanas, destugurización y viviendas de interés social. La ley regula adecuadamente la utilización del suelo urbano y rural y la participación de la comunidad local en las plusvalías urbanas”.


�	El Congresista Yonhy Lescano ha solicitado la reconsideración de este artículo. Presenta la siguiente redacción: “La universidad es la comunidad académica de profesores, alumnos, graduados y personal administrativo. Todos sus integrantes participan de su gobierno en la forma que establezca la ley y tienen derecho a asociarse. Esta regula los términos de la participación de los promotores en las universidades privadas cuando corresponda. El Estado garantiza la libertad de cátedra y la tolerancia en su ejercicio”.


�	El Congresista Eduardo Carhuaricra ha solicitado la reconsideración de este artículo. Presenta la siguiente redacción: “Los bienes culturales, tales como los yacimientos y restos arqueológicos, los monumentos, los centros históricos y las zonas monumentales, las construcciones con valor histórico, los objetos artísticos, documentos bibliográficos y de archivo, así como los testimonios de valor histórico y los que se presumen como tales, se encuentran bajo la tutela monumental del Estado en su conjunto. La ley regula su conservación y protección, restauración, mantenimiento, administración, restitución, y financiamiento”.


La Congresista Elvira de la Puente y otros 61 congresistas también han solicitado la reconsideración de este artículo. Presentan la siguiente redacción: “Los yacimientos y restos arqueológicos, construcciones, monumentos, lugares, documentos bibliográficos y de archivo, objetos artísticos y testimonios de valor histórico, expresamente declarados bienes culturales, y provisionalmente los que se presumen como tales, son patrimonio cultural de la nación, independientemente de su condición de propiedad privada o pública. Están protegidos por el Estado. La ley garantiza la propiedad de dicho patrimonio. Fomenta conforme a ley, la participación privada en la conservación, restauración, exhibición y difusión del mismo, así como su restitución al país cuando hubiere sido ilegalmente trasladado fuera del territorio nacional”.


�	El Congresista Xavier Barrón ha presentado solicitud de reconsideración de este artículo. Plantea que se señale que participen en la administración de los fondos de la seguridad social, el Estado, los empleadores y los trabajadores.


�	Se incluirá esta disposición también en el artículo 156°.


�	Los Congresistas Jesús Alvarado, Marciano Rengifo y Gerardo Saavedra presentaron solicitud de reconsideración de este artículo, No presentaron propuesta de redacción alternativa.
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